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INTRODOCCION 

Una de las razones que me decidieron a escoger el tema de 
mi tesis fué el esfuerzo que hacen los países centroamericanos 
para lograr su integraci6n econ6mica, que va desde etapas de e­
fectivo progreso a situaciones desalentadoras, como la que esta­

mos contemplando con la discusi6n d e l "modus operandi" del Merca­

do Común Centro-Americano. 
Es induda ble que dentro del campo integracionista es cues­

ti6n fundamental lo relativo a la materia impositiva, para lograr 

la justicia social por un lado y el desarrollo econ6mico por otro. 

Los países centroamericanos están urgidos del establecimieQ 
to de grandes empresas, capaces de aglutinar capitales que consti­

tuyan el potencial econ6mico necesario para explotar los recursos 
naturales y humanos con que contamos. Pero para lograr este obje­

tivo e s necesario contar con los instrumentos esenciales que lo 
hagan viable. 

Entre estos instrumentos los que a mi modo de ver ameritan 
más atenci6n son: un esta tuto jurídico que haga más elástico y se­
guro el tráfico mercantil, dándole a la empresa la regulaci6n que 
su importancia merece; y la sistematizaci6n de una política fiscal 
más a corde con el momento hist6rico que vivimos, que propugne por 
un sistema de incent i vos que sean capaces de promover la inversi6n 
privada, sin descuidar al mis mo tiempo la realización de la justi­
cia tributaria. 

Entre nosotros, lo primero se ha logrado con la promulgación 
del nuevo C6digo de Comercio y en cuanto a lo segundo, es justo ad 

mitir, que desde ha ce dos d~cadas se han dictado leyes que tienden 
a fomentar el desarrollo industrial a base de incentivos fiscales, 
sobre todo en lo que atañe a las sociedades anónimas,siendo uno de 

ellos el que establece el Decreto N ~ 609 de fecha 20 de mayo de 
1966, al darle un tratamiento especial a las utilidades acumuladas 
de dichas entidades que tienen su domicilio en el país y que es 
el objeto de esta tesis. 

Por lo expuesto anteriormente he creído necesario, antes de 
abordar el punto central de mi tesis, hac er ciertas consideracio­

nes sobre otros sectores que he estimado como importantes,por con.§. 

tituir los supuestos econ6micos del Decreto NQ 609 y se comprenda 

la razón de porqué es en verdad un incentivo fisc a l y porqué las 
sociedades anónimas ameritan ese tratamiento especial, indic ando 



2 

al mi smo tiempo y en f orena somera la s regulacione s que e 1 nuevo 
Código de Comercio establece respecto a ellas. Ese es, pues, el 
contehido de la primera parte de esta tesis. La parte segunda con­

tiene además del desarrollo del tema central, los conceptos de reu 
ta y los de utilidad social contable, gravable y distribuible,que 
servirán para una mejor comprensión del referido Decreto. 
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PRIrv1ERA PARTE 

CAPITULO l. - La Integració_n_ E<;;onómica y el Mercado ComÚn Centro­

americ . .?n'p.! 

Alguien ha dicho que el mundo se est~ estrechando. En ver­

dad,todo lo que ocurre en el medio social nos lleva a aceptar tal 

aseveración. Las distancias se tornar de glandes en pequeñas,inclu­

sive las extraterrestres. Las noticias, a~n de las partes m~s le­
janas, nos parecen locales, Los conocimientos científicos ya no son 

el patrimonio exclusivo de un determinado país, ni mucho menos de 

un grupo selecto de personas. Es decir, que las cosas del diario 

acontecer tienden a volverse universales a trav~s de los medios de 

divulgación con que hoy se cuenta. En lo político y en lo econó­

mico ese mundo tambi~n se ha transformado,Actualmente ya no se ha­
bla de Naciones, de Estados, sino que de comunidades regionales, 

continentales y mundiales. Así, se habla del mundo o de la cultura 

Occidental en contraposición al mundo o a la cultura oriental y 

~sto se debe a los diversos sistemas filosóficos y po11titus que 

entrañan ambas regiones y a la manera de resolver los problemas 
que confron tan. 

Se dice asímismo, que la cultura europea, la americana y la 

latinoamericana- que aún formando parte de dosgrandes sectores en 

que se ha dividido el mundo- representan ~or S1 sola s grupos cul­
turales diferentes a los dem~s, con necesidades pro pias y formas 

distintas de satisfacerlas. 

Los grupos regionales forman unidades m~s reducidas dentro 

de los dem~s organismos y así podemos hablar de la región centro­

americana, la cual est~ formada por naciones que aÚn antes de su 

independencia constituían un solo bloque pOlítico, pues juntas se 

emanciparon de España, haciendo su aparición a su reci~n estrena­

da libertad, como un solo Estado. 

Diversos fact6res, entre los que cuenta los deficientes me­
dios de comunicación, hicieron que ambiciones caudillistas prospe­

raran y ocasionacen la separación de estas parcelas ahora conver­

tidas en mini-estados, incapaces por sí solas de resolver los pro­

blemas dejados por la colonia, entre los que sobresalen el atraso 
cultural y la concentración de la" riqueza en manos de pocas fami­

lias, la cual poco a poco ha ido acentua ndo las diferencias de cl~ 
ses, principal causa de nuestros males. 
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Este es el panorama que el hombre moderno observa. Concien 
te de su ubicación en el grupo social, ya no piensa en función iD. 
dividual sino que se ve obligado de ha.cerlo en función de su esp§.. 
cie y tanto el poderoso como el d6bil tratan, en el límite de sus 

facultades, de dar su aporte a la labor integracionista como me­

dio indispensable para el desarrollo económico y social de los 

pueblos o 

. , 
Entre los centroamericanos, es justo decirlo, Jamas se ha 

olvidado el ideal unitario y, es más, se ha reconocido que aún fo~ 
mando cada parcela un Estado, ~stos son parte de una sola nación, 

con nexos sociológicos e históricos, tradiciones y costumbres que 
la hacen distinta a las demás del orbe. Este ideal se ha plasmado 

en las diversas Constituciones políticas que se han promulgado en 

El Salvador y, así tenemos que, el Art.lO de la que est~ actual­
mente en vigencia, dice: ¡lSiendo El Salvador una parte de la Na­

ción Centroamericana, está o~ligado a propiciar la reconstrucción 

total o parcial de la República de Centro ,~.m~rica. El Poder ~jecu­

tivo, con aprobación del Legislativo, podr~ realizarla en forma 

confederada, federal o unitaria, sin necesidad de autorización o 

ratificación de una Asamblea Constituyente, siempre que se respe­

ten los principios republic anos y democráticos en el nuevo Estado, 
y que garanticen plenamente los derechos esenciales de los indivi­

duos y de las asociaciones." 

Como se puede observar, el mandato constitucional es el de 

constituir el Estado Centroamericano,en cualquiera de sus formas 
y el único límite que establece es que se respeten los principios 

de la cultura Occidental, que es el grupo más extenso del cual fOL 

mamas parte. 

Este ideal unitario o de integración geográfico-político 

ha estado, pues, latente a lo largo de nuestra historia y ha apa­
sionado a hombres de sensibilida.d social que sacrificando comodi­

dades y aún su vida, han predicado su ideal por Centro Am~rica,a­

rrastrando a veces en su dignificante misión a todo un pueblo,el 

centroamericano. Pero el triunfo de ese alto ideal aún no ha lle­

gado y las fuerzas negativas del divisionismo siguen en pi6. 

La din~mica de la historia ahora es distinta, ya no se pien 

sa en alcanzar aquella integración por la fuerza de las armas,pues 
la unión de los pueblos centroamericanos se vuelve cada dfa unan~ 

cesidad para todos y origina un movimiento que se le puede llamar 

pacifista, cuyo antecedente histórico lo encontramos el aRo de 
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1945, en lo que se ha denominado lILa Carta de San Franci sco 11 , S us­

crita por los Ministros de Relaciones Exteriores de varios países 

y que di6 lugar al nacimiento de la Organizaci6n de las Nac iones 
Unidas, cuyos vei nticinco a~os de existencia s~ han celebrado re­
cientemente. En dicho documento se establecieron normas tendientes 

1 ., 1 • • 1 "f ' -, t a a creaclon ae organls mos reglona es y aSl ue como anos mas ar-
de, en 1951, los Cancilleres de los Estados Centroamericanos sus­

cribieron la "Carta de San Salvador ti , instrumento internacional 

que, ratifica cio por los cinco países centroamericanos, constituye 

actual l"'1 ent e el fundamento jurídico de la ODECA, or~j anist11o regional 

a ratos inoperante, pues respon de a la idiosincrac i a de nuestros 

pueblos y tiene funciones restringi das y casuísticas. 

No obstan te la inoperancia del pasado y a sus . crisis no de­

bemos olvidar, qu e ent r e nosotros la ODECA represent a el organismo 

que puede hacer posible la unidad política centroamericana y como 

instituci6n debe sobrevivir a todos sus fr acasos. Frente a ellos 

surgen empe~os loabl es como el de crear el Me rcado Com~n Centro­

americano, base de la int egraci6n econ6mica y ante cedente obligado 

para la integraci6n política. Esta nueva forma de lucha, llena de 

practicidad, se inspir6 en l a Carta suscrita en la ciudad de Pana­

m~, el 12 de diciembre de 1962, que reestructur6 la de "San Sa1va­
doro en tal forma que ésta se consi d. era ha de j ado de existir, al 

s us ti tu irse por o tro s lo s término s contenido s en ella. 

Los prop6sitos de la primitiva Carta se han tornado m~s con­
cretos. Ya no s e trata de fortalecer los vínculos de los Estados 

miembros y promover el desarro llo econ6mico, soci al y cultural,me­

diante l a acci6n cooperativa y solidaria. 

Con un sentido m~s pr~ctico se ha considerado a los Es tados 

Centro ameri cano s como lli'!...éLS omunidJ.~d .~c;..9nó¡jl~c a -Q..oJ..t t ic;:a que aspira 
a la in te grac i6n de Cen troa l"íléri ca. De t a l s ue rte que , si bien no 

se puede hablar todavía de un Estado Centroamericano, si es dable 

referirse a l a comunidad Centroamericana co mo una entidad que a­

glutina en su seno una diversidad de situaciones. Esta Comuni da d 

de pueblos no puede ver con indiferencia los movimientos integra­

cionistas de las dem~s regiones del mundo, especialmente el de Eu­
ropa Occidental, en donde se han establecido organismos que aspi­

ran a ese fin, como la Com unidad del Carb6n y el Acero, la Comu­

nidad Econ6mica Europea y la de Energía At6mica, integrada por 

seis países; lo mismo que la Asociaci6n Euro pe a de Libre Comercio 

o Asociaci6n de los siete, por ser siete los países los que la 
forman. 
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En los procesos integ r ac ionistas ante riore s se trata de re­

solver en for ma planificada los problemas econ6micos, hasta llega r 

a formar un gran potencial que ame naza las economias incipientes 

de nuestros Estados . 
Nosotros no podemos s eguir compitiendo con mercados cada 

d fa m~s ext ensos~ Esa realidad hist6rica nos obliga a la integra­

ci6n, para el aprovechamienteo de los recursos que constituyen 
nuestro potencial econ6mico. El camino no es f~cil, carecemos de 

la técnic a europea y por eso todo esfuerzo s e torna en una poli­
tica de tanteos, de experimentaciones, yendo de los Tratados Bi­

laterales a los Generales, cuya t6nica es determinada lamentable­

mente por el momento politico en que se Vlve y por los intereses 

creados que l o condicionan. 

La falta de experiencia, d e madurez politica y comprensi6n 

unitaria de los fines que persigue l a integraci6n, ha h echo posi­

ble que existan en la actualidad t re s organismos que tienen el 

mismo objetivo; éstos son: 

a)- el Consejo Econ6mico de la ODECA, establecido exclusi ... 

vamente para regular el aspecto econ6mico de la inte-
. , 

graclon; 

b)- el Comi t~ de Cooperaci6n Econ6mica de l Istmo Centro­

aGericano, creado por l os cinco Ministros de Economia 

de los paises de l ~rea, a instancias de la Comisi6n E­
con6mica para América Latin é:! de l a ONU (CEPAL), el dfa 

16 de j ul io de 1951, como organ i smo permane nte de di cha 

Comisi6n, y 

c ) - el Cons ej o Econ6mic o Cen tro americano ins ti tu ido por el 

Tratado General de Int egraci6n Econ6mic a , celebrado en 

Ma na gua el día 13 de diciemb re de 1960, suscrito por 

los Estados de Guatemala, Nicaragua, Honduras y El Sal­

vador, al cual se adhiri6 posteriormente Costa Rica y 

que ha devenido en el órgano rector de la integración 
econ6mica de la regi6n. 

La ODECA, consciente de una repetici6n de funciones, pro­

vocada por la existencia de otros organismos estructurados para 

el mismo fin, que adem~s de causar confusión debilitan su propio 

funcionamiento, ha realizajo esfuerzos para integrarlos politica­

mente a su estructura o coordinar sus funcion e s con l a s de t a les 

organismos. Fué asi como ¿l reestructurarse en el aRo de 1962,su 

6rgano econ6mico pas 6 a llamarse ttConsejo Económico Ce.ntroameri­

cano", tenien do a su cargo la planific a ci6n, coordinación y eje-
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cuci6n de dicha integraci6n, y al cual quedaban incorporados to­

dos los organismos que para tales fines se habían creado. En es­

ta forma tamb i~n se hizo eco a lo preceptuado por el referido Tra­

tado, el cual en un artículo transitorio estipulaba que desde el 

momento de adherirse el Estado de Costa Rica a dicho Convenio,los 

organ ismo s creados por ~l, entre los cuales se encontraba el Con­
sejo Econ6mico Centroamericano, entrarían a formar parte de la 0-

DECA, mediante un Convenio de vinculaci6n. 

Respecto a l a integraci6n política del Comit~ de Co opera ­

ci6n Económica, lla ,-;¡ado inicialll1ente I' Comit~ de Coopera ción de los 

Minis tros d e Economí a del 1s t OlO Cen troarnericano 11, el prob l ema fue 

mayor, ya que se había establecido en forma independiente a este 

organismo. 

La Secretar í a de dicho Comit~ est~ a cargo d e la Secretaría 
de la Comisión Econ6mic a para Am~ric a Lati na (CEPAL), 6rgano de la 

ONU, por lo que se trataba de dos jurisdicciones d istintas: la de 

la CEPAL y la de la ODECA, siendo inferior l a de esta últi ma . Esto 
no permitió que dicho Comit~ se incorporara a su seno como suce­

diera con el Cons ej o Econ6mico Centroamericano, por lo cual se im 

puso que la ODECA aceptara la existencia inde pendiente de l referi­

~o organismo, pero reconociendo al mi smo tiempo que l as activida­

des desarrolladas por 61 eran id~ntic as a las de su Cons ejo Eco­

nómico, decidi6 por mectio de una reunión celebrada por este Organo 

en Guatemala, de l 20 al 24 de febrero de 1957, en su ~ltima sesi6n, 
que l a S ecretaría Genera l de la ODECA , presentara en la próxilna reu 
ni6n de Mi nistros de Rel ac io nes Exteriores de Centroam~rica, el in­

forme del Comité de Cooperación Econ6mica, dependiente de l a CEPAL, 

como el informe del Con s ejo Ec on6mico de la ODECA. En esta forma 

se le dab a a l Comit6 su verdadera función inte gracionista, pero 

sus result ados se los hací a propios el Consejo. 

Los proc esos de integrac i6n econ6mica han sido tortuosos,tan­

to en la creación de l os organismos rectores como en los procedi­

mientos para llevarla a cabo. Faltos de conocimientos t~cnicos y 
agobiados por problemas políticos, se pensó que la mejor forma de 
llevarla adelante era creando un f/iERCADO COMUN CENTROAMERICANO.­

Tampoco ~sto fue producto de una planificación general, donde se 

hubiera tomado en cuenta hasta el último de t a 11e.- Fu~ y es obra 

de la improvis aci6n y el resultado de trabados internacionales, 

tanto bilaterales como los multilat erales. Un ejemp lo de los mis­

mos se tiene con el celebrado en Te gucigal pa en 1958, q ue se deno ­

minó Tratado d e Libre Comercio Centroameric ano, que consistió nada 

(. 
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m~s que en la elaboración de una lista de mercancías producidas 

dentro del ~rea, que figuraban como anexo al Tratado,las cuales 

podían negociarse libremen te en todo Centro Am~rica, sin restric­

ciones arancelarias. Este Tratado no dió resultado, ya que no lo· 
graron los Gobiernos pon erse de acuerdo respecto a la elaboración 

de dicha lista. Otro procedimiento fue el implantado por el Tra­

tado del R~gimen de Industrias de Integraci6n, que fomenta,dentro 

del ~ r ea, el establecimiento de nuevas industrias distintas a las 

que se encontraban ya existentes, con el incentivo de que sus pro­

ductos gozarían de libre comercio dentro de los Estados mi embros, 

aunque no estuvieran incluidos en la lista del Tratado anterior, 
con la única condición de qué dichas industrias para gozar de ta­

l e s beneficios deberían estar autorizadas por un Protocolo firmado 

por los Gobiernos. 2ste nuevo enfoque de la int eg ración obtuvo re­

sultados benefici oso s ) siendo motivo para que los capitales cen­

troamericanos se movilizaran y encausaran hacia la inversión. En 

esta forma los Estados Regi onal e s descubrieron el po t enc ial eco­

nómico que se encontraba latente en Centro Am~rica. Sin embargo, 

el Mercado Común no podía ag rand ars e mientras siguiera funcionan­

do el sistema implantado por el Tra tado de Libre Comercio, ya que 

provocaba el mal entendimiento entre los Estados que lo suscri­
bieron. Fu~ así como los Estados de El Salvador, Guatemala y Hon­

duras se olvidaron de la rectoría de la CEPAL que había auspicia­

do el Tra tado de Libre Comerc io y sus cri b iero n en Gua tema la , en 

1950, un Tratado Tripartito d e Asociación Económica. Una nueva fi­
losofía permi tió que los productos de los países de Centroam~rica 

, 
se ex portaran libremente dentro del area, excepto los comprendi-

dos en un a lista que posteriormente se elaboraría. Esto vino a fQ 

ment ar e l desarrollo industri a l, pues p(~rmitía la compra de la m-ª. 
teria prima nec esaria a menos precio y los productos result antes 

no estarían some ti dos a l as restricciones de Protocolos como en 

el sistema anterior, los cuales eran obra de empresarios ambicio­

sos, dispuestos a poner barreras a la integración económica en 
forma amplia, quienes con el pretexto de un falso nacionalismo 

provocaban rupturas entr e los Estados miembros. Este Tratado Tri­

partito demostr 6 la operancia de la integración por lo que en el 

a~o de 1960 Nicaragua negoci a su inclu s ión, cele br~ndose entonces 

el Tratado Gener a l de Integración Económica o Tratado de Manag ua, 

dejando, como ya hemo s dicho, en un artículo transit orio, el ca­

mino abierto 2 Cost a Rica, para su incorpor ación. Costa Rica, im-

( 
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pulsada por la Fuerza de la integraci6n entra a formar parte del 

l'liercado Común Cen troarnericano. En 1962 Cos ta rUca su scrib ió la to 

talidad de los Tra tados integracionistas. Su incorporaci6n no fu~ 

únicamente la decisi6n de un Gobi erno, fue libre expresi6n de un 

pueblo que comprendió las bond ades de la inte qraci6n económica y 

por ello en l os comicios que s e efectuaron ese año figura como 

bandera pol í tic a la tesis de l a integr ación. Todo l o que ha suce­

dido despu~s no es m~s que el resultado de esa determinac i6n firme 

que estructuró en definitiva e l Mercado Común Centroamericano. Po­

dr~n surgi r escollos, y ocurre actual mente , que entorpezcan el fun 

cionamiento de dicho Mercado; pero el proceso ya no puede detener­

se en virtud de que existe una conciencia integrac i on i sta, tanto 

en l o s pueblos como en los Gobi ernos de l ~rea, conci encia del po­

tencial econ6rnico y de la necesidad de aunar esfuerzos para exp lQ 

tarlo en forma inteligente. En esa conjunci6n de economías, que 

ser~ el producto de las decisiones de los Gobiernos y de la coo­

peraci6n de las empresas privadas y consumidores, es donde hay que 

busca r la filosofía de la integración, que tendr~ por finalidad 

última el biene star humano, al poner la riqueza al servicio del 
hombre y no ~ste al servici o de aquella. 
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CAPITULO 11.- El Derecho Í'Ilerca ht il como iJ1strumento de integración 

El establecimiento de un Mercado Com~n Centroamericano ne­

cesita, adem~s, de la ordenación política y económica, de un esta­

tuto adecuado que regule en for ma uniforme y precisa las operacio­

nes del tr~fico mercantil que se susciten dentro del ~rea. En con­

secuencia, se impone uniformar la legislación de los países centro­

americanos en to do lo relativo al comercio. 
Este aspecto de la integración a~n no se ha realizado por 

las dificultades de orden técnico que involucra; sin embargo, de­

bemos reparar en los esfuerzos de l os Estados Centroamericanos por 

reestructurar sus Códigos Mercantil e s, siguiendo las nuevas orien­

taciones de l Derecho que tienden a conjugar en mejor forma sus dos 

caracterí sticas fundament a les: la sencillez y la seguridad al veri 

ficarse las operaciones de tr~fico me rcantil de l os derechos y de 

las cosas. Frente al hecho incuestionable de un comercio que entre 

nosotros y, en el mundo entero, ha tomado proporciones muy eleva­

das, las estructuras jurídicas inspiradas en las teorías objeti ­

vas cl~sicas, ya no son suficientes para r eg ular los fenómenos so­

cio-económicos que de terminan el comercio contempor~neo. Por esta 

raz6n, dentro del ~rea centroamericana, Honduras, Costa Rica y El 
Salvador , optaron por promul gar nuevos Códigos de Comercio,siguien­

do las tendencias del Derecho t.1ercantil, más acordes con la época 

moderna. 
El C6digo de Comercio de El Sa lvador ha incorporado la nue­

va teoría del ac to mercantil de car~cter org~nico . El Art.3Q se­

fiala que son actos de comercio los rea lizados en mas a po r empresa, 

es decir, que la mercantilidad de l os actos aislado s d es aparece, 

admitiéndose co mo 6nica posibilidad l a de l os actos q ue se conocen 

como actos de mercantilidad pura, o sea, aquellos que se realizan 

con cosas q ue son instrumentos de comercio, como los ac tos rela­

tivos a los t ítulos va lores, a ~n cuando no sean rea l i ZAdo s en masa 
ni por empresa . Es induda bl e que se ha hecho de la empresa el n~ ­

cleo del nu evo estatuto jurídico. El C6digo de Comercio ha d eve­

nido de Estatuto del Comerciante en Estatuto de algo impersonal: 

la empresa, que carece de personerfa jur{dic a y cuyos titulares 

bien pueden s er una p ersona natura l o una colectiva . 

La empresa ha llegado a impregnarse tanto en los Códigos 

de Comercio co mo el nuestro , a t a l extremo que ya se insin~a en 
la doctrina el concepto del Derecho Mercantil como Derecho de Em ­

presa. 
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Sin embar go , e l concepto de empresa no lo debemos buscar 

en l as Ciencias Jurídicas sino que en la Econ¿mica. , Por esta ra­

z¿n es preferible no definirlo dentro de un C¿digo., 

El Código de Comercio Salvadorerlo~ en su Ar t •. 553 no de­

fine la empresa, sino que hace una exposici¿n de sus elementos y 

así, dice: tiL a empresa mercanti l es un conjunto coordinado de tra­

bajo, de el emonto s materiales y de v al ore s inco:rpóreos con obj.eto 

de of recer al p~blico, con propósit os de lu cro y de manera siste­

mática, bienes y servicios." En realidad, la empresa es rílás que 

eso, hay una inter-relación humana que no tiene valor pecuniario 

por separado y que se concretiza en una or ganizaci¿n o en una p l ª 

nificación ; y es as rel ac i ones se escan an del ámb ito de l o merca n-
~ til, es materi a de otras Ci encias, de otro s Estatutos, como serla 

la Ciencia Ec onómi ca y e l C¿digo de Trabajo. 2s decir, que la s 

disposiciones del nuevo C¿digo de Comerc i o tien den a la protecci¿n 

de la empresa, asimilando a ella el concepto de comercio. 

Resulta as í, l a na turaleza jurídic a de l a empresa, como la 

de un bien mueb le, pero de un bien mueble inc orp¿reo, ya que es u­

na unidad ab stracta, una universalidad de hech o , s emejante a la u­

niversalidad jurídica del patrimonio y que a di f erencia de ~ste,no 

solo cabe la posibilid ad ele oue esté fonnado por b i enes materiales 

e incorpóreo s, sino q ue, además, ent rañ a un si s tema, una o rgan i za-. , 
Clon de trabajo,coordinado al resto d e elementos que la componen 

para log ra r un fin; como es la producc ión de bienes y servicios.­
En este sentido se a s emeja a un a fundación o a una institución, 
con la característica del lucro, sobre todo por su otro distintivo 

que es la permanencia, pero que no llega a constitu ir como ellas, 

una persona jurídica. La caracterí st i ca de l a perman encia se en ­

cuentra contemp l ada en los Arts. 554 de l nuevo Código, a l decir: 

nLa empresa mercantil no pierde su carácter por l a variación de 

sus elemen t os, ni por la falta de establecimiento o de asiento per­
manen te." El Art.555 del mismo Código, porsu part e agrega: lila em­

presa mercantil es un bien mueble. La trasmisión de sus elementos 
inmuebl es se rigen por l a s normas d e Derech o Com~nll. Es muy difí­

cil pensar en la empresa como un bien muebl e, p ue s la movi lidad 

caract erí stica de esta clase de bienes t i ene en la empresa vincu­

laci¿n con la dirección de ella , o mejor dicho, con el titular de 

ella y no con la empresa misma . De tal manera que las dificultades 
que impli ca la natura leza de la empres a reperc ut e en la f or ma en 

que ha sido tratada por la legisl ación que l a regula. 
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En el fen6meno de l traspaso de una empresa, debemos rec or­

dar que es una universalidad y que adem~s? es un b ien mueble y que 

por ello los tr6mites serían l os q ue el Derecho com~n reserva para 

los bienes muebles, es decir, tr~mites m~s senci ll os en rel aci6n a 

los destinados para el traspaso de b ienes inmuebles. Pe r o ah í sur­

ge el problema, pues la ~lti m2 disposici6n citada viene a dar al 

traste con el concepto unitario y mobiliario de la empresa que el 

C6digo propugna y l o mismo podemos dec ir respecto a l os graváme ­

nes, ya que la disposici6n citada desatomiza el concepto de empre­

sa, permitiendo que cuando el gravamen r ecaiga sobre l os elementos 
, 

muebl e s se usen las medidas cautelares que corresponden a estos; 

la prenda para el caso y que cuando se trate de bienes inmuebles 

la hipoteca sea la indicada. En cambio los Arts.155l y 1552, con­

sideran a la empresa como un todo, al establecer que podrá hipo­

tecarse, comprendiendo todos .sus elementos y sin necesidad de des-
. ., 

crlpclon nominal de ellos. 

Esto y otros problema s no pl antead os en la presente Tesis 

hacen suponer que e l Derecho Mercanti l como Derecho de Empr esa es­

t~ en crisis, todo lo cual se deriva de que el concepto de empresa 

pertenece a otro mundo onto16gico dist into del jurídico-mercantil, 
ya que pertenecen a l mundo econ6mico. El t~rmino empre sa es un 

t~rmino econ6mico como l o es el concepto de valor, demanda, ofer­

ta, etc., que no resisten el enc a sillamiento obj etivo, frí o y ca­

suístico del Derecho . Por l a raz6n apunt ada muchos tratadistas no 

recomiendan definir su concepto dentro de un cuerpo de l eyes, ya 
sean éstas de materia civil, mercantil o laboral. 

Todo lo afirmado anteri~rmente sobre la empresa es cierto, 

sin embargo, las manifestaciones de sus elementos c2b en dent ro 

del campo del Derech o de l o jurídico, por ello el Legis l adormer­
cantil verifica toda esa clase de mixturas, de ligazones, de ar­

tifici os jurídicos, que a veces se nos antojan parad6gicos y que 

hace que cada uno de dichos elementos cobre vida jurídica por si 

solos y se l es d& la ca ract erística o el tratamiento que les co­

rresponde en el Derecho com6n. El Derecho Mercanti l moderno, al 

darle a la empresa un valor objetivo, tiene por finalidad el de 

protegerla por medio rte normas nueva s que ha gan posible su desen­

volvimiento dentro de la estructura econ6mica del mundo actual. 

Como consecuenc i a de lo anteJ:-i or podemos constatar que en 
el nuevo C6di go de Con-=: rci o , no existe el concepto, ni la situa­

ci6n jurídica de c ome ~::::i¿}nt c, ya ('fue ha dejado de ser el Estatuto 
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personal de ~l. Es el hecho de la titulari dad de la empresa la que 
le da a la persona la calidad de comerciante. Así lo establece el 

Art.2, al decir: "Son comerciantes: 1.- Las person a s natura les ti­

tulares de un a empresa mercanti l, que se l e s llama comerciantes in 
dividuales. 11.- Las Socie dades que se l l aman c ~ m erciantes soc i a ­

les".- El Art.17, por su p arte, dice: '.! Son comerciantes sociales 

todas la s sociedades indepe ndientemente de los fines que pers i guen , 

sin perjuicio de lo preceptuado en el Art.20. Soc iedad es el ent e 

jurídico result ante de un contrato solemne, celebrado entre dos o 

m~s personas, que estipulan poner en com~n bi enes o indu strias con 

la finalidad de repartir entre s í l os beneficios que provengan de 

l os negocios a que van a dedicarse ". 
El hecho de que el Art.2, ad em~s de comprende r al comercian ­

te individual comprend e a las sociedades sin referirse a que sean 

titulares de una empresa, se debe a que seg6n el concepto que el 

Art.17 da de sociedades, no puede menos que aceptarse que al cons­
tituirse un a de estas entida rl es se est~ or ganizando una empresa 

cuyo titular no es ya una persona natural sino que una colectiva. 

Nuestro legisl ador al percatarse de esta i dea decid i 6 de una vez 

por todas terminar c on la divisi6n tradicional de so cieda des ci­

viles y mercantiles. Con la pr omu l gaci6n del nuevo C6digo de Co­

mercio, todas las sociedades son mercantiles, estableci~ndose ~­

nicamente, en virtud de los Arts. 17 y 20 del citado C6digo, un 
tratamiento espec i a l para cierta c l ase de sociedades cuya regul a ­

ci6n mercant il se limita a su inscripci6n en el Registro de Co­

mercio, que es el requisit o d e existencia de t oda cl a se de socie-
d d f . " , , l' 1 a es, ya que con ella s e pe r - eCCl ona su pe rso nerl a JurlClca a 

tenor de lo prescrit o por e l Art 25 del mis mo cuerpo l ega l. Adem6 s 

de ello, la inscri0ci6n del documento constitutivo de las socieda­

des es una garantía para terceros al darse a conocer l a s faculta­

des de los representantes y administradores, as í como de otros e­

lement os que pueden ser decisivos pa ra contratar con e lla. 

El nuevo Estat uto mercantil, al mismo tiempo que proc ura e l 

desarrollo y protecci6n de l a empresa, tambi6n tiene como finali­

dad la protecci6n de terceros, es decir , del p~bl i co en general~ 

A este efecto ha incluído dentro del Título 111 del Libro 

Ir una serie de dispos iciones que regulan la publicidad de l os ac ­

tos y contrato s mercantiles, entre l os cuales se enc ue ntran l os que 

se refiere n a l Registro de Comercio, al que se le d i6 una nueva 

estructura y se le asignaron funciones muy superiores a las que 

concedía el ant i guo C6digo de Comerci o . Con una visi6n moderna de 
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lo que debe ser un Registro el Legis lador l o sustrajo de la com­
petenciil del Poder Judicial, consider~ndolo como Ofic ina Admin is­

trativa, bajo l a dependencia del Ministerio de Justicia y compren­

diendo dentro de sus funciones actividades que antes se encomen­
daban a dos jurisdicciones diferentes: a l a Judicial por medio de 

los Juzgados de Comercio, que eran los mismos Juzgados de lo Ci ­

vil, pa ra la inscripci6n de los documentos mercantiles y a l a fun­

ci6n administrativa, por medio de la Direcci6n Gen e ral de Contri­

buciones Direct~s, pa ra la inscripci6n de las Matriculas de Comer­

cio. El Art.456 seRala t odas estas actividades que deben ser ins­

critas en el Registro de Comercio . El hech o de que en la actuali­

dad no existen l os registros de comercio organizados en la forma 
que establece el C6digo ¿Qu~ organismos se encargar~n de la ac· 
tividad registra l mientras esto se verifique? 

El Art.1556, comprendido dentro de las disposiciones tran­

sitorias, nos da la solución en parte, al decir: "el re gistro mer­

cantil anexo a los Juzgados, c ontinuar~ funcionando h2sta que se 

organice el nuevo Registro de Comercio n • Pero al decir ttc ontinua­

rá funcionando" s610 tendrá competencia en l o que r especta al re­

gistro de documentos, ya que esa es la ~nica actividad que tenia 

antes de la vigencia del actual C6digo. De tal manera que , si bien 

el nuevo C6digo di6 solución a los ca sosde inscripc i6n de documen­

tos antes de establecerse el Registro mercantil de c ar~cter admi­

nistrativo, nada dijo con respecto a las inscripci ones de las Ma­

trículas de Comercio. Ademá s, es signific a tivo, que entre l as dis­

posiciones derogatorias del C6digo, no se encuentre ninguna que 

dej e sin efec to el Decreto Leg isl ativo Nº 32 de fec ha vei n tiuno d e 

julio de mil novecientos cuarenta y uno, el cua l se r ef iere a l a 

Ley de Regi stro y Matricula de Comercio . Por este mo tivo se puede 

sostener l il tesis de que al no encontrarse derogada dicha Ley y al 
no oponerse a las disposiciones trans i torias, ser~ la Dirección 
General de Contribuciones Directils l a encargada de efectuar el Re­

gistro de las Matrículas de Comercio. Sin embargo, para evitar du­

das y complic ac iones, el legislador deberíéJ. establ ecer en f o rma 

clara qu~ organismo ser~ el enc ar gado d e registril r 12s matriculas 

de Comerci o mientras se instal a el Regis tro de Comercio que esta­
blece el C6digo. 

Conforme a la nueva le gisl ac i6n merc antil ya no será nece­

sario presentar al Re gistro de Comerc i o c ortificaci6n de l a sen­
tencia dictada par la Direcci6n General de Contribuci0ne s Directas 



15 

al conocer en r evi si6n de la prove{da por el Delegado Fiscal en 

las diligencias seguidas a efecto de determina r si en la consti­

tuci6n, modificac i6n y disol uci6n de sociedades ha habido o no do­

nac i6 n . De conformid ad con el Art.468, los do cumentos q ue con ten­

gan dichos acto s serán i nscri tos inmedia tarnente de presentado s al 

Registro de Comercio, sin necesidad de ca lificaci6n fiscal previ a . 

El Registrador t endrá la obliga ci6n de certificar lo s referidos ac­

tos a l Representante del Fisco respecti vo, para que le d ~ cumpli ­

mie n to a lo dispue s to por la Ley de ImplE3 t o s obre Donac ione s, lo 

cual po dría constituir un a modificaci6n su s tancial a esta Ley. 

De conformidad con el Art . 11 de la Ley al Impuesto sobre 

Dona ciones, la obligaci6n de iniciar las dili~encias indic ad ~ s le 

corresponde a los socios, dentro de l lapso de quince d í as a partir 

del s i guiente en que se celebren los citados acto ~ . Solo subsidia­

riamente le corresponde al Represe ntante del Fi sco la ob ligaci6n 

señalada , ¿Il tenor del Art.l3 de la referida Ley, que dice : ¡¡ Si 

las pe rsonas a que se refiere el Art.ll, no presentan l a declara-
. , , 1 ' Clan que e .. ordena, en el termino de ley, los Representan t es de l 

Fisco están obligados, dentro de los quince días s iguie nte s, a ha­

cer la de nuncia, recabando todos los datos que l es fu e re posible , 

para q ue los Delegados Fisc a l és·';Jrocedan a hacer l a liquic1a ci6n 

del impuesto, previa investigaci6n de l caso, s i se estimare conve-
\! 

niente. 

De lo anteriormente expuesto surge la duda de si e l Art. 

468 del C6digo de Comercio ha exonerado a los socios de la obliga­

ci6n que les impone el Art. 11 de la Ley de Impue sto sobre DonaciQ 

n ~ s y como consecuencia, de las multas en que pudieren incurrir 

por declaraci6n exte(~c;;ránea, o si 11a dej éJ. rJo SuDs Ü. t en t e ta l obl. i ­

gac i6n y s anc i6n y que 11 e 1 c umpl imie n to de 1 a l e y;¡ que le orc..;.en a 

el Are. 468 al Representante ele l Fisco, s6¡0 se refiere a esa obli­

gaci6n subsidiaria de que nos hab l a e l Art.13 de la Ley de Impues­

to sobre Donacione s. Esta ~ i tima sería, a mi modo de ver, la inter­

pretaci6n m~s indicada, pero sin embargo, para evi tar dudas, se i m 

pone una interpre t aci 6n aut~ntica al r especto. 

Otra de las noved ades que trae el act ual C6digo de Come rcio 
e s la incorporac i6n e n el Capí t l··l o VII corre spondie nte a Ope rac io­

ne s Banc arias d. el Título VI I dol Libro I'!, Secci6n "GIl ? de las di.§. 

posiciones relati va s a los Fideicomisos, ~l~ antes eran mate ria de 
una Ley especial. 

La 6nica raz6n que tuvo el le gi sla dor para ha cer ta l incor­

porac i6n, seg~n mi opini6n, es q ue confor 0e el Art.1238 del C6digo 
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de Comercio, solamente los Bancos o las Instituciones de Cr~dito 

autoriza das podr~n ser fiduci arios, consider~ndose e ntonces los 

actos a ue realicen en la administraci6n del Fide icomiso ,como ope ­

racione s banc aria s y por e llo, de orden me r {an t il (Art.1184, Or­

dinal I V de l C6di go de Comercio) ~e ro esto no j ust ifica q ue tam-

b
o

' , " °1 1 I 1 , o L·' len se le de categorla de mercantl _ a os ac~os 0e cons~l~uclon, 

modificaci6n o ca ncelaci6n de los Fideicomisos, los cua les debe­

rán tambi4n ser inscritos en el Registro de Comercio (Art.1250 

C6d.de Comercio). Con todo esto, y en for ma regresiva, se ffit~ rom­

p iendo el principio doctr I na rio que pretendía negar al ac tual c6-

digo de Comercio la c a lidad de Es tatuto personal del comerciante. 

En l a clasificaci6n de la s sociedades e l C6digo de Comer­

cio se aparta de l sist9ma tradicional y l as ca taloga en dos gran­

des grupos: l as sociedades de personas y la s sociedades de capi­

tales. En el primer grupo co~prende a la s sociedades co l ectivas, 

la s en Comandita Simple y a l as de Re sponsa bilidad Limitada . En 

el segundo grupo incluye a l a Sociedad An6n ima y a la en Comandi ­

ta por Acciones . Asímismo el obora otra clasific aci6n de l a s socie ­

dades: Sociedades de Ca pital fijo y Sociedades de Ca ~ it~variable. 

Instituye , además , la fusi6n y tr2.nsfor!!12ci6n de las sociedades, 

que antes no tenían un a regulaci6n especia l. 

To do este nU2VO rumbo del De r echo Merc antil, q ue se encue n­

tra ya establecido en tre s C6digos de Come rcio Centroamericano,es­

tá l lamado a constitui rse e~ un elemento va lioso de l a integra ­

ci6n econ6mica del ~rea, ya ~ ue propicia e j . surgimie n t o de c ~ lul as 
de integraci6n en forma de empresas, con ; randes recursos econ6mi·­
cos y excelente organizaci6n. 



17 

CAPITULO II1.- Las Sociedades Anónimas. Su importancia y su tra-
tamie nto j urídic:.9~ _________ _ 

Se ha definido a la s Sociedade s An6 nimas como un ser arti­

ficial, indivi§tble e intang1b.Le_, que solo existe desde el punto ._-- -- - - -~-_.--

de vista legal, inte grada por dos o m~s persona s naturales, que 

est~n unidas a un solo organismo, en condiciones tales que se pue­

de conseguir la sucesión de las persona s sin cambiar la i dentidad 

del organismo y facililtada para actuar con determinados poderes o 

para tramitar negocios, de forma o índole que se especifican,como 

una persona natural (1) 
El concepto de Sociedad Anónima y, en general, el de so­

ciedad, es otra de las creaciones artificiales de l Derecho, que 

al querer regular situaciones que originan fenómenos jurídiCOS a­

fines, llega a la elaboración de entes, como lo es la persona ju­
rídica, capaz, como las naturale s, de adquir i r derechos y contraer 
obligac ione s. 

La importancia de l as Sociedades Anónima s en lo económico 

se remonta en el tiempoo Allí donde exista una empresa de grandes 

proporciones se encuentra en su v~rtice y como titul ar de ella,u­

na Sociedad Anónima. }Tales Sociedades han hecho posible, entre o­

tras cosas, el descubrimiento de Am~rica y la reunión de los re­

cursos necesarios para que el pi~ humano se posara en la luna, y, 
quien sabe, que otras cosas m~s nos deparen en el futuro. El po­

tencial económico de los países, al menos de los que se encuentran 

dentro de la órbita del mundo Occidental, se debe al desarrollo de 
esta clase de Sociedades. 

De los Estados Unid~s de Am~rica, por ejemplo, se ha dicho 

que un l~~ de su población son accionistas y que hay varias Soci~ 
dades An6nimas que tienen más de dos millones de acciones. 

Los que dirigen la integración económica de Centro Am~rica 
no pueden desestimar la importancia que tienen l a s Sociedades A­

nónimas, ya que son esas S6ciedades los titulare s de las empresas 

más poderosas, cuyo desarrollo tratan de estimular. 

Concreción de tal im) ortancia es el nuevo enfoqlll que se les 
ha dado dentro de la estructuración del actual Códi go de Comercio. 

1) H.A. Finney. "Cll::-S 0 rl"" Contabil idad Intermedia. Tomo 1 Editada 
por Unión Tipogr~fica.Editorial Hispano Americana­
lIUTEHA" - M~xico, 1953. pág.43. 
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Pero, ¿Cu~l es el fundamenteo de ese poderío econ6mico que 

repre sentan las Sociedades An6nimas? Es indudable que ello se de­

be a la es tructura jurídica que tienen y que hace posible dos fe­

n6menos econ6micos que le son propios: el aglutinamiento en una 

sola unidad de gr andes masas de caj2Lt .a-l y l a. estabilidad e..fQD6mi~ 
~ - -- . -- - _---o 
qye surg~ en situaciones normale ~~ de la vigilancia y control del 

" Estado por una parte y de los componentes de ella, por otra, aSl 

como la organizaci6n administrativa-financiera, propia de las em­

presas que dirigen. 
La primera de la s caracte rí s ticas indicadas, es decir, la 

concentraci6n de grandes mas a s de capital, se debe a la forma en 

que se encuentra constitu i do el capital social~ El Art.126 del c6-

digo de Comercio vigente, en su parte final, dice: " Su capital se 

divide en partes a lícuotas r epresen tadas por títulos valores lla­
madas accioneso. Y el Arto129 de l mismo C6digo, dice: ~Las accio­

nes ser~n de un valor de diez o m61tiplo de diez". 
Lo anterior ofrece la oportunidad que a6n el m~s modesto 

inversionista pue da conve rtirse en parte integrante de una Socie­

dad An6nima. Adem~s, la responsa.bil idad_~~e lo s socios se limi ta al 
- ---'----- - - - - --

valor de sus acciones, las cuales constituyen títulos valores y - - --------~-_ .. -_ .. 
por ello gozan de todos los benef icio s que la ley otorga a éstos, 

en especial, el de su f6cil transmis i6n, pues a~n para las accio­

nes nominativas no exi s te l a traba. que el C6digo anterior estable­

cía al exigir la aprobac i6n de l a Junta Directiva para que , proce­
diera la trasmisi6n de esta clase de acciones. 

Co n f o Ti~u.e_v.a _ .l e_gj s~SLC i .6 n-J2-ª-§.t_él--eJ_ e rt.d o s 9 ~ ~g u i do d~ 1 
r_egistro en los libro_9_ de la SO.9 iedad 9 para que la. trasmisi6n se > -- .-

perfeccione. El socio tie~e adem~s su derecho incorporado en la -- -- -

acci6n y para ej e rcerlo s610 le és necesario la pr~seAtaci6n mate-

rial del título o una constancia de que se encuentra en una insti­
tuci6n de crédito o en poder de una autori dad en e l ejeréicio de 
sus func ione s. 

El socio por perte :18 cer a una Soc iedad An6nima adquiere 

frente a ella cierto s de :.>~chos~ los cuales pueden ser de varias 

clases: patrimoniale s o económico s' y sociales o de consecuci6n. 
Entre los primeros se enClentran: 

a)- el derec l10 a pl'rcibir dividendos ~ los cuales seg~n el 

tenor dol Art.l66 de l Código de Cornercio deber~n ser 

pagado s ' ~n efecLivoo El dividendo es la prima ratio 
del accl)nistd y es por ello que el referido Código 
protege al derecjo. de las minorías ante l a s pretensio-
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nes del sector mayoritario que decidie ra con sus votos incrementar 

las reservas voluntarias,capitalizarlas o ejecutar nueva s inversio­

nes,restringiendo el margen de rep orto , entre los accionistas,de las 

ganancias obtenidas en determinado ejercicio econ6mico. 
Los Arts.165 y 180 del Código de Comercio concretizan el dere­

cho de las minorías.El primero,dice: l' Todo accionista tiene derecho 

a pedir que la Junta General que se reuna para la aprobaci6n del Ba­

lance y Estado de Pérdidas y Ganancias,delibere y resuelva sobre la 
distribución de las utilidades que resultaren del mismo ll y el segun­

do,establece: 1l El aumento del capital social mediante la elevación 

del valor de las acciones,requiere el consentimiento un~nime de to­

dos los accionistas,si han de hacer nuevas aportaciones en efectivo 

o en especie;pero podrá acordarse por la mayoría prevista para la mo­

dificación de la escritura social,si las nuevas aportaciones se hi­
cieren por capitalizaci6n de reservas o de utilidades.El accionista 

que no hubiere concurrido a la Junta que apruebe la capitalización 
de utilidades o que hubiere votado en contra,podr~ exigir que se le 

entregue en efectivo su parte en dichas utilidades.En este caso,la 

Sociedad podrá disponer de las acciones,con observancia de los dis­

puesto en el inciso segundo del Art.141. 1t También los Arts.232,245 y 

250 del mencionado Código,dan facultades al accionista para ejercer 

su derecho a la obtenci6n de los dividendos. 

b).-Derecho del socio a percibir su cuota de liquidación,es de­

cir,la parte del haber social que se adjudique a la acci6n al 

liquidarse la Sociedad.Este derecho puede ejercerse a6n anti­

cipadamente a la disoluci6n de la Socie dad,en el caso de amor­

tización de acciones como resultante de una disminución de ca­
pital. El Art.185 del Código de Comercio regula esta situaci6n 

al decir:uEn el caso de reducción de capital social mediante 

amortizaci6n de las acciones,la designación de las que hayan 

de ser canceladas se har~ por sorteo,con inte rvención de un 
Representante de la Oficina que ej erza la Vigilancia del Esta­
do,debie ndo levantarse acta notarial de todo ello.Salvo dispo­

sición en contrario del pacto social,el valor de amortizaci6n 

de cada acción será el resultado de la división del haber so­

cial seg6n el 61timo Balance aprobado por la Junta General,en­
tre el n6mero de acciones en circuk±ón,,1I 

c).-El derecho del socio a vender y gravar sus acciones.El C6digo 

de Comercio establece facilidades para la verific aci6n de estos 

actos.Así tenemos los artículos siguientes,que dicen:"Ar t.675.­

Son títulos al portador los que no están expedidos a favor de 
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pe:bsotia :.determiriáda,conterigan ono. la éláusulá al portador~ 

se .trasmiten rpor s imple entrega. 11 \l Art .~55. -La tra smi sión 
••• ~j .' • • • • 

de los títulos nominativos o la constitución de derechos 

reales sobre los mismos~requiere su presentación al emisor 

para que se hagan las debidas anotaciones en el texto y en 

el registro. La trasmisión de los título nominativos podr~ 
hacerse por endoso o por cualquier medio establecido por el 

derecho civil,seguido del re gi stro;si fuere hecha en esta 

última forma le serán aplicables los artículos 660 y 661.He­

cha la trasmisión o constituido el derecho real,el emisor 

cumplir~ lo ordenado en el inciso primero de este artículo, 
a solicitud del interesado,salvo las excepciones legales." 
"Art.158.-,inciso 2 Q.-Las acciones total mente pagadas,sean 

nominativas o al portador,pueden traspasarse sin consenti­

mi e nto de la Sociedad,a6n contra pacto expreso en contrario." 

d).-De re cho a opción de suscribir,en proporción a sus acciones 
las nuevas que se emita n en ocasión de un aumento de capi­

tal.El Art.157 del Código de Comercio concretiza este dere­

cho en la forma sig uiente:"Salvo pacto en contrario,los ac­

cionistas tienen derecho prefe rente,en proporción a sus ac­
ciones,para suscribir las que se emitan en caso de aumento 

del capital social.Este derecho debe ejercitarse dentro de 

los quince días siguientes a la publicación de l acuerdo res­

pectivo." La violación de este derecho concedido al accio­

nista se ve salvaguardado por lo dispuesto en e l inciso 3Q 

del Art.176 del referido Código,que dice:"El accionista a 

quien le fuere desco no cido el derecho de suscripción prefe­

rente a que se refiere el artículo 157,podr~ exigir a la So­

ciedad que cancele las acciones suscritas en su perjuicio 

por quienes las adquirieron sin derecho y emita a su favor 
los títulos correspondientes o " 

Los derechos de consecución del accionista no tienen un contenido 

patrimonial,ya que no se obtiene con ellos ninguna prestación en di­

nero o en valores. Responden más que todo al carác te r democrático 

con que se ha querido estructurar a las Sociedades Anónimas,pe rmi­
tiendo al accionista una part icipación activa en e l funcionamiento 

de las mismas,ya sea ocupa ndo cargos de res ponsabilidad o cooperan­

do con su voto al nombr am iento de l as personas que los desempeRen; 

así como t amb ién se l e conceden los medios pertinentes para vigilar 

el desenvolvimiento de la actividad social.Estos derechos los clasi­

fica el profe sor Joaquín Rodrígue z Rodrígue z en dos grandes grupos: 
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de r echo s de administrac i6n y dG vigilanc ia.Entre los primeros com­
pre nde los derechos de convocatoria, pa rticipac i6n en las asambleas, 

redacci6n orden del día,represe ntaci6n,voto,aplazamiento de los a­

cuerdos y suscripci6n de nuevas accionesDForman parte del segundo 

grupo los siguientes:derechos de aprobaci6n de Balances,determina­

ci6n de honorarios,aprobaci6n de gesti6n,denuncia a los comisarios, 
derecho de impugnaci6n de los acuerdos sociale s y derecho de suspen­

der la ejecuci6n de los acuerdoso(l)o-El C6digo de Come rcio regula 

todos estos derechos en los Artso220,223,224,231,232,233,235 inci­

so 3º,236,239,240,241,242~243,244,245,247,250,289,292,etc. 
El otro factor que hemos mencionado y que hace de las Sociedades 

An6nimas un ente poderoso econ6micamente, es su estab il idad.Esta sur­

ge como una necesidad que tiene e l Estado de ve l ar por la buena or­

ganizaci6n y correcto funcionamiento de dichas SociedadesóLa inte r­

venci6n del Estado en esta esfera de carácter privado se fundamenta 

en el peligro,que tanto para los accionistas como para los terceros 
representa la negligencia o malicia de los encargados de la adminis­

traci6n de ese tipo de entidad,quienes abusando de la buena fe de 

sus víctimas y aprovech~ndose de la estructura propia de la Socie­

dad utilizan procedimientos ingeniosos para cometer toda clase de 

estafas.Esto,como es lógico,traería como consecuencia,la pérdida de 
la confianza en las Sociedades An6nimas,que son tan importantes pa­
ra el desarrollo económico o 

El interés del Estado es de carácter público y es e n virtud de 

ello que el actual Código de Comercio contempla una serie de dispo­

siciones que se conjugan para hacer de las Sociedades Anónimas orga­
nismos solventes o 

En lo relativo al c ap ital social,nuestra ley garantiza su perma­

nencia y determinación,en el se ntido de que debe estar expresado 

con claridad en la escritura de constitución de la Socie dad y no po­
drá aumentarse ni disminuirse sin que ello implique una modificación 

del pacto social y adem~s debe decidirse en Junta Gene ral de Accio­

nistas,en sesión extraordinaria especialmente convocada,por e l nú­

mero de votos que seRalen los Estatutos,el cual no podrá ser menor 

(l).-Joa quín Rodríguez Rodrí~uezoRTratado de Sociedad Anónima." 
T~mo 10- Editorial Porrua,S.A.-Primera Edicióno-México.1947.­
Pago'" 374 0 
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de las tres cuartas partes de las acciones. (Arts.22,Ordinal VII, 

176 Y 177 del C6digo de Comercio.) 
Una excepci6n a l a r eg la an terior e s lo refe rente al capita l so-

I J'. d cial de las Sociedades Anonima s que se or gan i zan bajo el r eg lmen e 

capital vari able ,ya que s u a umento se f ija r á en el pacto soc i a l y 
en su defecto por la Jun t a Gene ra l, hasta in t egr a r e l capita l autori­

zado~ (Arts .306 y 309 del Códi go de Comercio .) 
Entre nosotros,a diferencia de otros países,no existe para las 

Sociedades An6nimas de capita l variable,un capital autorizado máxi­
mo,del cual no se puede exceder sin constituir una modificación del 

pacto social;la única restricci6n que se establece para la determi­
nación del capita l autorizado es la que señala el Art.310,inciso 2º 
del C6digo de Comercio,al exigir que se indique e l capital mínimo, 
que no podrá ser inferior al señalado.para las Sociedades An6nimas 
ordinarias~es decir,VEINTE MIL COLONES. (Art.192,Ordina l 1 de l C6digo 
de Com~ rcio.) Así tenemos tambi~n que nue s tro C6digo señala este ca­

pital mínimo como requisito para la constituci6n de una Sociedad Anó­

nima y asimismo establece para las ordinarias que e l capital esté 

suscrito en su totalidad y exhibido o pagado, en dinero en efectivo, 
el equivalente al 25% del valor de cada acci6n pagadera en numerario 

y cuando e 1 pago haya de e fe c tuarse ,e n todo o e n parte; con biene s di..§. . 
tintos al dinero,el valor de la acci6n debe estar totalmente satis­
fecha. (Art.192,Ordinal 11 y 1 de l Código de Comercio.) 

Todas esas disposiciones legales tiende n a constituir el prin­
cipio de garantía del capital social,que evita el fraude contra ter­

ceros,y la cual se ve aumentada con la instituci6n de la reserva le-

9al ,en virtud de la cua l,el 7% de la utilidad obtenida por una Socie­
dad An6nima,durante un ejercicio,no podrá ser repartida y se destina­
rá a la constituci6n de un ' fondo hasta llegar a formar la quinta par­

te del capital social,estableciendo,además,el destino que podrá te­
ner dicha reserva,cuyos dos tercios se deberán tener disponibles o 
invertidos en valores mercantiles salvadoreRos o centroamericanos de 
fácil r ealizaci6n,pudie ndo invertirse la otra t ercera parte de acuer­
do con la finalidad de la Sociedad . (Art.295 en rel aci6n con los Arts. 
123 y 124) 

Otra seguridad que establece nuestro Estaturo Mercant il,tanto 
para los accionistas como para terceros,se encuentra conte nida en to­

das las disposiciones r e l at ivas a la vigilancia y a la publicidad de 
las actividades sociales.Con r espe cto a la vigilancia de ésta,puede 
ser de dos clases: 

a ).-De parte de. los mismos accionistas,en virtud de l nombra--
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miento,verific ado por la Junta Genera l,de un Auditor que entre los 

requisitos que debe reunir están: el de se r salvadoreño,licenciado 

en Auditoría o Contador Público de una Univer s idad salvadoEña o in­

corporado a ella,o haber e stado inscrito como Contador Público Cer­

tificado a la fecha en que entró en vige ncia el nuevo Código de Co­

mercio. (Arts.289 y 290 del Código de Come rcio.) 

Debido a que nuestras Universidades no otorgan ni han otorgado 

los títulos indic ados,ni efec tuado incorporaciones en las referidas 

ramas de estudio,por Decreto Leg islativo No.271 de fecha 11 de mar­

zo del presente año,se adicionó el Título Transitorio de l mencionado 

C6digo,con e l Art.1564,en virtud del cual se permite al Consejo de 

Vigilancia de la Contaduría Pública y Auditoría otorgar,dentro del 

t~rmino de cinco años siguientes a la f ec ha e n que entró e n vigen­

cia el citado Código,la calidad de Contador Público Ce r t ificado,me­
diant e los exámenes reglamentarios e 

El Art.290,reformado,también permite e j erce r la Auditoría ex­

t e rna a las Sociedades formadas totalmente por salvadoreños,siem­

pre que al guno de sus miembros,por lo menos,ll ene los requisitos 
que e l m~smo artículo establece . 

Se cre a,además,el Re g istro Profe sional de Auditores a cargo de l 

Consejo de Vigil ancia ya mencionado,a quien se le asigna la obliga­

ción de publicar anualmente la lista de los Auditores inscritos en 

dicho Registro,no espec ificándo se e n el Ordinal 111 de l referido 

Art.290,que r eg ul a esta situación,en qué lugar se hará dicha publi­
cac i6n,la que debe se r en e l 6rgano Oficial de publicidad del Go-­

bierno, es de cir,en e l Diario Oficia l y e n un diario de mayar circula­
ción.(Art.486 del Código de Comercio.) 

b).- De parte del Estado,por medio de un orga nismo gube rnamental, 

denominado Consejo de Vigilancia de la Contaduría Pública y Audito­

ría que deberá e star inte grado por cinco miembros,que serán Audito­
res autoriz ados y cuyo nombramie nto de~enderá de l Minis t erio de Eco­

nomía,por el término de tres años.El funcionamie nto de ese Conse jo 
estará r eg ul ado por una Ley espec ial. (Ar t .290 de l Código de Comer­
cio.) 

Con respecto a l a publicidad ya hemos indicado en e l Cap ítu­

lo anterior que nuestro Código de Comerc io en su Art.456 e stablece 

el Registro de Comercio, en donde deberán a se ntarse los instrumentos 

sociales y los balances.Es tos asientos s on públicos y el Re gistra­
dor puede extende r certific ación de ellos. (Arts.461,462 y 463). Es­

ta clase de información que se sirve al público se conoce por publi­

cidad formal,ya que existe o t ra publicidad,ll amada material,que con-



24 

siste en las publicaciones que el Registrador de Comercio hace en 

su 6rgano oficial de las escrituras sociales,balances,etc. Esta pu­

blicaoión tiene nada más que un carácter divulgativo.Pero hay otra 
que tiene efectos jurídicos y es la que la ley obliga hacer en el 
Diario Oficial y en un diario de circulación nacional en determina­
dos casos o (Arts o 484,485 y 486)0-

Otro de los factores que contribuyen a la estabilidad de las So­

ciedades Anónimas,es la forma que la ley establece para ~omªr d~ci-
---

~iones y ejec':lta:r::l_?~oLa Asamblea General de accionistas és el órga-
no supremo de expresión de la voluntad colectivaoAsí lo establece 
, 
el Art o 220 del Código de Comercio al decir: liLa Junta General forma-
da por los accionistas legalmente convocados y reunidos es el órga­
no supremo de la sociedad o

ll 

Tres condiciones son necesarias para que las decisiones de la 
Junta General tengan validez: 

ala-que haya sido convocada previamente con las formalidades le­
gales (Artso228,229?230 9231 9232 y 233 del Código de Comercio.) 

b)o-que recaigan sobre materias propias de su competencia y que 
no afecten los derechos de terceros,de los derechos de crédi­
to de los accionistas frente a la Sociedad y que no se opon­
gan al interés público (Arts o 226 y 248 del C6digo de Comer­
cio o ) 

c)o-que las decisiones se tomen por mayoría de votos,previo qúo­
rum establecido legalmente,teniéndose en cuenta que a cada 
acción le corres ponde un voto y que se admite a derecho de 

representaci6no (Arts.240, 241 y 242) Hay excepciones a esta 

regla general de formar decisiones por mayoría de votos.(Arts. 

176, inciso 2 Q , 181 y 243 del Código de Comercio). 
La gesti6n de la actividad social e storá a cargo de uno o varios 

Di~ectores que pOdrán ser o no accionistas y serán electos por la 
Junta General. (Art.254). El hecho de que para ser administrador no 

es necesario ser accionista constituye una característica de las So­
ciedades de Capitales que las diferencian de las Sociedades de per­
sonas, en donde e l intuitus personae influye en el ánimo de asociar­
se~ Esto hace posible un mejor funcionamiento de la Sociedad, ya que 
se permite buscar al hombre capaz y no a quien responda al senti­
miento afectivo o Cuando son varios los Directores, éstos se orgabizan 
en forma de Junta Directiva, correspondi6ndole la representación de 

la Sociedad al que funja como Presidente o (Arts. 256 y 260). 
Para terminar este capítulo quiero manifestar que tambi~n privó 

en el ánimo del Legislador, que d2cretó el actual Código de Comercio, 

~deseo de terminar con esa clase de Sociedades Anónimas que se co­
nocen de capit~cerrado, especialmente de tipo familiar, cuyo aporte 
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al desarrollo económico, si e s que lo dan, e s muy limitado, y que 

m~s que todo se constituyen con el ~nimo de incrementar el ahorro 

familiar; aprovechor los incentivos fiscales que se establecen pa­

ra las Sociedade s Anónimas y lo que as más grave, para procurar la 

evasión de ciertos impuostos como son los de Suce sione s y Donacio­

ne s. En efecto, e l nuevo Código de Come rcio es t abl e ce facilidades 

para la transmisión de las acciones, a6n para las nominativas; se 

fija un límite mínimo de capital social y por sobre todo se insti­

tuye l a Sociedad Anónima abiort2 al a stab10c cr a ~ par de la sus­

cripción simult~nea de l a s acciones, l a suscripción suc e siva y p6-
blica, (Arts.193, 197 y siguientes del Código de Comercio), invi­

tando así al ahorro p6blico y que hace posibl e colocar las accio­

nes en el merc ado de valores. Est2s Sociedudes sí l"!Drecen qu e se . 

les estimule fiscalmcmte , ya qu e en virtud de e ll as s e pU0de lo­

grar una gran conc entración de capit a l e s, ne cos arios para el de sa­

rrollo e conómico del país y permite que participen en ~l a6n los 

modestos ahorrante s. 

Si acert ado fu e e l Le gislador al establecer reglas que propl­

ciaran la constitución de Sociedades de Capital abie rto, conside ro 

que no lo fue al permitir que las Sociedude s Anónimas se puedan 

integrar con sólo dos personas. 

Esto nos hac e recordar a las Sociedades Anónimas de tipo fami­

liar, que sólo se difere nci an d e las Sociedade s de pJ rsonas Limi­

tada por la de nominación de l a s participacione s, al llamarse ac­

ciones en l as primeras y cuotas e n las segundas. 
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CAPITULO IV.- Los incentivos fisc a les para l as Soci edades Anó­

nimas 

Nos hemos referido ya, a la importancia que tienen las Socie­

dades Anónimas, dentro del proceso de integ ración de los Estados 

Centroamericanos, como un medio para elevar sus economías e n desa­
rrollo y ~u e los ha llevado al convencimiento que para lograr e sa 

superación, deben abandonar 01 camino aislac ionista por el que siem 

pre han march ado y constituir un solo bloque, capaz d2 hac erle fren 

te a otros bloques oconómicos que se es t~n constituyendo y aún ya 

funcionando 2n otras r e giones dol mundo. 
En la mecánic a. del Mercado Común Centroamericano, que se es tá 

perfil a ndo , e s ne cesari o que todas las empresas participantes se 

encuentren e n igualdad e conómica para qU2 sus productos tengan el 

libre juego de la compote ncia Factor importante para lograr e se 

deside rátum e s el tratamiento fisc al que se l e dé a las Socie dades 

Anónimas en las distintas partes de l área, ya qua e llas son, como 

lo hemos explic2do, e l punto de incidencia en que se refleja si los 

habitante s do este conglomerado, no sólo los de mayor capacidad e ­
conómic a sino también los de pequeños r e curso s, han rospondido a 

ese llamado, patriótico si se quiere, de concurrir a l desarrollo 

de nu\~ stras incipie nt2 s economí as , procurando l a ac umulac ión de gr.@:1 

des capitales para la formaci6n do empresas, que están fuer a de las 

posibilidades do una o poc a s pers onas, no sólo por los r e cursos fi­

nancieros que ellas representan , sino también por e l rie sgo que se 
corre y por la eficiente organización que implican; circunstancias 
éstas que se ven : supe r (\ d ,~ s por la es tructur2ción do ese tipo de So­
ciedade s. 

La polític a tiscal do l os Estados miembros, consciente s de su 

deber de iricreme~tar sus desarrollos económicos, ha n cre ado una se ­
rie de incentivos fiscal o s que benefician, unas, en f orma general 

a las empresas y otras, direct ame nte a l as Soci edades Anónimas. 

En El Salvador se han promulgado l a ye s qua favorecen e n forma 
general a las e mpresas y por e nda , a las Sociedades Anónimas ,por 
ser ellas su principal titular. Entre 0SS S leye s se pueden mencio­
nar: la Ley de Fomento Industri a l, promulg ~ da por l a Junt a de Go­
bierno media nte De cre t o NQ 64 de fecha 8 de ena r o de 1961 y que 

vino a sustituir a l a anto rior Ley d2 Fomento Industria l de Trans­

formación, emitida por Dec r e to Legislativo Nº 661 de fech a 22 de 

mayo de 1952; y l a Ley de Fomento Avícola, promulg ada por 01 Di­

rectorio Cívico Militar por Dec r e to Nº 471 de f och a 24 de noviem­

bre de 1961. 
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La primera de las leyes mencionadas, en su Art. lº estable-

ce cuáles son sus obje tivos: el de f omenta r las empresas, que em­

pleando procedimientos industri ales se dediquen a actividades que 
el mismo artículo enumera y que propicia n el aceleramiento de nue s­
tro desarrollo económico. Clasifica las industrias en industrias de 

iniciación y de incrementoj y a las primeras las calific2 en indus­
trias necesarias y en industrias convenientes. La clasificación tien­

de a fomentar las industrias nuevas o de modificación de las ya exis 

tentes, pero usando procedimientos m~s t~cnicos y avanzados. La ca­

lificación obedece a ~ el legislador ha querido establecer mejores 

incentivos a las industrias necesarias con rel ac ión a las convenien­

tes, ya que las primeras tienden a elaborar productos que satisfacen 

nuestras necesidades fundamentales o 

Entre los beneficiffi que establece la Ley de Fomento Indus­

trial están los siguientes: franquicias aduaneras para la importa­

ción de materiales de construcción e instalación de las f~bricas, 

así como de materias primas y otros artículos necesa rios para la 

producción; exención o reducción de impuestos fiscal es y municipa ­

les que graven el es tablec imiento y la producción de la empresa (a­

quí queda comprendido el impuesto sobre la Renta) y que recaiga so­

bre el capital inve rtido (compre ndiéndose aquí e l Impue sto de Via­
lidad, Serie ilAIl). 

Para las industrias de iniciación y calificadas de necesa­
rias, los impuesto s indirectos que se han mencionado, se dispensan 

en forma total por un t~rmino de diez aRosj y los impuestos direc­

tos, en forma total por cinco aRos y con la reducción del 50% por 

otros cinco aRos. Para las industrias de iniciación calificadas "de 
conveniente" los bene ficios son menores. (Arts.8 y 9 del Decreto). 

Los Arts. 18,19,20,21,22,23 y ~4 de l Decreto, establecen el 
procedimiento para obtener los benofi9ios indicados, sie ndo el Mi­
niste rio de Economía el e ncargado de 9torgarlos . Es dign o de hacer 

notar que el Decreto exige a las empresas, para gozar de los bene­

ficios que establece, tener por lo menos,el 50% de capital salvado­
reRo. (Art.16, literal a). 

Podría surgir una controversia respecto a si la Ley de Fo­
mento Industrial ha establecido una c a t egoría de ingresos exentos, 

de l os que se refiere el Arto21, numeral 10) de la Ley de Impuesto 

sobre la Renta o si únicamente ha declarado la calidad do exentos 
para cierta clase de personas, implicando en este caso una amplia­

ción del Art. 2 de la misma Ley. En e fecto, el Art.4 de la Ley de 

Fomento Indus trial, dic e : 11 Los ampre sario s que de see n inic iar o in-
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crementar industrias que se e ncuentre n comprendidas o n e l Art.lº 

de esta Ley~ de acuerdo con su carácto r de If ni.: cesarias ll o "conve­

nientc s li , podrán goz a r de los be ne ficios otorgados por la misma, 

siempre que cumplan con l os requisitos y se sujeten a las obliga­

ciones que en e lla se establece n ll
• 

Al tenor do la disposición ante ri or se puede s os t e nor que 

la Ley de Fomento IndustrBl ha creado una nue va clase de pe rsonas 

exentas, sie mpre que reunan las condiciones que en e lla misma se 

señalan. Pero lo que confunde, a es te respecto, es lo prescrito 
por la referida ley en el Art.5, inciso 2º, que dic 2 : liLa exc?nción 

o reducción se aplicará tanto a las empresas como a los socios in­
dividualmente, respecto a l os ingre s os o dividendos derivados de l 

rubro industrial favor e cido." Esta disposición, si bie n establece 
que la exención total o parcial, que había declarado previamente 

para las empresas, se extiende tambi~n a los socios, agrega que di­

cha exención será respecto a los ingreso s derivados del rubro in­

dustrial favor ecido, cabiendo la posibilidad, que para otra clase 
de ingresos, dichos socios no están e xentos; y es t o e n r ealidad se­

ría una contradicción, pues una persona está o no está exenta; no 

cabe una dualidad r espec t o a ello, l o que sí es posible con rela­

ción a los ingresos, ya que puede n hab e r ingresos exentos y no exen­

tos referente s a una misma persona. Por es ta razón nos inclinamos 
a opinar, que en r ea lidad, lo que estable ció e l Legisl ador en ·a 

referida ley, fué una categoría de ingresos exentos del pago del im 
puesto sobro la Renta ; pero hay que convenir que no fue muy afortu­

nado el Legislador e n cuanto dejar bien claro esa circunstancia . u­
na inte rpretación aut~ntica al r e specto sería necesaria, sobre to­

do para obviar la aplicación del Art. 24 de la Ley de Impuesto sobre 

la Renta, en el caso de determinar si son gravables o no las utili­

dades repartidas a los socios por una Sociedad, que a su vez per­

cibe utilidades de otra que obtiene los benefici os que señála la 
Ley de Fomento Industrial. 

La otra ley promotora de incentivos fiscales que hemo s seña­
lado, la Ley de Fome nto Avícola, e stableció, para las empresas o So­

ciedades dedicadas a la producción de artículos r e laci onados con la 

avicultura, exenciones análogas a las de la Ley de Fomento Industria~ 
por un término de cinco años que comenzó desde el día siguiente en 

que entró en vigencia, e s decir, desde e l 28 de diciembre de 1961; 
pero, primero por 01 Decroto Legisl a tivo Nº 207 de fecha 21 de di­

ciembre de 1966, fue prorrogado dich o término por un año más; y pos­

teriormente , por Decreto Legislativo Nº 521 de f ec ha 4 de diciembre 
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de 1967, el plazo fue prorrogado por otros cinco años más, de tal 

manera que los bene ficios establecidos se extenderán hasta el día 

28 de diciembre de 1972, con excepción a los que se r e fier e n a la 

Ley de Impuesto sobre la Re nta y l os que contempl a e l literal b) 

del Art~3 de dicha Ley. 
Entre las r egulacione s que dire ctament e procuran estimular 

la constitución y desarrollo de l as Socie dades Anónimas está la 

Ley de Impues to 90bre la Re nt a , pero no siempr~ fu6 asl. Fu6 hasta 
el año de 1951 que en l a misma se comprendió l a verdadera importan­

cia de esta clase de e ntidades , como f ac t or preponderante en e l 

desarrollo económico de l país. Las distint a s fil oso fía s que inspi­

raron a esa Ley, así como a las leyes de Impuesto sobre la Renta 

anteriore s a ella, se e ncuentran plasmadas e n l a s Exposiciones de 
Motivos que en forma fr agmen t a ria me permito transcribir o 

EXPOSICION DE MOTIVOS DE LA LEY DE IMPUESTO 

SOBRE LA RENTA DEL 19 DE N~YO DE 1915. 

"El Pode r Ej e cutivo t omando e n conside r ación l a crisis que 

se ha abatido s obre e l país con motivo de la gue rra e uropea, y a 

la necesid ad urgente e n que se haya la Administración de crear nue­

vas rentas qu e permitan a t e nde r debidamente a los dive rsos servi­

cios públic os, a efecto de que mantengan vivos los r esorte s de la 

economía nacion a l y e n su curso r egular 18 funci ones ese nciales de 

la vida del Estado, que son condiciones indispe nsabl e s de la bienan 

danza de la Re pública, ti e ne el honor de some t er a vue stras delibe­

raciones e l adjunto proyecto de ley sobre e l Impues t o de la Renta~ 

"No es posible l a existencia de l a verdadera libert ad ni el 
, . 

mantenimiento de la paz s oc ial, sin e l e stab l ecimiento de un regl-

men s e vero de justici a fiscal, que r eparta l as carg as tributari a s 
. , , . 

en proporclon Con las f acultade s eco nomlC ilS de los individu os"a 
"En un derecho tributario justo, van invívita s condici one s 

de libertad y de igualdad, que desenvuelven hasta en sus últimas 

consecuencias los cánone s fun da me nt a l e s de l a vida r e publicana y 
democrátic a". 

"El impuesto sobre l a Re nta, gl oba l y progre sivo e n una es­

cala modera da, r eprese nta l a mayor a proximación a l a justicia fis­

cal y ha sido adoptado por mucha s l e gislaciones como e l más apro­

piado, para pe rfe cciona r grad ualme nte la fisc alidad de l os Estados~ 

"El sistema de proyecto sigue e n sus lineamie ntos principa­

les a l a ley frances a de 18 de julio de 1914 0 En 61 se e stablece 

que toda perso na que t e ng a rentas medias o superi or es e n e l país 
ya sea nacional o e xtran jera , sin e xc epción a l gu na, de be rá cubrir 

un impuesto de cuota por semestres vencid os e xigible s e n de t e rmi­

nadas épocas. La disposición ti e ne e n mir il que t odos l ~ s r e ntista s 

paguen, sin excepción ninguna." 



30 

"El impuesto rocae sobre todas las fuentes de renta, sin ex­

cepci6n ninguna, dejando a salvo las que ampara l a consti 
Con ello se persigue la igualdad ante 81 impuesto, base de todo si~ 

tema racional de tributaci6n". 
"Se aplica un porcentaje progresivo a las rentas medias,tah­

to en virtud del principio de la igualdad de sacrificios que debe 

hacer todo ciudadano en favor de la sociedad, cuanto porque, como 
escribe el profesor Schmollet'si es cue sti6n dol impuesto progre­
sivo, no podrá darse su parte a la justicia sino estableciendo una 
tasa que responda a la idea media que se tenga en general del dere­

cho." 
"Las contribuciones indirectas arrancan a los ciudé\danos 

subropticiamente las sumas que han de servir para el sostén del Es­

tado, adormeciendo la conciencia de los mismos~ que con este. método 
de pago no se dan cuenta de la enorme carga que soportan." 

"Las directas ejercen en las condiciones de la vida p6blica 
un efecto hondamente moralizador, porque acudiendoderechamenta al 
patrimonio del ciudadano consciente, en épocas y por sumas deter­

minadas, estimulan los resortes del espíritu p6blico, compeliendo 

a los pueblos a convertirse en guardianes celosos de los dineros 
de la Naci6n, e interesándoles porque la direcci6n de la cosa p6-

blica se mantenga siempre en las manos de los hombres honorables." 

"Entre nosotros, la adopci6n de las directas, pues, se im­
pone demasiadamente ante la grave crisis porque atraviesa e l pa{s~ 

Este cambio radical de nuestro sistema tributario no es más 
que un reflejo de las profundas transformacione s sociales que se 

suscitaron en distintas parte s del mundo, después de la primera 
guerra mundial. 

Estas transformaciones fueron provocada s por las de smesura­
das desigualdades econ6micas entre los individuos, que privaron a 
lo largo del siglo XIX y principios del XX. El liberalismo al ab­

solutizar la voluntad individual la había convertido en fuente de 
todos los derechos, tanto políticos como privados y en el motivo 

de la justificaci6n de l Estado, al cual se le reconocía como 6nica 
misi6n el proteger el libre ejercicio de esa voluntad. Sin embargo 
el postulado de la igualdad natural de los individuos en que se ba­
saba el liberalismo, era falso y sólo sirvió para dejar sin protec­

ci6n a los sectores sociales m~s débiles, dando por resultado que 

éstos se unieran para dcfend~rse, ocasionando así las luchas socia­
les que acabaron con esa estructura política liberale Es entonces 
cuando surge el nuevo concepto del Estado que pretende la realiza-
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ci6n del bien com6n. El Estado devino su funci6n de simple policía 

a un ente paternalista que corrige y orientae La intervención del 

Estado en la actividad social aumenta sus fines, l o cual l6gica­
mente lo urge de más medi os e con6micos para lograrlo. Consecuent e 

con uno de esos fines, que es el lograr el bienestar de sus subor­

dinados, brindándoles el mayor nivel de vida posible 9 los recursos 
que necesita no va a extraerlos de l os sector es más débiles econó­

micamente sino de l os más pode r osos. Es por eso que nuestro país, 

a l adap tarse a ese nuevo concepto del Est ado r ees tructur6 su sis­

tema tributario con e l establecimiento de las leyes de Impuesto s 

Directos, e ntre e llas la ley de Impuesto sobre l a Renta, como un 

régimen de impos ición más severo que grava en f orma progresiva a 
los que tie nen capacidad e conómicao Con ello se pretende, además, 

lograr una me j or r ed istribución del ingreso nacional al destinar 

lo recaudado de ese sector privilegiado, en concepto de dicho im­

puesto, a l a satisfacción de l as necesidades de l os sectores de es­

casa riquez a e ingresos, promoviendo , además, para e llos, nuevas 

fuent e s de ingre s o a l emprender obras materiales, alg unas de las 

cuale s constituirían las infraestructuras de nuestro desarrollo e~ 
, . 

conomlCO. 

Hecho e l análisis de l a s causas e conómicas que motiva r on el 

aparecimiento de la Ley de Impues t o sobre la Renta de 1915,la cual, 

dicho s ea de paso, fue sustituida poco tiempo después por la del 19 

de junio de 1916, sin modificar sustanci almente su filosofía, pro­

cederemos al estudio de los fundamentos de la Ley de Impues t o so­

bre la Renta de 1951, cuya exposición de motivos me pe rmito trans­
cribir en forma fragme nt aria. 

EXPOSICION DE MOTIVOS DE LA LEY DE IMPUESTO 

SOBRE L~ RENTA D~L 12 DE DICIEMBRE DE-13.51. 

TITULO 1110'" CALCU¡:"O DEL IMPUESTO. Este título del Proyecto trae 
cambios fund ame ntales que afec t an sustancialmente la obligación 

fiscal de los sujetos del impuesto . Tre s son l os elementos que se 

tomaron en consideración para establecer l a medida de la obliga­

ción fiscal del contribuyente: a)-que e l sujeto de l impuesto sea 

un ~ ~2 ~sona natural: b)-que el suj e t o de l impue sto sea una socie ­
dad; y c)- que e l suj e t o del irilp uesto e sté domiciliado e n El Sa l­
vador. iI 

"Modificando totalmente el sistema de la ley ac tual, que es t a ­

ble ce la misma cuota de implesto tanto para la persona natural co­

mo para la jurídica, se esti~6 más a corde con l os principios ins­

piradores del ir\~uesto sobro la renta, hace r una discriminación 
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entre ambas cla ses de perso na s para l og rar una dis tr ib uci 6n m~s 

equitativa de la carga impositiva . Las socie?dé\des Q.Q.9.-ªI:.ª IL.9 na cuo­

ta moderada y e?l socio deberá comput ar de ntro de ~V-LQDté\ pe rsonal 

las utilid ade s Que se distribuyan? y Dagará e l imD~esto que le co­

rresponda de acuerdo co n su propia ca pa ci..9 ad-.s...Q.ntribu.:..tiv~" 

"En esta forma se desplaza un sistema que por no co nsultar 

l a capacidad tributaria de l que recib e l as ut i lidades, e staba muy 

lej os de re alizar l os principios de l a justicL~ S GCi 3 1c
ll 

"Efectivame nte , e l método de l a l e y vige nte de gravar a la 

sociedad con l a t a s a personal progresiva, dec l ara ndo e xe nto a l so­

cio por las utilid ade s que percibe , constituye una f6 rmula por de­
más defectuosa, que ofre ce e l gr ave inconveniente de que , en úl­
timo término , l os socios r esultan Gcon6mic amente af ec tados e n for­

ma proporcional y no progresivamente, por l o qUe dich o siste ma no 

cumple, al men os, e n e l grado e n que l o r ea liza e l impues t o progre­

sional, con el principio de la igu al dad en e l sacrificio. Por otra 

parte , la aplicación de una misma ta sa progre siva a la s ociedad co­

mo sujeto de l impuesto , y a l as pe rsonas na tura l es qUe? no a ctúan en 

forma asociada, coloca e n situación desventa j os a a l os socios, en 
virtud de que siendo l a s utilidade s de l a soc i edad, l a suma de las 

que se distribuirán a l os socios, su ac umulac i ón implica, sin lu­

gar a dudas, la aplicación de? cu otas de progr e s i ón m~s a ltas que 

las que le corresponde rían a la capacidad contributiva personal de 

cada soci o por razón de las utilidades socia l e s que pe rcibe." 

"Estructurando el nuevo impuesto , se puntual i zar o n cuatro 
grupos de contribuyente s, a saber: 

"8 El segundo grupo l o f orm a n las soc iedades, nac i onales o 

extranjeras, domiciliadas e n e l país, las que pagar~ n e l impuesto 
y del cual luego se hablará, sin perj uicio de l impue s to pers onal 

que debe pagar el soci o de acue rdo con l a l etr a AJ de biendo com­
putar por consiguiente las utilid ade s que perciba como socio e n su 
renta personal." 

"Al f i jarse el impues t o de l a s sociedade s domic iliada s e n 
el país, se t omaron en conside r ación, ade más de l os e l eme nto s de 

carácter fiscal, aquellos factore~ que en UD.ª'-.. J1....QtLg_tQLíJla influ­
yen en la es tructuración económica de l pa í~ Se pro c uró guardar la 

equidad debida y a l efecto se e stab l e ció una tarifa progresiva, se -, 
gun la cual l a s sociedade s de esca sa capacid ad económic a so n tra ta-

das favor abl eme nte , y a med i da que dicha capacidad aumen ta, se in­

cromenta t ambión la ob lig a ción fisc a l corre spondiente . La t arifa 

empieza con un 2.50% para aquellas socie dades cuya r enta imponi­

ble no e xc eda de ~ 5.000 0 0 0 , continuándose c on un 5% s obre e l ex-
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exceden te de (~ 5. 000.0 0 h ~ s t Ll (!~c 10. OOOQ 00 Y t e rmin.lndo con un 10% 

sobre el exco ck nte do q:¡: 10 0 000 0 0 ,) 11 

La Le y do 1951 c J ns orv6 l os principia s ~o 1Ll cionci2 tri­

butaria que sirviGr on de fundamento a la de 1915, l os cu a l e s quiso 

hacor m~s r ea liz ables a l c st?ble cer que l as utili~adGs sociales i­
ban a sor grava~a s t ant a pora la soci edad como pa ra l os socios. 

Con es tc~ so prete nd ió evit ar l a injusticL:.\ que r epr e sentaba 

para los socios 01 paga r o n f or ma proporcional y no progresiva el 

impuesto. Esto era posible con e l sistoma imp l a nt a~o por la loy 

ante rior que co nside raba ~nicam2n te a las socie dade s c omo sujetós 

pasivos do l impuesto , a quienes se l e s aplic2ba l a misma t a s a im­

positiva de l a s pers onas natura l es o 

Adem~s, e n la Ley de 1951, se tomaron on cuenta otros fac­

tore s que ignor ó la ley de 1915 y que t e nd ía a influ:ir e n la es­

tructuración e conómica de l país. En e f e cto, surgG por primer2 vez 

en nU 2stro siste ma tribut2rio un a po lítica de ince ntivos fiscal e s, 

al propiciar la f o rmación di:) s ocie da d(; s anónimas que invirtieran 

sus capitales en e l e st abl e cimient ~ e incromonto de cie rt a cla se 
d . d t' 1 -1 1 .1' ¡. h t' 1 1 t t e ~n us o rl as y a \...a r e s, auc mas, a e lC a s en ~c aGe s, un ra a-
miento o spe cial. 

Esta nue vo siste ma tributario tuvo t ambi6 n sus causas e n 

la es tructura económicLl y po lítica que existía n en e l país a la 

~poca do su aparecimiento y que había he ch o posibl e la promulga­

ción ele una constitución política ;:10 gran contenido socialo 

A la altura de l año de 1951, l a agricultura se onc ontraba 

en un franco proces o de desarrollo o Existía ya una polí t ica inte ­

gracionista, co n órganos o stablecidos para h2ce rla viabl e como e­
ran el Conse jo Ec onómic o de la ODECA y e l Comité ele Integración E­

ca n6mica de l Istmo Centroame rican0 , c ·)mo organismo permanente de 

la CEPAL. Todo s e s t os fac t or o s? unido s a 1 he ch ,') do un comercio in­

ternacional que se acrecentaba cada vez m~s entr e l o s países de l 

área centroameric ana, eran proclives para entrar a la etapa de la 

industrialización, l o cua l r equería, como se ha indi c ado e n capí­

tulos anteriores, la acumul a ción de ca pitales de stinados a ese 

fin, sie nd~ las sociedade s anónimas un valios o instrumento pa ra e ­
llo. La intervención del Estado se hacía necesaria para encausar 

l a s actividades de los capitales hac i a la inversi6n en empresas 

industriales y se qui30 lograr ese objetivo con la promoción de 

esa política de incen t ivos conten ida en la Ley del Impuesto sobre 

la Renta de 19510 
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La Ley de 1951 tuvo varias reforma s, s iendo una de ellas 

sustancial, en cuanto ataRe al tratamiento de la s sociedades a­

n6nimas , como es la conte nida en el Decreto de l Directorio Cívico­

Militar, Nº 300, de fecha 18 de septiembre de 1961, ba jo cuyo im­

perio los accionistas debían computar en su renta pe rsonal las u­

tili(lades sociales que les correspondían, aunque éSté:1S no fueran 

realmente di stribuibles, equipar~ndolas en su tratamiento a las 

socied ade s colectivas. Ant e s de esta r eforma, el accionista s610 

computaba las utilidades referidas cuando eran realmente distri­

buidas, sea en efec tivo, en espec i e o me d iante op eracion e s conta­

ble s. 

La s razones que tuvo el legisl ad or para tomar este rumbo 

inespe rado en materia tributaria se e ncuentr an expresadas en los 

considerandos de dicho Decreto, así: 

"1.- Que por Decreto Leg isl at ivo Nº 52 0 de fecha diez de 

diciembre de mil novecientos cincuenta y uno, public ado en el Dia­

rio Oficial Nº 232, Tomo 153, del diecisiete del mismo mes y aRo, 

se emitió la Ley de Impuesto sobre la Renta vige nte , la cual, a 

pesar de las modificaciones sufridas con posterioridad a su emi­

sión, no ha experimentado reformas que la pongan acorde con las 

exigencias del gasto público actual, surgidas de las necesidades 

sociales, políticas y económicas del país: 1I 

"II~- Que la realid ad socio-econ6mica de El Salvador a­
cusa una concentración d e riqueza en un sector muy reducido de la 

poblaci6n, y que es deber del Estado dictar l as medidas necesarias 
que tiendan a aliviar ese desequilibrio, s i e ndo la vía m6s efi-

c ie n t e la de la tribu tac i6n direc ta ; 11 

IIV._ Que las condiciones financieras actuales exigen la 

adopción de medidas tendi e nte s a incrementar lo s recursos fisca­

l es para el mejor cumplimiento de las responsabilidades del Es­
tado, a establecer una m~s equitativa distribución de las cargas 

tributarias y a evitar en lo posible la s evas iones del pago del 
Impue s to sobTe la Re nta. 11 

Para tener una visión completa de las causas que motivaron 
la promulgación del Decreto Nº 300 ya r e laciona do , adem~s de las 

razones contenidas en los considerandos transcritos, a mi modo de 
ver, es conve niente analizar e l momento político y económico por 

el que atravesaba el pa ís en la época de su aparecimiento. Dos 

golpes de Estado se hab!an sucedido en un corto tiempo, llevando 

la intranquilida( a todos los sectores así como provocando la r e ­
cesión en la actl.vidad invers:bnista, Los ingre so s públicos habían 
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disminuido~ en parte por la baja del precio del café, cuya ex­

portaci6n constituye nuestra principal fuente de impuestos indi­

rectos. Asímismo, había un déficit en nuestra balanza comercial, 
que en cierta forma había sido provocada por el aumento en el mon­

to de las importaciones que había ocasionado la adquisici6n de m~ 
quinaria pesada por parte de l a s nuevas empresas industriales.(l) 

Esto fué la causa de que los recién llegados al poder,per­

catándose de la situaci6n planteada, pretendieran incrementar los 

recursoS fiscales para la satisfacción de los fines del Estado, 

de acuerdo con Su actividad social; y con un loable sentido de e­

quidad quisieron obtener esos recursos de los sectores más capa­

citados económicamente, lo cual ayudarta, además, a aliviar el 

desequilibrio producido por la concentración de la riqueza en e­

sos sectores privilegiados~ En esa forma se podría identificar la 

filosof{a del Decreto Nº 300 con la de la Ley de 19154 Pero en 
realidad, con ese cambio en nue stra pol{tica fiscal se perdía la 

visi~n de conjunto, ya que se daba al tra ste al sistema de incen­
tivos que se habían conc ed ido y que estaban rindiendo sus frutos. 

La reacci6n de l sector privado no se hizo esperar y trató 

por todos los medios a su alcance de lJevar a las esferas guberna­
mentales el convencimiento de qu e el Decreto Nº 300 era nefasto 

para el desarrollo econ6mico de. nuestro país. Fué así como 10fr6 

que se emitiera el Decreto Legislativo NQ 34 de fecha 23 de marzo 

de 1962, en virtud de l cual, el statu q~o de las utilidades no 

distribuidas de las sociedades an6nimas volvieron a su situación 

anterior. Pero l~s cosas no t e rminaron allí; una pugna de intere­

ses se había entablado, formándose dos bloques bien definidos. 

Por un lado, el Gobi e rno que hacía hincapié en la necesidad de 

procurarse mayores ingresos por la vía tributaria para cumplir 

a cabalidad con las funciones estatales; y por el otro, el sec­
tor privado que se oponía a todo cambio que perjudicara sus in­

tereses y propugnaba por mayores incentivos fiscales. 

Como r e sultado de e sta pugna de intere ses se cre6 una Co­

misi6n integrada por represe ntantes de los dos bloques: el sec­

tor público y el sector privado, la cual se dió a la tarea de a­
nalizar el sistema tributario imperante y de buscar soluciones 

(1) Dr.Francisco Roberto Lima.-"Opinión del Dr.Francisco Roberto 
Liman. CQlección Jurídic a . Vol.I dedicado al Impuesto sobre 
la Renta.Primera edici6n. Edit.Universitaria de El Salvador 
1968~- P4g~199.-



36 

m~s acordes con nue stro desarrollo económico. Esa Comisión tofu6 

muy en cuenta los dict~menes rendidos por t~cnicos extranjeros 

de gran nombradía en el campo hacendario, entre los que podemos 
citar a C~sar Cosciani, Profe sor de la Universidad de Roma; Ce­

cil Morgan, Louis Shere, de l Departamento de Economía de la Uni­

versidad de Indiana, y Oliver Oldman,Profesor de la Universidad 

de Harvard, quien no s610 presentó dos informes sobre política 

Tributaria y Reforma Administrativa e n El Salvador, sino que tam­

bi~n tuvo participaci6n activa en las deliberacione s que se sus­

citaron entre los miembros de la Comisi6n, como ase sor de parte 

del Gobierno. 

El profesor Cosciani, después de analizar datos estadís­

ticos que l e fueron suministrados, llegó a la siguiente conclu-
. , 

S10n: 

"No es mi intenci6n hacer un c~lculo ni una estimación, 

pero los datos indicados ya sea como simple orientación de in­

formación general, muestran de manera evidente como en el siste­

ma fiscal salvadoreRo, el problema m~s importante y que necesita 
una soluci6n rápida, no es el de las tasas de impuesto, sino el 

de mejorar la base gravable del impues to sobre la renta, que es 

demasiado reducida por dos he chos: la evasión y las exenciones". 
(1 ). 

La filosofía que inspiró a la actual Ley de Impuesto sobre 

la Renta, cuyo proyecto fue el fruto de los debate s entablados 

dentro de la Comisión, la podemos vislumbrar en un párr afo de la 

nota de remisión de uno de los memor~ndum del Profe sor Oldman, 
que dice: uLa formul ación de una política impositiva co nstituye 

una tarea práctica guiada, pero no e strictamente dominad a , por 

principios. En oc asione s existe un conflic to e ntro e l pr incip i o 
de lograr la equidad a través del s is tema de impue s tos y el de 

utilizar 6ste para estimular e l cr2cimiento e conómico. En la r e ­

solución de e ste conflicto debe n adoptars e decisione s de e lección 

difícil. Igualmente , e l des e o do alcanzar la e quidad entre los 

contribuyentes en situaciÓn similar, o entre grupos que perciben 

cantidades de ingreso diferentes, puede llevarse a extremos de 
distinción que pierden de vist~ las. necesidades pr~cticas de la 

Administración,tanto para los contribuyentes como para los funciQ 
narios •. (2) 

César Cosciani. "Informe sobre la revisión del sistema tribu­
tario en El Salvador. tI Colección Jurídica. Volumen 1 Editorial 
Universitaria de El Salvador. Primera edición.1968.pág.106. 
Oliver Oldman*-"La Re forma Impositiva en El Salvador." Colec­
ción Jurídic a citada. pág.147.-
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Hemos creído necesario hacer el análisis de las distintas 

filosofías que han inspirado a las l e ye s de Impuesto sobre la Ren 

ta que se han promulgado, a sí como tambi6n de sus reformas, para 

tener una mejor comprensi6n de como ha ope rado nuestr~ política 

fiscal en la determinaci6n de incentivos fiscales para las Socie­

dade s An6nimas. 
Es bueno que ha gamos ahora un análisis, una especificaci6n 

de esos inc e ntivos, es decir, en qu~ consisten, porqu~ se pueden 

considerar tales. 

De conformidad a la primera Ley de Impuesto sobro la Renta, 

dichos incentivos prácticamente no existieron y talvez a ello se 

debi6, en parte, que l a s Sociedades An6nimas no tuvieran la pro­

liferaci6n que hoy acusan. En efecto, no existía una diferencia­

ci6n entre Sociedades Colectivas y An6nimas, ni mucho menos entre 

ambas y las personas nat~rales. Toda persona (y entre ellas se in 
, . JUi+lCHc a s) . , , . 

clula a las personas!~ ·sln ex~~pclon alguna U , decla la OXpOS1-

ci6n de motivos de dicha ley, de be ser sujeto de imposici6n, y 

así se hizo, no existiendo tampoco ninguna diferenciaci6n en cuan­
to la tarifa del impuesto. Hubo un tiempo, dura nte una parte de la 

vigencia de la ley de 1916, que las personas jurídicas no fueron 

sujetos de imposici6 r , sin embargo, los socios sumaban a sus pro­

pias rentas las utilidades sociales, se repartieran o no o Toda es­

ta ~poca la podemos llamar, la 6poca inefable , sencilla, sin com­

plicaciones t6cnicas. E] impuesto lo pagaban las personas jurídi­

cas, por ser personas (. los socios, por ser al fin y al cabo los 

destinatarios de las u~ilidades~ 

Pero a partir d·,. l año de 1951 las cosas cajl1bian radicalmen­

te. Ya vimos cual fue :a filosofía del Legislador al prom ulgar ~1 

Ley de ese año o La determinaci6n do l impuesto da t an senci llo qU2 

era se volvi6 comple,~ ·) o Aparece un nuevo conceptode renta,distin­

to del tradicional q!_~,e se asimilaba al rédi to; y no obstante que 

se conserv6 el crite~io de considerar a las personas jurídicas co­

mo sujetos del impu~ ;to, el sistema se torn6 híbrido al admitir 

también el otro criterio de gravar al socio por las utilidades so­

ciales. Pero aquí s e:! establece ya una diferencia entre las socie ­

dades de personas y de capitales. Con relaci6n a l as primeras,las 
utilidades referida~¡ las t en ían que computar los soc ios, e n la 

parte que le s corre ~ ipondían, al de te rminar su renta pers onal, sea 

que se le r epartier2ln o no; pe ro para e l socio accionista esas u­

tilidades no las cO~ lputaba sino hasta que se le repartieran. Ana­

licemos esta circun s tancia. Cuando desarroll e e l tema del concepto 
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de Ren t a, 2 n e l Cap í tulo 1 ele la parte segunda de esta Tesis,tr-ª. 

t ar6 de f und ame n t ar mi opini6n de que el criterio que había guia­

do a nuestrc legislador de 1951 al determinar el concepto de ren­

ta era. e 1 de 1 i : ~ cre me n to de Pa trimonio. Pue s bien, según e se cri-
, . 

terio, l a s ut i i idades que obtiene una sociedad, sea esta anonlma 

o colectiva, cons tituyen un incremento de patrimonio para el so­
cio, en la parte que le corresponde, ya que constituyen cr~ditos 

activo s que no figuraban en su patrimonio al iniciarse el ejerci­

cio~ tan e sto es cierto, que al declarar el socio su Impuesto de 

Vialida~ Serie UAIl, que mejor debiera llamarse impuesto sobre el 

capital o sobre e l patrimonio, ya que el primer t~rmino es ana­

cr6nic o , 8 1 so ci o incluye esa utilidad en su activo. As!, a mi 
modo de ver? era i nnecesario que el legislador expresamente esta­

bleciera que el socio co le ctivo o de cualquiera otra sociedad 

que no fue ra an6nima, ten{a que sumar a sus ingresos personales 

lo que le correspondf¿ e n concep to de participaci6n social,fuera 

~sta o no d i stribuida, pue s en uno y otro caso constituiría ren­
ta gra vable para á i ~ 

Si 2l l Egi sl ado r de 1951, como el que promulg6 la actual 

Li:::I d e .rrn Y..1 i;;:;ti) :=ob:ce la Ren t a , hacen alusi6n a las utilidades 

gravab l es de l so cio colectivo, es, a mi entender, para darle ~n­

fas is a l tra t am iento espe cial que las dos leyes daban a los so­

cios de las so c iedade s an6nimas, al apartarse dclconcepto de ren 

ta que habia Qc s p tado y que al constituir una excepci6n a este 

concept o, c r eaba, en sí, un inc e ntivo fiscal~ En realidad, no se 
estaba c~eando una ca tegoría de ingresos exentos para los accio­

nis t a s, sino que la gravaci6n de esas utilidades de las socieda­
des J.i¡ónirr. a sse s uj eta a un plazo cierto pero indeterminado, el 

c~¿l se considera cumplido en el momento de repartirse las uti­

lida dps~ ya sea en for~a de di v idendos o en virtud de la liqui­
dac i 6n de l a sociedad. 

El hecho anterior era y es m~s ventajoso para los socios 

de las soc i edades anón imas sobre todo para las de capital cerra­

do, ya que e l udia e l pago de l imr~e sto sobre la renta en forma 
inde fin ida y adem~ s procurab an e l ahorro familiar, sin dar nin­

gún aporte al dC.3aI'I<. ·llo eco n6mico . Esta clase de evasi6n tribu­

ta r i a , qde en r ea licli: d e r a la propia natur a. lez a del incentivo 

fis ca l da (: c· a la s so~. i e do.de s an6nima s, fue e 1 que qui so remediar 

el Decre to Nº 300. Ya e xpusimos como. la reacci6n del sector pri­

vado se hizo sentir : que no descans6 hasta lograr su abolici6n, 
y al decT.2~·;:rse la nlL~va ley en 1963, actualmente en vigencia,se 
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die nuevamente a los socios de las sociedades anónimas ese mis­
mo privilegio, el cual se ha tratado de mitigar, en parte, con 
la emisión del Decreto Legislativo NQ 609, objeto do nuestra te­
sis, al reducir en cuatro años el término máximo para qE las u­
tilidades social e s,que podrán incorporarse a las rentas de los 
socios en forma de dividendos, permanezcan sin tributar. 

Como se puede observar, de lo dicho anteriormente, las u­
tilidades sociales son el campo donde se originan los criterios 
para la elaboración de los incentivos fisc a l es, de tal suerte 
que el legislador ha llegado a estructurar artificiosamente dis­
tintos conceptos de la misma, apareciendo, as!, a la par del con­
cepto de utilidad social contable, los de utilidad social grava­
ble y utilidad social fiscal distribuible, que serán objeto de o­
tro capítulo de mi tesis y en el cual trataré de otros incentivos 
fiscales otorgados en forma de deducciones. 
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Antes de proceder al análisis del Decreto Nº 609 haré un 

estudio de varias instituciones contempladas por la Ley de Im­
puesto sobre la Renta vigente, pues ésta se encuentra vinculada 
a aquel, a tal grado que una de las disposiciones dic a : "En las 

materias no regulada s por el presente Decreto se aplicarán las 
disposiciones de la Ley de Impuesto sobre la Renta . l !--

Para iniciar el análisis referido me ocuparé del Concepto 

de Renta. 

CAPITULO I. Concepto de Renta 

El Decreto NQ 609, establece el concepto de Renta que nue~ 
tro Legislador tomó como base para estructurar la Ley de Impuesto 

sobre la Renta vigente. En nuestro medio jurídico existe litera­
tura al respecto, ya que expositores como los doctores Francisco 
Roberto Lima. Alvaro Magaña h., Rafael Antonio Carballo y Salva­
dor Soto, entre otros, han hecho estudios sobre ese concepto. 

Del análisis de lo expuesto por los referidos profesiona­
les se puede obtener lo siguiente: 

1) - Un concepto de renta tradicional y cuyo fundamento es 
la periodicidad y la existencia de una fuente perma­

nente de renta. Esto criterio es el contenido en la 
definición que hace el dicciona~io de la Real Acade­
mia Española y que es seguido por e l doctor Rafael 
Antonio Carballo en un artículo periodístico titula­
do ¡'Lo bueno, lo malo y lo feo del Decre to Legisla­
tivo Nº 215." 

2) - Un concepto más amplio y específico que considera la 
renta como licorriente o flujo de la riqueza", e s de­

cir, las cantidades recibidas .oe- terceros menos los 
gastos necesarios para obtenerlas y que según el de­
cir del doctor Francisco Roberto Lima, es "necesario 
que haya realización del negocio y que éste se en­

cuentre comprobado ll (1) para aue produzca efectos 

(1) Dr.Francisco Robertó Lima.- La Ley de Impuesto sobre la Rent~ 
de 1963 ... La Universidéld Nº 3. Mayo-Junio do 1970. Publica­
ción de la Universidad de El Salvador. pág.17.-
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fiscales. Debe habe r, pues, transacciones entre los con 
tribuyentes y terceros y no simplemen te la existencia 

de la fuente, por lo cual la simple plusvalía de un bien 

no sería considerada r enta dentro de este concepto. 
3)- Un tercer concepto de rent a se basa en l o que se conoce 

como "increme nto de patrimonio". Este es omnicomprensi­

vo de l o s dos anteriores. En la obra titulada "El con­

cepto Fiscal de Renta", el doctor Alvar o MagaRa h. nos 
trae una definición basada e n dicha teoría, la cual, 
para Henry C.Simons consiste e n la siguiente:" la suma 
algebráica del valor de l os consumos y e l cambio de va­
lor del pa trimonio entre el principio y el fin del pe­
ríodo considerado." (1) Simons ac l a r a este concepto en 
la siguiente forma!" En otras palabras es e l resultado 
obtenido al sumar el consumo duran t e el período a la 
riqueza al fin del período y rest ar de esto, la rique­
za a l principio del período 11. (2) 

Como se puede deducir de lo expuesto, e l concepto que da 
Simons sobre lo que es renta, es e l resultado de una ecuación: 
Si al incremento de capital (Renta ) le ll amamos ~, al va lor del . 

consumo le denominamos b, a l patrimonio existente al principio 

del ejercicio ~ y a l patrimonio al final del ejerc icio d, la e­
cuación la podemos formular de la siguiente manera: a = (b + d) 

- e, o sea, al reducir: a = b +d - c 
Dándole valor numérico a l os literales podría estable­

cerse la siguiente fórmul a : 

~ 13.000.00 = ~ 6.000. 00 + ~ 9.000.00 -~ 2.000.00 

Todo c amb io en uno de los t 'érminos de la e cua ción tiene 
que repercutir f orzosamente e n el otro. Así, una disminución en 
el patrimonio final ti ene que repercutir en un a disminución en el 
incremento del capital y vic eversa, una disminución de este in­
cremento tiene que incidir en cualquiera de l o s eleme ntos de l o­
tro término 7 ya se a el con sumo , el patrimonio inicial o el patri­

monio final. De tal manera que una renta declarada por e l contri­
buyente que no coincida con el incremen to de capital (renta) que 
apareciera en una ecuación que se haya determinado previamente 
daría lugar a detectar las causas de e sa desigualdad. 

(l) Dr.Alvaro MagaRa h. "El concepto Fiscal de Re ntan Volumen 1 
de l a Colección JUrídica de la Editorial Universitaria de El 
Salvador. Primera Edición. ARo 1968. Pág.75. 

(2) pág.75 de l a obr a del Dr. Alvaro MagaRa h. que se cita. 
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1 t ,- 1 1 . t 1 Como se pue de obs e rv~ r, e n a eorla ae lncreme n o a e pa-

trimonio no se llega a la de terminaci6n de la renta por la elabo­

raci6n de una suma aritmética de los productos totales de las dis­

tintas fuentes de ingreso, sino que se hace por un procedimiento 

sencillo pe ro certero, algebráico como dice el señor Simons y en 
consecuencia lógico. Se parte de dos indicios que para que tengan 

validez deben estar plenamente comprobadosD Estos, son: el consu­

mo del contribuyente durante el ejercicio impositivo que se ana­
liza y la diferencia de patrimonios d e t erminados al principio y 

al fin de dicho período. 
Me atrevería a decir que la teoría del incremento de capi­

tal más que una definición o un concepto, lo que nos da es un prQ 

cedimiento; si se quiere, probatorio indicial. Esto no de scarta 
los demás medios probatorios que establecen los institutos leaa­

les y se pueda recurrir a él cuando en las declaracione s de los 

contribuyentes existe bas e para vislumbrar que se pretende eva~ 

dir la obligación tributariao 
La teoría del incremento del patrimonio no es como l a del 

flujo de la riqueza en donde ya está delimitado que es lo que 

constituye renta, cuál es su origen o En ella no se va analizar 

de donde proviene la renta, sino que, partiendo de la base de que 

han existido ingresos, sólo le basta comprobar los indicios a que 
me he referido. 

El monto de los patrimonios (inicial y final) es muy fácil 

determinarlo, ya que el mismo contribuyente los confiesa en sus 

respectivas declaraciones de Impuesto de Vialidad, Serie \lA'l; só­

lo faltaría comprobar aquellos bienes que ha omitido o En cuanto 

al otro elemento indicial,-el consumo- puede que s e tengan ctrri­

cul tade s prác tica s para de termir ar lo con exac ti t. lid ') ;Je ro no e s 

imposible fijar un margen razonable. En conclusión, se puede par­

tir de la base de que los ingresos que pe rcibe una persona tienen 
comunmente tres destinos: 

1 ) la inversi6n 

2) - el ahorro 

3) - el consumo 
Tanto el primero tomo el s egundo se tienen que reflejar 

necesariamente en el patrimonio final del ejercicio; e l consumo, 

en cambio, no llega a consolidarse en dicho patrimonio ya que 

constituye un gasto aplicado a bienes que ee extinguen ante s de 

que finalice el período. 

El margen razonable para determinar el consumo de un con­

tribuyente dentro del periodo sería, por eje mp lo, e l considerar 
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como tal, aquella cantidad que durante dicho ejer~icio sea estima­
da como costo de vida. Entre nosotros, este costo de vida ya ha 
sido tomado en cuenta al determinar lo que se ha llamado deducción 
~~5ica, en la Ley de Impues to sobre la Renta anterior, y en la ac­
tualidad en la renta capaz de orlglnar un impues to e quivalente a 
lo que se conoce legalmente como crédito b~sico. 

Existen otros renglone s que son difíciles de ubicar en al­
gunos de los elementos i~diciales anteriores y que se podría lla­
mar consumo potencial o ahorro de ingresos potenciales.- Tal sería 
l a situación del que habita una casa propia. No podría decirse que 
aquí existe un ahorro de ingresos, t omando esta ~ltima palabra en 
su sentido restringido; pero a nadie puede escapa r que le que se 
ha dejado de gastar por ese valor de uso de la casa y que al ha­
cerlo hubiera constituido un consumo, ha tenido que influir nece-

sariamente en el potencial económico de la persona, ya que puede 

traducirse en mayor capacidad de inversión o mayor capac idad de 
ahorro; factores que llegarían a incremen tar uno de l os elementos 
de la ecuación de la teorta del incremento del patrinonio como es 
el patrimonio final. 

Al referirse a la efectividad de es te sistema, e l doctor 
Alvaro Maga~a h., dice: "Como es f6cil percibir~ los alcaG~es de 
esta definición son amplios, pues dentro del concepto de incre­
mento de capital, se incluyen las ganancias de capital, la renta 
imputada de quien habita su propia casa, las cantidades recibidas 
en concepto de herencia y de donaciones, etc., y e s por l o mismo, 
el índice más comple to de la condición económici:l dol contribuyen.·· 
te, la cual es, a su vez 9 la medida m~s apropiad~ para dote rmin~r 

su capacidad contributiva o habilidad de pago . u (1) 
Hecho el análisis de las tre s te orías que elaboran cada 

una un concepto distinto de lo que es renta, pasaré luego a exa­
minar cual de ellas ha sido la que sirvió de base al l eg islador 
para estructurar la Ley de Impuesto sobre la Rent~. Al r e specto, 
el doctor Francisco Roberto Lima 9 dice: ~ En nuestra legislación, 
desde que se introdujo por primera vez el Impuesto sobre la Re n­
ta (1916) se estimó como "renta brutal! e:l val or t otal de l os . in~ 
gresos del contribuyente apartándose así del criterio de: que era 
necesario que provinie ran de una fue nte fij a y constan t e" . llLa 

-
(1) Dr. Alvaro Maga~a h. Obra indicada anteriormente, pág. 76 

I '~ • 

. ".-
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definición que nos da e l Art.3 de l a Ley de 1951 se incorporó sin 

variac ión en e l Art .7 de l a Ley de 1963 y a mi juicio,es desarro­

llo del principio del flujo de riqueza". liNo creo que en este 

punto pDdamos estar totalmente de ac uerdo con l o expresado ~or 

el doctor Magaña h.-continúa diciendo el doctor Lima-que cree en­
contrarse frente a un legislador vacilante con inclinación al 

concepto del lIincremento patrimonialll,pero que termina lJor acep­

tar~por razones pragmáticas,el concepto del IIflujo de riquez:a" ( 1) 

Entre las razones que expone e l Doctor Lima para sustentar su 
tesis de que l a teoría del IIflujo de la riquezallins piró tanto aü 

legislador de 1951 como al de 1963,para la elabo r ación del con­

cepto de r enta,está la forma en que se redactaron los hrts.3 y 7 
ya indicados,que se limitan a dar una enumeración de las catego­

rías o especies más comunes de renta y que a l terminar esta enu­
meración con las palabras lIy ganancias,beneficios o utilidades, 

cualquiera que sea su origen" no se debe interpretar de que se, 

ha aceptado l a teoría del incremento patrimonia l ya que,según él, 

esas palabras no significan más "que el atarrayazo a:costumbrado 

que suele tirar e l legislador para evitar que se l e escape a lgún 

ingreso en una definición enumerativa;pero este ingreso debe es­
tar comprobado en la investigación y no deducido de l a compara­
ción de activos." (2) 

El doctor Alvaro Magaña h.,en su tesis doctoral,después de ha­

cer un análisis de l a exposición de motivos de la Ley de Impue~­

to sobre la Renta de 1951 y de varias disposiciones de dicha l ey, 

llega a ace pta r que la t eoría del incremento patrimonia l fue la 

que sirvió de base a l legislador para la e l aborac ión del conéep­

to de renta,conc epto que también se enc uentr~ incorporado en l a 

ley actualmente en vigencia,ya que muy bien lo expone el doctor 
Lima,la redacción de l A.rt.7 de la Ley de 1963 que trata de"la 

Renta Bruta" es idéntico al Art.3 de la Ley de 1951.El doctor Mal­
gaña h.,expre s a su opinión en l a siguiente forma:IIPodemos con­

cluir que nuestra ley acertadamente no se aparta de los princi-

(l)~Dr.Francisco Roberto Lima.-Lal.Ley de Impuesto sobre l a Renta 
de 1963.-Revista La Universidad,No.3.-Mayo-Junio de 1970. 
Public ación de la Universidad de El Salvador. Pág. 17.-

(2) Dr.Alvaro Magaña h.-Obra indic a da ant e riormente.Pág.76 
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pios doctrinarios expuestos(menciona el principio de una riquez~ 

nueva),y que la necesidad de que haya un ingreso, sea que lo lla­
memos aumento de riqueza,b crecimiento patrimonial,es condici6n 

indispensable,par~ que pueda hablarse e nuestro sistema legal de 

una renta para efectos fiscaleso 11 (1) 
De las dos tesis anteriores,la que me parece m~s acertada es 

la del doctor Magaña h.y tomando en cuenta las razones que tuvo 
para concluir que es el incremento patrimonial la teoría que ins­
pir6 al legislador de 1951,se puede afirmar que la Ley de 1963, 

' -

actualmente en vigencia,desarrolla tambián dicha teoría por los 
motivos siguientes: 

a)-Porque a esa conclusión nos lleva una interpretación li­
teral del f-trt ,.7 de la actual ley de Impuesto sobre la Ren­

ta,que en su parte final,dice: il y ganancias,beneficios o 
utilidades cualquiera que sea su origen. 11 

Si criticada ha sido la tesis que usa el término de renta 

en su sentido restringido o gramatical,como sinóniolo r)p :r' 
dito o de ingresos provenientes de una fuente fija y cons­

tante,es criticable el querer limitar los conceptos de 
tlbeneficios ll y "utilidades" únicamente a los ingresos obte­

nidos en virtud de transacciones verific ada s entre contri­
buyentes y terceros,que caracteriza la teoría del flujo de 
la riqueza.Esta crítica resulta m~s notoria si tomamos en 
cuenta que la Ley de Impuesto sobre la Renta aludida,no de­
fine expresamente los términos indic ados y así cabe aplicar 
la regla de interpretación literal que es t ablece el Art.20 
del C6digo Civil,que dice:"Las palabras de la ley se en­

tender~n en su sentido natural y obvio,según el uso general 
de las mismas pala~ras;pero cuando el legislador las haya 

definido expresamente para ciertas materias,se les darJ en 
éstas su signific ac'o legaL 1; Ahora bien,para garantizar el 

uso general de las referidas palabras recurrimos a la Real 
Academia Española,11uien nos define dos de esos términos en 
la siguiente forma:"S:¿NEFICIO:bien que se hace o se recibe; 
utilidad, provecho. 11 ¡'UTILID/·\D :calidad de útil; provecho, con­

veniencia~ interés o :ruto que se saca de una cosa o 11 A,l mis-

(l)Dr.Alvaro Magaña r .• ;ILos intereses pagados a los socios 
como lngreso gravaI, le en la Ley de Impuesto sobre la 
Renta." Tesis doctcr11(Mimeo grafiada )hño 1961"pJg.28. 

----_.----------------
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ino t. iempo defi ns la pa iab:J.'a PROVECHO como ¡¡ber: efic io o util idad 

. "d e s o :,or al gu'n med;-o".,A 11 que se c:onSJ. gu 2 o se o:J.'lglna e una o a ,t""' . " -'- u 

/tceptando },3.S anteriores definic J.ones Goma el sentido naturé3:1 

y obv io en que deben ser entendidas las palabl:a8, "beneficio y '; ' -

utilidad li
7 J.esul ta que en ninguna de ellas aparece el sentido li .. 

mitado de que han querido ser objeto y que vienen también a res­

tringir el concepto de renta;sino que m~s bien,el significado 

correcto de dichas palabras configuran el concepto de renta co­

mo incremento o aumento de capital«l 

b) ~El \'oncepto de renta como índic e de c apac idad económic~ pa­

ra efec t os impositivos,lo pod 8mos encontrar ta mb ién haciendo u­

so de l a i~terpretación sistem~t ica que establece e l Art o 22 del 

Códi go Ci,\/il,c:;ue dice: "E.!. contexto de la Ley servirá para ilus­

trar e l sentido de cada una de sus partes : de manera que haya 

entre t odas ellas la debida corresr ondenc ia y ar~on {a D Los pasa­

jes oscuros de una ley puedo ,1 se:c ilustrados por !"'1edio d e otras 

leye s , pal'ticularmen-::, e si. Ve rSe!' so;::-,y:e el mismo aS l\nto o "Así te­

nemos que l a a ctua l ley d e I~pue s~o s obre l a Renta en e l Títu­

lo VI, q ue tra ta d e l a : ~d eter(;únas i6n de 12 Renta ti 7 en e l literal 

d) del Art o 64· , inclUy e a 3.0 :; ind ü::Lc~; como base para dicha deter­

minaci ón;y eJ Ar t .. :5 6 de dicha ley ~por su parte,entre l as dis­

tinta s cat egor:~a s ele indicie:; que enumera, señala "el movimien­

to e incremen-:o c:o capitalestl~ lI e l c ap ita l imp~~'o ductivoll, y ter­

mina dic iendo qlle se c on sidE~ra c omo ind :~c io licua l quier signo 

que prudencial o 16gicamente,pueda servir como revelador de la 

capacidad contribut iva de l a pe rs onaol! 

Como es lóaico f.\!.poner ~ l os indic ios no no van a re',"olar cuál 
~ " 

es el orige n 7cuál es l a fuente de los ingre sos,sino lo que e-

llos reflejan,como ffilly bien d~ce el Art o 56 citadc,es la c apa ­

cidad contributiva de la pe T: ona ~es decir,euál es l a renta que 
. "d b "+ . .' , ]' t e t b' d' serVlra e ase pa~a !.2 ~aS2C10 D 0 2. lmpues ooc s "a prue a ln 1-

eial no descarta aJas o-c:,:'a ::; c: "L~; ses de pruebas ,como tampoco a 

las otJ:_'as bas e:: q\..i8 ::;':;;'2-'-'\ .:.: .1 /:.::: -(,, (>4 para l a determj.nación de 

la Ren·t a :> Se empl ea sob .:'c, :~ c ~-j QC OllU : ',¿¡ reCl~rso último n cuando e l 
/ 

pre sunto c ontribuy ente ~o na cumplido so~ ~u obliga c ión tribu­
taria de d<:>r' ¡ar::li~ I n,~ ")1'O C'1 "' +'0 ,' .:· ~) -i" :">I Cl S ""¡e '~ ~ dJ' 'tl' 11 i' as fuen c:~_ c, __ .\.. , . .\ • ... "j L, .... ' . vU . • ,-" u .'. 0..-:> .s, _ -

tes de iO';J:c-e'30 5 s u S s:an a nci.a '.::.)bc¡-le f:,. ~,; i os o u tilidade s ~ cualquie­

r~ qu e sean s u origen o 

Este medio probatorio que ¡::o:-:e la .L ey en manos d ,:; :;'05 encar-

BIBLIOTECA CENTRAL 
UNIVERS IDAD DE EL SALVAOOI"I 
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gados de la administraci6n del Impuesto sobre la Renta,no se en~ 
cuentra en forma a lguna regulado o mejor dicho,limitado por la 
ley;la ~nica condici6n que exige el Art o 56 es que esos si9nos o 
indicios reveladore s deben ser prudentes o l6gicos,para evitar 
que se cometan exacciones ilegales,por el abuso que se pueda CO~ 
meter con esa clase de pruebaoDe tal manera que no vale la crí­
tica que le hacen algunos profesionales a la Direcci6n General 
de Contribuciones Directas,que al hacer uso de este sistema in­
dicial,toma los signos reveladores de la renta de los datos c on­
tenidos en las declaraciones del Impuesto de Vialidad,Serie "A", 
del propio contribuyente¡ porque según ellos lo que debe servir 
de base para la dete rmi nac i 6n del Impuesto sobre la Renta,se­
g~n el Art.64,literal a),es la declaraci6n de dicho impuesto,ya 
que sobre ella r ecae l a fiscalizac i6n o Eso no es cierto,pues tam­
bi~n el mismo art{culo,en su literal d),sefiala como base para di 
cha determinaci6n,10s indicios que la ley permite,como vimos,de­
ben ser 16gicos y prudentes y no est~n supeditados a la existen­
cia de una decla raci6n del referido impu esto,la cual,por otra 
parte,puede has ta faltar.Al optar por ese procedimiento la ofi­
cina indicada,no hace más que aplic ar el sistema de incremento 
de capital impregna do en la ley,ya que teniendo en frente,por u­
na parte,la declaraci6n en que el contribuyente se computa de­
terminda renta percibida en el ejercicio q~e se analiza y,por 
otro lado,dos declaraciones de Impuesto de Vialidad,Serie"A", 
correspondientes al capital poseído al principio y al final del 
período de im~osi¿i6n de que se trata;y al compararla s detecta 
inmediatam2nte con los datos contenidos en estas dltimas decla­
raciones que el contribuyente no ha sido sincero al declarar su 
renta y procedo,en consec~encia,a fijar de oficio la renta impo­
nible de la persona investigada, sin procurarse en comprobar cu4~ 
les s ~a n las fuentes ¿irectas de esos ingresos que hacen aumen­
tar su potencial econ¿mico,q~ e se~~ ir~ de base para determinar 
su capacidad contribut ivaa 

Una forma de aplici:!. l' e ste sistem~ pa ra determinar la renta del 
contribuy 2rltp sería .la sigl.1ic tlte ~ 



e u E N T ~~, __ __ BALANCE SEGUN DECLARACION 
317Dfc o 168 - 317t5ic. 769 

bisponibilidades ~ ~ 

Existencias varias ll 

Bienes inmuebles 11 

'~ 
-. --\ji 

11 -.--
70.000 0 00 11 

Mobili~riO,Maquina-
• • 11 r1a y qU1pO •••••• .. .... - 11 

Pa s i vo ••. " •• o • o •••• 
11 -.-_" 

DETER~INACION DE INGRESOS 
---rrpT1:CaCí6n de fondos 
Aumento: Disponibilidad '" ~~ 

Aumento: Existencias varias 11 

Aumento: Bienes inmuebles 11 

Aumento: MObiliario,Maquinaria 
y Equipo ••••••••••• 11 

MAS: Impuestos pagados Ren .. 
ta y Vialidad año de 
1968., • , •.••.•....•• 11 

Costo de vida en el 
año de 1969 •••••••• 11 

T O T A L . . . . . JI. . . • . , ~ 

FUENU;S DE FONDOS: 
Aumento: Pasivo . eo •••••••••• ~~ 
MAS: Ingresos netos declara-

dos en el año de 1969. 11 

~ 

P R U E B A: 

5.442.93 
26.548 0 10 

102.000.00 

8 0 500.00 
9.606.38 

5.442.93 
26.548.10 
32.000.00 

8.500 000 

40.00 

6.000r¡00 
78 Q531&L 

98606 . 3~ 

2.750 . 10 
12!!356.48 

Aplicación de Fondos •••••• ~ 780531~03 
MENOS~Fuente de Fondos ••••••••• ~" __ ~1~2~.~3~5~6~r~4~8 
Ingresos no declarados en 1969~ ~ 59 0 174.55 
lvü~S ~ Ingresos brutos dec larados 

en el año de 1969 ••••••••• __ " __ ~8~5~¿~8~5~8~e~4~5_ 
INGRESOS BRUTOS determinados pa-

ra el año de 19690 ........... (; 145 0 033 0 00 
MENOS: Tota l de deducciones de-

clarada s en el año 196900 __ " __ ~7~6~.~1~0~8~.~3~5~ 
RENTA NETA EN EL Ar\¡O DE 1969 ... =(~:~:::=::::6=8=.=22=4=o=6=5= 
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COMPROBACION 

+ \P 5.442.93 

+ 11 26.548.10 

+ 11 32.000.00 

... 11 8.500.00 

+ 11 9.606.38 

~) v~n+r0 ~~Qumonto para robustecer la tesis que venimos sus­
tentando es el siguiente: todos los comentaristas que se han 
ocupado de este problema están acordes en que un estatuto le­
gal impositivo,que tuviera por base para formular su concepto 
de renta l a teoría del flujo de riqueza,no podría tener apli­
ción para cierta clase de ingresos,como los siguientes: 1).-



49 

los provenientes de la ganancia de capital antes de realizarse, 

es decir,la obtenida de la simple plusvalía de los bienes,como 

sería para el caso,el aumento del valor de las acciones de una 

sociedad anónima,por las utilidades acumuladas; 2)- la utili­

dad percibida por el uso de ciertos bienes,como sería la rent@ 

potencial de la casa propia que se habita; y 3) los ingresos 

obt enidos en concepto de herencias y donaciones. 

Ahora bien,y en el supuesto caso de que nuestro legislador de 
1963,como el de 1951,hubiera aceptado la tesis del "flujo de la 

riqueza",¿ a qué se debió que se excluyeran de los ingresos gra~ 

vables,algunas de las utilidades anteriormente seRaladas y les 

diera a otras un tratamiento especial? En e fecto,el Ar t.21 de 

la actual ley de Impuesto sobre la Renta,en su parte pertinente 

dice:ilestán exentos del impuesto,y en consecuencia,no forman 

pa rte de la renta bruta,los ingresos que a continuación se ex­

presan ••.•••.• 4)- el va lor de los bienes que por concepto de 

legad o y herencias recibiera el contribuyente •••• 8 ••••• 12)-el 

valor de arrendamiento que produciría l a casa propiedad del 
contribuyente que el mismo habite. \1 

Si se suponía que el l egislador hab ía aceptado la teoría del 
"flujo de la riqueza",porqu~ r a zón declaraba exentos esos in­

gresos? Si razonamos a contrario sensu,podríamos concluir que 

si no existiera esa disposición qu e hemos mencionado,tanto las 

utilídades proveni ent e s de las donaciones y de las herencias 

serían gravables y entonces,¿cómo podríamos seguir insistiendo 
que "el flujo y la riqueza ll es la teoría aceptada por el legis- . 

lador,si precisamente esos ingresos sólo tienen cabida dentro 

de la teoría del incremento del capital? Lo mismo ocurre con la 

plusvalía de los bienes. El legislador no ha descartado que los 

beneficios obtenidos de ella no fueran gravables.Lo que ocurre 

es que consideró que era más conveniente conjugarla con otro 

factor,como era el ti empo en que ha estado en poder del contri­

buy ente el bien reva luado,pa ra elaborar una categoría de ingre­

sos a la cua l s e le ha denominado ganancia de capital y se le 

ha dado un tratamiento especial~ De tal manera,y a mi modo de 

ver,es el Art.14 de la actual ley de Impuesto sobre la Renta, 

como el Art o 7 de la l ey anterior,que se r efi e r en a ese trata­
miento especial de las gana ncias de c ap ital,lo que ha impedi­

do que se incluya dentro de l a r ent a bruta de los contribuyen­

tes la plusvalía de sus bienes ,lo que por su parte traería 
dificultade s prácticas como sería estar reva lua ndo anualmente 

los bienes. 
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Lo mismo ocurre con las utilidades de las sociedades.Si bien es 

cierto que,desde un punto de vista civilista,tales utilidades per­

tenecen,antes de su repartición a los socios,a la persona jurídi­

ca de la sociedad,que también es contribuyente;no es menos cierto 
que los socios poseen frente a ella un crédito en proporción a 

su aporte,lo cual constituiría una riqueza nueva,que conforme a. 

la teoría del incremento del capita l es gravable.Es por esta ra­

zón que ya he manifestado mi opinión de quea ~Jarentemente era in­

necesario que la actual ley en su Art.lO dijera que el socio de 

una sociedad colectiva,deberá computar también como ingreso gra­

vable las utilidad e s que le c orresponderían al hacerse una dis­
tribución total de l as obt en idas por la sociedad.La razón,he di~ 

cho,de esa disposición es el hac er más ostensible el incentivo 
fiscal de que gozan los socios de las sociedades anónimas y por­

que el legislador ha dado un tra tamiento especial a esta clase 

de ingresos al elaborar en el A~t.12 (ley vigente) un concepto 

de utilidad distribuible distinto al de utilidad contable.De no 
existir este tratamiento especial era indudable que la existen­

cia del ArtolO r eferido,sería supérfluo~ ~ 

Concluyo esta a rgumentación diciendo que,por l a s razones indi­

cadas se puede afirmar que el legislador adoptó como regla gene­

ral,el principio del incremento de capital y el hecho de que de--=-------'--------_. ----------------
cIare exentos algunos ingresos que son configurativos de ese cri-
terio y a otros les diera un tratamiento especial,se debe más que 

todo a razones de orden práctico,así como también de carácter so­

cial y económico y que hace que sobre el principio de equidad, 
que debe privar en todo sistema que persiga una justicia tribu­

taria,de que todos los contribuyentes en análogas circunstancias 

tributen en la misma forma,se sobrepone otro interés en conflic­
to,el de lograr el crecimiento económico,necesario en esta época 

de competenc ia dentro del mercado común. 

Puesta así la situación,si a un contribuyente le fuera deter­

minada una r enta impon ible usa ndo el procedimiento que estable­
ce o sugiere l a teoría del incremento patrimonial y considera 

que esa c apacidad contributiva así elaborada ha sido influen­

ciada tota lmente o en parte por ingresos que la misma ley consi­

dera cxentos,nada más fácil pa r a él que comprobar el origen de 

esos ingresos que han incrementado su potencial contributivo. Una 

manera de evitar esos inconvenientes sería de que el contribuyen­

te declarara ademas de aquellos ingresos que son gravables,los 

que no lo son,en forma analítica. 



51 

d)--Si no obstante los a rgumentos ex~uestos con anterioridad,al­

guna duda quedara sobre cuál ha sido el criterio que influyó 

en el l egis lador para la elaboración del concepto de renta, 

recurramos al espíritu de la Ley de 1951 c onsignado en la ex­

posición de motivos corres~ondientes8Me r e fiere ~nicamente a 

esa ley,porque seg~n lo ha expresado el doctor Lima en una confe­

rencia dictada en la Dirección General de Contribuciones Di­
rectas,la Comisión ad-hoc que se formó para l a elaboración 

del proyecto de la ley de 1963 y de la cual fue miembro,no 

discutió el concepto de renta porque no consideraron necesa­

rio discutirlo porque aceptaban el concepto anterior,reafir­

mando como concepto de r enta el concepto que tenía anterior­

mente,que fue el de 1951.Esto se prueba porque el Art.7 de la 

actual ley,que es la ley que define l a r enta bruta,es copia 

sin variación del artículo 3 ó 2 que definía e l concepto de 

r enta bruta en la ley de 1951;no hubo variación ,fue la misma 

teoría;no procede entonces,analizar lo que e l l egis lador tuvo 

en mente en el año 63,sino lo que tuvo en mente el del 51, 

porque es el mismo concepto que se tras l ada de un punto al 0-

tro ••••• II ( 1) De tal manera que la exposición de motivos de 

la Ley de 1951,respec to al concepto de r enta,va le tambi~n pa­
ra la del año de 1963.La referida exposición de motivos,dice 
al res pec to: 

"Falta en la Ley vigente el concepto de r enta objeto de im­

puesto.La necesidad de expresar en la leyese concepto es 

obvia,ya que a nadie se le escapa que trata pr ec isamente de 

uno de los elementos esencia les del impuesto.A más de ser una 

necesidad de orden teórico,la práctica ha demostrado que l~ 

ausencia de una expresión lega l que es tablezca con claridad 

cual es la renta objeto del impuesto, ante l as diversas con­
cepciones teóric a s de la r enta proporcionadas por los expo­

sitores de aquellas disciplinas científicas que se ocupan de 

definirla,provoc a a cada paso dificultades en la aplicación 

de la ley por part e de los órganos administrat ivos y en el 

cumplimi ento que de la misma hacen l os contribuyentes. 

Es por eso que e l ;)royecto , a tendie ndo esa necesidad intro­

duce el concepto de r enta bruta establ ec i endo que la forman 

los distintos ingre sos perc ibidos por el contribuyenteicual­

quiera que sea su naturaleza y origen.Asimismo,en un orden 

explicativo que desde luego no implica el agotamiento de los 
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casos,se seRalan específicamente ciertos ingresos sujetos al im­
puesto,para despejar cualquier duda que se suscitare y afirmar 

más la delimitación del concepto." 
Quiero terminar este Ca;Jítulo transcribiendo ciertos concep­

tos del doctor Alvaro MagaRa h.,al referirse a la anterior ex­
posición de motivos, los que también hago míos. Dice el doctor 
MagaRa h.: "En la exposición de motivos de la Ley de Impuesto 
sobre la Renta de 1951 se decía que el proyecto fijaba un con­
cepto.En otra ocasión nos referimos a este asunto cuando respec­
to a la ley salvadoreña expresamos que " como otros ordenamien­
tos extranjeros,no da un concepto de renta,limitándose a seguir 
un sistema de enumeración de las categorías o especies más co­
munes de renta en su artíc ulo 3." Sin embargo, no hr~ y duda que 
al examinar el problema en su totalidad que el criterio del le­
gislador fue claramente definido y parece haber querido concre­
tar,al menos,como presupuesto general un criterio amplio,esto 
es-nosotros creemos-que se acepta un criterio amplio,porque a­
demás de comprender todas las formas de ingresos más comunes,el 

artículo 3 concluye señalando que constituyen renca "las ganan­
cias,beneficios y utilidades,cualquiera que sea su origen." 

(l)-Francisco Roberto Lima. "Incremento patrimonial como TeoríaJ 
de Rental2;como concepto de Renta." Transcric.d~ conferencia 
grabada. iclo de conferencias del 2 al 12 de sept/69.Publi­
caciones de la Dirección General de Contribuciones Directas. 

(x) Dr.Alvaro MagaRa h. El concepto fiscal de renta.Colección 
Jurídica.Editoriªl Universitaria de El Salvador.Vol.I.­
Primera Edici6n.~an Salvador,1968 s 
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CAPITULO II. 

CONCEPTO DE UTILIDAD SOCIAL CONTABLE. UTILIDAD 
SOCIAL GRAVABLE y UTILIDAD SOCIAL FISCAL DISTRIBUIBLE 

En el Capitul o anterior he expuest o cual es mi criterio so-

bre el concepto de Renta que se ha tomado como base para la de-

terminación del crédito fiscal - He manifestado también, que la 

aplicaci6n del método indicial que sugiere la teoría del incre-

mento patrimonial, no es la única base para la determinaci6n del 

impuesto, pues no descarta las otras que se~ala el Art. 64 de -

la Ley de Impuesto sobre la Renta, y que s6lo como último recur 

so, ante una evidente evasi6n del impuesto, deberia ser empleado. 

En lo referente a las utilidades percibidas por las socied~ 

des, también manifesté, que el legislador, tanto el de 1951 como 

el de 1963, había elaborado un concepto de utilidad social para 

fines net a mente fiscales, que difería sustancialmente de la uti-

lidad contable de la misma, así como también un concepto de uti-

lidad social para determinar las utilidades que serían gravables 

para los socios. Manifesté que tales diferencias se encaminaban 

a dar un tratamiento especial tanto a las socieda~~ s, como a los 

ingresos que Bn concepto de utilidades percibían los socios, paE 

ticularmente cuando se trataba de sociedades en6nimas, lo cual _ 

era la raz6n de ser, concluía, del Art. 10 de la actual Ley de _ 

Impuesto sobre la Renta.-

Trataré ~ ~ este Capítulo de desarrollar el concepto de esas 

tres clases de utilidades.-

UTILIDAD CONTABLE DE LAS SOCIEDADES: 

La utilidad contable de una sociedad, conocida por utilidad 

neta, ha sido definida como "la utilidad remanente después de de 

ducir toda clase de ~astos, antes de hacer ninguna aplicaci6n p~ 

ra dividendos o distribuci6n entre los socios, antes de crear _ 

o aumentar las reservas de capital y antes de capitalizar algu-

na parte de las ganancias". (1) Nosotros p odríamos agregar,que 

(1) Mancera Hermanos C.P.T. Terminología del Contador. IV Edi­
ci6n. Editorial Cultura. México, 1952.-
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esa utilidad debe ser percibida dentro de un ejercicio contable 

determinado. 

El nuevo C6digo de Comercio, aunque no define lo que es una 

utilidad contable, se ocupa de ella regulándola. Así, el Art.282 

establece la obligaci6n de las sociedades an6nimas de practicar 

anualmente, por lo menos, un balance. Entre otras cosas ese ba­

lance debe contener el monto de las utilidades o pérdidas que se 

hubieren registrado y la de acompañar a dicho documento el res­

pectivo Estado de Pérdidas y Ganancias. Este último Estado Finan 

ciero es en realidad el que puede reflejar las ganancias que hu­

bieren obtenido. Igual obl i gaci6n establece el Art. 441 del refe 

rido Código, para todos los comerciantes, sean o no sociedades. 

El interés que tiene el Estado de conocer la situaci6n econ6mica 

del comerciante, en general, se ve incrementado cuando se trata 

de una sociedad an6nima, ya que a los accionistas les concede un 

beneficio que se puede llamar excepcional : el relativo a su res­

ponsabilidad, la cual se limita, respecto a las obligaciones co~ 

traídas por la sociedad, a la particip aci6n social que se deriva 

de sus cuotas aportadas para integrar el cap ital social.-

El perjuicio que podría ocasionar ese beneficio a terceros 

y a los mismos accionistas, por los abusos que de él se hagan, -

redundarían también en perjuicio de la economía del pals al per­

derse la fe en dichas entidades. Por ese motivo, el nuevo Código 

de Comercio establece una serie de garantías tendientes a prote­

ger la integridad del capital social, entre las cuales se encuen 

tran las siguientes: 

a-) La establecida en el Art. 223. ~ue faculta a la Junta -

General de Accionistas para conocer el Balance, el Esta 

do de Pérdidas y Ganancias y el informe del Auditor, a 

fin de aprobarlos o improbarlos y tomar las medidas que 

juzgue oportunas 

b-) La obligación que tienen las sociedades anónimas de nom 

brar un Auditor, que se encargará de la vigilancia de 
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la actividad social empresarial. La imparcialidad y co~ 

petencia de esos Auditores, también se encuentra regul~ 

da y garantizada por la ley al~stablecer que no pueden 

desempeftar dicr.~s funciones las personas que sean Admi­

nistradores, Gerentes o empleados subalternos de la so­

ciedad y exigir como requisito el poseer un grado acad~ 

mico a nivel universitario o estar inscrito como Conta-

dar Público Certificado. (Arts.239,290 y 291 del código 

de Comercio). Por Decreto Legislativo No. 271 de fecha 

11 de marzo de 1971 se adicionÓ el Título Transitorio 

del referido Código, con el Artícul o 1564, en virtud del 

cual se permite obtener dentro de los cinco aftas subsi­

guientes a la fecha en que entró en vigencia el citado 

Código, la calidad de Contador Público Certificado me­

diante el examen reglamentario del Consejo de Vigilan­

cia Pública y Auditoría.-

c-) El deber impuesto a la sociedad de inscribir el balance 

en el Registro de Comercio y de su publicación, junta­

mente con la Memoria anual de la gestión del órgano de 

la administración, en el Diario Oficial, Art.456, nume­

ral III, 459, 474, 484 y 286 inciso 20., t odos del códi 

go de Comercio.-

d-) El establecimient o de la reserva legal, que es un refo~ 

zamiento del capital social, s tal grado que ha sido -

considerada como una prolongación de él y que se integra 

por porciones que se separan de la utilidad obtenida -

en cada ejercicio, determinando su monto en proporción 

al capital social. La reserva legal no sólo tiene por 

objeto el robustecimiento de la situaciÓn econ~mica de 

la sociedad, en beneficio de los accionistas, sino que 

también constituye una garantía para los acreedores s~ 

cinles, poniéndolos a salvo de los peligros a que los 

expone la responsabilidad limitada de los accionistas.-
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Todas estas normas jur1dicas s~ relacionan, en una u otra -

forma, con la utilidad contable. La determinación de esta utili­

dad, que se refleja en el Cuadro de Pérdidas y Ganancias, es el 

resultado de la aplicación de los principios que establece la -

Ciencia contable. Nuestro legislador, por su parte, tomando en 

cuenta de que una mala aplicación de esos principios podr1a dis­

torcionar la realidad, al elaborar Cuadros de Pérdidas y Ganan-­

cias exageradas, llevando a los ánimos de los accionistas o acree 

dores sorpresas agradables o desagradables, promoviendo el fraude 

o que baje el precio de los valores de la empresa, es que ha dado 

carácter de normas jurídicas y por 10 tanto obligatorias, algu­

nos de aquellos principios. Así, por ejemplo, el Art. 443 del -

Código de eomercio prescribe lo que se debe entender por Activo 

y Pasivo dentro del Balance, comprendiendo en aquél los cargos 

diferidos y en el Pasivo, el capital social y las reservas, ya 

que se trate de las legales, estatutarias o voluntarias. Al fi­

nal del referido articulo se hace una alusión a las reservas de 

de-preciación, para renovaci6n o para riesgos de la estimación 

de los bienes, que propiamente no son reservas, pues no constit~ 

yen un aument o del patrimonio neto, permitiendo que puedan figu­

rar en el Activ o o Pasivo, como cnatidad que debe disminuirse al 

renglón a que corresponden.-

El Art. 444 del mismo Código , establece reglas para la es­

timación de los diferentes elementos del Pasivo y el Art. 445, 

permite revaluar los bienes que figuran en el Balance, siempre 

que se establezca una cuenta, que también se le denomina reser 

va, para que se haga constar la revaluación, con la restricción 

de que la sociedad que constituya esta reserva no podrá dispo­

ner de ella sino en el momento de la liquidación.-

Así, en esta forma, se establece un concepto de utilidad 

jurídico contable, ~ue garantiza tanto al accionista, en cuanto 

determina la cantidad que pueda ser objeto de dividendos, como 

a los terceros que tengan relación con ella, ya que sirve de -
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base para la fijaci6n de la reserva legal.-

UTILIDAD SOCIAL GRAVABLE : 

Como hemos expuesto anteriormente, la determinaci6n de la -

utilidad jurídica contable de la sociedad garantiza los intere-

ses de los socios como el de los acreedores de ella. Pero el Es-

tado necesita tambi~n ver cautelados sus intereses, en 10 que -

respecta a la determinaci6n del Impuesto sobre la Renta a que -

están sujetas dichas entidades, previendo evasiones 

se gastos que disminuyan su capacidad contributiva. 

al simular­
existen/ 

ASimismo/coE. 

sideraciones de orden extra-fisc á l~ que el Estado toma en cuenta 

y que se traducen a veces en incentivos para canalizar ciertas -

actividades de los contribuyentes como la inversi6n, el ahorro 

y la previai6n. Evita tambi~n la gravaci6n de ciertos ingresos 

que a su vez son objeto de otros impuestos, no permitiendo, as1, 

una doble imposici6n, como ocurre con los ingresos obtenidos a 

causa de herencias y donaciones. Todo ello es motivo de que el 

concepto de utilidad jurídico-contable sea distorcionado y que 

el legislador nos d~ un concepto propio de utilidad social, para 

fines netamente tributarios.-

A diferencia de la anterio r, la actual Ley de Impuesto so -

bre la Renta, no contiene una definici6n o concepto de lo que es 

la utilidad gravable de las sociedades. Dicho concepto habrá que 

configurarlo del contexto de la referida Ley y de su Reglamento. 

En primer lugar, hay que hacer la salvedad de que el referi 

do cuerpo legal para determinar la base imponible, hace uso de 

los conceptos de "Renta Bruta", "Renta Neta" y "Renta Imponible'1 

El Art. 7 de la Ley citada establece la forma en que se de-

terminará la "Renta Bruta", a la cual ya nos referimos, cuando _ 

tratamos del concepto de Renta, estableciendo entonces que di-

cha disposici6n está acorde eon la teoría del incremento patri-

monial al quedar incluidos dentro de 10 que denomina "Renta Bri% -
ta, toda clase de ingresos, cualquiera que sea su procedencia.-
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pero no toda la "Renta Bruta" es gravable ; la misma Ley de 

Impuesto sobre la Renta establece, en su Art. ~l, varias clases 

de ingresos que se encuentran exentos. De tal manera que aquel 

concepto jurídico-contable de utilidad que elaboramos sufre con 

el referido artículo, una primera distorción. Diferentes crite-

rios movieron al legislador para hacer esa separación, como el 

promover obras de interés social declarando exentos los alquil~ 

res provenientes de casas baratas; otras veces se trata de evi-

tar una doble imposición que ocurriría al gravar con el Impuesto 

sobre la Renta ingresos que son objeto de otros impuestos, como 

al caso de los provenientes de donaciones y herencias que se d~ 

cIaran exentos. Así también se ha tratado de encauzar la activi 

dad de ciertas empresas decretando incentivos fiscales en forma 

de exensión de Impuesto sobre la Renta de los ingresos obtenidos 

por ellas y que se determinan en leyes especiales. El Art. 23 de 

la Ley, establece también otra clase de ingresos exentos para las 

sociedades domiciliadas en el país, consistentes en los dividen-

dos que reciban de una sociedad an6nima, cuando ésta hubiere pa-

gado BU impuesto respectivo. El fundamento de esta exensi6n es 

el evitar también una doble imposición.-

El concepto de "Renta Neta" lo obtenemo s del Art.25 de la 

Ley, que literalmente dice: 

liLa Renta Neta se determina deduciendo de la Renta Bruta -
los gastos necesarios para la producción y la conservación 
de su fuente y los que esta Ley determine".-

El Art. 25 del Reglamento respectivo define lo que son gas-

tos de producción y de conservaci ón de la fuente de ingresos en 

la forma siguiente: 

"S e entenderán por gast o s de conservación de una fuente de 

renta, aquellos que se eroguen necesariamente para mantenerla 

e n condicio nes de trabajo, servicio o pr o ducción, sin que ad--

quieran aumento de valor por razón de las inversiones hechas; 

y por gastos de producción de la renta, las demás erogaciones 

indispensables para obtener los productos, es decir, 10 que -
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necesariamente se haya de hacer antes de percibir ganancia y no 

los que se hagan con posterioridad a su obtención, motivados pvr 

el empleo o destino qte se dé a la renta después de percibida
lt

.-

No obstante la claridad de las definiciones que da la Ley 

de los conceptos de gastos de producción y conservación de fuen 

tes de ingresos, el legislador, en su af1n de ejemplarizar, se-

nala en el Art. 26 varias especies de estos gastos, y conciente 

de no haber agotado en esa lista elaborada, todos los gastos que 

podrían ser objeto de deducción, termina por decir en el numeral 

13 de dicho artículo, que. son deducibles "cualquier otro gasto -

no especificado en este artículo, que a juicio de la Dirección 
para/ 

sea indispensable/la producción de ingreso o conservación de su 

fuente".-

El Art. 26 del Reglamento, por su parte, enumera una serie 

de "gastos" que no se deben considerar como deducibles, con la 

aclaración también, de que existen otros de la misma categoría 

no especificados en la disposición, dejándole esa determinación 

a la Dirección General de Contribuciones Directas.-

En los Arts. 27 y 28 se encuentran agrupados los que forman 

la tercera categoría de las deducciones, es decir, aquellas que 

la ley expresamente declara como tales, y que consisten en gas-

tos que no son~necesarios para la producci6n de ingresos compu-

tables y conservación de su fuente, llegando algunas de esas d~ 

ducciones a no tener la naturaleza de gastos en el sentido pro-

pio de la palabra y que mejor se pueden catalogar de ingresos _ 

exentos, análogos a los que menciona el Art. 21 de la Ley, como 

serían todas las correspondientes a las sociedades an6nimas do-

miciliadas en el país y que comprende el Art. 28: utilidades que 

se invierten dentro del período, intereses que perciben las in~ 

tituciones de crédito, utilidades que se destinan a la forma--

ción de la reserva de capital, siempre que se cumplan con los 

requisitos que el mismo artículo señala.-
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La aplicaci6n de las disposiciones citadas tienden necesa­

riamente a alterar la esencia o concepto de utilidad contable 

de una sociedad, ya que por una parte se ve aumentada con aque­

llas erogaciones que se rechazan como deducibles, no obstante -

de tener contablemente la categoría de gastos, como serian en -

ciertos casos, las cantidades pagadas a título de remuneraciones 

e intereses a los socios, las donaciones hechas a particulares 

y en fin todos aquellos gastos que no tienen la característica 

de ser necesarios para la producci6n de ingresos y conservaci6n 

de su fuente. Por otra parte, dicha utilidad contable se ve dis 

minuida al deducirse cantidades que contablemente la integran, 

ya que constituyen ingresos, pero que la ley los considera 

exentos del pago del impuesto en virtud de lo establecido por 

los Arts. 21 y 28 ya analizados.-

El Art. 26 del Reglamento da la pauta para determinar la -

utilidad gravable de las sociedades, tomando como baoe la utili 

dad contable. Seffala que para formar la renta neta del contribu 

yente que llevan contabilidad, a la utilidad líquida que arro­

jen las cuentas de resultado se deberá sumar las partidas que 

representen las cantidades no deducibles como gastos de produ~ 

ci6n de la renta y conservnci6n de la fuente y cualquier ingre­

so no comprendido en los asientos, que de conformidad con la -

ley debe gravarse con el impuesto. Dicha disposici6n qued6 di­

minuta, pues nada dijo sobre todas aquellas cantidades que de­

ben restarse de las ref~~idas cuentas de resultado y que de con 

formidad con las disposiciones ya citadas no integran la renta 

neta, Es bueno hacer notar a esta altura, que tratándose de so 

ciedades, la renta neta es equivalente a la renta imponible por 

no gozar de las deducciones autorizadas por el Art. 31 de la -

ley, ya que se refieren s6lo a personas naturales.-

No quiero terminar este tema relativo a la utilidad grav~ 

ble de las sociedades, sin hacer algunas reflexiones sobre -­

si~rtas normas jur1diéas que la regulan, sobre todo al trata-
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miento que se le ha dado a la inversi6n, la pérdida de capital y 

la depreciaci6n.-

En un sentido econ6mico, la inversi6n se ha considerado co-

roo activos hechos por el hombre, que se emplean en la producci6n 

de bienes de consumo o de nuevos bienes de inversión. El aná1i-

sis económico se facilita dividiendo la producción anual de bie 

nes y servicios, en bienes de consumo y bienes de inversi6n (d~ 

nominados también, bienes de producci6n o bienes de capital).-

Los bienes y servicios de consumo satisfacen "directamente" 

las necesidades del consumidor; esta satisfacción es el objeto -

de la actividad ecc~6mica . La inversión es el empleo de factores 

de la producci6n para producir bienes de capital que satisfagan 

las necesidades del consumidor ¡¡de una fúrma indirecta ll pero más 

plena en el futuro. (1) 

La depreciación se ha conceptuado como el decremento conti-

nnado en valor, cantidad o calidad de un activo, debido al tran~ 

curso del tiempo, al desgaste, la absolencia, una baja en los -

precios del mercado o a otras causas. Las sumas de reposici6n -

son cargos al ingreso de las empresas antes de calcularse los 

beneficios y representan los ingresos obtenidos por la empresa -

del empleo de sus activos. Esto refleja el principio de que el -

uso o consumo de un activ o debe incluirse como un cargo de fun-

cionamiento de la empresa (2).-

La Ley de Impuesto s obre la Renta y su Reglamento se refie-

ren a la inversi6n y a la depreciación en varias de sus disposi-

ciones. El numeral 7 del Art. 26 de la Ley al indicar quekerán 

deducibles los gastos p o r concepto de re paraciones ordinarias ~ 

de los bienes del contribuyente, siempre que la inversi6n no i~ 

cremente el valor de auos, dando a entender de que dicho gasto 

(1) Arthur seldon. F. G. pennanee. Diccionario de Econom1a-Oi­
kas Tau, S.A. Ediciones Villasar de Mar, Barcelona, España. 
Primera Edición, 1963. Pág. 311.-

(2) Op. Cit. Pág. 180. 



62 

es una inversión, termina diciendo que las deducciones por gastos 

de reparaciones ordinarias en edificaciones depreciables, está -

incluida en las cuotas de depreciaci6n anual que establece la -

ley. El Art. 27 del Reglamento, en su numeral 5 establece que -

las cantidades erogadas en la adquisici6n de bienes y en mejo-­

ras de carácter permanente que incrementen el valor del bien y 

demás gastos vinculados con dichas operaciones no son deduci-­

bIes, sin perjuicio de 10 establecido en la deducci6n para de­

preciaci6n. El Art. 28, en su numeral 1) ,prescribe, que cierto 

tipo de sociedades an6nimas domiciliadas en el país calificadas 

ffeviamente por los Ministerios de Economía y Hacienda como ded! 

cadas a actividades industriales que se enumeran al final de la 

disposici6n, tendrán derecho a deducirse el monto de las utili­

dades que hayan destinado, en el ejercicio en que fueren obteni 

das, al incremento de su capacidad productiva, mediante inversi~ 

nes efectuadas en el país que consistan en la instalaci6n de nu~ 

vas plantas, ampl~ci6n de las existentes o fundaci6n de nuevas 

industrias. El numeral 10) del Art. 26 de la ley, en su literal 

a) nos da una definici6n de depreciaci6n que se adapta más o me 

nos a la definici6n que hemos esbozado anteriormente.-

A mi modo de ver, innecesariamente se discurre en el lite- . 

ral b) de dicho numeral sobre lo que debe ser la deducci6n ade­

cuada por concepto de depreciaci6n, es decir, la cuota anual; r~ 

firiéndose a la cantidad que deber1a reservarse durante el aao 

fiscal, de acuerdo con un plan razonable, mediante el cual el -

conjunto de las cantidades así reservadas, más el valor resi-­

dual, sería al final de la existencia útil del bien depreciado, 

igual a su costo más el de las mejoras que se hicieren, excepto 

los gastos normales de conservaci6n y mantenimiento. Esa dispo­

sici6n de la ley, a mi juicio, además de inoperante, podr1a ll~ 

mar a confusi6n, ya que asimila o vincula la depreciaci6n, que 

a fin de cuentas es una pérdida de activo que influye en los -

costos de producci6n, con la reserva para depre ciaci6n, que se 
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integra con utilidades y la cual por otra parte, no es obligato­

ria, pudiendo, por lo tanto, no existir, sin que por ello deje -

de tener derecho el cortribuyente a la deducci6n por depreciaci6n. 

Tal como aparece redac tado el referido numeral, s6lo hace -

referencia a la depreciación directa, cuya cuota es constante y 

que es la única en nuestro sistema le gal que toma en cuenta el -

valor residual. La disposición contenida en dicho literal es i­

noperante, porque habiéndose ya establecido en el literal a) del 

citado art~culo, el concepto de depreciaci6n, se puede perfecta­

mente suprimir, sin que la determinaci6n de la cuota anual de -

depreciación sufra menoscabo, ya que además del literal j) que 

indica los dos sistemas de depreciaci6n que puede usar el contri 

buyente, directo e indirecto, los literales n) y o) establecen 

la forma de fijar los fact ores que intervienen en dicho cálculo, 

como son la base s obre qae recaerá la depreciación y los porcen­

tajes máximos que se aplicarán, los cuales, sin necesidad de que 

diga, determinarán también 10 que para la leyes la existencia -

útil del bien depreciado.-

En cambio, nada se dice entodos los literales del referido 

numeral 10) del Art. 26 de la Ley de Impuesto sobre la Renta so­

bre la manera de fijar, cuando sea necesario, el valor residual 

o sea el valor ~ue tendrá al bien que se depreciará al final de 

su existencia útil, elcual es también un factor esencial cuando 

se trata de aplicar el sistema de depreciaci6n directo, dejándo­

se entonces, al criterio del contribuyente esa apreciación, suj~ 

ta por supuesto a la aprobación de la Dirección General de Con­

t~ibuciones Directas.-

De lo dicho anterio rmente podemos llegar a las siguientes 

conclusiones , 

~ Nuestra Ley de Impuesto sobre la Renta y su Reglamen­

to consideran, por regla general, como deducible, las 

cantidades invertidas para la producci6n de ingresos 

computables ; 
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b-) Esta deducción no podrá ~acerse de una sola vez en el -

ejercicio en que se verifica, sino mediante el sistema 

de depreciación, que establece la ley, de los bienes -

sobre que recae la inversi6n, salvo el caso de que se 

trate de sociedades an6nimas y que se llenen los requi 

sitos que seftala el Art. 28, numeral 1). En este caso 

cabe preguntarse si las sociedades referidas, que se 

hayan ded uoido' la inve r s i6n en su to tal idad, tendrán -

derecho también a deducirse el valor de los bienes,en 

que consiste la inversi6n, por el sistema de deprecia 

ci6n. A mi entender, ello es posible, ya que no existe 

una disposici6n legal que lo impida, constituyendo en­

tonces esa circunstancia un m6vil, un incentivo para 

la formación de ese tipo de sociedades dedicadas a las 

industrias que señala el citaddartículo. se podría ar­

gumentar en contra, diciendo, que en el caso planteado 

los bienes han sido objeto de una depresión acelerada, 

porque se ha verificado una amortizaci6n total de e­

llos y en consecuencia no podrían seguir siendo objeto 

de depreciación en virtud de lo establecido en el li­

teral k) del Art. 10 de la ley ee Impuesto sobre la Re~ 

ta de que no podrá hacerse depreciaci6n alguna sobre -

bienes que fiscalmente hayan quedado "redimidos".-

Al respecto me atrevo hacer las siguientes re-­

flexiones: aparte de que nuestra ley citada no contem 

pla en su Art. 10 el sistema de depreciación -acelera­

da, y por 10 tanto, no podría hablarse de bienes fis­

calmente redimid o s. Un análisis del numeral 1) del -

Art. 28 de la Ley nos llevaría a la conclusión que -

10 allí establecid o es, en realidad, una clase, una c!:: 

tegoría de ingresos exentos y que el hecho de la in­

versi6n no es más que una condici6n para las utilida­

des percibidas por la sociedad se liberan de la carga 
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tributaria. De manera que existen dos fen6menos aislados en el 

tiempo: el de la percepci6n de utiliades sobre las que recae -

la exenci6n y la inversi6n que la precede, con6tituy~ndose ~ 

factores dec~~ivos para quebpere aquella. Confundir los dos -

fen6menos desde el punto de vista legal, seria también restar-

le efectividad al incentivo que ha creado dicha disposici6n.De 

lo contrario no habría ventaja mayor que la que ya tenía la 50-

ciedad sin necesidad de ese numeral, al deducirse de una sola -

vez la inversi6n en lugar de hacerlo en cierto nümero de afias. 

Es decir, que debemos hacer una distinci6n entre exenci6n del 

impuesto sobre utilidades de la sociedaG y la deducci6n de la 
I 

inversión por el sistema de retenci6n. Por ello, la sociedad -

tiene derecho a deducirse por concepto de depreciaci6n las in-

versiones realizadas de acuerdo con el numeral 1) del Art.28 -

de la Ley de Imp~to sobre la Renta.-

c-) Los casos en que la inversi6n no sería deducible por -

el sistema de depreciaci6n, son: 1) Cuando el bien so-

bre que recae no fuere indispensable p~ra la produc--

ción de ingresos computables; 

2) Cuando no se hubiere usado dentro del período que 

se reclama la deducción y 

3) Cuando el contribuyente hubiere dejado de descargar 

en años anteriores la partida correspondiente a la 

depreciaci6n.-

Cuando el bien no ha sido usado puede suceder que no -

obstante encontrarse en perfectas condiciones de funcionamiento, 

se vuelve absolato por el aparecimiento de otras máquinas que -

superen el ritmo de producción, las cuales al adquirirse des-

plazan entonces aquellos bienes de capital. En tal situaci6n -

el desuso se convierte en p~rdidas de capital que no sería de-

ducible en raz6n de lo dispuesto por el Art. 25 del Reglamento, 

pues no son deducibles las p~rdidas de capital.-

Existe otra clase de deducciones las cuales cuando se tra-
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ta de sociedades reciben una regulaci6n especial, entre las que 

se encu~ntran los gastos ocasionados por concepto de remuneracio 

nes.-

El numeral 6 del Art. 27 de la ley, condiciona la deducci6n 

por concepto de remuneraciones pagadas por la sociedad a sus -­

miembros, al hecho de probarse que el trabajo que se invoca como 

generador de ellas, además de ser necesario para los fines del -

negocio, debe ser realmente desempeITado y que los sueldos y so­

bresueldos que se reciban sean proporcionales a la calidad del 

trabajo y a la importancia del negocio. Esta restricci6n que se 

aplica a todos los miembros de una sociedad colectiva o en co­

mandita simple, tratándose de una sociedad an6nima o en comandi 

ta por acciones, s6lo tiene validez cuando los sueldos y sobresuel 

dos son recibidos por aquellos socios que tienen la calidad de -

Directores y que sean además principales accionistas.-

La raz6n de ser de la limitaci6n apuntada obedece al prop6-

sito del legislador de evitar evasiones del impuesto que podrían 

resultar al establecer las sociedades p&rtidas ficticias en con­

cepto de sueldo y sobresueldo pagados a sus socios, 10 cual se -

traduciría en una disminuci6n de su utilidad contable, y a la -­

postre de su utilidad gravable.-

Siendo ese fraude tributario más factible en las sociedades 

de personas, donde los lazos familiares y de amistad influyen p~ 

ra su formaci6n, el legislador comprendi6 dentro de la restric­

ci6n a tedas sus miembros. No hizo lomismo respecto a las socie­

dades de capital, por estimar que en la formaci6n de ellas no se 

toma en cuenta las consideraciones de las personas que lo forman 

y porque el C6digo de Comercio las somete a un régimen especial 

de vigilancia, siendo muy difícil para los socios, en' tales cir 

cunstancias, prestarse al fraude. Limitando así únicamente, los 

efectos de la restricci6n a la deducci6n que puedan originar -

las remuneraeiones asignadas a los socios que tengan la doble ca 

racter1stica de Directores y principales accionistas, por ser 
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ellos los que podr1an estar en condiciones de otorgarse dividen­

dos en forma de sueldos y sobresueldos, en detrimento de los in­

tereses del Fisco.-

C~n respecto a las cantidades pagadas a los socios en con­

cepto de intereses, también establece el legislador una discrimi 

naci6n, basada en las razones ya expuestas, entre los socios -

colectivos y accionistas, considerando ~nicamente como deduci-­

bIes los intereses pagados a los primeros (Art. 27, numeral 3 -

del Reglamento). Por eso aquellas cantidades percibidas por un 

accionista, en concepto de intereses por préstamos concedidos -

a la sociedad an6nima a que pertenece, son perfectamente dedu­

cibles para ésta. El le g islador previ6 que el término "intere-­

ses" pudiera ser Qal aplicado ~nr las s o ciedades contribuyentes, 

al confundirlo con la f orma en que obt1enen sus dividendos los -

socios poseedores de acciones preferidas, y estableci6 en el in­

ciso tercero del numeral 8 del Art. 26 de la Ley que "cn ando el 

término intereses sea aplicado a asignaciones o pagos hechos a 

poseedores de acciones preferidas y constituyan en realidad divi 

dendos o representan distribuci6n de utilidades, dichos intere­

ses no son deducibles. He de señala~ que esta disposici6n es-­

muy amplia y se puede aplicar no R6lo al caso de los dividendos 

que se perciban por las acciones preferidas, cono ~ j.das también -

como de voto limitado, sino también a 10 que se recibe en virtud 

de los bonos de fundador, cuando la soc ie dad anónima se haya 

constituida por suscripción pública, ya que la disposici6n come~ 

tada se refiere también a cantidades que "re presenten distribu­

ción de utilidades". El Código de Comercio regula esa clase de 

titulo valores y a las acciones preferidas o de voto limitado 

en la for~a siguiente: 

Art. 1 ' 1 . No puede asignarse dividendos de las acciones -

ordinarias, sin que antes ae señale a las de voto li­

mitado un dividendo no menor del seis por ciento so­

bre su valor nominal.-
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Art. 210. :'a participaci6n concedida a los fundadores en -

las utilidades líquidas E ' u ales no excederá del diez -

por ciento de ñas mismas, ni podrá abarcar un periodo 

de más de diez años, a partir de la fecha de constitu-

ci ó n de la sociedad. Esta participación no podrá cubriE 

se sino después de haberse pagado a los accionistas un 

dividendo del seis por ciento, cuand o menos, sobre el 

valor exhibido de sus acciones.-

Art. 211. Para acreditar la participación a que se refiere 

el artículo an ter i or , se expedirán bonos de fundador. 

Los bonos d e fundad o r s ó lo confieren el derecho de peE 

cibi ~ la part ic ip~ci6n en las utilidades l ~q uidas que 

ex presen y por el tiemp o que indiquen. No dan derecho 

a LltervBT1ir en la ildminis traci6n de la sociedad, ni -

podr¿n c onver t irse e n acciones, ni representan parti-

cip a ción en el capital social.-

De acuerdo con l as d i sposicio ne s legales transcritas, los 

bonos de fundado ~ no son acciones y por lo tant o , l o percibido 

en concepto de ellos no podrían llamarse dividendos ; pero tam-

bién observamos que dichos títulos valores dan derecho a una -

participación en las utilidades sociales, y lo que por ellos -

s e pe re i b e e o n s t i t u y e en t 011 C e s, sin o un d iv id e n do, e o m de n e 1 

caso de las acciones prefer idas, sí, una representación de dis-

tribuci6n de utilidades y forma, en consecuencia, parte de la -

utilidad gravable de la s ociedad y no se deben deducir.-

UTILIDAD SOCIAL FISCAL DISTRIBUIBLE. 

Hemos llegado a la última elabor ación arbitraria que la ~ 

ley de Impuesto sobre la Renta hace de las utilidades obtenidas 

por las socied ades.-

Antes del ap are cimiento de la ley de 1 951, no era necesa-

rio precisar este concept o de utilidad social distribuible,ya 

que de conformidad a la ley que derogó, los socios no computa~ 

ban dentro de su renta personal las utilidades sociales a que 

tenía derecho por su aporte. Fue con la promulgación de esa -
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ley, que dichas utilidades se hic~on gravables para los socios, 

no obstante de ser también objeto de imposici6n para las socie-

dades de que formaban parte.-

Ya hemos analizado en Capítulos anteriores las razones que 

tuvo el legislador, manifestadas en la exposición de motivos de 

la Ley de 1951, para gravar las rentas percibidas por las soci~ 

dades al mismo tiempo que las gravaba en la persona del socio,-

en forma de participación social en dichas utilidades . Económi 

camente, esto constituye una doble imposici6n por ser los socios 

los únicos destinatar:Jos de dichas ganencias, por más que se di-

ga lo contrario, invocando que la sociedad forma una persona dis 

tinta de los socios.-

El criterioque induce a gravar con más rigor las rentas de 

capital que a las que provienen del trabajo, es a no dudar una 

forma de justicia tributaria, y así en nuestro medio han apare-

cido sistemas que la han aplicado, como la ley de Impuesto sobre 

la Renta de 1916, que solo concedía deducciones básicas a las -

re n t a s pro ven i en t e s del t r a b a j dy a 1 a s m ix t a s, e s d e c ir, pro v e -

nientes del trabajo y del capital, pero ninguna deducción a las 

provenientes exclusivamente de este último y la ley de 1951, al 

ser reformado el numeral l o . de su Art. lO, por el Decreto No. 

300 del Directorio Cívico-Militar, de cprta duraci6n, al esta-

blecer para los ingresos provenientes de distintas fuentes,di-

versas tablas de imposici6n, gravando con mayor inten~idad a las 

provenientes del capital.-

La Ley actual no hace expresamente ninguna distinci6n de 

las clases de ingresos para gravarlos; pero indirectamente la -

establece, usando un método diferente a los anteriores, para _ 

gravar al contribuyente accionista que, al mismo tiempo que tri 

buta por todos los ingresos obtenidos, incluso los provenientes 

de utilidades sociales, también se ve sometido a un impuesto co~ 

plementario, significado por el Impuesto sobre la Renta que pa-

[ ---
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ga la sociedad de la cual es miembro. Lo raro del caso es que -

nuestro legislador de 1951 y 1963, s610 quizo gravar con mayor 

rigor, únicamente a una especie de ingresos provenientes del ca 

pital, los que se originan de participaciones sociales, dejan­

do en paridad tributaria a los ingresos provenientes del traba­

jo con los provenientes de las restantes fuentes de capital, c~ 

mo sería para el caso, los alquileres, los provenientes de la -

explotaci6n del suelo, los intereses, etc. En apariencia esto -

podría ser una contradicci6n, ya que el contribuyente accionis­

ta participa más que los restantes contribuyentes capitalistas 

a fomentar el desarrollo econ6mico del país, contribuyendo a fo~ 

mar ingentes sumas de dinero con destino a la inversi6n, lo -­

cual se convierte a la postre en fuentes de trabajo y, por lo -

mismo, de nuevos ingresos, alguno de l o s cuales pueden llegar a 

tributar también. Si bien es ciert o que dichas entidades, por las 

circunstancias señaladas, tienen mayor capacidad contributiva y 

que dentro de cierto concepto de justicia tributaria, a sus mie~ 

bros se les debe infligir con mayor contribución, también es 

cierto que bajo otro aspecto de justicia tributaria que toma en 

cuenta los méritos desarrollados por l o s contribuyentes en el -

crecimiento econ6mico del país, se necesita esti~ular la forma­

ci6n de sociedades y principalmente de las sociedades an6nimas 

a base de incentivos fiscales. Es por ello, que esa desventaja 

que a primera vista se nos presenta para el accionista, al ha­

cer un estudio completo de su situaci6n dentro de la ley, llega 

moS a comprender que no es tan grave como parece ser y que en -

ciertos casos ni siquiera existe, ya que el legislador, además 

de establecer tarifas, relativamente bajas para las sociedades 

domiciliadas, qu~no sobrepasan el 15% sobre la utilidad grava­

ble, ha creado todo un muestrario de incentivos para la forma­

ción de ellas, sobre todo de sociedades an6nimas que más se a­

daptan a los fines de desarrollo econ6mico, que van desde la -

exenci6n total o parcial del impuesto para ella, a la posterga 
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ci6n para los socios del pago del mismo por cierto tiempo; así 

como también estableciendo una serie de deducciones y de ingre­

sos ~xentos, algunos de los cuales ya tuve oportunidad de anali 

zar cuando abordé el tema de la utilidad gravable de las soci~ 

dades, y que hacen disminuir sensiblemente ldutilidad social 

fiscalmente distribuible.-

Hay que observar que por el simple hecho de pertenecer a 

una sociedad de capitales, la situacion tributaria del socio se 

encuentra en franco privilegio respecto a los demás, ya que de 

conformidad al Art. 11 de la Ley de Impuesto sobre la Renta s6-

lo tributa por las utilidades realmente percibidas; en cambio, 

el socio colectivo, de conformidad al Art. 10 de la misma ley, 

10 hará por el monto de utilidades que le corresponderian al ha 

cerse una distribuci6n total de las obtenidas por la sociedad.-

El objetivo del incentivo es el de procurarles el aumento 

de sus recursos econ6micos mediante el mantenimiento en reserva, 

sin tributar, de dichas utilidades no distribuidas. Además, en • 

virtud del Art. 22, ya derogado, el legislador les permiti6 tam­

bién distribuir dichas utilidades, sin tributar, siempre que lo 

asignado en acciones nuevas fuere proporcional a su aporte social. 

Pero si bien es cierto que dichas utilidades no repartidas 

gozaban del privilegio de no ser objeto de imposici6n, dicho PEi 

vilegio se veía ensombr~cido por la obligaci6n que tenía la so­

ciedad de extraer de sus utilidades cierta. cantidad en concepto 

de retenci6n, a nombre de los socios, para el pago del impuesto 

de ellos cuando fuere oportuno,lo cual prácticamente, aunque -

no era dicha retenci6n un pago del impuesto, econ6micamente equi 

valía a un sacrificio igual. (Art. 76 derogado de la Ley de Im­

puesto sobre la Renta).-

Por otra parte, dichas retenciones al ser enteradas no in­

gresaban al Fondo General de la Naci6n, por no haberse generado 

para los socios, respecto a las referidas utilidades, ninguna -

obligaci6n tributaria, permaneciendo en consecuencia en Fondos 
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Ajenos en Custodia, lo cual representaba una desventaja para las 

sacie dades y ningún provecho para el Fisco.-

Para remediar la situaci6n apareci6 el Decreto Legislativo 

No. 609 de fecha 20 de mayo de 1966, que derog6 los articulos -

22 Y 76, ya mencionados, estableciendo un nuevo régimen para las 

utilidades acumuladas de las sociedades an6nimas. En virtud del 

Decreto indicado, se compulsa a dichas entidades dentro de un -

término de cuatro aftas posteriores a la fecha en que finalice el 

ejercicio fiscal en el que se obtuvieron las utilidades a deter 

minar por cuenta de los socios su obligaci6n tributaria, ya en 

forma de Impuesto sobre la Renta, de Capitalizaci6n o de Mante­

nimiento en Reserva de las utilidades, siendo estos dos últimos 

tributos creaci6n del referido Decreto.-

Antes de la implantaci6n del nuevo régimen, las utilidades 

acumuladas, como ya hemos indicado, s6lo se gravaban con el Im­

puesto sobre la Renta al momento de ser repartidas a los socios 

en forma de dividendos o cuando se verificaba la/liquidaci6n de 

la sociedad. Como se puede observar, el Decreto No. 609 consti­

tuy6 un verdadero incentivo para las sociedades an6nimas, ya que 

las utilidades acumuladas positivamente no eran gravadas, nada -

más que esa situaci6n de indefinida, aunque aparente que era, por 

el fen6meno de la retenci6n, se le puso un término, el de los -

cuatro aftas referidos, lo cual también constituye una ventaja p~ 

ra e 1 E s t ad o • -

Expuestos ya los fundamentos del cambio del criterio del -

legislador con respecto a la gravaci6n de las utilidades socia­

les para los socios, asi Como las razones que tuvo para establ~ 

cer un trato diferente para los niembros de sociedades colecti­

vas y los accionistas, tenemos que aceptar como l6gica conse-­

cuencia de que era imprescindible para él elaborar un concepto 

de utilidad social distribuible, que sirviera de base a los so­

cios para determinar su obligaci6n tributaria respecto a ella. 

El legislador en este punto es más eonsecuente con la rea 
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lidad, ya que partiendo de la utilidad social gravab1e trata de 

reintegrar el concepto de utilidad contable, base 16gica para -

poder determinar la cantidad de que la sociedad puede disponer 

realmente para repartir utilidades, descontando aquellas parti 

das, que a su juicio, constituyen distribuci6n de uti1idades,-

que por tal motivo fueron tomadas en cuenta al elaborar la uti-

lidad gravable de las sociedades y que, por otra parte, los pr~ 

pios socio s declaran en su renta persona1.-

La actual Ley de Impuesto sobre la Renta , en su Art. 12, di 

ce: 17Para los efectos de la determinaci6n Ele las utilidades dis-

tribuibles, éstas deberán comp r ender, además de las utilidades 

determinadas conforme a la ley p a ra tOS efectos del impuesto de 

la propi a sociedad cu~ quier otra utilidad que aunque estuviera 

exenta para la sociedad no estuviera para el socio, excepto las 

cantidades correspondientes a reservas le gales en el límite mini 

roo que señala el numeral 3 del Art. 28 de este ley, y el impues-

to pagado por la propia sociedad.-

Sin embargo, no estarán comprendidas entre las utilidades 

distribuibles, las cantidades que a título de sueldos, sobre-

sueldos, gratificaciones e intereses hub ie r e pag f.l. do la socirlad, 

a un que para los efectos del impue= t o d e ~sta no se hubieren con 

siderado deducibles.-

Dichas cantidades deberán ser computadas como ingresos por 

las propias personas que las recibieren".-

El punto de partida para la fijaci6n de esta clase de uti-

lidades es, según 10 manifiesta el artículo transcrito, la uti-

1idad gravab1e de las sociedades y el sistema que se sigue es 

análo g o al que se adopt6 para la determinaci6n de ésta, es de-

cir, operaciones de integraci6n y desinte graci6n.-

¿Qué es 10 que se resta a la utilidad g ravable de las 80-

ciedades? En primer lugar, tenemos las cantidades pagadas por 

las sociedades en concepto de Impuesto sobre la Renta por sus 

Utilidades gravab1es percibidas en el período y es 16gico que 
- ---------

. -~ / ...... , , - r... _. _' ¡ \ ' ,-. 



74 

as1 sea, pues para verificar dichos pagos se tiene que hacer uso 

00 las utilidades, disminuyéndose así la disponibilidad de dis­

tribuci6n.-

También se resta de la utilidad gravable de las sociedades 

las cantidades pagadas por ella a titulo de sueldos, sobresue! 

dos, gratificaciones e intereses; se entiende que a los socios, 

porque es el único caso en que dichas erogaciones no se consi­

deran deducibles para las sociedades al no cumplirse con los re 

quisitos que la ley y Reglamento señalan. La razón de esta de­

ducci6n es también l6gica; ya que si bien es cierto, como ya lo 

hemos explicado, que para configurar la utilidad gravable de -

las sociedades existen motivos para incluirlos, por conswerar­

los parte de ella, también hay que reconocer que al fin de cuen 

tas constituyen erogaciones que merman la utilidad contable, b~ 

se de la distribuible, y no podríamos por lo tanto llegar a la 

consideraci6n absurda de que se puedan distribuir gastos, Además, 

las cantidades recibidas por los socios, en dichos conceptos, w 

son gravables para ellos por representar ingresos, aún cuando 

no existiera el inciso 30. del art~culo comentado, el cual, ju~ 

tamente con el inciso 20. aparecieron por primera vez al refor­

~2rse el inciso 60. de la Ley de Impuesto sobre la Renta de --

1951 para poner punto final a una con ~ roversia respecto a los 

intereses pagados a los socios de una sociedad colectiva o en 

comandita simple, ya que con anterioridad a esa reforma exis­

tían opiniones diversas sobre si los socios deberían tributar 

dos veces por ellos, al incluirse dentro de la utilidad grava­

ble de las sociedades, por una parte y en la renta personal -

de los socios que los recibieron por otra, con el consiguiente 

perjuicio para los demás socios que no se lucraban con ellos. 

¿Qué es 10 que se debe sumar a la utilidad gravable? De -

la lectura del Art. 12 de la ley podemos establecer como re-­

gla general que para determinar la utilidad social distribui­

ble, 10 que se debe sumar a la utilidad social gravable, son 
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todas aquellas utilidades que obtuvo la sociedad y que por ser -

consideradas exentas para ella no integraron su utilidad social 

gravab1e. Dicha regla general tiene sus excepciones que la mis­

ma ley se encarga de señalar. As! tenemon que el Art. 24 de la 

ley, dice: 

"Una s oc ie dad que pe re ib a ingre s os exen tos de confo r midad 

al Art. 21, podrá distribuirlos exentos para los socios, des-­

pués que distribuya las utilidades gravables . . La misma regla -

se aplicará para el caso en que el socio sea una socieda~".-

seg6n esta disposici6n, cuando la ley declara exent~ el in 

greao, éste pasa con igual categoría a todos los que 10 p~rci­

ban consecutivamente. De tal manera que estos ingresos quena 

son gravables para la sociedad, no pasan tampoco a integrar la 

utilidad social fiscal distribuible, siendo una excepci6n a la 

regla genera1.-

Otra excepci6n a la regla general la contempla el Art.l2 ya 

referido, cuando hace a1usi6n a la reserva legal en su límite -

mínimo obligatorio, ya que las utilidades que la integran no obs 

tante que están exentas para la sociedad, tampoco se suman a la 

utilidad social distribuible.-

Hay que hacer notar que esta excepci6n s610 tiene lugar re~ 

pecto a las sociedades an6nimas, ya que a ellas se refiere el -

Art. 28 en sdnumeral 3, a que alude también el articulo comenta 

do. Ahora, que conforme 1"1 nuevo C6digo de Comercio1as socieda­

des colectivas están también obligadas a constituir reservas le 

ga1es, las utilidades que las integran pasarán a formar parte -

también de la utilidad social gravable y en consecuencia, de la 

utilidad social fiscalmente distribuible de esas sociedades, lo 

cual sería i16gico, ya que se considerará distribuible aquello _ 

de que no puede disponer la sociedad para tal efecto .Es posible 

que el legislador tome en cuenta esa situaci6n y pronuncie la 

reforma pertinente.-

De tal manera, que fuera de las excepciones mencionadas, pa 
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ra estructurar la utilidad social distribuible habrá que sumar 

a la utilidad social gravable cualquier otra utilidad que no -

fue comprendida en ésta por considerarse exenta para la socie-

dad. ¿C6mo se podrian determinar esta categorla de utilidades? 

La respuesta a esta pregunta nos llevaría a realizar un aná1i-

sis del Art. 23 de la ley que textualmente dice: 

"Las sociedades domiciliadas en el pais no computarán en 

BU renta bruta los dividendos que reciban de una sociedad an6-

nima~ cuando dichas rentas son exentas o tales sociedades hayan 

pagado el impuedto a que se refiere el Art. 40 y la retenci6n 

-
' pl'eScor 01tOaen '"el ArtO. 76".-

En primer lugar, hay que establecer que este articulo se -

refiere al caso especifico de una sociedad que sea a su vez so-

cia de una sociedad an6nima y cortempla dos situaciones: la) que 

las rentas que perciba la sociedad an6nima sean exentas; y 2a) 

que tales rentas, no siendo exentas, haya pagado la sociedad por 

ellas el impuesto respeciivo.~ 

Con respecto a la primera situaci6n cabe preguntar t~mb~é~, 

&i no estará de más dicha disposici6n legal que la regula, pues 

ya el Art. '4 se refiere a una situación análoga respecto a in-

gresos exentos que perciba una sociedad, en general, los cuales 

también pasarían exentos a sus socios, aunque éstos sean a su -

vez sociedades.-

Un análisis más detenido de los Arts. 23 y 24 nos permite 

sostener que las rentas exentas a que se refiere el Art.23 son 

distintas a las que sefiala el Art. 24 por medio del Art. 21 que 

cita; habiendo, en consecuencia, una diferencia sustancial entre 

los dos articulas en estudio. Conforme el Art. 23, si una socie-

dad recibe dividendos de unasociedad an6nima cuyas rentas sean 

exentas, pero no de la categoria que señala el Art. 21, dichos 

dividendos serán gravables para los socios, contribuyendo asl 

a formar la utilidad distribuible de la sociedad. Ahora bien, -

¿cuáles son esos ingresos exentos distintoS a los que determina 
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el Ar t . 21 de la ley? Ellos son indudablemente a los que se re­

fiere el Art. 28 como deducciones especificas de las sociedades 

an6nimas, a las cuales ya me he referido anteriormente manifes­

tando mi criterio de que en fo~ma de ¿~ ducciones se ha estable­

cido en realidad unanueva catego r ía de ingresos exentos. Estos 

ins~esos tienen la característica de que su exención es limita­

da, ya no se trasmite a los socios que no sean sociedades, de-­

biendo, en consecuencia, integrar la utilidad :: iscal distribui­

ble, con la única excepci6n de las utilidades que constituyan 

la reserva legal. Por l6gica, y por así establece rlo expresame~ 

te el Art. 12 de la Ley. Por ejemplo, si una Instituci6n de cr~ 

dito percibe intereses, en raz6n de pr~stamos concedidos a empr~ 

sas ind ust r iales organizadas como s ociedades an6nimas, de canfor 

midad a lo establecido en el numeral 2) del Art. 28 de la ley, -

al reparti r se esas utilidades a una sociedad en forma d~dividen­

dos, éstos n o formarán parte de la utilidad grav able de dicha 

sociedad accionista, pero sí se incc rporará a ésta s6lo para el 

hecho de determina r la utilidad fiscalmente distribuible.-

La otra situaci6n que señala el Art. 23 se da cuando las so 

cicdades anónimas, de la cual forma p~r t e. o tr a so c i e dad, haya -

p Rgnd o s u impue sto por las utilidades p e rcibidas ; en tal caso, 

la sociedad accionista no computará en su renta gravable los di 

videndos que reciba; pero a contrariosensu, hay que interpretar 

dicha disposici6n en el sentido de que si la sociedad anónima no 

paga impuesto por sus ingres o s pe rcibidos, entonces la sociedad 

accionista al recibir dividendos sí tributará por ellos. Es de­

cir, que si bien es cierto que la utilidad gravable de la soci~ 

dad anón im a e s cero, a ese ce r o habrá que agregar todas esas u­

tilidades para constituir. la utilidad social distribuible y hay 

que hacer notar que e ntre esta situa ci ón y la anterior, asi co­

mo la contempla el Art. 24, hay una gran diferencia, ya que no 

se trata de ingresos 8 7:0 nt o s como en estos dos últimos casos,si­

no que, lo que está exento del pago del impuesto es la socie--
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dad, es decir, el sujeto. El Art. 14 del REglamento regula esta 

situación en la r' rma siguiente: 

"Art. 14.- Cuando por ley o por contrato aprobado por el -

poder Legislativo, una sociedad haya sido declarada exenta 

del pago del impuesto como tal entidad, las utilidades que 

distribuya serán gravables para el socio en la parte que no 

provenga de ingresos exentos del impuesto ll
.-

Este articulo sienta la regla general de que si el exento es 

el su"eto, o sea, la sociedad, las utilidades que distribuya 

a los socios son gravables para éstos y que dnicamente no son 

gravables 10 que provenga de ingresos que la misma ley declara 

exentos, es decir, los que señala el Art. 21, o cuando se den 

la s situaciones especificas del Art. 23.-

Se hadpromulgado leyas especiales que tienden a conceder -

incentivos fiscales en forma de exenci6n del Impuesto sobre la 

Renta o reducción de él, tal como ocurri6 con la ley de Fomento 

Av1cola que estatuye en su ,' rt. 2, que los avicultores e industria 

les gozarán de los beneficios establecidos por esa ley, entre -

los cm les se encontraba la exenci6n de impuestos de toda clase, 

haciendo la aclaraci6n que esos beneficios ~a no se extienden al 

Tm:,"~~t o sobre la Renta, por haberse y:" vencido el plazo que se 

consign6 en la ley para gozar de la exenci6n de ese impuesto y 

no haber sido prorrogado como se hizo con los demás tributos.De 

tal manera que si una sociedad se hubiera dedicado a la explot~ 

ci6n de la industria avícola, cuando todavía operaba la exen-­

ci6n, las utilidades obtenidas, aunque exentas para ella, forma 

rían parte de la utilidad social distribuible.-

Otro caso podría haber sucedido con la Ley de Fomento In­

dustrial que declara exento total o parcialmente ¿el Impuesto 

sobre la Renta a cierto tipo de empresarios, entre 1 "'3 cuales 

pueden figurar las saiedades and~imas, pero que hizo la salv~ 

dad de que la exención o reducci6n de impuesto se aplicaría -
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taDbi~n a los socios individualmente, respecto a los ingresos -

o dividendos derivados del rubro industrial favorecido. (Art. 4 

Y 5, inciso 20. de la renerida ley).-

Consecuentemente con el principio de que lo exento es el -

sujeto y no los ingresos, es lógico sostener que si una socie-­

dad an6nima favorecida por la Ley de Fomento Industrial tuviera 

entre sus socios a otra sociedad, la exención del impuesto sobre 

la Renta terminaría con ella y no podría trasladarla a sus so-­

cios, pues no nos encontramos en el caso del Art. 24.-

Doy por terminado este Capítulo, el cual no obstante su ex 

tensi6n, no ha sido sufi~iente para agotar todos los aspectos -

que el tema supone y que es de gran importancia pera elaborar -

un comentario completo del Decreto No. 609, ya que los iEpues-­

tos que establece tienen intima conexión con las tres clases de 

utilidades que he analizado, aunque aparentemente solo fuere la 

utilidad fiscal de las sociedades la que tom6 en cuenta el legi~ 

lador para elaborar ese sistema especial tributario de las so-­

ciedades anónimas.-

Trataré en su oportunidad sobre ello; pero desde ya digo -

que sea cual fuere el criterio que se imponga, la determinaci6n 

de la utilidad distribuible de las sociedades nos servirá para 

medir el alcance del incentivo que se pretende crear con el De­

creto No. 609..-
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Lo s Capítulos que anteceden han tenida par objeto presentar 
una visi6n panor~mica del momento hist6rico en el cual se con­
vulcionan las cinco parcelas que integraron la patria Centroa­
mericana buscando su unidad para luchar juntas por la soluci6n 
de sus problemas de índole social-econ6mico.Este desid~ratum se 
enc uentra ahora totalmente en crisis,como resultado de las dife­
rencias existentes en el plano pOlítoco,en donde juegan intere­
ses que se oponen por conveniencia a la uni6n centr6americana. 

Hemos indicado,adem~s,cu~les son dentro de cada Estado los 
ins trumentos l egales que se necesitan para llevar a cabo la in­
tegraci6n econ6mica y que nuestro país ha respondido a ese af~n 
con la p=o~ulgaci6n de un nuevo C6digo de Comercio y agiliza y 
garantiza las operaciones de tr~fico mercantilnSe han estableci­
do al ~ismo tieMpo ,si bien no como sistema,una s erie de incenti­
vos f is: a1 2s oue trate de infundir en los hombres de empresa el 
entusiasmo necesario para explotar al m~ximo los recursos huma­
nos y naturales can que se cuentaQEntre dichos incentivas hemos 
se~alado especialmente ~os que se relacionan can las sociedades 
an6nimas y sobre t odo los que contempla la Ley de Impuesto sobre 
la Renta 1) 

Esboz a ndo las di stintas filosofías que se plasmaron en las 
diversas leyes sobre ese tributo hemos llegado hasta el apareci- ­
miento del Decreto Legislativo No o 609,de fecha 26 de mayo de 
1966 ;fundamonto de esta Tesis,ya que c an ~l se trata de resol­
ver el problema de la tributaci6n de las utilidades acumuladas 
en las sociedades an6nimas;en f orma t a l,que no constituya un fre­
no a la invorsi6n y que también los intereses del Fisco,en cuan­
to i~ ~~rccpci6n de ingresos njtlicos? no sufra menoscabo.He re~­
liz~do tambi~n el 2n6~ isis deJo concepto de renta fiscal,soste­
niendo que fue el princip ~ o de l incremento del patrimonio,y no 
otro,el que sirvi6 de b~s e al le ci 3~ a dor para estructurar la 
Ley de Impu esto sobre .la P. 2 í1. t a Vi ~;'3 ¡1te y l a anterior, y que conse-
r- •• ~ ~ .' ~ ~;J rl' h .. . ~ r- . . .l. . 1 _.L.: 1 .' d _1 • el 1 ' d d 1 _· _'v ,~_ v .Jl. ' '(' ro ~,-,¡ ". 8¡.! t, O¡- 2 S U '~ J... .. J_ a c.~·2S e as SOCle él es a ' 
proyectarse,en t ~rminos econ¿m ~c o s , e n un aumento del patrimoni~ , 

de los s ocios,deber!a n ser obj eto de i mpos ici6n ~nicamente para 

~stosoQue e l sistema implantado po r nuestra s dos ~ltimas leyes 
de Impue s t o sobre la Renta,de conside~ar t anto a las sociedades, 
como a sus socios?en l o pa rticula ~?como sujetas de imposici6n, 
respecto a las utilidade s percibidas por la primera,se debe al 
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propósi to del legislador de gravar en forma adicional a las ren­

tas o ingre sos obtenidos de ciertas fuentes de capital,el de las 

participaciones sociales,no constituyendo ello una contradicción 

con el concepto de renta indic ado,sino una forma extra de gravi­

tación, a ún en el caso de las sociedades anónimas,cuyos socios 

computan úllic amente las utilidades r ealmente percibidas,ya que 

~s t a s no significan una exención del impues to, s i00 una posterga­

ción de su pago,la cual se encuentra limitada en la actualidad 

a c uat ro afios po r los efectos especiales del Decreto No o 609.-

Sentadas ya l a s bases de orden económico y de finidos 106 con­

c eptos jurídico-tributarios que he considerado necesario tener 

presente,es oportuno pasar en primer t~rmino a justificar el ci­

tado Decret o,es decir,determinar los motivos que lo promovieron 
pa r a qu e con base en el Art e l19 de l a Constitución POlític a ,se 
impl a ntaran l os impues tos que contemplaoLa motivac ión que en doc­

trina 3e conoce por objeto ec onómico del impu es to,nos mueve a rea­

li z a ~ Ul~2 e xplo r ación de l a r ea lidad soc io-económica que prevale­
cía antes de la aparición de los tributos en e studioeHemos expues~ 

to cómo nuestro conglomerado social se encuentra empefiado en es­

tos último s a fias en el idea l integracionista,considerando básico 

para ello f ome ntar e l desarrollo industrial del pa ís y como con­

secuencia ,los es tímulos fis ca les neces arios para que no se encuen­

tren en condiciones de inferioridad respecto a los empresarios de 

las otras zonas del área centroamericana, en cua nto a producción y 

competencia~ 

Al mismo tiempo,el Estado no desestima su misión de lograr la . , ,. 
percepc l on de ma yores ingresos para l a sati s facci0n de l a s neceSl-

da dos pri~a ri ~ s de la ma yor í a de l a r o b 1 2 ción~Estos dos objetivos, 

el de propugnar por el crecimi ento económico del país y el de es­

parcir las bonanzas de ~l al mayor núm ero de habitantes,se encuen­
tran pla smado s en ma yor o menor grado , en las distinta s leyes de 

impuestos sobre l a Rent~ que hem0s tcnido,configurando distintas 

filos of í as sobr e justicia t r ~ butaria,tal como aparece en las res­

pectivas oxpos icione s de mot ivos que oportunamente hemos trans­

critooEs i nCudab l e qu e detr~s del apa r ecimiento de cada una de e­

s a s l eyes y de c ada r eforma a las mismas,se encuentra una lucha 
de int ~ T e 3es; 10s del sec tor pJb lico y lo s del sector privado.Esa 

dual i dad se hi zo más ev i dente con la aparición del Decreto del Di­
rectorio Cívico Milita r NO o 300,que suprimió el privilegio de las 

s oc i edades anón ima s de logra r el a horro de las utilidades perci­

bidas,s in que l os socios tributara n po r e llas,?rivando,as{,el in-
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terés gubernamental de aumentar sus ingresos públicos.La reac­

ción de la empresa privada provocó la derogación del Decreto de 

mérito,sin que por ello pudiera considerarse por finalizada la 

pugna de intereses,los cuales trataron de conciliarse en el se­

no de una Comisión Ad-hoc,obteniendo como resultado final una 

fórmula de compromiso que se plasmó en la actual ley de Impues­

to sobre la Renta. 
Respecto al tratamiento de las utilidades acumuladas de las 

sociedades anónimas?la ley vigente estableció una variante a 

los anteriores sistemas ensayados,pues hizo aparecer por prime­

ra vez la obligación de las sociedades de retener,a nombre de 
los socios,un porcentaje de dichas utilidades,en concepto de im­

puesto,para garantizar su pago en el caso de causarse.Esto ocu­

rría cuando las utilidades eran repartidas en forma de dividen­

dos,pero bastó poco tiempo para comprenderse que ni el Fisco ni 

l as sociedades obtenían ningún beneficio,por las razones que ya 

hemos anotado oEste es el ambiente que precedió al aparecimiento 
del Decreto No.609,con el que se creyó darle solución al proble­

ma,con la creación de dos impuestos,distintos por su naturaleza, 

al Impuesto sobre la Renta. 

Solamente así,con esta explicación,tienen sentido los dos con­

siderandos del legislador que aparecen en el expresado Decreto 

y cuyo tenor litera1 7 es el siguiente: 
u l.-Que el Gobierno de la Re pública,conciente de la necesi­

dad de incrementar el desarrollo industrial del país,y 
en el permanente propósito de coadyuvar con el esfuerzo 
del sector privado en ese desarrollo,con vistas a la su­

peración de la economía nacional; 

II.-Qu p ~ara los fines enunciados en el considerando ante­

rior,es preciso auspiciar los basamentos legales que ga­

ranticen esa colaboraci6n y que no entorpezcan el libre 

juego de las fuerzas económicas. u 

Si analizamos esos dos considerandos sin ninguna conexión con 

los ~ntecpdentes históricos ya mencionados,no se encuentra nin­

guna relación 16gica entre las justificaciones de tipo económi­

co que señalan los considerandos del Decreto y la implantación 

de los tributos por él regulados,ya que la creaci6n de impues­

tos,por lo menos de la naturaleza de llos,a criterio de la em­

presa privada j amás van a propiciar el desarrollo industrial 

del paísilo que se le 01vid6 decir al legislador e n dichos con-
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siderandos o no quizo decirlo es que los dos impuestos que con-
.' - ~ 

templa el Decreto No o 609 eran sustitutivos del Impuesto sobre ia 
Renta,en cuanto la tributación de las utilidades acumuladas de 
las sociedades anónimas para los socios,dándoles un tratamiento 
más favorable como tendremos ocasión de demostrar más adelante. 

Analizado ya cuál es el objeto económico de dichos im~uestos~ 
procederemos a estudiar cuáles son los supuestos de hecho a los ' 
cuales nuestro legislador les dió categoría de generadoras de 
una obligación tributaria o,en otras palabras,cuál ~s el objeto, 
tributariamente hablando,de los impuestos que creó el Decreto No. 
609,10 que nos lleva a la determinación del hecho imponible de 
los mismos .. 

El Decreto No.609,en su Art.lQ,dice: 
"Toda sociedad anónima domiciliada en El Salvador,es responsa­
ble del pago de los impuestos sobre capitalización y manteni­
miento en reservas,establecido en los dos artículos siguien­
teso 
El acuerdo sobre ca ~ italización o mantenimiento en reserva de­
berá adoptarse dentro del t6rmino de cuatro afias contados a 
partir del d'ía siguiente 'a aquel en que finalice cada ejerci­
cio o la pso de impo~ición de la sociedad en que se hubieren 
obtenido las r efeiidas utilidades." 
"El monto d,el Impuesto se calculará de conformidad con las ta­
sas establecidas en los dos artículos siguientes,que deberá a-

' plicarse sobre la renta imponible deduciendo el impuesto paga­
do por la sociedad." 

El Axt.2,establece: 
"El monto de las utilidades que acuerde capitalizar una socie­
dad anónima domiciliada en el país se gravará con la siguiente 
tabla: 
SI U\ RENTA IMPONIBLE ; MENOS EL 
IMPUESTO SOCIAL DE U'\ CUAL PRO­
VIENE EL MONTO DE L~S UTILIDJi­
DES QUE SE ACUERDE Cli PIT¡\LIZAR,: 

Excede de ~ 20.000~00 pero no 
de 40 0 000.00 

Excede de ~ 40 0 000.00 pero no 
de ,¡; 80.000 0 00 

Excede de ~ 80 0 000.00 

El impuesto se calculará a­
plicando las tasas siguien­
tes sobre las utilidades ca­
pitalizadas. 

5% 

9% 
12% 

El tenor lit eral del Art 5 3,es el siguiente: 
"La parte de la renta imponible de una sociedad anónima domici­

liada en el país,deducido el impuesto social que se acuerde man-
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tener en reserva al vencimiento del plazo de cuatro años contados 

a partir de la expiraci6n del ejercicio en que se hubiere obteni­

do,se gravará de acuerdo con l a tabla siguiente: 

SI U\ RENTA IMPONIBLE,MENOS EL 
IMPUESTO SOCIAL DE U~ CUAL PRO­
VIENE EL MONTO DE LAS UTILIDADES 
QUE SE ACUERDE Mi"NTENER EN RE­
SERVA. 

No excede de ~20.000.00 

Excede de ~20.000.00 pero no 
de ~0.000.00 

Excede de ~0.000.00 pero no 
de ~80.000.00 

Excede de J~ 1..;,80.000.00 

El impuesto se c a lculará apli­
cando las tasas siguientes so­
bre las utilidades en reserva. 

4% 

8% 

11% 

13% 
Art.l no se hubie­

re acordado la capitalización en todo o pa rte de las utilidades 

de la sociedad,se presume de derecho que ésta acordó mantenerla 
en reserva a la fecha en que finalice el referido término y de­
berá pagar el impuesto correspondiente." 

"Si transcurrido el término prescrito en el 

El ~t.4,inciso lQ,establece: 
"Si transcurrido el t~rmino de dos años,contados a partir de 

la fecha en que expire el plazo a que se refiere el ~t.l,no 
se hubiere perfeccionado l ega lmente la capitalización,se presu 

me de derecho que se acordó mant ene r las utilidades en reserva, 
debiendo la sociedad enterar la diferencia para completar el im­
puesto que debió pagarse conforme el Art.3,sin perjuicio del pa­
go de un recargo del uno por ciento mensual que se computará so­
bre esta diferencia a partir de la fecha de vencimiento del pla­
zo para el pago del impuesto de ca¡Jitalización. ti 

De la lectura de los artículos anteriormente transcritos pode­
mos establecer que los hechos imponibles tipificados por el De­

creto No.609 como generadores de los impuestos que contempla,no; 

es la capitalización de las utilida de s,ni e,l mantenimiento de es­

tas en reserva, sino el acuerdo que de ellos se tome, acuerdo que, 

en lo que respecta al mantenimiento en reserva de las utilidades, 
en ciertos casos se presume de derecho. 

Respecto al acuerdo de capitalizaci6n, para que produzca los e­
fectos tributarios que el Decreto establece, no basta que simple­

mente se tome,sino que se encuentra condicionado al hecho de que 
debe verificarse dentro del plazo de cuatro años que señala el in­
ciso 2 Q del Art.l.- Además se encuentra supeditado a que la capi­

talización se realice también en l os dos años siguientes a ese pe-
, 

rlodo. 
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Podemos decir, entonces? que el objeto del Impuesto de Capi­

talización es un hecho condicionado? sujeto a ciertas circunstan­

cias; al nc producirse se genera en forma presunta el hecho impo­

nible objeto del impuesto sobre mantenimiento en reserva, el cual 

puede también manifestarse expresamente antes de que termine el 

plazo de los cuatro años inilicados 9 dando origen a una situación 

precaria de este impuesto? ya que dentro de dicho término puede ser 

sustituido por el de capitalización, al tomarse el cuerdo respec­

tivo . 
Las consecuencias inmediatas que se derivan de todo el es­

tudio precedente sobre la de t e rminación del objeto de los impues­

tos indicados, son las siguientes: que mientras no transcurra el 

plazo de cuatro años que señala el Art.l del Decreto, el objeto im 
ponible de cada uno de los impuestos puede ser sustituido por el o­

tro? quedando incierta? hasta el final de dicho plazo, la obliga­
ción tributaria que le corresponde a los socios. Inclusive, se po­

dría haber declarado y pagado cualquiera de ellos, generándose en­

tonc e s? un crédito a favor de los socios; que lo hace valer para 

el pago del impuesto que en definitiva se cause, con la consiguien 

te devolución del excedente, si procediera. Esta misma situación 

ocurre cuando la sociedad acuerda, dentro de los referidos cuatro 

añ os? repartir entre sus socios, las utilidades sobre las cuales 

podrían recaer los tributos comentados; y esto es lógico que así 

sea, ya que como hemos indicado antes, los impue stos de capitali­

zación y mantenimiento en reserva de utilidades? solamente consti­

tuyen un sustituto del impuesto sobre la Renta cuando se cumplen 
los supuestos legales que fija el Decreto NQ 609. 

Concretando lo expuesto podemos establecer un orden de pre­

lación respecto a las obligaciones tributarias de los socios con 

relación a l a s utilidades acumuladas de la sociedad y surgidas por 

la voluntad expresa o presunta de ésta manifestada dentro de los 
cuatro años que señala el Art. 1 del Decreto NQ 609, en la forma 

siguiente: 1)- obligación tributaria regula da por el impuesto so­

bre la Renta al repartirse dividendos; 2)- obligación tributaria 

determinada por el impuesto de capitalización? siempre que ésta 

se realice en los dos años subsiguientes al término de cuatro a­

ños en que debió tomarse el respectivo acuerdo; 3)- obligación tri 

butaria que surge en ~ltimo término al generarse el Impuesto sobre 

Mantenimiento en Reserva, cuando no se dieron los presupuestos le­

gales necesarios para que se tipificaran los otros? es decir,que 

la sociedad no acordó dentro del término de los cuatro años repar­

tir dividendos a capitalizar? o que habiendo acordado ésta, no la 

verificó dentro de los dos años indicados. 



86 

Habiendo quedad o fijo este impue sto de Mantenimiento en Re­

serva, no tiene ninguna relevancia respecto a él que la sociedad 

acuerde posteriormente capitalizar las utilidades sobre e l cual 
recae o repartirlas e ntre l os s oc i os e n forma de dividendos. Los 

artículos de l Dec reto que estab l ecen la pr e l ac ión indicada, ya 

sea e n f orma expr esa o tácita, son: el Art.9, incisos l º y 3º,en 

relación con e l Arto 4, inciso lº ya transcrito ; el Art.9, inciso 

4º, en r e l ación con el Art. 5. Respec t o al inciso 4º del Art.9 hay 

que inte r preta rl o en e l sentido de que l a distribución de dividen­

dos a que se r e fi e r e , para que produzcan l os efec t os que en é l se 

indican , debe ser aco r dada dentr o de l p laz o de cuatr o afi os a par­
tir de l a f echa en que fin al ic o e l per í odo imposi tivo de donde 

pr oviene n, ya que esa es l a situac ión que r egu la t odo e l Art.4,se­
g~n se de sprende de su incis o lº y sólo así puede t e ne r sentido 
tambié n e l Art.5 que h ace r e ferencia a otra distribución de d ivi­

de ndos, a unque no sea e n e f ect ivo . Un a inte rpre t ació n sistemática 

de e ste artículo , a l vincul arlo con l os demás comentado s hasta e l 

momen t o y en e speci a l con e l inciso 2º de l Art. 4, nos lleva a e~ 

tabl ecer que la e xe nción de l Impuesto sobr e l a Re nta que estatuye 
pa r a l os socios que r ec iben dividendos en forma de ac ci one s, es 

decir, e n espec i es, surte efec t o cuando s e hayan generado y paga­

do e n forma de finitiva l os impuestos de cap italiz ac ión y de MantQ 

nimiento e n Rese rva . No compr endemos , e ntonc e s como e l legislador 

haya querido h ace r una d iscriminación por medi o de l inciso 4º del 

Art.9, entre l as formas de r epartir dividendos, concediendo e fec­

t o s exe ntivos dnic amente cuando d icha s divide ndos se r eparte n en 
e f ect ivo . 

El tenor lite r a l de l os artí cu l o s c itados, con ex cepc ión 

de l Art.4, que ya fu e transcrito, es e l siguiente: 

"Art.9.- Si l a sociedad hubie r e ac ordado den tro de l t~r­

mino de cuatro aft os a que se refi e r e el Art.l, capitali­
zar todo o pa rte de l a s utilidade s que aco r dó mantener en 

reserva , den tro del referido p lazq l os socios tendrán de ­

r ech o a que se l es de vue lva l a cantidad en que e l impue s­

t o s ob re la r e se rva exceda al impues t o sobre capitaliza­

ción correspondiente al monto de utilidade s que haya sido 
capitalizado de d ich as r ese rvas . 

Est a de volución s e hará e f e ctiva hasta que se verifique 

en l egal f o rma l a capitalización correspond i ente . 

En e l caso de l inciso prime r o de l Art.4 de este Dec reto no 

pr ocede rá devo lución. 
Si l a s ociedad aco r da r e distribuir e n efec t i vo l a s r e ser-

[
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, 
vas~ los socios tendrán derecho a que se les reconozca como cre-
~ito el impuesto pagado sobre reserva y a la devoluci6n correspon­

diente en su caso UIt
• 

Art e 5.-El socio que recibiere utilidades en acciones~ no com 

putará el valor de dichas acciones en su renta personal co­

rrespondiente al ejercicio en que las utilidades le fueren 

pagadas o acreditadas en esa forma. 
S610 me r esta abordar, para dar por terminado el epígrafe 

que cubre este Capítulo, el tema s obre la naturaleza de l o s impue~ 
t os que regula el Decreto NQ 609. Ello nos lleva a que analicemos~ 

como acto previo, la naturaleza de los hechos tipific ado s legalmen 

te como generadores de la obligaci6n tributaria; estudio que lo h-ª. 
remos desde e l punto de vista administrativo, econ6mico y jurídi­

co, es decir, en l os aspectos reales de los citados hech o s~ ante­

riores al de su elevaci6n a la categoría de hechos jurídicos tri­

butarios. 

a)- Punt ~ de vista a0ministrativo 

El acuerdo de capitalizaci6n o de mantenimiento en reserva de 

las utilidades acumuladas de las sociedade s an6nimas, puede 

ser considerado como un acto administrativo de la refe rida en­

tidad, realizado por medio de su 6rgano máximo, constituido 

por la Asamblea General de Accionistas. El C6digo de Comercio, 

así como los estatutos de la sociedadan6nima, regulan la for­

ma en que dicha Asamblea se constituye~ así como los procedi­
mientos para tomar los referido s acuerdos. Es indudable~ que 

como simple acto administrativo los acuerdos indicados no tie­

nen ninguna relevancia para la tipificaci6n de l hecho imponi­

ble ele lo s impue s to s come ntados; la tie ne al tiempo e n que fu2. 

ron tomados, ya que con rospecto al Impuesto de Capitalizaci6n, 

si el acuerdo respectivo fuera t oma do despu~s del t~rmino de 

cuatro años que señala el Art.l del Decreto, no se tipifica 

el hecho impo nible que l o genera, operándose e ntonces, aunque 
en forma presunta, el hecho imponible del Impuesto ele manteni­
miento en Res erva. 

b)- Punto de Vista Econ6mico. 

Pasaremos ahora a contemplar e l otro aspecto de l hecho impo­

nible, el econ6mico y para e llo debemo s dete rminar con exac­

titud cuál es el contenido de l os acuerdos que conforme al 

Decreto NQ 609 son objeto de imposición. Lo que c alifica y le 

da categoría a dichos acuerdos son l o s f e nómenos de la capi­

talización y el mantenimiento en reserva de las utilidade s a­

cumuladas o Es muy com~n el caso de que las sociedades an6ni-
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mas a lo largo de vari os ejercicios hayan acumula do ingentes 
cantidade s de dinero, pr oceden t e s de beneficios realizado s por 

la entidad en di fe rente s pe riodos y por disposición legal o 

estatutaria o por libre de cisi6n de la Asamblea Ge ne ral, en 

la cual se manifiesta l a voluntad c o l c~ tiva de los socios,se 

h aya acordado, en su oportunidad, conservarlas en e l patrimo­

nio soc ial pa r a pr eve r futuras contenge ncias o aumentar las 

inversi ones . Este fen6meno e con6mi co da lugar a l a formaci6n 

de los r ese rva s y es indudable que cuando ellas son numerosas 

pr oduc en un desequilibrio entre e l ca~ ita l s oc ial y el patri­

mon i o social. A e f ec t o de r establecerl o, se pro cede a efectuar 
su transf ormac ión e n capital s ocial, de t e rminando así que e l 

valor de las acciones vue lvan a su va lor nominal. 

La ope ración anterior, desde e l punto de vista econ6mico, no 
tiene ninguna r epe rcusibn, ya que no se pr oduce ninguna alte­

ración en el patrimonio s oc i a l y, po r ot r a parte , no existe 

ninguna aportac i6n r eal verificada po r lo s acci onistas, quie­

nes conse rvan sus dividendos . En cuanto a l a situaci6n de los 

ac r eedo r es, Jsta queda mejor que antes porque su garantia pa­

trimonial queda tambi~n ga r antiza da . No cre o, pue s, que esta 

característica económic a de l os ac ue r do s sea l a que e l legis­

l ador hay a t omado en cuenta ~a ra ti pific ar l os hech os imponi­

ble s de l os tributos que regula e l Decreto NQ 609 , pués aún 

conside r ando l a capitalización c omo generadora de una nueva 

aportación por tratarse de un dob l e traspa so: de r ese rvas de 

l a sociedad a l os socios en concepto de dividendos y de los 

soci os a l a soc i edad a título de aportación, e llo s a l dría de 
l os linde r os de l o económico para caer en el campo de l o ju­

rídico c Es opo rt uno ha cer observa r, que ante s ~e la promulga­

ción de l Decre t o NQ 609, este argumen t o de l doble traspaso de 

bienes, que ti e ne asidero e n l a nat ur a l eza juríd ica de las so­
ciedades , sirvió pa r a considerar que l os accionistas percibían 
utilidades en especie de pa rte de las sociedade s anónimas de 

que eran miembros, a l efectuar éstas una capitalizaci6n de las 

utilidade s acumuladas; y que po r lo tanto, tenían que compu­

tar l os soci os , en su r e nta personal, e l valor de sus accio­
nes nuevas, todo e llo de conformidad al inciso 2 Q de l Art.ll 
de l a Ley de Impuesto sobre la Re nta, No olvidemos , t ampoco , 

que tanto e l impuesto de Capitalización como e l de manteni­

miento en Reserva de utilidades socialGs, son s ustitutos del 

Impuesto sobre l a Re nt a y , por l o tanto , son tres impuestos 

cistintos y no podr í a n tener jamás un mismo ob j e to, un mismo 

hecho imponib le o 
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c)- Punto de Vista Jurídico. 

Por exclusiÓn podemos llegar a sos tener la te sis de que el 

elemento característico de los acuerdos referidos, el cual fue 
tomado en cuenta por el legislador para configurar los hechos 

imponibles respectivos, es el jurídico. No es, pues, el acuer-·.· 

do en sí, ni sus proyecciones económicas lo que se toma en 

cuenta, sino los efectos jurídicos que podrían tener los actos 

sobre los cuales recaen dichos acuerdos. Esto nos lleva a es­

tablecer, en primer término, la naturaleza jurídica de las re­

servas. Con relación a la pertenencia de las reservas existen 

muchas teorías pero en ninguna de ellas se debe olvidar que, 
si bien las s ociedades son entes de derecho, creaciones arti­

ficial e s de la ley, ella s tienen cabida en el mundo jurídico 

y en consecuencia, producen efectos jurídicos. Siendo las so­
ciedades personas distintas a los socios que la forman, tene­

mos que aceptar qUe como sujetos de derecho que son, tienen 

también su propio patrimonio. La voluntad colectiva de la so­

ciedad, sustituye en t odo a las voluntades individuales de los 

soci os; y sólo s e mueve al tener ce aquella voluntad, manifes­

tada por el órgano supremo y ejecutada por sus órganos admini~ 

trativo s. Es la voluntad colectiva y no otra, la que puede de­

terminar en un momento preciso, si se aumenta o disminuye el 

capital, en la forma que se ha de hacer y cualquier otra al­

teración del pacto social. De tal manera, que si la sociedad 
decide que los beneficios sociales pasen a integrar su reser­

va, o si esa decisión esté señalada por los estatutos, que 

también son expresión de la voluntad colectiva, o si así lo 

determina la ley, por todo ello tiene que cumplirse esa deci­

sión, pues los socios no tienen ya sobre dichos dividendos nin. 

gún derecho de beneficio propio, es decir que 7 al otorgar al 

órgano de la expresión colectiva la facultad de retener las 

utilidades en reserva, los socios, cuya voluntad particular 

integra esa voluntad, han renunciado a su dere cho al reparto 
inmediato de los beneficios, el único derecho que tienen res­

pecto a ellos y qUE' es nada más qu e una espectativa que sólo 
tie ne efectividad cuando la sociedad s e liquida o cu ando e­

jerzan el derecho que l es confiere el inciso 2º del Art.180 

del actual Código de Comercio, el cual literalmente dice:"El 

accionista que no hubiere concurrido a la Junta que apruebe 

la capitalización de utilidades o que hubiere votado en con­

tra, podrá exigir que se le entregue en efectivo su parte en 

dichas utilidades. En este caso, la sociedad podrá disponer 
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de las acciones, con observancia de lo dispue sto en el inciso se­

gundo del Art.141."- Se concluye, entonces, que en virtud del a­
cuerdo de mantenimiento en reserva se confirma el derecho de pro­

piedad de las sociedades sobre las utilidades sociales, las que 
pasan a integrar e l patrimonio social. Por lo dicho anteriormen­

te, podemos también afirmar, que el acuerdo de capitalización es 

algo m~s que un acto administrativo respecto al patrimonio social, 

ya que por medio de él se decide una transferencia de bienes pa­

trimoniales, de biene s que dejar~n de pertenecer al patrimonio de 

la sociedad para pasar al de los socios, al r ea lizarse la capita­

lización, en virtud de lo cual, los socios reciben acciones por 

las utilidades acumuladas, adquiriendo, en consecuencia, derechos 

a concretos frent e a la sociedad y no simple expectativas. 

Partiendo de lo expuesto paso a elaborar las siguienbs conclusio­
nes: 

a) - Es e l aspecto jur{dico el que tomó en cuenta el legislador 

para darles categoría de imponibles a los hechos que deter­

minan las obligaciones tributarias que regula el Decreto NQ 
609, al considerar la naturaleza compleja de las personas 

jurídicas y los efectos que en el campo del derecho puedan 

tener los ac uerdos de mantenimiento en Eserva y capitaliza­

ción de utiladades acumuladas; 
b) - Que por lo anteriormente expuesto se puede soste ner que sien­

do el contenido juridico del acuerdo de mantenimiento en re­

serva de las utilidades, una declaración del derecho de pro­

piedad, que ya tenía la sociedad sobre dichas utilidades,la 

natural eza de l Impuesto de Mantenimiento en Reserva se puede 

clasificar entre los impuestos directos sobre el patrimonio, 

en aquella parte del beneficio s ocial que no se distribuye 

entre los socios, sino que se destina a aumentar el patrimo­

nio de la entidad~ Juzgado en esta forma el Impues t o sobre 

Mantenimiento en Reserva, se puede considerar como un com­

plemento del Impues to sobre e l Capital, que regula la Ley de 

Via lidad, y que sig ue la misma técnica de éste al no gravar 
a la sociedad sino a los socios; 

c)- Para determinar la na turaleza del Impuesto sobre Capitaliza­

ción, se ha de hacer Con base en el contenido jurídico del 

he cho imponible, tipificado por la ley para dicho impuesto, 

es decir, la transferencia de bienes patrimoniales que la 

voluntad colectiva acuerda, y siendo ésta su característica 

esencial, podemos catalogar dicho impues to entre los que 

gravan la transferencia de bienes, de naturaleza muy distin-
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ta al del Impuesto sobre la Renta que grava el fenómeno eco­

nómico de percepción de ingresos. 
d) - Hecho el análisis de la naturaleza de los Impuestos de Capi­

talización y de Mantenimiento en Reserva, y c oncluyendo que 
son distintos al Impuesto sobre la Renta, cabe preguntarse 
si en la determinación de este último impuesto, son deduci­
bles de la Renta Bruta de la sociedad o de los socios, lo 
pagado en concepto de aquellos tributos. Con respecto al Im­
puesto de Capitalización soy de opinión de que es deducible 
para los socios, en la parte que les corresponde, ya que gra­
va la fuente productora de ingresos, como sería la adquisi­
ción de acciones nuevas y por no estar expresamente exclu!da 
esta clase de contribución en el literal 1) del Art.26 de la 
Ley de Impuesto sobre la Renta y que, por el contrario,dicho 
numeral hace referencia a los impuestos de Sucesiones y de 
Donaciones que, como al que nos referimos, pertenecen a la 
categoría de impuestos que gravan la transferencia de bie­
nes. Con respecto al Impuesto de Mantenimiénto en Reserva, 
no sería ob jetable la t e sis de que dichQ impuesto sería de­
ducibl e para la sociedad, ya que recae sobre la fuente pro­
ductora de ingresos, como e s la parte de su patrimonio que 

representan las utilidades acumuladas en reserva; pero exis­
te la circunstancia especial de que el referido impuesto es 
pagado por la sociedad, pero a nombre de los socios y enton­
ces ni ella ni éstos pueden deducírselo de la Renta Bruta. 



92 

CAPITULO IV.-Sujetos pasivos de los impuestos qu e seRala el De­
creto No .. 609.-

Ern esto Flores Zavala~a l referirs e al sujeto pasivo del im­

puesto,dice: 
lISu jeto pasivo es l a persona que lega lmente tiene la obliga­

ción de pagar el impuesto.El Art.20 del Código Fiscal de la 

Federación,dic e :"Suj eto o deudor de un crédito fiscal es la 
persona física o moral que,de ac uer do con l as ley es ,est~ o­

bligada de una manera directa al pago de una prestación de­

terminada al Fisco Federal. Una persona está obligada de una 

ma nera directa al pago de una pr estac ión al Fisco Federal 
cuando el Fisco está en l a posibilidad de exigirle el pago 
de la prestación debida. 11 "De acuerdo con esta definición,es 

sujeto pasivo del impuesto el individuo cuya situación eco­
nómica coincide con la que la ley señala como hecho genera­

dor del cr~dito fiscal, es decir,el individuo que realiza el 

acto o produce o es dueRo del obj eto que la ley toma en con­
sideración a l establ ecer el gravamen,etc.,pero tambi~n el in­
dividuo a quien l a ley l e impone la obligación de pago en 

sustitución o conjuntamente con ~q~e l como sucede en los ca­

sos de res ponsabilidad directa por sucesión,subtitut~,soli-

daria y objet iva que ana lizaremos más ade lant e ." (1) 
Trataremos de determinar a la luz del pensami ento del maestro 

Flores Zava la,quienes son los sujetos pasivos de l os impuestos 

que contempla el Decreto No.609.-

Primero s eRa l a rá que l os socios,en lo pa rticula r,no son titu­

lares del hecho imponible,o sea ,que ellos no realizan los actos 
que e l Decreto considera como generado r e s de la oblig3ción tri­

butaria ,ya que es la sociedad qui en acuerda capitalizar o mante~ 

ner en reserva l a s utilidades acumuladas.Sin emba rgo,la vincula­
ción que la l ey hace de dichos hechos imponibles ,no es con la 
sociedad sino con los socios,dándoles en consecuencia a éstos,la 

calidad de contribuyentes,es decir,de sujetos pasivos de la o­

bligación tributaria,resultando,en consecuencia 7 0bligados al pa­
go de los citados impuestos.Esta atribución que la ley hace a 
los socios de los hechos impon ibles, obligándoles a so portar la 

(1) Ernesto Flores Zavala. "El ementos de Fina nzas Públicas 'Me­
xicanas.-" Editorial Porrúa,S.A.-México, 1961.- Quinta Edi-. , 
c lon.-
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carga tributaria se des ) rcndc de los ¡~rts.l,inciso lQ,ya 

transcrito,y del ~rt.8 que literalmente ~ ice: 

"La socied~d ¿ebcr~ pagar los grav~menes establecidos en 

los Arts.2 y 3 de este Decreto, ~o r cuenta de l socio~den­

tro de l os dos meses siguientes después de voncido el tér­

mino para declarar,o de que haya causado es t ado la resolu­

ci6n r c s ) ectiva." 
Acorde con e l princi~io de que los socios son los suj etos pasi­

vos de los im~ues tos,pues soportan en definitiva la obligaci6n 

de pagar el crédito fisc a l,deriva do de los hechos imponibles,de 

los cuales no son titulares,es que tambi~n el ;,rt.9,en su inci­

so lQ establece qu e ,los socios tienen derecho a que se les de ­

vu elva el exce~ente de lo paga ~o ~or la sociedad en concepto de 
Mantenimiento en Reserva sobre e l im~uesto que result e como con­

secuencia de habe rse acordado,con )ost ~ rioridad y dentro del re -
f erido plazo de cuatro aRos,c3. Jitalizar las utilidades.Además,en 

el inciso ~ltimo de dicho artículo se establecen créditos a fa­

vor de los socios,cuando l a sociedad acordare repa rtir utilida­

des acumulada s ~or l a s cuales hubi ere pagado ya el impue sto de 

Mantenimiento en Reserva,si em: )r e que se den los presu~uestos que 
mencioné en el Capítulo a nt erior. 

Establecido ya que los sujetos pas ivos de los im~uestos que re­

gula el Decreto No.609 son los socios,necesitamos es t ab lecer la 

naturaleza de la obligaci6n que tiene la sociedad respecto al 

pago de los r e f eridos tributos.Se g~n hemos vi sto ,el Profesor Flo­

res Zavala también considera sujetos )asivos a los que la ley 
impone la obli gac i6n de l pago del impuesto en sustituci6n o con­

juntamente con el directamente obligado.Es claro ~ue seg~n el 

Decreto no se puede ha blar de una obligaci6n c onjunta,ya que el 

pago material del impuesto,es decir,la ejecuci6n de la obliga­

ci6n tributaria no le corres;)onde a los socios,o sea,los suje­

tos pasivos de los impuestos,sino a una persona distinta de e­
llos,a q1l ien la ley hace responsa ble del pago de los tributos. 

¿C6mo se ~odría entender esta r es.)onsabilidad de la sociedad?¿ 

Se pOdrá deci r que surge solamente cuando los socios no quieren 
pagar el impuesto? 

Entiendo que conforme la ley,el sujeto activo de los impuestos 

no tiene ninguna facultad para exigir a los socios directamente 

el pago de los tributos;la debe ex igir a la sociedad, qu ien no 
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s610 es res)onsa ble de ese ~a go,pues tambi~n est~ sujeta en vir­

tud del Decreto,al cumplimiento de ciertos deberes que normal­

mente s610 corresponde a los contribuyentes como la de determi­

nar la cuantía de los impuestos y el de presentar las declara­

ciones res)ectivas. 
Podemos deducir de lo anterior~que la obligación de las socie­

dades no es conjunta nisustitutiva de la de los socios.En vir­

tud del Decreto~ella es la ~nica directamente obligada a deter­

minar la cuantía de los im~uestos y a ejecutar su pago. Sin em­
bargo~ese mismo Decreto aclara que ese pago no es a cuenta de 

ella sino de los socios,es decir,que res~ecto a esos actos de 

pago,de det e:Lminación de la cuantía de los im~ue s tos y de ~)re-.. 

sentar las declarac iones correspondientes,la ley tributaria les 

da a las sociedades la cate gor ía de inte rmediarios.El Decreto N~ 

609 establece así una es ~ec ie nueva de representación legal a ~ 

ca rgo de una iJe rsona jurídica, de donde se ) uede e sta blec er que 

todas las consecuencias derivadas del ejercicio de esa represen­

tación obligan a la sociedad .En este orden de ideas,si la socie~ 

dad, por ejemplo~nodeclarara o no ~aga oportunamente el impuesto 
de Ca ;)italización )reviamente acordada~res~onde ante los socios, 

que son sus representados, po r los dafios causados por su negli­

gencia.Es el derecho privado el que establece el modo de dedu­

cir la res ponsabilidad y det ermina a quienes les atafie de ntro 

de la misma sociedad.hsí tambi~n,si la sociedad no declara en 

tiem) o el impuesto sobre Mantenimiento en Reserva,o hac i~ndolo 

no paga ra oportunamente el im lu e sto,quedar~ ella obligada a so­

portar el pago de las sa nciones res ~ectivas.Esas obligac iones 
surgen,no de la relac i ón jur ídica-tributa r ia material,atribui­

ble a los contribuyentes,sino que son consecu encia de otra cla­

se de norma s de car~cter formal,que det erminan los deberes ad­

ministrativos de declarar los tributos,esta bl ecer su cuantía y 
pagarlos en tiempo. 

El Dec r eto No. 609 expre samen te hac e re s .)onsa ble s de l inc um;J li~ 

miento sólo a las sociedades,sujet~ndolas tamb i~n a l as sancio- .. 

nes que resultaren.La oficina encargada de l a administración. de 

los tributos referidos,o sea,la Dirección Gene r al de Contribu­

ciones Directas,cOfi base en las facultades que l e otorga el hrt. 

7 del Decreto de m~rito,dete ~minar~ de oficio los i mp uestos co­

rres pondientes y aplicar~ las sancione s que resultaren de la a-
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plicación de los hrts.12 y 13 del citado cuerpo legal.Los socios 

5610 serían sujetos pasivos de los impuestos y no de las restan­

tes obligaciones;y como consecuencia de ésto,soy de opini6n de 
que la sociedad s610 )uede recuperar de los socios la cuota tri­

butaria pagada con cargo de ellos y,no lo relativo a las sancio­

nes,por ser ella la obligada por el incumplimiento de sus deberes. 

Establecido ya que los sujetos pasivos de las relaciones tribu­

tarias creadas por el Decreto No.609 son los socios y que,la res­

ponsabilidad de las sociedades surge de su naturaleza de represen­

tante legal,cabe preguntarse:¿Por qué el legislador no obvi6 las 
dificultades de interpretaci6n que se podrían presentar al alte­

rarse los principios 16gicos que disciplinan la aplicaci6n de los 

impuestos en general y fijar de una sola ve~ que el sujeto pasivo 

de los tributos que creaba el Decreto eran las sociedades y no 
los socios? 

Creo que el legislador estaba conciente de su det erminaciÓn de 

crear dos clases de im) uestos,distintos en su naturaleza al Im­

puesto sobre la Renta,al cual sustituirían en determinado momen~ 

to.Este propósito no hubiese tenido ning~n efecto si se hubiera 

consideEado a la sociedad como sujeto pasivo de la carga tribu­

taria derivada del hecho imponible del acuerdo de capitalización. 

En este caso y circunstancias,¿qu~ diferencia habría entre el 

Impuesto de Capitalizaci6n y el Impuesto sobre la Renta,si ambos 

recaen sobre las utilidades fiscales de las sociedades? Ninguna, 

ya que en definitiva,ambos im) uestos tendrían los mismos sujetos 

activos y pasivos(el Fisco y las sociedades anónimas) y los mis­

mos elementos que integran la base imponible (las utilidades de 
la soc iedad) 

En cuanto al objeto im~onible,es indudable que el Impuesto de 

Capitalizaci6n,estructurado en la forma seRalada,se tomaría en 

cuenta l a titularidad del hecho imponible, pues el acuerdo de ca­

pitalizaci6n es tomado por las sociedades,sin considerar por o­

tra parte,el as)ecto jurídico de ese acto,al cual ya nos hemos 

referido en el Ca ) ítulo anterior,sino a sus proyecciones econó­

micas,que tambi~n fueron expuestas en dicho Ca pítulo y que no re­

flejan una alteración en el patrimonio social. 

En este caso,lo que gravaría el Impuesto de Capitalizaci6n se­

rían las utilidades percibidas por la sociedad en la medida en 

que fueran capitalizadas.Y dado que ese fen6meno econ6mico de la 
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percepci6n de ingresos de parte de la sociedad es tambi~n objeto 

del Im~uesto sobre la Renta,sería evidente que con el Impuesto 

de Cap italizaci6n,estructurado en la forma que pretendía la Aso­
ciaci6n de Industriales y otras entidades del mismo giro (l),de 

que el sujeto pasivo de dicho im~uesto fuera la sociedad y no los 

socios,se hubiera creado un caso típico de doble im~osici6n. 

Por otra ~arte,esa misma ley de Impuesto sobre la Renta ha juz­

gado el mismo acto de la ca ~ italizaci6n,pero ya en su aspecto ju­

rídico,como generador de un doble traspaso de bienes,de reservas 

de la sociedad a los socios en concepto de dividendos y de ~stos 

a la sociedad a título de a~ortaci6n,para gravar a los accionis­
tas por el monto de las acciones adquiridas por medio de la capi­

talizaci6n,considerándose,en consecuencia,dicho acto,como una dis­

tribuci6n de dividendos en especie,de acuerdo con el Art.ll,inci­

so 2º de la Ley de Impuesto sobre la Renta.Sin embargo,en la ac­

tualidad esa disposici6n ya no se aplica en el caso de que se ca­

pitalicen utilidades ya que,con el aparecimiento del Decreto No. 

609,todo acto de esta naturaleza será objeto o bien del im~uesto 
que lleva su nombre o del Impuesto de Mantenimiento en Reserva, 

en virtud de la ;Jresunc i6n de derecho establec ida por e l fU't.4 
y otros del Decreto. 

Respecto al Impuesto de Mantenimiento en Reserva,si se hubie­

ran considerado a las sociedades como suj e tos pasivos,por prime­

ra vez,en nuestra historia tributaria,se hubi era gravado a las 
sociedades domiciliadas en el país con el impuesto sobre el capi­
tal y al propio tiempo por ese mismo objeto im~ositivo,los socios 

estarían tribu t ando a su vez por el Im~uesto de Vialidad,Serie 

"AH, lo cual sería una doble irCl)osici6n muy ostentosa. Esos fueron, 

(1) 9:) ini6n de la Uni6n d e Industria les Te)ctiles, la Sociedad de 
Lomerciantes ª Industriales de El~Salvador,la hsociaci6n 
Salva doreña de Industriales y la cámara de Comercio e Indus­
tria de El Salvador. tt .-Colecci6n jurídico-Impu esto sobre la 
Renta .. -Editorial Universitaria de El Salvador.-Volumen Prime­
ro.-Primera Edici6n.-San Salvador,El Salva dor, 1968 .-
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a mi modo de ver,los inc onveni ent e s que nuestro l egislador tra­
tó de soslaya r a l estructurar los tributos comentados,estable­

ci endo con clarida d que los suj etos pasivos de l cr~dito fiscal 

eran los socios y no l as sociedades anónimas domiciliadas en el 

país,de que f ormaban parte. 
Ahora bien,¿cu~ l e s s on l as característic a s de los sujetos pa­

sivos de los impues tos crea dos po r el Dec r eto No.609? Es indu­

dable que a l a ca lidad de soc io de una sociedad a nónima domici­
liadn en e l país es una de ellas . Nada dic e l a l ey r especto al 
domicilio de estas personas y ésta es una característica que 

los diferencia de los sujetos pasivos del Impues to sobre la Ren­

t a ,ya que pa r a ~ste e s b~sico e l domicilio de los contribuyen­

tes pa r a det ermina r e l grado de imposición. 
De ac ue rdo con l a l ey qu e regula es t e impuesto,si una socie­

dad anónima domiciliada en e l país,reparte dividendos a socios 

qu e ti enen este mismo domicilio,ellos deber~n suma r a su renta 
persona l l as utilida des que perciban de l a socied~ d y al tota l 
se l e aplic a r~ l a tar i f a progresiva que s eña l a e l Art.37 de di­

cha l ey,t en i endo de recho a l as deducciones l e ga l e s y a l cr~dito 

b~ sic o qu e det ermina e l Art.38 de l a misma .En c ambi o ,si los so­

cios a quienes se r epa rt e d ividendo s,no son domiciliados en el 

pa ís, po r l as utilidades percibidas de l a sociedad ,pa ga rían en 
c onc ep t o de Impuesto sobre l a Ren t a e l 38% sobre e l monto de 

dicha s utilid~de s,de conformidad a l os Arts.39 y 41 de l a Ley 

r e s pectiva y s e ría, a dem~s,un impuesto real,ya que no tendría 
derecho a l a s deduccion8s l ega l e s ni a l crédito b~sico que le 
c orresponde a l os contribuyente s domicil i ados en e l país. 

Es evide nt e que e l Decreto No ~609 ha creado un gra n inc entivo 
para l a inversión extra nj er a , en l a constitución de s ociedades 

anónimas,que vi ene a a um ent a r l a s venta j a s que r es ultan por el 

solo hecho de pert enece r a esta clase de ent idades. 
Pa r a mayor obj etividad de l o dicho pongamos un e j emp lo:una 

pers ona no domiciliada en e l pa ís aporta en l a c ons titución 

de una sociedad an~nim3 l a mitad del c ap ita l s ocia l.Si e sa so­

ci ed~d e stablece que obtuvo durant e e l ejercicio de 1967,una 

utilid3d socia l d istribuibl e de un millón de c ol one s y que re­

pa rtió en e l año de 1968 l a tota lidad de l a s utilidades obteni­

da~ entre sus socios,le t oca ría en consecuencia , a l s ocio no 
domiciliado ,lé c a rlt l dad de @SOOoOOO.oo, po r l a cua l paga ría un 
impu esto s obre l a R0nta de ~190~OOO.00, e quiv3 1ent e a l 38% de 

su utilidad o 
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Pero s i e ~ q. s ~ciedad? en lugar de oo r ~ p~rtir d~ videndo~ en~!,e o :$US 

.sociosaéu e ~d~ cap ita lizar las \Ú'ilid~'des en sú totalidad yef~oG~ 
td~ esa ~peraci6n dentro de los t~Fminos que sefialan los Arts.l 
y 4 del Decre to, e l Impuesto de Capitalizaci6n que pagaría a cüeh~ 

~a de sus socios sería de C120aOOO.OO (12% si $1.000.000.00) de 
la cual le corr2spondería al socio no domiciliado la mitad,es de-O 

cir,$60cOOOooooDicha s utilidades recibidas por este socio en for­
ma de acciones,ya no sErían objeto del Impuesto sobre la Renta, 

de conformidad a lo establ ecido por el Art G 5 del Decreto. 
¿Qué pasaría entonces? Sencillamente que la sociedad an6nima 

indicada evadiría para el socio no domiciliado,el Impuesto so­
bre la Renta que le tocaría pa gar,haciendo uso de recursoS tri­
butarios que la misma l ey permite"El Estado dejaría de percibir, 
en el caso hipotético pla nteado?la cantidad de $130.000.00 ($ 
190.000.00 - ~ 60aOOO eoo),es decir,el 26% del Impuesto sobre la 
Renta que le hubiera toc a do pa gar si el Decreto No.609 no hubie-

ra existido" 
Ahora ya s e empi eza a ver con clarida d el contenido de los con­

siderandos del Decret o No~609 y la forma en que éste auspicia el 
incremento industria l del pa ís~Además,también se nota la forma 

en que los incentivos fisc a les operan y que clase de contribu­

yentes reciben mej or e s benefic io s con elloso 
Es natura l que en una operaci6n como la que hemos relacionado, 

también los accionistas domiciliados en el país sa len benefici~­
dos ,ya que por una parte existe para ellos una amnistía tributa­
ria de cua tro aRos con rel aci6n al pa go del Impuesto sobre la 
Renta por l a s utilidades provenientes de l as percibidas por la 
sociedad oEs probable que l a sociedad decida pagar por dichas u­
tilidades cualquiera de los tributos que señala el Decreto,ya 
que las tarifas para ellos s eña l ada s podrían ser preferibles al 
hecho de suma r c ada socio a sus otros ingresos las utilidades 
sociales recibida s, a ument a nd o as! su renta imponible y la tari­

fa progresiva del Impu esto sobre la Renta que se les aplicaría~ 
Perjudic ados result a r{an,en casos muy raros~aquellos accionis. 
tas que sólo recibieren beneficios por dividendos y la totali­
dad de ellos no a lc anzar a el margen gravable del Impuesto sobre 

la Renta,pero sf resulta rían gravados con los otros tributos en 

forma proporcional a sus a portesoA~n, a si~les queda la alternati­
va de hac e r uso del Art o 180 del Código de Comercio,salv~ndose 
de tributa r po r cualquiera de l os tres impuestoso , 

Volvi endo a l t ema sobre qui~n recibe mej ores beneficib~ del 

oO, 

' j 

< 



Decreto No.609,considero que los deseos del legislador fueron f~~ 
vorecer en gran medida al inversionista extranjero,tomando en 
cuenta los limitados recursos de ca?ital disponibles que existen 
para incremGntar el desarrollo industrial de que tanto estamos 
urgidos y debido a la casi general apatía del inversionista 10-
cal,que no se atreve arriesgar su dinero en empresas de grandes 
alcances,pues sólo se anima a participar en ellas cuando inter­
viene el capital extranjGro,debido a la confianza q~e se tiene en 
la experiencia de los hombres de empresa foráneos.Es natural,pues, 
que el Gobierno se propusiera un progralma de incentivos contribu­
tivos,como el que ahora analizamos en el Decreto No.609,para {a.,. 
vorecer tanto al inversionista local como al extranjero y por so~ 
bre todo,a este ~ltimo,para lograr así no s610 la importaci6n de 
capital,sino también de conocimientos tecnológicos y de adminise 
traci6n de empresas. 

Palra terminar este Capítulo he de manifestar tambi~n,que suje~ 
tos pasivos de los im~uestos comentados pueden ser tanto las per~ 
sanas naturales como las jurídicas,ya que ambas pueden ser acciQ8 
nistas de una sociedad anónima.Cuando el sujeto pasivo de los im~ 
puestos es una sociedad,se presentan problemas en cuanto a la de­
terminación de la cuantía de los impuestos comentados,los cuales 
trataré de abordar en su oportunidad. También hay que indicar,que 
los Impuestos de Capitalización y de Mantenimiento en ResGrva 
son reales,ya que si bien es cierto de que la calidad de socio 

de los contribuyentes fue tomada en cuenta para estructurarlos,en 
la determinación del crédito fiscal no se consideran las condicio­
nes personales de ellos. 
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OA~ITULO V Q ... C~..ls:ul.9-º.~los Impu_~tos de Capitaliiac i6n y de Man~ 
tenimiento en Reserva de laUtilidadé's de las soc.ie­
arlPnfrña's--cTOrñTC iliac)é1s en él ' pa.1§.i; . 

He tratado d8 s upe rar t oda s las vicisitudes que conllevan el 

an~lisis de l Decreto No .609 y he procurado determinar en los do~ 

Capítulos ant eriores, la na turaleza de la obligaci6n tributaria 

material generada por los hechos imponibles creados por dicho 

Decreto o He establecido,además,quienes son los destinatarios de 

la obligación de dar,que constituye el ob j e to de esa obligación.: 

Ahora abordaré un tema tanto más difícil que los a nt eriores 5 co­

mo es el precisar e l contenido de esa obligación de dar,es de~ 

cir,me referiré a l a obligación tributaria material,no ya en sus 

elementos cualitativos (hecho imponible,sujetos,etco) sinO a uno 

de los elementos de carácter cuantitativo como es la liquidación 
de los impuestos comentados 5 dejando para posteriores Capítulos 5 

el an~lisis de la gestión administrativa en su liquidación. 

Antes del an~lisis directo de l a determinación de la cuantía 

es oportuno observar,que t anto el Impuesto de Capitalización co­

mo el de Mantenimiento en Reserva se diferencian,también,del Im­

puesto sobre l a Renta en el hecho de que,su cálculo se hace en 
forma colectiva,es decir,que no obstante ser los socios de las 

sociedad e s an6nimas domiciliadas en el país los sujetos pasivos, 

estos impuestos no se determinan en forma individual para ¿ada 
socio o 

Al sujeto activo de l a relaci6n tributaria no l e interesa en 

el momento de l a determinaci6n de la cuantía del impuesto,lo que 

a cada socio le incumbe dentro del pago de la deuda tributaria, 

por sus relaciones patrimoniales con la sociedad,pues el crédi­

to fiscal se dGtermina en forma global,o sea que,en esa cantidad 

va comprendido lo que corre sponde pagar a todos los socios.Sólo 

cuando el impuesto ya ha sido det erminado y pagado por el r espon­

sable de e110,la sociedad,es que surgen los efectos derivados de 

la condición propia de los sociosoEl Decreto no se refiere a e­

sos efectos en su totalidad 5 s6lo sefiala los casos de devolución 

y de otorgamiento de créditos a favor de los socios,~or parte 

del Fiscoo (Art~9,incisos lº y 4º)e-Nada dice,en cambio,respecto 

a la obligación de los socios de desembolsar a la sociedad la 

parte que les corresponde en la deuda tributaria o que ella que~ 
de f aculta da. para r etener de l as utilidades que l e s corres~onde 

a los socios en e l eje~cicio impositivo en que se rea liz6 el pa­

go o en otro cualquier~,lo correspondiente a l impues to pa gado a 
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nombre de ellos.Ante e§t~ $i1enoio d$ la ley cabe interpretarse 
que la sociedad,al ejecutar a nombre de los socios el pago de 
los citados impuestos,ha efectuado una distribución de utilida­
des que son gravables con el Impuesto sobre la Renta para los 
beneficiados con dicho pago,es decir,los socios,ya que quedaría 
consignado en una operación contable de la sociedad,disminuyén­
dose,así,el monto de las utilidades acumuladas sujetas a futu­
ras tributaciones. 

otro aspecto interesante J:'especto a la determinación del cré­
dito fiscal es el hecho de que el legislador,para la determina­
ción de las tarifas impositivas que contempl an los Arts.2 y 3 
del D8creto No.609,no tomó en cuenta la dimensión económica de 
los hechos imponibles,es decir,las cantidades que se capitali­
zan o se acuerde mantener en reserva,no obstante que elias c~ns-. 

tituyen la verdadera base imponible de dichos impuestos;ni si­
quiera consideró para ese fin la cantidad de la cual realmente 
puede disponer una sociedad para efectuar esa clase de actos.No 
pOdría ser para el caso de la capitalización,sino la utilidad 
contable disminuida por la c~ota de reserva legal y en el de 
Mantenimiento en Reserva,aquello que realmente constituyen re­
servas efectivas y que por eso,aumente el patrimonio neto.En 
lugar de lo anterior,que es lo lógico,el legislador,para elabo­
rar las tasas o porcentajes qu~ se aplicar~n a la base imponi­
ble,tomó en cuenta la renta imponible de la sociedad,deducido 
el impuesto social.¿Qué razones se tuvo para adoptar este cri­
terio?En primer lugar,el legislador,al estructurar los impues­
tos que iban a sustituir al que gravaba la renta percibida por 
l os accionistas,como Impuesto a la Renta,tomó en consideración, 
para estimar la capacidad contributiva d~16s nuevos sujetos 
pasivos, las mismas razones que influxeron en, él para elaborar 
los distintos conceptos fiscales d~ utilidad social y a las 
cuales ya me he referido en el Ca pítulo . 11 de esta Segunda Par­
te de mi Tesis,configurando,as{,el Decreto No.609,un nuevo con~ 
cepto fiscal de utilidad socia¡.para formarlo toma como base 
la utilidad social gravable y le disminuye el impuesto social, 
correspondientes ambos,al ejercicio impositivo de donde provie­
nen las utilidades que se van a capitalizar o a mantener en re­

serva, 
Como se puede observar,este nuevo concepto de utilidad social 

fi~c~l que el Decreto No.609 establece específicamente como ba~ .. 
. 1. 
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se económica para elaborar las distinta s tasas o porcentajes qe 
imposición,es algo menos que la utilidad gravable de las socie~ 
dades,ya que de ella se deduce el impuesto que la sociedad tri­
buta por ella misma.Respecto a l a utilidad fiscal social distri­
buible puede ser algo más en cuanto com~rende aquellas partidas 
que la Ley de Impuesto sobre la Renta,al estructurar esta clase 
de utilidades,deduce de la u t ilidad socia l grava ble por consi­
derarlas como verdadera distribución de dividendos.Entre esas 
deducciones están los intereses,sueldos y sobresueldos que la 
sociedad pa ga a sus socios en determinadas circunstancias;can~ 
tidades que por otra ~a rte son gravadas~con dicho impuesto,ya 
que de conformidad con el inciso 3º del Art.12 de la Ley respec­
tiva,los socios que los recibieren deberán com~utarla como in­
gresos gravables.La base económica determinante de los tributos 
nuevos puede ser algo menos que la referida utilidad fiscal so­
cial distribuible en cuanto no toma en cuenta aquellas utilida­
des que aunque estuvieran exentas para la sociedad no lo fueran 
para los socios y a las cuales me referí también en el mismo Ca­
pítulo cuando procedí al análisis del Art.23 de la Ley de Impues~ 
to sobre la Renta.Además, aduje argumentos para sostener que si 
una sociedad anónima es a su V 0 Z socia de otra de la misma cate­
goría,cuyos ingresos exentos no son de los contemplados en el 
A,rt.21 de la referida ley,entonces resulta que conforme el Art. 
23 citado,la sociedad accionista no tiene utilidad gravable,pe­
ro sus socios tributarán con el Impuesto sobre la Renta por los 
dividendos que de ella reciban. 

Empezamos,así,a encontrar dificultades en la aplicación de 
las disposiciones del Decreto No.609,referent es a la determina­
ción de la cuantía de los tributos que seRala,porque,si la so­
ciedad anónima accionista del ejemplo arriba citado,decidier~ 

-capitalizar o mantener en reserva s sus utilidades perc ibidas:, 
no hallaríamos modo de determinar las tarifas o porcentajes que 
fijan los diversos tipos impositivos,ya que no existiría ningu­
no de los elementos de la base económica que los genera,o sea, 
la renta imponible y el impuesto de la sociedad que decide e­
fectuar los referidos hechos imponibles.¿Qué sucedería entonces? 
¿Nos encontramos ante un c a so típico de exención de los Impues­
tos en el Decreto No.609,por dificultad en su det erminación? 
Contestaré estas preguntas en su oportunidad, ya qu e ant es de­
seo analizar más detenidamente los Arts.2 y 3 del Decreto,por 
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ser éstos los que d~n las reglas para la liquidación de le~ re~ 

feridas contribuciones. 
El Art.2,en lo que respecta a la fijaci6n de las tasas o por­

centajes,dice:"El monto de las utilidades que acuerde capitali­
zar una sociedad anónima domiciliada en el pafs se gravarán con 
la siguiente tabla:si la renta imponible,menos el impuesto so­
cial de la cual proviene el monto de las utilidades que se a­
cuerde capitalizar, 

Excede de $ 20.000.00,pero no de $ 40 • .000.00 •••••• 5% 
Excede de 11 40.000.00,pero no de " 80.000.00 ...... 9% 

Excede de n 80.000.00""""""""""""",,1,2% 
Conforme el tenor de este artículo es indudable que cuªndo u-

na sociedad anónima acuerda capitalizar utilidades,cualquiera 
que sea el monto de ésta5,~ero que no tenga ella misma renta 
i'mponible,no podrá calcularse el impuesto por imposibilidad ma­
temática de establecer los porcentajes,ya que aún para determi­
nar el mínimo del 5% se necesita que la renta imponible de la 
sociedad exceda de $ 20.000.00.-

El Art.3,del referido Decreto,en su parte pertinente,dice: 
,,5i la renta imponible,menos el impuesto social de la cual 
proviene el monto de las utilidades que se acuerda mante­
ner en reserva 

No excede de 
Excede de 
Excede de 

$20.000.00. • • • . . . . . • 4% 
"20.000.00,pero no de$40.000.00 •••• 8% 
"40.000.00, pero no de 1180. OOO~ ?o ' •••• 11% 

.. \ ' Excede de "80 ~.000.oo. · •• .• •••• . • . ' 
' .,'La situación que regula este artículo respecto a 
tanj e,s es muy diferente que la del anterior, ya que 

• • .13% ' r: 
los porcen­
en .la ·ela-

boració_n del porcentaje mínimo el requisito que se exige es 
que la renta imponible no sea superior a los $20.000.00 y se 
puede argumentar que se está dentro de esa situación cuando la 
renta imponible es "cero",lo cual llevaría como consecuencia, 
que al monto de las utilidades que se acuerde mantener en re­
serva,cuando se dan las circunstancias indicadas,se le aplica­
ría el porcentaje del 4%. El que se acepte o no esta tesis da 
lugar a ciertos efectos con relación a la exención de los im­
puestos,o bien de Mantenimiento en Reserva o ~ del Impuesto so­
bre la Renta,lo que trataremos con mayor extensión en el Capí 

tulo siguiente. 
Por el momento debemos dejar bie~ claro la naturaleza varia-

., 
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ble de la cantidad que sirve de base económica para la determi­

nación de las tasas de los referidos impuestos y que esas alzas 
y bajas que sufre,que no están en relación con el contenido de 
los hechos imponibles,se deben a los criterios de que el legis­

lador se vale para definir la naturaleza propia de la renta im­
ponible de las sociedades. Considera que ella es el índice m~s 

apropiado para medir la capacidad contributiva de los sujetos 

pasi~os de los nuevos impuestos y determinar,as!,su graduación 

por medio de las tasas o porcentajes indicados,pero sin consi­
derar esa base económica como un parámetro para definir o deli­
mitar el concepto de la verdadera base imponible. 

La situación es bien clara en lo que respecta al Impuesto de 

Capitalización, pues el ~t.2 del Decreto No.609,no obstante que 

~ mi criterio,adolece de cierto defecto de redacción que lo ha­

ce contemplar una situación irreal,es bien preciso,en cambio, 

cuando delimita la base imponible sobre la que ha de recaer el 
impuesto.Dicho artículo establece que:"el monto de las utilida­

des que acuerde capitalizar una sociedad anónima domiciliada en 

el país se gravará con la siguiente tabla •••• ~." y más adelante, 
dice:"el impuesto se c a lculará aplicando las tasas siguientes 

sobre las utilidades capitalizadas." 

El error que encuentro en la redacción es cuando dice que las 

tasas de impos ición se aplicarán sobre las utilidades capitali­

zadas.Esto,pa ra mí,es una incongruencia,ya que el r eferido im­

puesto se calcula antes de verificarse el acto de la capitaliza­

ción,la cual,por otra parte,puede hasta no llega rse a efectuar, 
no obstante haberse pagado el impuesto.A pesar de este error,por 

el contexto de todo e l artículo,es lógic o int erpreta r que las 

tasas se aplican sobre las utilida des que se acuerde ca~itali­

zar,que es lo que constituye realmente la base imponible del 

impuesto,a la cual el referido artículo no le traza ninguna li­

mitación,es decir,que puede constituir mat eria imponible de es­

te tributo todo aquello que contablemente se considere como be­
neficios realiza dos por la sociedad dentro del período de que 

se trata.Haciendo una delimitación más exacta podemos decir 

que llegan a constituir la base imponible del Impuesto de Capi­

talización todas aquellas utilidades de que la sociedad puede 

disponer,antes de realiza r cua lqui er otro acto,pa r a repartirla s 

a los socios en forma de dividendos;por lo t a nto,no s e toma rá 

en cuenta las utilidades destinadas a integrar l a r eserva legal, 

así como tambi~n, po r lógic a ,lo destinado al pago de l impuesto 
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soc ial. 
Esta interpretaci6n del Art.2 del Decreto est~ en armonía con 

el hecho imponible del Impuesto de capita lizaci6n y con la pro­

pia naturaleza del mismo~pues,como ya hemos establecido,es un 
, 

tributo que grava la futura transferencia de bienes que pasaran 

del patrimonio de la sociedad a l de los socios. 
La int erpretaci6n dif erente,que considere l a base imponible 

del impuesto referido,a la r ent a imponible deducido el impuesto 

social, sería una distorci6n de esa natura leza,pues nos ll evaría 
a considerar como objeto de capitalizaci6n cantidades qu e efec­

tivamente fueron erogadas por la sociedad en el período y que, 

sin embargo,se comprenden dentro del concepto de renta imponi­

ble,como serían los intereses, sueldos y sobresueldos pagados a 
los socios,en l as circunsta ncias ya seña l ada s;donaciones a per­

sonas que no sea n de l a s que menciona el A.rt.2 de l a Ley de Im­
puesto sobre la Renta,etc.-Por el contra rio,ciertos ingresos 

que obtuvo la sociedad y que pueden s e r el contenido de la 

transferencia indic ada ,que es el objeto de l a cap ita lizac i6n y 

que,a~n pueden constituir para los socios materia grava ble con 
el mismo impue sto sobre la Renta ,de j a ría n,con bas e en e sa inter­

pretación,de ser materia de l a base imponibl e del impuesto co­

mentado,por no constituir tampoco parte int e gra nte de l a renta 

imponible de la sociedadaMe refiero en este caso a todos aque­

llos ingresos que l a Ley de Impuesto sobre l a Renta considera 
exentos para la sociedad ,y mJs específicamente,a los qu e no son 

de la misma c a tegoría del Art.21 de la misma Ley, po r que t a les; 

ingresos no pasan exentos a los socios,salvo que éstos sean a 
su vez una sociedad,pero l a exenci6n t e rmina con ellos,de tal 
ma nera que si fuera esta soci eda d accionista,una sociedad an6-

nima,no podría tra smitir a su v ez l a exenci6n de e sos ingresos 

a sus propios accionistas. Todos esos ingresos exentos del Impues­

to sobre la Renta qu e perciben l a s sociedade s anónimas domici­

liada en el pa ís,no tienen por qu~ quedar e xentos del Impuesto 

de Capita lización,ya que las dos contribuciones tienen distin-

t a naturaleza y obj eto. A l a conclusi6n de considerar exentos 

del ifupuestó de~apitalizaci6n a l a s utilidade s que se acuerde 

ca pitaliza r, po r estar c onsiderada s como inte grada s por ingre-

sos exentos para la sociedad,t endríamos que ll ega r si aceptJra­

mos l a t es is indicada.Esa e xenc i6n no est~ e xpr esamen te contem­
plada por el Decreto y no cre o que l a podamos deducir en forma 
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indirecta por el hecho de que el legislador para elaborar lal~s~ 
ta de porcentajes que gradúan la imposición,lo hizo C9.n base en 
la renta imponible de las sociedades. 

Debemos dejar bien definidos dos hechos que se sUGeden en el ' 
tiempo:primero,el determinar las tasas de imposición,tomandd en}, .. 
cuenta la renta im~)onible de las sociedades y despué's"eL de.l '," ",. 

c~lculo del impuesto aplicando las tasas a la base imponible,o 
sea,a las utilidades que se acuerde capitalizar,la que no tiene 
ninguna vinculación con esa renta imponible. 

Cuando la Ley de Impuesto sobre la Renta estructuró el concep~ 
to de renta imponible de las sociedades,lo hizo con el propósi­
to de evitar fraudes,que podrían disminuir sensiblemente la ver­
dadera capacidad contributiva de las sociedades,aplicando así, 
el principio de lucha contra la evasión fiscal;no lo hizo,pues, 
con el propósito de establecer exenciones,ya que ellas expresa­
mente las determina en varias de sus disposiciones¡no creemos, 
de tal manera,que este mismo principio de evitar fraudes y eva­
siones fiscales haya movido al legislador hasta el punto de que­
rer elaborar una nueva especie fiscal de utilidad social,que 
sirviera de ma~. o a la base imponible del Impuesto de Capi tali­
zación.Este fraude no podría realizarse en virtud del acto que 
constituye el objeto de ese impuesto,ya que allí no privan la~ 
suposiciones,sino que la capitalización se hace a base de reali­
dades;no se puede capitalizar sino aquello que verdaderamente 
con~tituye beneficios realizados por la sociedad,con las limi­
taciones que'y~:indicamos,y es por eso que concluyo,en lo rela­
tivo a este impuesto,que toda cantidad que se acuerde ca~itali­
zar,aún cuando sobrepase lo que determina el concepto de renta 
imponible de la sociedad,es gravable,porque constituye la base 
imponible del impuesto,siempre,por supuesto,que se haya inte· 
grado el respectivo porcentaje o tasa de imposición,aunque sea 
el mínimo,porque de lo contrario,como ya dijimos,existiría im­
posibilidad matemática para determinar el impuesto,debido a la 
falta de uno de sus elementos para el cálculo,como es el porcen­
taje.-

Consecuentemente,también con este principio que venimos enun­
ciando,no podríamos considerar base imponible todo aquello en 
que la renta imponible de la sociedad sobrepase a esa magnitud 
que pueda ser el contenido de una capitalización,ya que jamás 
se podría acordar una capitalización respecto a esa diferencia. 
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No se pOdrla,por ejemplo,acordar capitalizar gastos,resul-tanqo 
entonces que en este punto el artlculo que regula el cálcUlo del 

referido impuesto,se se aceptara la tesis a~alizada,ser!a letri 
muerta. 

v ' 

Estudiado ya todo lo relativo a la base imponible del Impue~" 
to de Capitalizaci6n,proceder~ ahora a hacer un an~lisis de la 
misma base respecto al impuesto de Mantenimiento en Reserva. 

Antes de empezar quiero hacer recalcar la distinta naturale~a 

de ambos impuestos. 
He manifestado en otro Capítulo las razones para sostener 

que el Impuesto de Capitalizaci6n tiene como fin gravar una 
transferenc ia de bienes, establee lendo, en c onsee uenc ia ,ul1.a rela ~ 
c i6n entre do s personas: la soc iedad, de c~yo pa trimonip, 'se exP. 

traen los bienes y el socio,que los adquiere.En cambio,en el lm" 
puesto de , Mantenimiento en Reserva no se da esa relaci~n~ya qye 
Id que se est~ gravando es el acto por el cual la sociedad Qe6~~ 
de nq hacer ninguna transferencia de sus utilidades,ya sea pqr 
distribuci6n de dividendos o por el acto de la capitalizact60i.8 
sino conservar dichas utilidades dentro de su patrimGnio.PSlr ~sª, 
razon he sostenido que ese impuesto lo que grava es el patriwo~" _ 

, í /1 
n:j:o. .. 

Trat~ndose de que es 
gico que el legislador 

un impuesto al patrimonio me parece ¡d~ : fi 
se haya propuesto ponerle cierto IÍmit.ª 

a lo que en realidad puede constituir la base imp6nible del¡~­
puesto,es decir,lo que se podría considerar como reservas efec­
tivas,a todo aquello que aumentara el patrimonio noto de la so­
ciedad y que ese límite lo determinara empleando como base el 
concepto de renta imponible de la sociedad . Por estimar que e~@ 
el patrimonio de las sociedades domiciliadas el afectado con @~ 
se impuesto,aunque su pago le correspondiera a los sócio~ como 
ocurre con el Impuesto de Vialidad,Serie"A",se deberían aplicar 
los mismos criterios que se establecen para precisar la utili~ 
dad social gravable,ya que fiscalmente,en esa ma gnitud podrfa 
considerarse aumentado el patrimonio social.Esa raz6n inspira 
la Pé3.:rte inicial del Art.3 .. del Decreto,que dice:"La parte de la 
renta imponible de una sociedad an6nima domiciliada en el país, 
deducid~ el impuesto social,que se acuerde mantener en reserva • 

••••••••• se gravará de acuerdo con la siguiente , tabla. lIA,quí si 
est~ bien clara la delimitaci6h' de la ba~e imponible,ya que 
las utilidades , que se . acuerde mante~er en reserva s610 se gra­
var~n hasta que lleguen a integrar el total de la renta imponi-
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ble.De tal manera que,todo aquello que sobrepase ese límite,lo 

cual r esultaría cuando la utilidad contable de la sociedad fuera 

mayor que la r enta imponible de la misma,no sería objeto de im­

posición.Ahora veamos qué resultaría en e l cas o contrario,o sea, 

cuando la utilidad contable sea menor que la renta imponible de 

la sociedad.&Podría considerarse materia gravable esa diferen­

cia? En mi opinión,no. La sociedad,por lógica,jamás podría acor­
dar mantener en reserva utilidades que no existen nada más que 
en el mundo fiscal.No creo tampoco que al no hacer la sociedad 

esa declaración de mantenimiento en reserva de utilidades fisca­

·les,se pueda presumir de derecho que ha verificado ese acto,ya 

que no existe ninguna disposición dentro del Decreto,que lo diga, " 

ni soy de opinión que tenga en este caso,aplicación lo dispuesto 

por el inciso 2º del Art.3 del mismo,que literalmente dice: 1I si 
transcurrido el término prescrito en el Art.l no se hubiere a·cor~ 

dado la capitalización en todo o en pa rte de l as utilidades de la 

sociedad,se presume de derecho que ésta acordó ma ntenerlas en re~ 

serva a la fecha en que finalizó el referido t é rmin o y deberá pa­

gar el impuesto correspondiente. II Estimo que este inciso se refie­

re a utilidades efectivas de la sociedad ,que dura nte el términa> 

de cuatro años no decidi¿ la sociedad c apita lizarlas .No se refie~ 
re a utilidades fiscales.La presunción de derecho opera sólo cuan­

do dichas utilidades alcancen el margen gravable.establ ecido por 

la renta imponible. 
Veamos ahora cómo opera la mecánica de l os impuestos que crea 

el Decreto No.609;cómo se combinan uno c on otro,t omando on cuenta 
naturalmente,la tesis que he venido sustentando resp ecto a l o que 
debe c onsiderarse la base imponible de e llos. Supongamos una socie­

dad an6nima domiciliada en el país a quien en determinado ejerci­

cicio se le ha fijado una utilidad contable de $100.000000 y una 
utilidad fi sca 1 o renta imponible .de ~ 75.000 & 00 o -De c onf ormida d 
a los Ar ts.2 y 3 del Decreto,el porcentaje a a plicar para el Im­

puesto de Capitalización sería el 9% y para el de Mantenimiento 

en Reserva, el 11%. -Ahora bien, si la soc iedad dec idiera c a;J i talizar 

los $100.000.00 de utilidad contable,el impuesto a pagar sería 

de ~ 9.000.00.-Si por el contrario,decidiera c ap ita liz a r ~nica­

mente $40.000.00 a l finalizar los cua tro años que s eñala el Art. 

l,sólo se podría presumir de derecho qu e ha acordado mantener en 
reserva $35.000.00,es decir,lo que f a lta pa r a inte grar el monto 
gravable con este impuesto,de conformidad a la pa rt e inicial del 

A\r't.3 •. De tal manera que la soc i edad pa ga ría a cuenta de los 50-
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cios:$ 3.600.00 (9% de $40.000.00) en concepto de Impuesto de 
Capitalización y ~ 3,850.00 (11% de ~ 35.000.00) en concepto de 
Impuesto de Mantenimiento en Reserva,haciendo un total los dos 

impuestos,de e 7.450.00.-
Podemos deducir de lo anterior que,si se ace~tara mi tesis,lo; 

fomentado por el Decreto No.609 no es la ca~italización de utili~ 
dades sino el mantenimiento en reserva de las mismas,ya que una 
sociedad en una situación análoga a la que hemos planteado,le 
convendría más pagar el impuesto de Mantenimiento en Reserva,a6n 
cuando los porcentajes sean mayores,porque la base imponible pa­
ra este impuesto tiene un límite que no lo tiene el otro.Dudo 
que este sea el tesultado favorable para las sociedades,pues n9 

debemos olvidar que la mecánica de esos impuestos se relacionan 
también con el del Impuesto sobre la Renta,del cual se 'consj.d@", 
ran sustitutos y que este impuesto repercutirá sobre todo aque. 
110 que no sea gravable con los nuevos tributos y entonces ha~ 
bría que ponderar cuál de esos tres impuestos señalados es el 
que más conviene pagar.Sobre este punto procuraremos extender~ 
nos en el Capítulo siguiente. Por ahora y a manera de conclusión 
de este Capítulo,quiero dejar bien claro lo siguiente: 

a)--Que tanto el Impuesto de Capitalización como el de Man­
tenimiento en Reserva,la base imponible sobre la cual se 
aplicarán los porcentajes que señalan los Arts.2 y 3 del 
Decreto,la constituyen las cantidades que se acuerden ca­
pitalizar o mantener en reserva; 

b)--Que el único límite que puede tener la b3se imponible dGl 
Impuesto d~ C~pitalizaci6n es la u~ilid~d c ont2bl e de l ¿ , 
soci'eda:d, d~dJ'c ido to-do aquello de . que ésta no puede dispo­

ner para efectuar una transferencia a los socios; 
c)--Respecto al Impuesto de Mantenimiento en Reserva,debe ser 

materia de la base imponible todo aquello que pueda llegar 
a constituir reserva efectiva,pero con un límite det ermina­
do por aquella ca ntidad que constituye el nuevo concepto 
fiscal de utilidad social estructurado ~or el Decreto No. 
609,es decir,la renta imponible menos el impuesto social; 

d)-~ue en consecuencia,este concepto nuevo de utilidad social 
sólo tiene dos fines:l)-demarcar el límite de la ba se im­

ponible del impuesto de Mantenimiento en Reserva y 2)-cons­
titui~ la base económic a para determinar la ca pacidad con­
tributiva de los sujetos pasivos,determinando l a graduación 
de los dos impuestos por medio de los po rcent a jes o tasas 
de imposición que señalan los Arts.2 y 3 del Decreto No.609. 

'" l.."" 
'\ "" 

\ 
\ 
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e)--Oue las razones en que se fundan los que sustentan la te­
sis de que la base imponible de los citados impuestos la 
constituye la renta imponible de las sociedades,tiene su 
asidero en ciertos defectos técnicos del referido Decre­

to,así como en lo expresado en l a Ex pos iciÓn de Motivos 
que se acompaRÓ a l Proyecto respectivooEsos argumentos son 

los siguientes: l)-que el Decreto No.609 no es una ley es­
pecial sino un régimen especial sobre utilidades provenien~ 

tes de las sociedades an6nimas domiciliadas en pa ís,susti­

tutivo del sistema de retenciÓn contemplado por la Ley de 

de Impuesto sobre l a Renta y que debía de efectua r la so­

ciedad a cuenta de los sociosoCon esto se quería indicar 

que las disposiciones contenidas en el Decreto ,no son más 

que una nueva regulación del Impuesto sobre la Renta,por 

lo que deb ía entonces aplicarse los conceptos en ella con­

tenidos,como el de renta imponible de l as sociedades. 

El problema así pl antea do se presenta fácil,pero se olvi­
dan que si bien es cierto que el sistema de r etenciÓn que­

d6 abolido,el Decreto No.609 ha estructurado dos nuevos im­

puestos, distintos en su objeto y en s u naturaleza al Impues­

to sobre la Ren ta,al cual tratan de sustituir, tal como lo 
he demostrado ante riormente~Además,si se hubiera querido 

ser consecuente con lo afirmado por ellos,la utilidad so­

cial que debiÓ tomarse en cuenta no era la gravable para 
la sociedad,sino la distribuible para l os socios~ 2)-Lo 

manifestado por el incis o 3º del Artmlº je l D2 c~eto N~~ 

609,que literalmente dice;fl El monto del impuesto se ca l­

cular~ de conformidad con las tasas establecidas en los 

dos artículos siguientes que deber~ aplic arse sobre la ren­

ta imponible deduciendo el impuesto pagado po r la sociedad." 

Si se analiza esta disposiciÓn aisladamente,no existiría 

ninguna duda sobre que la base imponibl e de los referidos 

impuestos la formar í a l a re nta imponible de las sociedades, 
con la deducción seRaladaeSin emba rgo, una interpretación 

teleológica del Dec reto No o 609 nos llevaría a encuad r a r el 

precepto indicado dentro de los principios genera les del 

ordenamiento tributario establecidooEntonces enc ontramos 

que existe una pugna entre dicho precepto y l o establecido 

por l os Au:tso2 y 3,ya que en ellos apa rece con claridad 

cuál es la función específica de la renta imponible de la 

sociedad:determinar l as tasas de impo sición,las cuales se 

.. 



111 

aplicardn §lobre las 'Iutiiidades ca ¡) :L tal:Lzad3$u o sobre "ias 

utilidades en reserva ti y no sobre la. renta imponiblE? de la$ 
sociedades.Otra funci6n de la renta imponible indicadaf8s 

el de servir de limite gravable a las reservas que p~~den 
ser objeto del impuesto respecto i 

ObserVamos que el precepto fiscal contenido en el inciso 3º del 
Aírt.l del Decreto no está en armonía ni c on los Arts.2 y 3 del 
mismo,ni con toda la finalidad de dicho ordenamiento tributario 
que estructura dos impuestos con objeto y na tura lez3 propios,dis~ 

tintos al objeto y naturaleza del Impuesto sobre la Renta,De ser 
consecuente con la tesis que im~ugnamos t endríamos que calcular 
primero,lo que correspondería en concepto de Impuesto de Capita~ 
lización o Mantenimiento en Reserva a toda l a r enta imponible y 

luego determinar con este da to qu~ cantidad correspondería a l as 
utilidades que se ha acordado capitalizar o mantener en reserva, 

pero tal procedimiento no lo s~Aala ninguna disposición del De­
creto ni mucho menos los Arts.2 y 3,que se refieren específica­

mente al ~~lculo de los referidos impuestos. 
Después de lo manifestado en los dos numer a l es ante riores,queda 

sin s entido lo expresado por el Señor Ministro de Haci enda en la 
citada Exposic ión de Motivos, ya que una cosa son los fines -__ que " 
tuvo en mente el autor del Proyecto de Decreto y otra lo que en 

definitiva se encuentra plasmado en él,al t omar foima de est~uc­
tura legal.Lo dicho por el Señor Ministrod~ Hacienda en ~ lgunos 

párrafos de la referida exposición,es l o siguiente:"h e ste efec ­
to es oportuno elaborar un breve coment a r~L o cJ ~ _~ J.S ~- ) l.' i !'l(..::L /:, LJS 

disposic iones de este nuevo sistema tributario :en e l i-\,rt.l SG 
establece la obligatoriedad para la sociedad anón ima domiciliada 
en El Salvador,de pagar por cuenta del socio el impuesto sobre 

la capitalización o mantenimiento en reserva del monto de las u­
tilidades para fines fisc a les obtenidas por la sociedad.Es muy 
important e hacer énfasis en la circunstancia de que e l objetg dgl 

impuesto es el monto de las utilidades sociales pa r a fines fisca­
les,concepto ya establecido en el Art.30 de l a Ley de Impu es to 

sobre la Renta,es decir,haciendo a l a Renta Neta l as dGdy~c io­
nes aüto rizadas por esta ley,sabi endo ,d e a ntemano,que l a1re nta 

Neta se determina deduciendo de la Renta Bruta los gastos nece­

sarios para su producción y pa ra la conservación de su fuente, 
además de los otros que l a misma l ey determina;de t a l manera qUG 
el concepto con que opera en este mecanismo difiere de aquel qUG 
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se utiliza para los efectos de t~cnica contable y no ~odría ser 
de otra manera,porque en materia fiscal,se trabaja con elemen­

tos de tipo fiscal.". "En resumen,todas las dis~osiciones que 
constituyen el Proyecto de reformas,establecen pautas consecuen­

tes con los lineamientos generales establecidos con el sector pri­
vado,que en una interpretación armónica constituyen la unidad del 
nuevo sistema,que no altera el de la Ley de Impuesto sobre la Ren­
ta,conservando su filosofía y sistemática,por lo que es dable es­
perar que su aplicación significará un estímulo favorable a la 
inversión,proclive al fortalecimiento de nuestra economía en los 
sectores p~blico y privado." 

Lo que podemos sacar en claro es que el Señor Ministro de Hacien­
da,con el Proyecto de Decreto No.609,pretendía ~nicamente crear 
reformas a la Ley de Impuesto sobre la Rent~,pero dicho Proyecto~ 
que salvo ciertas variantes,fue aprobado en su totalidad,no est~­
ba reformando únicamente dicha ley,en cuanto suprimía el sistema 
de retención que implantaba el Art.76 y derogaba tambi~n el Art. 
22 que se refería a cierta clase de exenciones del referido im­
puesto con motivo de la ca~italizaci6n de utilidades,sino que, 
primordialmente,estaba reformando nuestro sistema tributario al 
hacer aparecer en escena dos nuevos impuestos,distintos en su 
naturaleza y objeto al Impuesto sobre la Renta y que,seg~n la me­
cánica impuesta por dicho estatuto legal,al perfilarse los pre­
supuestos jurídicos constitutivos de los hechos imponibles allí 
regulados,se operan entre los tributos mencionados,sustituciones 
de unos a otros. Esto nos viene a demostrar cuc ni :"l O!Jn O ¿ (~ el los , ~ 

tiene el mismo objeto,ni mucho menos la misma base imponible .Su­
cede todo lo contrario a lo que nos da a entender el Señor Mi­
nistro de Hacienda en sus explicaciones o comentarios referidos, 
ya que segdn 41,cabe la posibilidad de que tres impuestos dis­
tintos tengan una misma base imponible y lo más grave del caso 
es que esa renta imponible que serviría de base para tasar el 
impuesto de la propia sociedad,serviría tambi~n de base para ta­
sar otro impuesto,el de capitalización o de Mantenimiento en Re­
serva,desviándose únicamente la determinaci6n del sujeto pasivo, 
pero en forma artificial,ya que no se encontraría fundamente al­
guno el que fuera la sociedad o los socios el que pagaran dichos 
impuestos,lo cual s610 se logra a través del análisis de la natu­
raleza y objeto de dichos impuestos. 
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CAPITULO VI.-Exenciones del pago de los impuestos de capita­
lización y de Mantenimiento en Reserva.-

He establecido en Capítulos anteriores cuáles son los obje­
tos impositivos de las contribuciones que crea el Decreto No. 
609. También se indica cuál es la naturaleza propia de los he­
chos imponibles que los generan,det orminando,además,la medida 
e intensidad en que dichos h echos est~n sujetos al impuesto.A­
nalicemos ahora cuáles han sido los fund amentos y los fines que 
el legislador persigue al poner límites a la imposición y que 
dan por resultado que ciertos hechos qu e son de la misma natu­
raleza de los gravabl es,no puedan generar el crédito fisc a l.Es­
to nos conducirá al tema de la exención de impuestos cuya pro­
liferación,así como el de la evasión,reducen sensiblemente la 

base gravable de las cargos tributarias. 
Empezaré el an~lisis haciendo las siguientes consideraciones~ 

las exenciones que pueden determinarse dentro de l a estructura 
del Decreto No.609 no son de orden subjetivo,pues según lo hemos 

indic i':1 do anteriormente,la naturaleza de los impu estos en él com­
prendidos no es de índole personal sino real~No se establecen, 
pues,en consid eración a las calidades o condiciones particula­
res de los suj e tos pasivos de los impuestos. También debemos to­
mar en cuenta que a diferencia de otras leyes tributarias,como 
las leye s de Impuesto sobre la Renta,de Vi alidad,Sucesiones,Do­
naciones,etc.,el Decreto No.609 no define expresamente l a s exen­
ciones .. 

¿Cómo operan l a s exenciones conforme e l Dec r eto No.609? Con­
forme a dicho cuerpo lega l,los impuestos que comprende s e gene­
ran por el acto de la voluntad colectiva que decide capitalizar 
o mantener en reserva l as utilidade s acumuladas y son esas uti­
lidades cuyo destino s e ha decidido con los citados actos,los 
que van a ser obj e to de gravamen.Se puede decir, entonces,que 

todo est~ listo pa ra la determinación de la cuantía del impues­

to,ya qu e s610 f a lta la aplicación de la tasa impositiva corres­
pondiente al monto de esas utilidades;pero puede suceder que es­
ta det erminación,no obstante habe rse r ea lizado toda s esas cir­
cunstancias que generan los impuestos,jamás se lleve a efecto 
por la sencilla razón de no existir e l supuesto l egal necesa­
rio para integrar el porcentaje mínimo de impo sición,que es 

la renta imponible de l a sociedad.Esto sucede,sobre todo,res­
pecto al Impuesto de Ca pitalización,ya que el h rt.2 del Decre-



114 

to empieza a elaborar las tarifas de porcentajes,que se inician 
con el 5%,cuando dicha renta imponible sea mayor de ~20.000.00, 

lo cual quiere decir, que en todos aquellos casos en que la ren­
ta imponible sea menor de esa cantid2d,no podrá determinarse 
porcentaje alguno y en consecuencia,no habr~ nada que aplicar 

a las utilidades que se haya acordado capitalizar. 
Resulta,así,que toda soci edad que se encuentre en situación 

análoga a la indicada,no está sujeta a pagar,a nombre de los so­
cios,ningún impuesto de capitalización.¿Será esto en realidad 
una exención del Impuesto de Capitalización? f. mi modo de ver, 
sí,ya que se han cumplido todos los supuestos legales que gene­
ran el tributo y si éste no se concretiza en una cuantía,ello 
se debe a factores ajenos a la obligación tributaria material, 

a razones de orden técnico o de política fiscal o social.Des­
pués veremos qué tuvo en mente el legislador para supeditar la 
fijación de las tasas impositivas a la existencia de determina­
da cantidad,en este caso,la renta imponible de las sociedades 

y porqué esa c antid2d; además,debería llegar a cierto límite. 
Respecto al Impuesto de Mantenimiento en Reserva he manifes­

tado,que se puede sosten er la tesis de que el hecho de no exis­
tir renta imponible,no es motivo para considerar de que procede 

la exención del impuesto,pues el requisito exigido por el f.rt. 

3 del Decreto,es que para integrar el porcentaje mínimo del 4%, 

dicha renta no debe exceder de ~20.000.00,es decir,que se puede 
estar comprendido en esta condición tanto cuando es de un centa­

vo como cua ndo no exista,es decir,que seai'cero" ,por no ser esa 

renta imponible un elemento de la ba se imponible sino del cálcu­
lo del impuesto.f.l contrario sensu,podemos ha bla r de exención 
del Impuesto de Mantenimiento en Rcs erva,respecto a aquellas 
utilidades que se acuerde d3rles ese destino sí sobrepasen la 

renta imponible de la soci ed ~ d,fund2 mentado en la parte inicial 

del Art.3 del Decreto,que dice:"La parte de la r enta imponible 
de una sociedad anónima domiciliada en e l país que se acu erde 
mantener en reserva ••• _ ••• se grava rá de acuerdo con la siguien­
te tabla." 

Mis ant eriores demostraciones señalaban que si ese porc entaje 
se estaba refiriendo a la base imponible del Impuesto de Manteni­

miento en Reserva,esa base imponible no era la renta imponible 

de la sociedad,sino que debía de interpretarse la disposición 
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como un límite establecido para determinar hasta qué punto las 

utilidades sociales que se acordaren mantener en reserva y que 
son las únicas que constituyen la verdadera base imponible,iban 

a ser gravadas. Las razones fueron expuestas en el Capítulo a.n­
terior y se basan en la naturaleza propia del hecho imponible 
que genera el Impuesto de Mantenimiento en Reserva y en lo ex­
pres:ado por el mismo /-.rt.3,al referirse al objeto sobre el 

cual se van a aplicar los porcentajes,pues,dice:~el impuesto 
se calculará aplicando las tasas siguientes sobre las utilida­

des en reserva. n 

Reafirmo lo expuesto,concluyendo,que tratándose del Impuesto 
sobre Mantenimiento en Reserva,la renta imponible de las socie­
dades sirven para elaborar la tabla de graduaci6n del impuesto, 
pero su inexistencia no genera ninguna exención,por no ser ele­
mento de la base imponible y no dej arse de cumplir la condici6n 

de no llegar dicha renta imponible a la cantidad de @20.000.00, 
por el hecho de no existir,dando luga r,entonces,a que se deter­
mine el porcentaje mínimo del 4% y por el contrario la referida 

renta constituye un límite a la gravación del hecho imponible, 
lo cual en sí puede ser fuente de una exención del impuesto,so­

bre todas aquellas utilidades sociales que sobrepasen a ese lí­
mite. 

Estos son,según mi criterio,los únicos c a sos de exenci6n de 

impuestos contemplados por el Decreto No.609,aún cuando no los 

señala expresamente. Ello se deduce de la interpretación de sus 
disposiciones. Señalada s las exenciones,pasaré a explicar los 
motivos que se tuvieron para establecerlas;si efectivamente 
constituyen un privilegio para los favorecidos la dispensa o 
exoneración de la obligación de pagar los impuestos y si tiene 

que ver en ello la capacid2d contributiva en alguna forma,deter 
minada por el Decreto. 

Esta investigación me lleva,en primer lugar,a verificar un 
análisis de todo nuestro sistema tributario para obtener como 
primera observación,de que existe una vinculación entre las 
leyes que regulan los diferentes tributos,llegando a ser la ra~ 
zón de existencia de algunas de ellas el prevenir la evasión 
de otro tributo.Ejemplo de ello lo tenemos con el impuesto so­
bre Donaciones,cuya promulgación s e efectuó con el fin de evi­

tar que se evadiera el Impuesto so bre Sucesiones,al transferir 
en vida el donante la totalidad o parte de su patrimonio.hsí 
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llegamos también a observar qu e l a c ausa de la ex ención de un 

det erminado impu esto no es una concesión gratuita,sino el evi­

tar una doble imposición,ya que el mismo f e nómeno económico es 

a su vez obj e to de gravamen con otro impu esto. :.sí t enemos,por 
ejemplo,que la Ley de Impu esto sobre la Renta declara ingresos 

exentos a los provenient e s de donaciones y her encia s.hnalizada 

esta ex ención aisladamente parecier a que es un privilegio que 

la ley otorga a los donata rios,her ederos y legatarios,pero no 

es así,ya que tanto e l objeto de la donación como e l de la suce­
sión se grava n con los impuestos sobre Donacion es y Sec e siones, 

respectivament e . otro c a so lo constituye,en forma análoga,la exen 

ción qu e cont empla la misma l ey de Impue sto sobre la Renta por 

los pa gos provenient e s d e l c ultivo y actividades relacionadas 
con el c a fé,porque e l mismo ti empo otra ley especia l grava la 

exportación de e se producto. Para citar otro c a so más,mencionare­

mas la vinculación qu e existe entre e l Impue sto sobre Donaciones 

y el Impu esto de füc a bala, a t enor de l í.rt.19 de la Ley que regu­

la al primero,que dice: R En toda donación r eal o presunta se pa­

gará el r e spectivo impuesto de Alc a ba la por la part e de capital 

que no esté afecto por cua lquier otro motivo, a l impu esto sobre 
donaciones. ll 

De los dicho ant eriormente podemos decir,que no todos los que 

tienen capacidad contributiva están obligados a pa ga r todos los 

impue stos establecidos por el Estado,sino qu e c ada quien pagará 
el impuesto que la expresada vinculación tributaria le det ermi­

ne.Esto lo podemos decir,también,de otra manera:el hecho de que 

una ley tributaria decla re exento a ci ertos suj e tos que tienen 

capacidad contributiva,no l e releva , a l final,del pa go de la con­

tribución al Estado,ya que otra ley existirá,que en mayor o me­

nor grado,los comprenda d entro de sus dis posiciones impositiva s. 

El tema de l a s exenciones demanda cuida do,pue s en r ealidad,no 

se le conc ede ninguna gracia a una persona al r e l evársele de u­
na obligación tributaria si a dos pa sos má s s e va a encontrar 

con otra ley,y a veces dos más,que e sta rán gra vándole e se sím­
bolo de c a pacid ~ d contributiva .Esto no qui er e decir que las ver­

daderas exencion e s no exist en,ya qu e l a s difer ent e s leyes tribu­
tarias conceden francos privilegios a cierta s personas,al no cOQ 

sider afectas a l tributo,hecho imponible s a ella s vinculados,sin 

que exista la amenaza de verse expuestos al pa go de otro tributo 

por los mismo hechos.Como privil egios qu e son,algunos han consi-
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derado a estas exenciones como injustas,pues violan el principio 

de la generalidad de los im~uestos,cuya base es la capacidad con­

tributiva y se enuncia dici endo,que todos aquellos que estén en 

una misma condición respecto a una capacidad económica determina­

da,deben tributar igualoQuienes así piensan~estiman que las exen­

ciones tienen un vicio de origen,pero olvidan que a la par del 

principio de la generalida d y equidad en los impu estos,existe el 

principio de la justicia tributaria,que toma en cuenta los méri­

tos desarrollados por las personas que coadyuvan al bienestar ge­

neral y por ello se convierte en la c a usa de que reciban un trata­

miento im~ositivo muy diferente a todos los demás que se encuen­

tran en idéntica capacidad contributivaoEsta clase de justicia 

tributaria es el fund~ mento de los incentivos fisc ~ les que tra­

tan de encauzar las voluntades hacia determinados fines de pro­

vecho social o colectivo. ¡~sí,por ejemplo,cua ndo el Estado,querien 

do fomentar el ahorro y,al mismo tiempo,incrementar la capacidad 
económica de los bancos,establece que están exentos del pago del 

impuesto de Vialidad,Serie Il[¡il y de Sucesiones, los depósitos ban­

carios,y del Impuesto sobre l a Renta,los intereses causados por 

dichos depósitos,está implantando de esta manera privilegios,ba­

sados en esa cla se de justicia tributaria.Lo mismo sucede,cuando 

queri endo foment a r el desarrollo industrial,el Estado establece 

exención total del impuesto o reducción del mismo,a empresas de­

dicadas a ciertas actividades industriales que propician el ace­

leramiento del desarrollo económico del país,propiciándose,así, 

al mismo tiempo,mejoras a las condiciones de vida para la pobla-

o ciónoEstos son los objetivos de las leyes de Fomento Industrial 
y de Fomento Avícola. 

Expuestos ya eS08 breves com enta rios sobre la naturaleza de las 

exenciones en general,que nos llevó a clasificarla s en exenciones 

verdaderas o privilegios y exenciones aparentes,según que los fi­

nes del legislador,en det erminada ley tributaria,se0n el de re­

servar o no lo hechos imponibles liberados del crédito fisc a l,pa­

ra otra cla se de tributos~Pasaremos a analizar ahora,con base en 
dichas considera c iones,la característica de las exenciones que 

establece el Decreto No ~ 609QPrimero t endremos en cuenta que el 
referido Decreto establece una vinculación estrecha entre los 

impuestos que regula y el Impuesto sobre la Renta,al extremo de 

ser considerados de la misma especie,cosa que creo haber ya de-
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mostrado que es una falaciaoLo que en realidad pretende el De­

creto No.609 es compulsar a las sociedades anónimas domiciliadas 

en el país,para que d entro de un período de cuatro años,obliguen 

a sus socios por cua lquiera de los tres impuestos mencionados,en 

relAción a las utilidades percibidas por dichas entidades.De tal 
manera que,conforme a la mecánic a que implanta el expresado tex­

to legal,al finalizar el término referido se ha brá det erminado 

cuál es el impuesto que en definitiva pa garán los accionistas 

contribuy ent es,pero mientras dicho período transcurre,s e verifi­

ca entre los citados impuestos un orden preferencial que podemos 

regular en la siguiente forma: 
a}--El Impuesto sobre la Renta que gravaría a los socios por 

la decisión de las sociedades de repartir dividendos,deja 

sin efecto a los otros dos impuestos y puede sustituir a 

éstos,si ya hubieren sido fij ados con anterioridad y aún 

pagados,por el hecho de haber acordado las sociedades capi-

talizar o mant ener en reserva dichas utilidades; 

b)--No generÁndose el Impuesto sobre la Renta,el Im~u e sto de 

Ma nt enimiento en Re s erva puede sustituir al de Capitaliza­

ción y viceversa.Concluidos los cuatro años ya es posible 

determinar respecto a estos dos impuestos cuál es e l que 

en definitiva se c ausa,tomando en cuenta,ad emás,pa ra tal 

efecto,la presunción de derecho de haberse acordado mante­

ner en reserva las utilidades al no existir ningún acuerdo 

de capitalización o que,existiendo,no se hubiere verifica­
do dicho acto en los dos años subsigui entes al citado ej er­
c ic io; 

c)--Entre el Impuesto sobre la Renta y el de Mantenimiento en 

Reserva podemos establecer también la relación siguiente:el 

primero de dichos impuestos, finalizados los referidos cua­

tro años,no puede sustituir al segundooEsto quiere decir,que 

aunque la socied~d acuerde repartir dividendos,si ha trans­

currido el término citado,los socios no computarán en su 

renta p2rsonal las utilidades percibidas, a l menos en forma 
de acciones,las cuales se encuentran exentas del pa go de 

Impuesto sobre la Renta,por haberse c ausado ya el Impuesto 

de Mantenimiento en ReservaoQuienes no están de acuerdo 

con esta tesis afirman,que el Impuesto sobre la ; renta L.puedJe 

sustituir en ¿uilq~{er moment~ ~lI~~li¿sto de Maritenfmienta 

en Reserva,constituyendo lo pagado en conce0to de este impues-



119 

to,un crédito para l a cancelación de aquél,teniendo derecho los 
socios a que s e les devuelva el excedente,si lo hubiere. 

Para hacer t a l a firmación se basan en lo dispuesto por el Art. 

9,inciso 4º,del Decreto. Creo que aquí se comete el mismo error 

de int erpreta r un precepto lega l en forma ais13da,no sólo de las 
demás disposiciones qu e int egra n el ordenamiento jurídico tribu­

tario comentado,sino a~n de l as consideracione s cont enidas en 

el mismo a rtículo . Si analizamos detenidamenté los tres prime­

ros incisos del Art.9 not a r emos ,que todos so r ef i eren a la si­

tu~c ión espec i al de que no haya transcurrido e l t~rmino de cua­

tro afios que sefiala el Artel,no e nc ontra ndo justificac ión de 

por qué e l ~ltimo inciso,o sea el cua rto,s e va a referir a una 
situación diferente e 

Habi endo dilucida do ya cuil es la mecánica o f orma de oper a r 

y despla za rs e unos a otros,de los tres impuestos citados,tene­

mos ya base suficiente para a firmar que las exenciones que se­
fiala el Decreto No.609,no son exenciones de l as que hemos cali­

fic a do de v erda deras,ya que las utilidades sociales qu e consti­

tuyen e l objeto de gravamen resultan en alguna forma gravadas 
para los socios,no constituyendo ésto ningJn privilegio,pues no 
existe tampoco dentro del Decreto,ninguna disposición que sefia­

le un efecto diferente. 

Establecido lo anterior,veremos ahora qué se propuso en reali­

dad el autor del Proyecto de Decreto al pretender establecer 
las exenciones y si ello era en provecho o perjuicio para los 
eximidos. 

SegJn el ~rt.2 del Decre to,se establece con relac ión al Impues­
to de Capitalización,que si l a renta imponible no ll ega ra a la 

cantidad de ~20.000.oo,el porcenta je mínimo de imposición no 

llegaría a integrarse y en consecuencia,las utilidades que se 

capitalizarían estarían exentas del pago de ese impuesto.Se es­

tablece,entonces,que por el hecho de la capitalización los so­

cios estarían recibiendo utilidades en especie y por lo tanto, 

estarían afectos al pa go del Impuesto sobre l a Renta,debi endo 
computar los socios tales utilida des en su renta personal. 

El espíritu o filosofía de nuestra actual l ey de Impu esto 
sobre la Renta es el de considerar l a distribución de acciones, 

con motivo de una c ap italización,como afectas a l pago de dicho 

impuesto para los socios que las recibi eren,ta n es así que se­

fialó,por r a zones de política fiscal,un a excepc ión a l a regla 

general,la contemplada en el Art.22,derogada precisamente por 
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el Decreto No.609 y que literalmente dicía:lfcuando cumpliendo 

con las formalidad es l ega l es una sociedad anónima hubiere acor­
dado capitalizar todo o part e de sus utilidades,la distribución 

de acciones de es ta sociedad qu e r epres entan el c ap it a l así au­

mentado~n o se computarán en l a renta del socio para l os efectos 

de su impu es to,siempre que esta distribución se ha ya hec ho en 
proporción al número de acciones que posea c ada socio en la so­

cieda d. tI Derogado e l a rtículo,desapa reció l a exención en él con­

tenida.Sin emba rgo ~quedó siempre en vigencia e l principio de 

gra va r l a distribución d e acc ion es con e l Impu es t o sobre la Ren­
ta pa r a los socios que l a s r ecib ieren,s a lvo e l caso que se ca u­
s e el Impu es to de Capitalización a l darse los presupuestos le­

gales que estab lec e el Dec r et o No.609.-
Los que sostiene n l a t es is de que a l no generarse e l Impuesto 

de Capitalización de utilidad es ,la s acciones que se distribuyan 
a los socios con motivo de ese ac to,es tán t ambién exent a s de l 

pago d e l Impuesto sobre la Renta,s e basan en lo dispuesto por 

el Art.5 del Decreto,que dice:" e l socio que r ec ibi er e utilida ­

des en acciones,no computa rá e l va lor d e dichas ac ciones en su 
renta personal c orrespondiente al e j ercicio en que l a s utilida ­

des l e fu er en pa gadas o acreditada s en e sa forma." Quienes así 

piensan creen v er e n e sa disposición un resurgimiento de l Art 8 

22 de la Ley de Im~ues to sobre l a Renta,ya derogado,p ero en u­

na forma más amplia,pues aquí no se exi ge e l cu.mplimiento de 

la proporción entre el número de acciones pose ídas y e l de las 

nuevas acreditadas. 

Se persist e nu eva mente en el e rror de int erpreta r un precepto 
l e gal en forma aislada,ya que no s e l e vincu la con l as demás 

disposiciones que es t a bl ecen l a mecánica de los r ef Gridos im­

puestos.Más aún,el precepto indic a do que corres pondía e n el 

Proyecto del Dec r eto al Art o 4,tenía un segundo inciso qu e aho­

ra figura como el inciso 2º del Art.4 del Dec r eto y qu e dice: 
"la escritura de cap italización correspondiente no podrá s er 
autorizada por el Notario mientras no s e presenten las constan­
cias de estar pagados los impues tos de cap ita lizac ión o de r e ­
serva , en su caso." Esto da a ent end er que l a exención que in­

volucraba el inciso lº del Art.4 de l Proyec to del Decreto, esta­

ba su~ editada al h ec ho de habe rs e generado y pagado e l Impues­

to t a l como lo es t ablecía su inciso 2ºimotivac ion e s de orden 

t écnico han de ha ber influído en e l l eg islado r para tras plan­
t a r dicho inciso al Art.4º de l Decreto.Hay que observar que el 
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Art.5,cuyo comenta rio ha cemos,aunque solo,es decir,despojado de 

su inciso 2º con que originalmente aparecía en el Proyecto,se 
encuentra ahora a continuaci6n del actua l Art~4º,donde figura 
el inciso 2 º que le pertenecía.Esto nos esti indicando que el 

legislador,no obstant e la trasmutaci6n indicada,no cambió el 
esprritu del Proyecto que consideraba como condición para que 

opere la e X8nci6n que establece e l Art e 5 del Decreto,de que se 

haya generado el r e spectivo Impuesto de Capitalizaci6n,ya que 
ning~n Notario podrá autorizar la escritura de Capitalización 
si no se le c omprueb~ antes,haber pa gado dicho impuesto.Sefiala­
mas que l a exención de l Art n 5 del Decreto tiene íntima conexión 

con el hecho de generarse e l Impuesto de Capita lización,ya que 

este hecho es su presupuesto. Nada dice el Decreto respecto a 

la situación de que este impu esto no se concretice y,ante este 

sil encio,deber~n aplicars e los principios de la LGy de Impuesto 
sobre la Renta,la cual por su parte,no contempla esa clase de 

exención de su impuesto.Jamis podemos aceptar que una exenci6n 

t 
. , 

genere o ra ex enClon o 

Hemos es tablecido la clase de exención que representa la Ca­
pitalización y sus repercuciones respecto al Impuesto sobre la 

Renta,s61o nos resta examinar las razones que tuvo el legisla­

dor para establ ecer esta cla se de tra tami ento de las utilidades 

de una socieda d an6nima domiciliada en el país,cuando su renta 

imponible no llega al l{mite mínimo de @20.000ooo,discriminin­
dalas del pa go de l I mpu e sto de Capitalización. 

Se pued en hacer mucha s conj etura s a l r e sp ecto.Es probable que 
dicha s r a zon e s se funden en el hecho de que c on e l Decreto No. 

609 se pr e t endía estimula r 0nicamente a las empresas de gran 
magnitud,dejando que fuera el Impuesto sobre la Renta el que 

se aplic ara, 2' la s otra s, pue s este im;Jue sto resul tarra en c ier­

tos casos m~s perjudicial a los socios de gran capacidad con­

tributiva al t ener que incorporar a su renta personal esos in­

gresos r ercibidos en forma de acciones,que a la par de aumentar 
su ba se imponible elevar{a sensiblemente las tasas de imposi­

ción de e se tributo ~ Se puede conjeturar también,que el legis­

lador ha ya considerado la situación especial de que si una so­
cieda d no tiene o tiene poc a renta imponible,es muy probable 

que los socios no pagu en impuesto sobre la Renta por l a s utili­

dades percibidas en forma de acciones y,no sería justo,que sien­
do esto así,se obliga r a a tributar a los socios por un impuesto 

que,como e l de Ca ~ it a lización,no t oma en cuenta la renta impo-
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nible de 125 soc i edades para elaborar su base imponible sino las 
utilidad es que se van a capitalizaroAl no existir ninguna iden­

tidad entre dichos objetos im~ositivos pod~ía darse el caso de 

una sociedad qu e tuviera un r enta imponibl e pequeRa o que care­

ciendo de ella,se l e hubiera determinado contablem ente una gran 

utilidad que ) odria ser el contenido del hecho imponible de ca­
pitalizaci6n,el cual estaría relevado del pago del Impuesto por 

la circunstancia primeramente sefialada~ 

Esta justificaci6rl que hemos apuntado s6 10 tendría validez 

cuando l a sociedad percibiera ingresos de la categorí a que seRa­

la el Art Q 21 de la Ley de Impues to sobre la Renta y no c uando 

sean de otra naturaJ ez3 0 

Dadas todas las ci~Ctl~ s tancias indicadas,considero que el le­
gislador,con un gr2n sentido de cquidad,quizo que situaciones 

como l as ~lante a da s,fll eTa n ~uzgada s 0nic 1mente por la Ley de 

Impu es to sobre la Renta,ya que ~sta ,pa ra determinar la grava ­

ci6n de l as utilidades social e s percibidas por l os socios , esta ­

blece regulaciones que tienen m~s conexi6n con la capacidad 

contributiva de e110s,la cua l puede ser aumentada o disminuida 
fisc a lmente,seg~n lbs princip ios de justicia tributaria que ins­

piran a dicha ley;consideraciones 6stas que no toma en cuenta 

el Impuesto de Cap italiz3ci6n,ya que ~l se ap lic a en forma ob­

jetiva sobre las utilidades que van a capitalizarse. 
Entendemos,sin emba rgo,que si a los socios le s fuera muy one ­

roso e l pa go del I mpuesto sobre la Renta,a l a sociedad le queda 

otra a ltern a tiva~que le permite evadir l ega lm ente,para sus so­

cios,el pago de dicho im~uesto y es el de acorda r mantener en 

reserva l as utiJ.idades o dejar que opere la presunci6n l ega l 
de ese acto al no acordar ninguna ca pita J.izaci6n de utilidades 

dentro d e l plazo que seRala e l Art.l del Decreto,ya que para 

generarse e l Impuesto de Ma ntenimiento en Reserva y que el c~l­

culo de ~l proc eda,no se ~equiere que la renta imponible tenga 

un límite mínimo que haga pJsible la e l abo raci6n de l a tarifa 
impositiva,no siendo a~~ nec esario,seg~n mi opini6n ya expresa­

da,de que dicha renta e~ista~Esto constituye por sí un incenti­
vo para fom entar el ahorro de las s ociedades y de su forta l ec i­

miento financie ro que repercute,adem~s,en el desarrollo econ6 -

mico del país en que estamos empeRados?De tal manera que las 

reglas jurídica s contenidas e n el Decreto dan la pa uta a la so­
siedad para que decida cu~l es el impuesto que desea paga r. 
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Con respecto al Impuesto de Mantenimiento en Reserva,cuya exen­

ción se produce cuando las utilidades que se acuerden mantener 

en reserva sobrepasen el límite m~ximo que establece el Decreto, 

es decir,a la cantidad determinada como renta imponible de las 

sociedades,podemos fundamentar dicha enervación tributaria con­

siderando de que el legislado~ se propuso darle también a las 

sociedades una oportunidad para que sopesaran,respecto a esas u­

tilidades,qué tratamiento les era mis propicio a los socios,bien 
decidiéndose por el que regula la Ley de Impuesto sobre la Rent~, 
que inclusive podría considerar exentos de dicho impuesto a los 

ingresos percibidos por los socios,en una distribución de divi­

dendos y que no estuvieren comprendidos dentro de esa renta im­

ponible de las sociedades,o bien,cuando le fuera perjudicial a 
los socios ese tratamiento por no ser los ingresos que rebasan 

el límite indicado de la categoría que señala el A,rt~21 de la 

Ley de Impuesto sobre la Renta,tratar de evadir el pago de este 
impuesto mediante la realización de los hechos im~onibles que 

genera el Impuesto de Capitalizaci6n.Y ~quí tendríamos otro ca~ 

so en que el referido Decreto propicia el crecimiento de los pa­

trimonios sociales que pueden ser destinados a la inversión con 

todos sus efectos benéficos para el desarrollo económico del país. 

Para terminar este CapítUlO sólo resta referirme,aunque sea 

brevemente,al fenómeno de la evasión de impuestosoAl respecto 
puedo manifestar que por lo que he ~odido observa r a través del 

anilisis de las exenciones de los impuestos que regula el Decre­

to No G 609,pócas leyestributarias"propiciah tanto,tomb lo ti¿C~0 

aicho D~cre to,las evasiones le~ales a tal punto que podríamos 

c onsiderar toda la din~mica impo sitiva que él entraña,como una 

estructuración de dichas evasiones,que se pueden realizar den­

tro de ese período de cuatro años que señala el A~tol de dicho 

cuerpo legal y que tiene su fundamentación,como ya lo hemos ma­
nifestado,en conceder a las sociedades la facultad de decidir 

por cuál de los tres impuestos citados se va a gravar a los so­

cios,por las utilida des que perciba en determinado ejercicio.O~ 

tra evasión legal que permite el referido Decreto es el relati­
vo a los socios no domiciliados en el país,ya que al pagar el 

impuesto de Capitaliz~ción o de Mantenimiento en Reserva,eva­

den el pago del Impuesto sobre la Renta que es sensiblemente 

mis gravoso para ellos.Esta evasión,como lo ex~ liqué en su 0-

portunidad,también se le puede dar una justificac"ión,la cual es 
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la de pro pi c i a r l a inversi6n extranjera a nt e l a apat í a de los 

c apita listas nac i ona les. 
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G/ . (~ ITULO VII. -Obli..9.,ill:iQnrs.s_._clJL.la..?_S_o,f iedades de dec larar 
y de pagar los i rQQu estos .. 

Establecido ya cuále s son los hechos imponibles y los suje­

tos pasivos de l a s relacione s tributarias preceptua da s por el 

Decreto No.609,10 cual constituye e l elemento cualitativo de 

dichas relaciones y habi éndose,además, analizado su otro elemen­

to,de naturaleza cuantitativa,como es la liquidación de los im­

puestos comentados,me toca ahora referirme a la forma cómo esa 

liquidación se efect~a;quién debe hac erla y de sde qué momento 

produc e sus e f ectos jurídicose 

El Art o 6 de l Decre to establece que: íI la sociedad deberá pre­

sentar decl aración det a llada sobre l a s c antidades que s e hubie­

ren acordado capita lizar o ma nten er en reserva,en los formula­

rios preparados por la Dirección Gener a l de Contribuciones Di­

r ectas,dentro del plazo de tres meses contados a partir de la 

fecha en qu e se acu erde la c ap ita lización o se consideren man­
t enidas en reservao" 

En el caso de l Art o 4,la decla ración deberá pre s enta rse en 

el término de tre s meses conta dos a partir de la fecha en que 

haya concluido el plazo de dos años a que se r efi ere dicho ar­

tículo. 

Del análisis d e est e artículo s e deduc e , en prime r término, 

que la obligación de declara r l a s bases para la liquidación de 

los impu e stos no l e corre s ponde a los suj e tos pasivos de la re­

lación tributa ria material, e s decir,a los socios,sino a la so­

ciedad,y esto es así en virtud de la repre s entación l ega l que 

el Decreto No.609 instituye ~ De t a l manera que ,además de la o­

bligación de paga r el impue sto, qu e constituye el obj eto, e l con­

t enido d e la obliga c ión tributaria material,a la sociedad le 

corresponde otra obligación de c a r áct er subsidia rio,como es la 

de declarar en forma detallada l a s c a ntidade s que s e hubi eren 

acordado c apita lizar o mant en er en r e s erva ,cuya naturale za es 

de tipo formal y administra tivo,ya qu e s e encuentra incluída en­

tre los procedimi entos destina dos a la gestión y liquidación de 
los impu estos. 

Ahora bi en,tal como e stá re d~ cta do e l Art u 6,s e podría supo­

ner que el cálculo de los impuestos no l e corre s pond e hac erlo 

a las sociedades,ya qu e según dicho artículo,su obligación se 
limita a indic a r únic ament e cuá l e s son l a s bas es impositivas 

de los citados tributos,como son l a s utilida de s socia les que 
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que hubiere acordado capita lizar o mantener en reserva. No exis­

te dentro del Decreto ninguna disposición que imponga a las so­

ciedade s la obligación d e com~utarse los im~u es tos en sus decla­
raciones.Siendo estos así,se podría inf erir que corresponde a 

la oficina enc a r gada de l a administración de los impu estos alu­

didos,o s ea , a la Direcc ión General d e Contribucione s Directas, 

el det urmina r mediante una resolución,cu61 e s l a c a ntidad que 

le corresponde pagar a l a sociedad,en t a l conc epto,de conformi­

dad a la decla r ac ión presentadaoSería entonc es en e sa resolu­

ción ~onde~~e · lestablecería si se int ogran o no los porcenta­
jes que indic a n los Arts.2 y 3 de l Decreto,así como l a ma gnitud 

gravab l e de la base imponible dec l a r ada y como r e sultado de to­
do e so e l monto d e l impuesto a pagar o 

En e sta forma el Decreto estarí a estableciendo un procedimien­

to análogo al que existía en l a Ley de Impue sto sobre la Renta 

de 1916,en dond e el contribuyent e no se computaba e l impu Gsto 

en su declaración,sino que esa l auor qu eda ba a c a rgo de l a ofi­

cina indicada,toma ndo como base los datos consignados en las de­

clar acione s.De acuerdo a es t a t es is es indudable que la Direc­

ción Genera l de Contribucion es Directas,c ua ndo ex isti ere decla­

ración~ es t aría obligada a liquida r los impuestos que señala el 

Decre to y a expedir lo s Mand~mientos de Ingresos res~ec tivos, 

dentro de un plazo qu e no exced i era de los dos me s es siguien­

t e s de vencido el término par a declarar,a ef ecto d e que l a s so­
ciedade s no s e encuentren imp edidas pa ra cumplir con oportuni­

dad la obligac ión de p2ga r los i mpues tos d entro d e l plazo que 
señala e l Art ~8. Ahora bienqest e procedimiento que hemos indi­

cado y e n virtud del cual l a Dirección Gener J l de Contribucio­

nes Directas s ería l a enc a rga da de liquida r los impues tos con 
base e n los datos dec l a r ados ,no lo es t ab l ec e el Decreto en nin­

guna de sus disposiciones oEs más,al r e f erirse e l Art.7 a la ta­

sación de oficio que l e correspondería v erific a r a dicha ofici­

na,sólo contempl a dos casos~ a)--Que l as declaraciones presen­
tadas por la sociedAd no se est imar en correctas y b)--Que no 

s e hubi er e cont estado e l fODTIul a rio de decla r ac ión. Razonando a 

contrario s ensu en e l primero de los c a sos i ndicados,podríamos ' 

convenir en que,cuondo l a dec l a r ación es correc ta o cua ndo no 

se haya llegado todav ía a esa e stimac ión,la expr esada oficina 

no tiene la f acultad de liquida r de oficio los impuestos co­

rrectos o 



-

127 

Hay que tornar en cuenta,además,que el Art.7,en su inciso 2º, 

le confiere a dicho organismo,para fisc a lizar las declaraciones 
presentadas,un plazo de cinco años contados a partir de la fe­
cha en que termine el concedido para presentar dichas declara­

cionesoObligar a qu e la Dirección General de Contribuciones Di­
rectas haga esa comprobación que estatuye el referido artículo 

en su inciso lº,antes de que finalice el plazo para pagar el im 

puesto r e spectivo,sería r e stringir la facultad que dicho precep­

to legal le confiereo 
Es indudable que existe un vacío en el Decreto para resolver 

la situación planteada,y en tales circunstancias tenemos que so­

meternos al proceso de integración de la norma jurídica aplica­

ble,tomando como base lo dispu esto por el Art.15 d e dicho esta­

tuto legal,que dice: 
"En las materias no reguladas por el Decreto se aplicarán 

las disposiciones d e la Ley de Impuesto sobre la Renta~" 

Así,en esta forma,se soluciona la situación planteada,aplican 

do lo que al respecto estableciera la Ley de Impuesto sobre la 

Renta.Debo hacer notar,que esta ley no regula en forma específi­

ca la obligación del contribuyente de computar el impuesto en su 

declaración,no obstante ello, existen disposiciones que dan a en­
tender dicha obligaciónQ 

hl efecto,el hrt o 67 de dicha Ley,dice:" cuando el monto correc­

to del impuesto sea mayor que el declarado o el tasado,la Direc­

cibn Gen eral determinará el impuesto complementario que correspon­

da." El Art o 93,por su parte,dice: "cuando el impuesto pagado con­

forme a la dec larac ión" •• o o o " 

El artículo,comprendido en esa Ley,que más configura la refe­

rida obligación es el Art a 74,que en su pa rte pertinente,dice:"el 
pago del impues to computado en la decl a r ac ión se ha rá dentro de 

los dos meses siguientes a aquel en que se t ermine el plazo para 

presentarla o ...... ~ • o 

El cómputo del impuesto que apa r ecerá en la declaración,se ha­

rá en la forma establecida en el Reglamento r e spectivo." Yefecti­

vamente,es en el Regl amento de la citada Ley,en su Art.33,donde 

se encuentra bien definida la obligación del contribuyente de com­

putarse el impucsto.,Dicho artículo,dice:"El contribuyente compu­

tará en su decla ración el impuesto que corresponda a la renta im­

ponible declaradao Las Delegaciones de la Dirección General pres-
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tarán al contribuyente todo e l auxilio e información que éste 

requiera para elaborar su declaración y Gspecia lmente para e­

fectuar e l cómputo del impuesto qu e corre s? onda a la r enta de­

c larada 0
11 

No deja de s er criticable que materia tan importante como la 

forma de liquidarse el impu Gsto aparezca en un Re glamcnto~cuya 

finalidad espec ífica es de sarrolla r los principios fund amenta­

les de una l eYoNo entraré en consid eraciones sobre si se ha fal 

tado a la técnica jurídica en esa forma de proc eder de l legisla 

dor y sobre los efectos jurídicos que se podrían r estar al ex­

presado Art.33 d e l Re glamento de la Ley de Impuesto sobre la 

Renta;me basta con s eña l a r esa situación y pa r a lo que nos inte 

resa pod emos valernos de ese artículo pa r a ~ stablecer que las 

sociedade s tienen l a obligac ión de computar en las d ecla racio­

nes a que se refi ere el Arta6 de l Decreto NO o 609,el impu e sto 
respectivo~ 

Habiéndose hecho luz ya sobre si corresponde a la sociedad 

computar en la dec l a ración el impue sto respectivo,pasaré a estu­

diar otros puntos sobre dichas declaracionesoEn primer luga~ , 

hay que det ermina r la natural eza jurídica de l a s decla raciones, 
de esa manife stación o reconocimi ento expont~ne o de ciertos he­

chos ant e e l orga nismo comp etent e. 
¿Constituye dicha d ecl a ración una manera de inicia r el pro­

cedimiento de gestión administrativa,una moda lidad de a uto li­

quidación o en otras pa labras, e s un simple acto administrativo? 

o bien,¿entraña l a d ecl ~ ración un acto jurídico de e fectos pro­

batorios? Si l e damos nuev~ me nte a plicación al Art o 15 de l Decre­

to,podr í amos establec er, con base en e l Art o 49 de la Ley d e Im­

pu esto sobre la Renta-, que l a dec l arac ión ti ene visos de c onfe'" 

sión.Conformo a este a rtículo l a dec l lración d a Impu e sto sobre 

la Renta rec ae sobre hec hos ver ific ados por el contribuyente y 

al imponérsele a éste l a institución de l juramento, produce tam­

bién e fectos probatorios a tal punto de que de conformidad con 

el Art.64,literal a),las e s t imacione s que en e lla s e ha ga n sir­
ven de base a la Di recc i ón Genera l de Contribuciones Directas 

para la determin ac ión de l a r ent a.Aho ra bi en?si esa ca racterís­

tica apuntada puede te n or va lide z tra tándos e de l impu esto sobre 

la Renta,en que l os hec hos declarados sólo perjudic a n al contri­
buy ent e declarante, no l a t i ene pa ra los impuest os que regula el 

Decreto No c 609,ya que los hec hos decla rados por la sociedad no 
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la perjudican directamente a ella sino a los socios por quien 

declara. 
Es conveniente hacer una distinción entre el hecho material 

de presentar la declaración y el contenido de ella.El Decreto, 

en su hrt~6,le impone a la socied~ d la obligación de declarar 

y al no cumplir con esa obligación o presentar la declaración 

fuera del plazo que el mismo artículo estipula,sería sanciona­

da de conformidad a lo establecido por los Artsoll y 12 de la 

referida LeyeNada dice ésta con relación al efecto que podría 
tener una declaración fJlsa presentada por la sociedad,ni res­

pecto a los socios que son los sujetos pasivos de los impues­
tos o Por estos inconvenientes soy del parecer de que las decla­

raciones de los impuestos comentados deben ser considerados co 
mo actos administrativos con que se inicia la gestión tributa­

ria de liquidación de los impuestos y que esta liquidación al 

ser contenida en la declaración,deba dársele e l carácter de pro 

visional,como un presupuesto para que se produzca un acto admi­
nistrativo posterior,ejecutado por la oficina que el mismo De­

creto señala,la que determinará en forma definitiva la cuantía 

del impuestooSe podría preguntar qué import a ncia tiene en la 

pr~ctica el que se considere a la decl~ración como un simple 

acto administrativo,o bien,como un acto jurídico de efectos pro 

batorios.Un ejemplo,posib10mente,nos ayude a precisar los con­

ceptosoSupongamos que una sociedad anónima domiciliada en el 

país presenta una declaración en la cual manifi esta ha ber acor 

dado capitalizar cierta cantidad de utilidade s acumuladas,co­
rrespondientes a un ejorcicio impositivooAl mismo tiempo se 

computa el impuesto corrcs~ondiente,tomJ ndo como base para la 

detorminación del porcentaje impositivo que se aplicará a di­

chas utilidadcs,una renta imponible muy superior a la verdade­

ra y que ha sido la misma que sirvió de base,por haberla así 
consignado en su propia declaración,para la det erminación de 

su propio impuesto sobre la RentaoCon vista en esa declaración 

se emitió el Mandamiento de Ingreso de Impu Qsto de Capitaliza­
ción,el cual se cancelaoSupongamos también que la Dirección Ge­

neral de Contribuciones Directas ha dejado prescribir la facul­

tad que le concede el Art.7 del Decreto para comprobar la vera­

cidad de dicha declaración y det erminar el impuesto corres~on-

dienteoSi esa declaración se considera como una confe sión,es 
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indudable que e s e impuesto injustamente pagado ya no s ería ob­

j eto d e discusión,queda ndo firme . Pero ya vimos qu e e sa posi­

ción no es correcta,porqu e si bi en es ci erto que la d eclara-

ción consigna h echos r ealizados por la sociedad declarante 1 co-

mo s ería la perc epción de una r enta considerada fiscalm ente co­

mo imponible,hay qu e tomar en cuenta también de que si se tra­

tara de una confesión, e s e hecho sólo podría perjudicarle a e lla. 

En cambio,si l e damos a la declaración su verdadero valor de un 

acto administrativo con que se inicia la gestión tri butaria de 
la liquidación de los impue stos y cuyos efectos son los de es­

tabl ec e r una det erminación provisional de e llos,que podrán ser 

canc elados al emitirse el Mandami ento d e Ingre so r e s pectivo,soy 

de opinión qu e e stos e f ectos pueden s er enmendados al comprobar­

se que los hechos que sirvie ron d e bas e a la det erminación de la 

causa que los produjo eran falsos,ya que e s de la naturaleza de 

los actos administrativos e l de s er e s encialmente r evocable s 

cuando s e demu estra la inconsist encia de sus fundamentos.A este 

r esultado s e podría lle gar por un proc edimi ento ordinario de ges­

tión r ealizada ,bien por la soci edad dec l a r ant e o por los directa ­
ment e perjudicados qu e son los socios~Esa ge stión estaría encami­

nada a provocar otro acto administrativo de part e d e l organismo 

ant e quien s e pre s entó la declaración,t endi ente a de t erminar e l 
impue sto correcto y a ordena r la devolución r espectiva,si proc e 

di e raoSe pOdría a rgum entar que ello e s imposible ,porque la Direc­

ción General de Contribucione s Directas ha de jado pre scribir e sa 

facultad de comprobac ión d e l impu esto de c onformida d a lo pre-­

c eptuado por e l r e f erido Art o 7.-Yo op ino qu e es t o no e s ci erto, 

ya que s egún e l es píritu d e nue stro sist ema tributa rio,s e puede 

considerar que disposici one s como e sas ha n sido esta bl ocidas a 

favor de los c ontribuyent es,para pon er un límit e a la actividad 

administrativa del Estado,que d e no s er así, estaría siempre a­
menazándolos con l a fij ación de cuot a s compl ementa rias u origi­

nales de los impue stos oNo se pu cde , pues ,c omprend er, que el i¡rt.7 

impida al organismo ~a f e rid0 1 e n c ontra de los int er e s e s de los 

contribuyente s,procu ra r l a enmi enda de una inju s ticia,cua ndo s e 
as egura t ene r pruebas d e que s e ha c ometidooLa liquidación con­

tenida en la declaración e s de ca r áct er pr ovisional; e s factible 

realizar la definitiva,l a cua l sólo t endría e f ect os jurídic os 

cuando f avoreciera al c ontribuy cnte 1 en el s upu es to c a s o d e que 
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la Dirección General de Contribuciones Directas haya dejado 

transcurrir los t órminos de la prescripción indicada. 

Pasaré ahora a ocuparme sobre el cont enido de las declara­

ciones,tomando on cuenta d e que de conformidad con el ¡'rt.6,ya 
transcrito,ellas deben asentarse en los formularios preparados 

por la Dirección General de Contribuciones Directas.En la ela­

boración de estos formularios se debe tener presente no sólo lo 

indicado en el referido artículo,sino t ambién otra s circunstan­

cias,algunas d o las cuales aparecen indicadas en e l Decreto,que 

permitan det erminar con precisión,todos los elementos de la o­

bligación tributaria,tanto cualitativos como cuantitativos,así 
como también todos aquellos hechos que modifican en cierta for­
ma la deuda tributaria o 

Estos e l ementos y hechos los podemos agrupar en la forma si­
guiente: 

a). --D/.TOS REU,TIVOS f¡L SUJETO PJ\SIVO DE Vi OBLIGICION TRIBU 

T,.RI1", PROCESltLo -Estos comprenden la denominac ión soc ial de 

la entidad declarante,su dirección,el nombre completo de 

la persona que la represente y cuya firma debe c a lzar la 

dec larac ión~ 
b). --Ofnos REL.TIVOS 1 .... Lf. B/ISE IMPONIBLE. Se podría enumerar 

en este rubro,el ejercicio especial de imposición del cual 

provienen las utilidades qu e s e ha acordado capitalizar o 

mantener en reserva,así como el monto de éstas sobre las 
que recaen los impu estos. Personalmente soy de opinión que 

entre ~stos datos se debe incluir aqu ella partede la uti­
lidad contable obt enida por la sociedad en e l ejercicio 

impositivo indicado,de la cua l ella puede dispon er;bien 

para repartir a los socios en forma de dividendos o de ac­

cion e s nueva s,mcdi ante la c ap italización d e utilidades o 

para dejarlas en res ervasaEste dato se pued e det erminar 

r e stando a la expresada utilida d contable e l Impuesto so­

bre la Renta que grava a la soci edad por e l ejercicio ci­

tado y el monto de l a s utilidade s destinada s a integra r 
la res erva legalo 

Est a c antidad representa e l límite d e lo que puede s e r ob­

j eto d e l impuesto de Capita lización,siempre que s e logre 

integra r e l porcentaje res pec tivo. Tambi én representa lo 

que pu ede dispon er la sociedad para mantener en reserva 

cuyo límite gravable lo d et ermina su r enta imponible. 
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Se podría argumentar en contra de esta inclusi6n dici endo 

que ese dato no lo exige d eclarar el hrto6 de l Decreto y que 

además,se puede obtener del informe que la sociedad está obli­

gada a r endir a l a Dirección General de Contribuciones Directas, 

dentro de los quince días de hab erse ef ectuado e l pago de los 
r e f e ridos impues tos o 

En efccto,es cierto que el r e ferido úrt.6 no exige la declara­

ción de ese dato , pero tampoco exige qu e se compute el impuesto, 

ni que se dec laren otros hechos que son nec esarios para verifi­
car el cálculo de é l~Son otras disposiciones,como ya lo hemos 

declarado ,las que establ ece n esa obligaciónoTambién es verdad 

que existe otra obligaci6n subsidiaria de la sociedad,como es 

la señalada por e l h rL 10 del Dec r eto ,de informar dentro de los 

quince día s sigui entes de haberse e f ec tuado e l pago d e los cita­
dos impuestos,tanto a los socios como a la Dirección General de 

Contribuciones Directas , e l monto de los impuestos paga doso ~de­

más,también el monto de las utilidades que se acordó ca pitali­

zar,mantene r en reserva y distribuirse en efectivo,cuya suma re­

presenta la cantidad qu e yo opino debe constar en la declaración, 

La razón principal que fund amenta esta opinión es que la oficina 

indic ada,debe tener en sus registros y en forma s epa r~da todos 

los datos concernientes a la gen eración de los r ef eridos impues­

tos.No debe olvidarse la forma de operar de los hechos imponi­

bles generadores d e los impuestos dentro de l término de cuatro 

años que señala e l Artnlº del Decreto;asimismo las presunciones 
de derecho que podrían es tabl ec ers e resp ec to al Impue sto de Man 
tenimiento en · Res e rva~ 

Si el dato indicado no se consignara en la declaración,podría 
suceder que tampoco lo obtuviera la Dirección Genera l d e Contri­

bucione s Directas mediante el informe qu e señala e l Art.10 de l 

Decreto,por la sencilla razón de qu e es te informe no lo rindie­

ra la sociedadoTómese nota de que este informe s e debe dar den­

tro de los quince días siguientes al pago de los impu es tos,pero 

podría darse el caso de que la sociedad,habiendo acordado capita 

lizar parte de las utilidados,lo cual la llevó a dec larar e l im­

pu es to r espcc tivo,no hubiera,dcntro de los plazos indicados en 

los Artsol y 4 del Decre to,roa lizado e l pago de dicho impues to, 

o habiéndolo hecho,no haya efec tuado la capitalizaci6n acordada. 

Ante e sta situación,la Oficina indicada,tendría que tasar de ofi­

cio el impuesto de Mantenimiento en Reserva de las utilidade s so-
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cialesaEsta actividad l e sería más expedita a dicho organismo, 

si ya contara en sus r egistros e l dato del monto total de esas 

utilidades sociales,al figurar en la declaraci6n o Como podemos 

v er,la inclusi6n del referido dato facilitaría en gran medida 

la administración de dichos impuestos,que ha v en ido a aumentar 

el ingente traba jo que ya t en ía la Direcci6n General de Contri­

bucion es Directas,ant cs del aparecimiento del Dec r e to No.609.-
c) ,, --DATOS RELA TIVOS A LOS HECHOS I MPON I J LES.-Sin olvidar que, 

seg~n la naturaleza d e los impuestos creaaos por e l Decreto 

No.609,los hechos imponibles que l os generan pueden ser des­

plazados unos a otros,dentro del término de cuatro años qu e se­

ñala e l Artolº;la sociedad declarante debe consignar la f uc ha 

en que se acordó · capitalizar -o mantener e n r eserva la totalidad 

o part e de s us utilidade s obt enidas en e l período de que s e tra­
tao 

d) o --DATOS RELATIVOS A LA DE Ti:RlV\ IN,4CION DE LAS TAHIFAS IMPOSI 

TIVASo-Debe consignarse e l total de la Renta Imponible de la 

sociedad,el Impu esto sobre l a Renta que el la haya causado,la 

diferencia ent r e ambas cantidades y e l porc entaje que se d et ermi 

ne d e conformidad a los Arts.2 y 3 del Decreto. 
e)o-~D.ATOS RELATIVOS AL IlViPUESTOo~Se debe señalar la cantidad 

que corresponde al impuesto,el cual resulta de la aplicación 
de los porc entajes impositivos a la base imponibl en 

f) o ~ ·~DA TOS RE LA TIVOS A LOS CREDITOS PAR4 EL PAGO DE LOS IIvliJUES 

TOSo -Es posible que obren a favor de los sujetos pasivos de 

la obligación tributaria material,ciertos cr6ditos en contra 

del Fisco,ce los cual e s puede hacer uso para e l pago de los im­

puestos que se det2rminen en la declaración,siendo por lo tanto 

necesario incluirlos en e lla . Dichos cr~ditos se generan,en pri­
mer t ~ rmino,cuando la soci edad ha efectuado un hecho impon ible { I 

que ,conforme a la r egu l ación del Decre to No~609,hubiese sido des­

plazado por otrooAsí,por ej emplo?si habi endo acordado la sociedad 

mant ene r en reserva utilidades se decidiera pos t eriormente y an­

tes de que transcurran los cuatro años que seña la e l Art.lº del 

Decreto,c ap ita lizar l as mismas utilidades. Entonces resulta,que pa­
ra pagar e l impuesto que se l e determinara por este ~ltimo hecho 

imponible ,se deberá tomar en c~enta lo pagado por e l primerooOtros 

cr~ditos que se deb en aceptar para e l pago de los im~u e stos que 

se det e rminen en l a declaración son los rel a tivos a l a s cantida­

de s que l a sociedad retuvo a los socios en concepto de Impues to 
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sobre la Renta y en virtud de lo que preceptuaba el Art.76 de 

la Ley que regula dicho tributo~disposición qu e fue derogada 
por el Decreto No.609.A estos créditos se refieren específica­

mente los literales a) y d) de l Art.14,comprendido dentro de 
las disposicionos transitori a s d el referido Decreto y al cual 

me referiré con más amplitud en su oportunidad. 

g). --DATO RE LA TIVO AL Ii\I PUESTO A PAGt.R Y DEVOLUCIONES. -Este 

dato resulta de la aplicación de las operaciones señaladas 
en e l literal ant erior.0i los créditos son inf eriores al impues­

to determinado se consignará la diferencia que es a lo que está 

obligada a pagar la sociedad para satisfacer la deuda tributa­

ria.Si los créditos son su pe riores,la dif erencia qu e se consigne 

será la c a ntidad suj e ta a devolución,previo los requisitos que 

el mismo Decreto señala y que trataré oportunamente. 
h). --o.'-\ TOS REL,~TIVOS 1" L\ FECH(\ DE PRESENL.CION DE L; DECL\­

Ri'~CION. -Este dato servirá pa ra establecer si la soci edad es­

tá sujeta a l a s s anciones que s eñala el Art.12 del Decreto. 

Sólo me r esta,para t erminar con lo rela tivo a las dec16raciones, 

referirme al lugar y a la época en qu e deben ser presentadas.Nadá­

dice el Decreto respecto al lugar donde deben presentarse las de­

claraciones,por cuyo motivo tenemos que valernos de su Art.15 y 

r emitirnos al hrt.54 d e la Ley de Impuesto sobre la Renta,esta­
bleciendo entonces,de que la sociedad debe r á presentar las decla­

raciones de los impuestos aludidos en las Del egaciones Departamen­

tales de la Dirección General de Contribucione s Directas más cer­

canas a su domicilio. Respecto a l a fecha de presentación de las 

declaraciones,el ~rt.6 del Decreto nos dice qu e será dentro del 

plazo de tres meses,contados a partir de la fecha en que se acuer­

de la c apitalización o el mantenimiento en reserva de las utilida­
des sociales. 

Para el impu es to de Capitalización no hay problema,ya qu e toda 

declaración que se haga después de tres meses de acordada la capi­

talización,sería extemporánea.No ocurre lo mismo r e specto al otro 
impuesto,ya que la fecha en que se empezará a contar el plazo de 

tres meses varía. Puede s er,bien el día en que se acu erd e mantener 

en reserva l a s utilidades o en que se establezca la presunción de 

derecho de que la sociedad ha decidido esa situación,lo cual po­

dría ocurrir en dos c a sos: a)o--que haya tra nscurrido el plazo de 

cuatro años sin que l a sociedad no haya acordado capitalizar las 

utilidades y,b)o--que habiendo dis puesto la sociedad c ap italizar 
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las utilidades,transcurran dos afias despu~s de finalizado dicho 
plazo sin que la capitalización s e haya perfeccionado legalmen­

te.Entonces pod emos decir,que e l plazo para declarar el impues­

to de Mant enimi ento en Res erva comenzará a contarse,según los 

casos: l)o-~De sd e que se v erifique el acu erdo de mant enimiento 

en reserva d e l a s utilidades;si esto ocurre,dentro del plazo 

de cua tro año contados a pa rtir del día siguiente a aquel en que 

finalice e l e j ercicio de imposición de l a sociedad,del cua l pro­

vienen las utilidades; 2).-~¡ partir de la f echa en que finali­
ce el olazo de cua tro años y 3).--De spu~s qu e fin a lic e e l plazo 

d e dos años post eriore s al pla zo ant ~ rior. 

Transcurrido e l pla zo pJ r a decla r ar,det erminado en la forma 

ant e s r e l acionada,la sociedad tien e e l deb er de c a nc e l a r los 

impu estos computa dos e n la d eclaración r e s pectiva,dentro de l 

t é rmino de dos meses contados a partir de l a f echa en que ter­
mina aqu e l plazooEsta obligación s e encu entra d efinida en e l 

Art o 8 de l Decreto,qu e dic e : 

"'La soci eda d deberá pa ga r los grav .~me n e s establ ecidos en 

los hrts o 2 y 3 de e ste Decrcto,por cu enta de l socio dentro 

de los dos me s es sigui e n~ e s d e s ~u6s d e vencido e l t 6rmino 

pa ra decla rar,o de qu e haya c ausado e sta do la r e solución 
r espectiv"a o 11 

La pa rte final de e ste artículo s e r efi e r e a cua ndo se ha 

verific a do una t a sac ión d e oficio y s e haya n a gotado los r e ­

cursos de impugnación contra e lla. 
Con r e specto a l pJ go de los impue stos ha y qu e t en er pre s ente 

tambi6n,la situación prec a ria de los h echos imponibl e s que los 

ge ner an,mi entras no tra nscurre e l pla zo de cu a tro a ños qu e s e ­

ñala e l hrt.lº de l Decre to,ya qu e uno de e llos pued e desplazar 

a l otro.De t a l ma ner a qu e a l surgir un nuevo h ec ho imponibl e , 

los plazos pa r a decla r a r como pa r a ef ectua r e l pa go de los im­
pu estos,sufren modifica cion es,qu eda ndo los plazos que motiva ron 

el primer hecho imponible ,sin ningún e f ecto. 

Para la de t e rminac i ón de l lu ga r donde s e ha rá e l pa go de los 
impu estos indica dos,t e nemo s qu e r emitirnos tamb i ~n a la Ley de 

Impu es to sobre l a Renta ,la c ual s efi a l a en su Art o 74,pa r a tal 

e fecto,l a s oficinas Fi sc a l e s Depa rtame nta l e s corre s pondient es, 

que se encuentra n destac ada s en l a s hdministracione s de Renta s 
y cua ndo e l pago correSi:fD ond e hac er se en e l DepcJ rtamento d e San 
Sa lvador?la Col ec turía de Impuestos Directos e s l a indic ada pa 
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ra ello.Tambi~n podr~n pagarse dichos impu estos en los Bancos 
y Sucursales autorizadas,ta l como ocurre con e l pa go del Im­

puesto sobre la Renta. 
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CAPITULO VIII.-Tasación de_ofi~io.Prescripción de esta facultad. 

Continuaré con el análisis del procedimiento seguido para la 

liquidación de los impuestos que regula el Decreto No.609.-

Hemos visto ya la forma como la sociedad inicia,mediante su 

declaración,el procedimiento administrativo destinado a la fija­

ción de los indicados tributosoTambién hemos tratado el tema re­

ferente a los efectos de esa declaración,la cual provoca la ac­

tividad de la Dirección General de Contribuciones Directas,quien, 

tomando como base el impuesto consignado en dicha declaración,e­

mite el Mandamiento de Ingreso correspondiente,el cual deberá 
ser cancelado dentro de los plazos señalados en el Art.8 del De­
creto. 

Dado el carácter provisional de la liquidac ión elaborada :Jor 

la sociedad declarante,sus efectos son únicamente de carácter 

fiscal,recaudatorio,estando sujeta,en consecuencia,a un procedi­

miento de comprobación de parte de la Dirección General de Con­

tribuciones Directas. 

El Art o 7 del Decreto señala los efectos que produce la compro­
bación e investigación de las bases impositivas,cuando la decla­

ración no existe.De manera que ,de conformidad a la disposición 

indicada,la Dirección General puede pronunciarse en tres senti­

dos: a).--que el impuesto declarado es correcto,dejando entonces 

de ser provisional para convertirse en definitivo; b).--que la 

declaración presentada no es correcta,tasándose de oficio enton­

ces el impuesto corres? ondiente y la cuota complementaria de im­

puesto que proceda.Las resoluciones que se dicten en este senti­
do son susceptibles de causar estado,determinando la liquidación 

definitiva,siendo por lo tanto impugnable~; y c).--determinando 

de oficio la cuota original de impuesto corres~ondi ente,en el ca­

so de no haber declaración. Esta resolución como la anterior,es 
también impugnable,ya que la liquidación que contiene tendría el 
carácter de definitiva al causar estado. 

Para los efectos de investigación indicados,es aplicable lo 

estatuido por el Arto64 de la Ley de Impuesto sobre la Renta,da­

do el carácter subsidiario de esta ley respecto al Decreto.El 

expresado artículo,dice: 
nLas bases para la determinación de la renta por parte de la 

Dirección General de Contribuciones Directas,serán: 
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al-La declaración del contribuyente; 
b)-El c~lculo de la renta que,por cualquier medio legal, 

se establezca medi ante la intervención pericial; 
c)-Los datos suministrados por la Sección de Información;y 

d)-Los indicios que la ley permiten" 

De esta manera,la Dirección General de Contribuciones Direc­

tas tiene expedito el camino para establecer por su cuenta,los 

elementos que le ayudarán en la determinación de los impuestos 

regulados por el Decreto No o 609o-

Algunos de estos elementos se encuentran incluidos en la pro­

pia declaración,la cual como ya expusimos,no debe limitarse a 

señalar la base imponible,sino que también otros datos,como se­

ría,por ejemplo,la c antidad total de utilidades que la sociedad 

puede disponer libremente para capitalizar o mantener en reser-
va. 

La Oficina indicada,tiene además en su poder,los expedientes 

de los Impu estos de Renta y Vialidad de las sociedades. Puede 

perfectamente aprovecha r los resultados de una fiscalización 

que haya ordenado,a efecto de establecer el impuesto sobre la 

Renta que le corresponda pagar a dichas entidades,para aplicar­

los también a la fijación de los impuestos que generan la capi­

talización o ma ntenimiento en reserva,acordada por la sociedad, 

de las utilidades percibidas en el ejercicio impositivo que se 

fiscaliceaAsí se obtendrían dos d ~ tos fundament a les:la renta 

imponible de la sociedad y el monto de las utilidades de que la 

sociedad puede disponer para verificar los acuerdos mencionados. 

Cuando la f acultad de l a Dirección General de Contribuciones 

Directa s,para fiscalizar a la sociedad,haya prescrito,se puede 

ordenar esa investigaci6n para el solo efecto de determinar los 

impuestos contenidos en el Decreto No o 609,hJciendo uso de todos 

los medios que señala el hrt~64 de la Ley de Impuesto sobre la 

Renta QEsto es posible en virtud de que los plazos de prescrip­

ción que establece e l Decreto,pa ra la investigación de los im­
puestos que regula,son más amplios que los determinados por la 
Ley de Impuesto sobre la Renta,con an~logo fin~ 

Es lógico que para ll e gar a una estimación de que el impuesto 

computado en la declaración no es el correcto,tiene que hacerse 
previamente una investigación de los elementos impositivos,ya 

que no se puede establecer~prima facie,esta circunstanciaoLa 
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más leve actividad de la Dirección General de Contribuciones Di­
rectas,enc aminada a ese fin,constituye una investigación.Conve­
niente sería que dicho organismo se pronunciara también sobre 

la corrección de las declaraciones,dándole,así,al impuesto com­

putado en ellas,que como ya lo hemos expresado,es de naturaleza 

provisional,el de c 0r ácter dcfinitivo o 

El Decreto No c 609 no establec e lo obligación indicada,ni la 

podemos deducir de su hrt o 7,ya que l a facultad concedida a la 
Dirección Genera l de Contribuciones Directas,por esa disposi­

ción,se limita a det erminar el impuesto correspondiente,en los 

cas os de que la decl ~ ración se e stime incorrecta ,o que ~sta no 

se hubiere presentado,para l os efectos de determinar cuotas 

complementari as u ori ~ ina :e s d e los impu estosoBien puede suce­

der que dicha depend encia j am6s investigue l a declaración pre ­

sentada o que,haci¿ndo !o,no se pronuncie sobre l a corrección 

de e lla y que po~ lo tanto,ol car~cter provisional de los im­

puestos declarados y aún los pagados,nunca desaparezca cEstas 

circunstancias me han inclinado a opinar que,sin importar el 

tieir:po -cranscurrido,el cua l podTía hacer p=-escrib ir l a facultad 

estatuida po~ e l ~efe rid o h=t c 7,tanto la sociedad como los so­

cios que s e consideren lesionados en sus intereses particulares, 

por existir equivocaci ones en l os datos decla rados,pueden soli­

citar la liquidación definitiva de l impuesto,a ~ort a ndo todos a­

quellos e l ementos de juicio y pruebas que permitan r ec tificar 

su declaración original y obtener como consecuencia,una devolu~ 

ción de lo pagado en exceso en concepto de dichos impue stos. 

Para la determinación ofic iosa de lo s impu es-cos regulados por 

el Decreto No o 609,se debe t eno r presente el DBcre-co Legisl~ tivo 

NO o 137 ,del 12 de diciembre de 1968,que por el hecho de haber re­

forméldo los ftrts o 77? 78 Y 79 de l R:?glamento de la LGy de Impues­

to sobre la nenta,se ha pretend i do ver e n e llo una modificación 

sustanc i a l de los proc edimientos que l a referida ley establece 

para l a f ij ación de cuot2S or i gina les o complementarias del im­

puesto,ya que instituye una especie de concordato entre el con­

tribuyGnte y la oficin~ tasadora,como un acto previo al pronun­

ciamiento de l a resolución que liquida el impuGstoo 

Est e Decreto ha s ido muy d iscutido hasta el grado de ser con­

siderado co mo inconstituciona l,argument~ndose en e l sentido d e 

que siendo l a función de un Reglamento e l desarrollar los prin-
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cipios fundamentales de una ley,c Drece de va lidez todo aquello 

que modifique a éstaoEn mi opinión~la disposición Ide la ley de 

Impuesto sobre la Renta que s e podría considerar modificada es 

la cont enida en e l hrt.64,al pretenderse creer que el citado 
Decreto ha creado una nueva base pa ra l a de t erminación de la 

rent a ,con el sistema de avenimi ento implantado por élo 

En realidad,la intención de l l egislador fu e el crear un ins­

tituo esclarecedor y simplific a dor del proc e so, evitando la in­

terposición de recursos d e impugnación,los cua l e s tienden a a-

cumul a rs e cada vez m~s,debido, entre otros f actores,al escaso 

persona l con que cuenta l a Dirección Genera l de Contribuciones 
Directas,la qu e ca da vez v e a umentada s sus funciones,como ocu­

rre con la administración de los impu estos que señala el Decre­

to No ~ 6090 '. 

Pese a cierta s fal10s tócnic a s,que encuentro en el Decreto No. 

137 y al uso equívoco de ciertos términos,en mi opinión perso­

nal,no creo que el Art o 64 haya sido modific ado, porque lo que se 

consigue con el sist ema implantado por el Decre to No.137,al re­

forma r los artículos del Reglamento de la Ley de I~~uesto sobre 

la Renta ya mencionados, es hacer que el contribuyente amplíe su 

declaración pre sentada con a nterioridad y cuando ésta no exista, 

que la presente.Esta facultad, que por otro l ado,le es permitida 

al contribuyent e e n forma expontánea,sin la compulsión que esta­

blec e el r e f erido Decreto y qu e ya t enía ant es de l aparecimien­

to d e ést e~ En consecuencia,la s ba s e s qu e s eñala e l hrt o 64 de la 

Ley de Impue s to sobre la Renta pa r a l a det erminación del impues­

to,no han sido modificada s,ya que con la aplic ación de l Decreto 

No.137,la decla r ación del contribuyente,modific ada a veces,con­

tin~a siendo la base impositiva,de acuerdo con el literal a) del 
referido artículoo 

En este orden de ideas,tampoco s e puede considerar modificado 

el Art o 66 y la pa rte final d e l inciso 2º del hrt.63, ambos de la 

Ley de Impues to sobre la Renta,ya que al no operarse el avenimien 
to instituido por e l referido Decreto,la fisc a lización verificada 
surte todos sus ef ectos,teniendo el carácter de impugnable la ta­

s ación que e n virtud de ella se r ealiceolisí lo estatuye el inci­

so 2º de l Art o 79 del Regl ~ m onto r eformado por e l Decreto, a l decir: 

'I.En el c a so de no ha ber ning~n acuerdo por p '1 rt e d e l contribu­

y ent e o cua ndo éste no compa r ezca,se t a sa r á y emitirá,previa 

autorización de l Director General,la original o complementaria 
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a que hubiere lugar o " 

En resumen,podemos decir sobre es te aspccto,que el Decreto NQ 

137 que modific6 ciertas disposiciones del Reglamento de l a Ley 

de Impuesto sobre la Renta,no tuvo más fina lidad qu e facilitar 

los tr~mites de la det erminaci6n del impuesto y prevee r futuras 

impugnaciones,pe ro que ello no signific6 ninguna modific aci6n 

de dicha ley,ya que al no operarse l a s situ ,c iones que e l Decre­

to establecía,la ap lic ación de la ley indicada surte todos sus 

efectos,en cuanto l a dct e rminac i6n de los impuestos. 

Dada la aplic l ción subsidia ria de la Ley de Impuesto sobre la 

Renta y de su Regl Jme nto,resp ccto al Decreto No~609,se puede ha­

cer uso de ese avenimiento instituido por el Decre to NO o 137 para 

la det 2rminaci6n de los Impue stos de Capita lizaci6n y Mantenimien­
to en Re s erva o 

Punto importa nte a dilucida r es el de det erminar a quién se va 

a notificar la resolución pronunciada por la Dirección General 

de Contribuciones Directas que tasa de oficio cuotas complemen­

tarias u originales de los referidos impuestos.El Decreto Nº 

609 no lo dice y l a aplic ación subsidia ria de la Ley de Impues­
to sobre la Renta no nos daría l a sOlución,ya que en e lla no se 

contempla el c a so de que una persona esté obligada a paga r por 

otra el impu estooSe ha querido encontrar e s t a situaci6n en e l 

instituto de l a r etención que dicha Ley cont empla y con lo cual 

se ha pretendido a simila r los efectos d e los impu es tos que regu­

la el ref erido DecretouPero en rea lid~ d,12 r et ención no signifi­

ca el pa go del impues to,ya que 6ste ,al mom ento de e f ectuarse la 

r etención no s e h~ generado;no existe todavía ninguna obliga­

ción tribut2ria a sat isface r.En vista de estas dificultades, 

tendremos que recurrir a la natur21eza,tJ nto de l a liquidaci6n 

del impuesto que se hace en l a decl ~ rac ión como de l a obligación 

tributaria qu e e l Decreto le impone a las sociedades d e paga r 
dicho impu esto. 

Hemos dicho que e l impu esto qu e se liquida en la decla r ación 
es de c a rácter provisional,de t a l ma nera que su ca ncelacióri no 

agota la obligación de la socied~ d de paga r el impu esto correc­

to.Siendo esto así,toda modific ación que se ha ga d e ese impues­

to provisional,sc vincula directamente con la soci ed l d.Lo mismo 

ocurre en el caso de que no se haya presentado declaración y se 

tenga que notificar cuotas originales d e los impuestos. 

Por todo lo expuesto,podemos convenir en que la notificaci6n 
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de las tasaciones indicadas deben de hacerse a la sociedad. 

Lo anterior no da luz para esclarecer,también,ya que el Decre­

to nada dice al respecto,a quien corresponde hacer las impugna­
ciones de las providencias indicadas.Consecuentes con lo mani­

festado,con relación a las notificaciones,podemos det erminar que 

es a la sociedad a quien le corresponde esa facultad,porque se 

trata de discutir la cuantía de la obligación tributaria mate­

rial,cuyo pago le ha impuesto el Decreto. 
Referente a la materia de los recursos,el Decreto No.609 nada 

regula,por lo que tenemos que suplir esa laguna con las dispo­

siciones pertinentes de la Ley de Impuesto sobre la Renta,dado 

su car~cter supletorio. 
De la manera indicada,podemos establecer,que las sociedades 

para impugnar las tas ac iones de oficio de los impu estos de Ca­
pitalización y de Mantenimi ento en Re serva,hechas por la Direc­

ción General de Contribuciones Directas?pueden hacer uso,en pri­

mer término,del recurso de rectific ación,el cua l se debe inter­

poner dentro de los quince días siguientes al de la notificación 

de la resolución respectiva, a nte el referido organismo adminis­

tra tivo que la dictó.De la sentencia qu e dicte éste,en el cita­

do recurso,se puede inte rpon er recurso de ape lación,dentro de 

los quince días sigui entes al de la notificación de la r eferi­

da sentencia,ante e l Tribunal de Apelaciones.También ante este 

Tribunal s e interponen los recursos de Queja y de Hecho,de las 

resoluciones de la Dirección Genera l que denieguen la admisión 

de los recursos de rectificación y de apelación,respectivamen­

te.Se aplicar~n también l as disposiciones pertinentes de la Ley 

de Impuesto sobre la Renta para la ventilación de los referidos 
recursos. 

El comentario que podemos hacer sobre esta integración de la 

norma jurídica que r e gula los r ec ursos r eferentes a los impues­

tos creados por el Decre to No.609,es que con e l aparecimiento 

de éste,se ha modificado el h.Tt.94 de la Ley de Impuesto sobre 
R.'nta, a 1 ampliarse su e ompetenc ia al Tribunal de ¡¡pelac iones, 

ya que su conocimiento s e extender~ a otros impues tos distin­
tos del Impuesto sobre la Rentao 

El referido artículo~dice: 

"El Tribunal de f.pelac iones conocerá d e los recursos en que 

la pres ente l ey le señale compet encia o ll 
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De tal manera que también se ha modificado la forma en que se 

aumenta la competencia del referido Tribunal,ya que no es en vir­

tud de la Ley de Impuesto sobre la Renta que se hace,sino median­

te una disposición contenida en otra ley,de igual c a tegor!a,la 

cual amplía sus regulaciones con las comprendidas en aquella 
ley.Digo de igual categor!a,porque la ley de Impuesto sobre la 

Renta no puede considerarse como una ley general respecto al De­

creto NO o 609,ya que ambas leyes regulan im?uestos diferentes. 

Prosiguiendo el desarrollo de este cap!tulo,analizaremos aho­

ra lo relativo a la prescripción de l a facultad que el Decreto 

concede a la Dirección Genera l de Contribuciones Directas para 

tasar de oficio cuotas origina les o complementarias de los im­

puestos. 
Empezaremos por decir,qu e la naturaleza de esta prescipción es 

extintiva para dicho organismo y adquisitiva para los sujetos p~­

sivos de los impuestosoTranscurridos los plazos de la prescrip­

ción,ya no puede la Dirección General modificar los términos a 

que ha llegado la obligación tributariaeEs muy posible que esta­

obligación,no obstante haberse verificado los hechos imponibles 

que la generan,no se haya concretado en una cuantía,la cual sur­
ge a travez de la liquidación realizada,bien en forma provisio­

nal por la sociedod que d eclara o por un acto administrativo del 
organismo competentecEn virtud de la prescripción,los socios ad­

quieren el derecho de que el orden d e cosas existente al momento 

de operarse,no se altere.Esta es una aplicación del principio de 

certidumbre de l ~ s relacione s jurídicas que impide que éstas per­

manezcan en suspenso indefinidamente. Pe ro hay que dej a r bien cla­

ro que si ese orden d e cosa s que se pretende dej a r firme perjudi­

ca a los sujetos pasivos de los impuestos,ellos puede n gestionar 

su modific ac ión,ya que l a prescripción que e stablece el inciso 

2º del Art.7 del Decreto se ha instituido a favor de ellos. 

Los plazos pa r a que prescriba l a f acultad indic ada los deter­

mina el inciso 2º del ref erido Art~7,en la forma siguiente: 

TILa facultad conferida a la Dirección General deContribucio­

nes Directas en el inciso anterior prescribe ,a los cinco a­
ños contados a partir de la fecha en que termine el pla zo 

para presentar la decla ración correspondi ente,si hubiere de­

cla ración;en caso contrario,prescribe a los die z años conta ­
dos en la misma forma. 11 

Se ha criticado al legislador por no haber establ ec ido los pla-

8 18t."· ;- '--',: CENTRAL 
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zos de prescripción en forma análoga a los de t erminado s por la 

ley de Impuesto sobre la Renta en su Art.67,inciso 2 Q,es decir, 

de tres años,cuando existe decla ración y de cinco años cuando 

no la haya,contados siempre desd e la f echa en que t ermina el 

plazo para declarar. 
Un análisis somoro de esta situación no llevaría a encontrar 

justificable dicha crítica.Sin emb0rgo,busc ando las causa s que 

motivaron al l egislGdor en la naturaleza de los tributos comen­

tados,encontramos que no dejó de tener razón al establecer pla* 

zos diferentes e 

Tomemos en cuenta que el plazo para presentar l a s declaracio­

nes de Impuesto sobre la Renta es r e l at ivamente corto,ya que ~. 

termina a los tres mes es siguientes de fina lizado el ej ercicio 

de imposición. Ahora bien,un pla zo de tre s o cinco años contados 

a partir de la fecha en que t ermine el concedido para presentar 

las respectivas declaraciones de los impuestos que s eña la e l De­

creto No.609,no son los apropiados para determinar en forma de­

finitiva dichos tributos,por la sencilla r a zón que dentro de e­

sos plazos,los hec hos imponibles que l os generan pueden desapa­

recer al ser desplazados por otros~Recordemos que dentro del 

término de cuatro años,que se cuenta desde el día siguiente en 

que finaliza el e jercicio de imposición de la socied~d de l a 

cual provienen l a s utilidades,el impu es to de capitalización pue­

de sustituir al de Mantenimi ento en Res erva y vic eversa; y aún 

m6s,ambos pueden ser desplazados por el Im~uesto sobre la Renta 

al acord~ rse repGrtir dividendosoPor otra parte,el plazo de cua­

tro años refcridos,puede prolongarse dos años más,dentro de los 

cua les y en virtud de la presunción de derecho que es tablece el 

Decreto en su Art.4,el Impuesto de Mantenimiento en Res erva pue­

de sustituir al que grava l a Capitalización,cuando ésta no se 

realiza lega lmente dentro de ese términooHay,pues,un margen de 

seis años en que el cambio de impuestos es f act ible. 

hdemás,es muy probable que el l eg isl~dor haya tomado en cuen­

ta el nexo que ex iste entre l a det ermin ación de oficio de la 
renta imponible de la socied3d,para la determinación del impues­

to sobre la Renta correcto de ella,que irremisiblement e tiene 

por base l a utilid2d contable y la determinación d e los e lemen­

tos que sirven de fund amento a l c61culo de los im~u estos de Ca­
pitalización y de Mantenimiento en Reservao 



145 

En vista de esa relación es muy probable que el legislador ha­

ya previsto una mejor administración de los impuestos que regu­
laba con el referido Decrcto,ya que la oficina a la cual enco­
mendaba esa función puede esperar,antes de la fij 2ción defini­
tiva de e1los,el resultado de la determinación definitiva del 
Impuesto sobre la Renta de la sociedad,que se podría prolongar 

con las impugnaciones que se hicieren de sus tasaciones de ofi­
cio.Ello evitaría el que se dieran fallos contradictorios al 

querer tasar al mismo tiempo y con algunos elementos comunes, 
impuestos muy diferentes,que sólo se justifica,cuando ocurre, 
por el excesivo trabajo que tiene la oficina indicada,que no 

le permite efectuar con oportunid~ d las tasaciones de oficio a 
que está facultada. 



146 

CAPITULO IX o - Devolucione~ a los socios. 

Con el Capítulo anterior se da por terminado todo lo relativo 
a la obligacién tributaria material que determinan los impuestos 
comentados y que tiene por objeto la prestación,la deuda tributa­

riao 
Una vez que la obligación tiene existencia,los sujetos pasi­

vos de la relación tributaria o quienes los representen,están en 

el deber de realizar el acto del pago de los impuestos,que puede 
ser provisional cuando se hace en virtud de la liquidación conte­
nida en la declaración respectiva o definitiva si se ha tomado en 
cuenta la estimación que el organismo competente hace de la correc­
ción del impuesto,por medio de su propia liquidación. 

Este último pago es el que extingue la obligación tributaria. 
También se extingue la obligación en virtud de la prescripción que 

afecta la facultad del referido organismo para determinarla.Del ca­
rácter de prescripción que se le ha dado a esa forma de extinguir 
el cr~dito fiscal y el de asimilarla en sus efectos a la institu­
ción análoga del Código Civil~es factible que ella pueda ser inte­
rrumpida y que además deba ser invocada como excepción por el suje­
to pasivo • . 

Algunos expositores niegan el carácter de prescripción a ese e­

nervamiento de la facultad del órgano administrativo para liquidar 
de oficio los impuestos,asemejándola en cambio a l a caducidad,que 
obra automáticamente y que al no depender d e la voluntad del deudor 

tampoco puede ser renunciada por él,obrando,en consecuencia,de ofi­
cio sin que sea necesario que se invoque como exc epción. Una doctri­
na intermedi~ le da a la prescripción tributaria una categoría jurí­
dica "sui-géneris".quitándole toda vinculación con l a s formas civi­
les de prescripción y caducidad Q 

Damos por terminado también todo lo relativo a la ingerencia de 
las sociedades en la det erminación y extinción de la obligación tri­
butaria material. 

Pagado el impuesto pueden surgir varias situaciones provocadas 
en parte por las actuaciones realizadas con anterioridad por las 
sociedades. Una de ellas surge cuando la sociedad hubiere acordado 
capitalizar todo o pa rte de las utilidades,dentro de los cuatro a­

ños que establece el Art.l del Decreto No.609,revocando así una de­

cisión anterior de mantener en reserva las referidas utilidades y 

por cuyo hecho hubiera c a nc e l ado e l impu es to resp ectivo.Con rela-­

ción a esta circunstancia,el Art o 9 del Decreto,dice: 
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"Si la sociedad hubiere acordado dentro del término de cua­
tro a~os a que se refiere el Art.1,capitalizar todo o parte 
de las utilidades que acordó mantener en reserva,dentro del 
referido plazo,los socios t endrán derecho a que se les devuel 
va la cantidad en que el impuesto sobre res erva,exceda al im­
puesto sobre capitalización correspondiente al monto de utili 
dades que haya sido capitalizado de dichas reservas. 
Esta devolución se hará efectiva has.ta que se verifique en le 
gal forma la capita lización correspondiente ." 
Lo primero que notamos al proceder al análisis de este artícu-

10,es que la representación de las sociedades ha terminado.Cada 
uno de los socios recobra,en lo particular,su propia capacidad 
que había sido disminuida para las ant eriores actuaciones tributa­

rias. 
Son los socios y no la sociedad,los que tienen que solicitar 

la devolución.Aunque el referidp artículo del Decreto no lo dice, 
soy de opinión que esa devolución puede ser solicitada por los 
socios,ya en forma conjunta o por separado;pero la resolución que 
se dicte al respecto,por el organismo competente,debe referirse 
a toda la cantidad sujeta a devoluci6n,beneficiando,eh consecuen" 
cia,adn a los que no la hayan solicitado. 

Lo que sí deja ,bien claro el artículo citado e s la forma c6mo 
debe ser determinada la cantidad que se va a devolver,ya que el 
impuesto de reserva que se va a tomar en cu enta debe correspon­
der a las utilidades que se van a capitalizar.Así,por ejemplo,si 
una sociedad anónima domiciliada en el país, c uyo porc ent a j e im­
positivo para el impuesto sobre r e s erva , sea 01 13% Y el 12% pa ­
ra el impuesto de capitalizaci6n,hubiere acordado primeramente 
mantener en reserva $100.000.00 y luego se decidiera,antes de que 
finalicen los cuatro años referidos,a capitalizar $50,000.00 de 
aquellos $100.000.00 que había reservado,la cantidad a devolver 
se determinaría en la forma siguiente: 

JMPUESTO 
Utilidades acordadas manten er en reserva 
13% sobre $ 50.000.00................... $ 6.500.00 

Utilidades acordadas posteriormente capi-

talizar,l~~ sobre $ 50.000.00........... $ 6.000.00 

A devolve r del Impuesto de Mantenimiento 

en Reserva pagado •••••.••.••...•.•.••••• 500.00 

. . , 
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El impuGsto de m~ntenlmlento on reserva correspondiente al 

resto de utilidades que no se decidió c ap italizar y que no apa­

rece en la liquidación de la devolución,es un impuesto correc­

tamente pagado,pues el hecho imponible que lo generó no ha sido 

modificado y por lo tanto no podía ser objeto de devolución. 

El fundamento de la devolución que señala el Art.9,10 deter­

mina la forma de operar de los impuestos de capitalización y de 

mantenimiento en reserva,que como ya hemos expuesto en capítu­
los anteriores,tienen la peculiaridad de ser sustituidos el uno 

por el otro dentro del plazo de cuatro años que señala e l Art. 

1 del Decreto.De tal manera que,al final del referido período 
y de los dos años siguientes en que opera también l a presunción 

de derecho que establece el Art.4,ya se puede precisar cuál de 

los dos impuestos ha quedado firme,si empre qu e los dos impues­
tos no hayan sido desplazados a su vez por e l Impu esto sobre la 

Renta al acordar la sociedad repartir dividendos, dentro del tér­
mino de cuatro años. 

Es en virtud de lo expuesto que,al rea liza rs e la situación 

que señala el inciso lº del Art.9 que comentamos, e l hec ho impo~ 

nible generado r del Impuesto de Mantenimi ento en Reserva,desa­

parece.Cabe preguntarse cuál es la situación o l a c a r acterísti­
ca del pago de este impuesto en las circunstancias indicadas. 

No se puede decir qu e es un pago de lo no debido,ni por e­

rror o sin causa,ya que fue realizado el presupuesto,la razón 

que la ley asume para justificar ese pago,como es el hecho im~ 

ponible de acordar l a soci edad de ma ntene r en r eserva l a s utili 

dades.En realidad ,no se debe buscar en l a t eorí a de l ~ c aus a , 

que es de naturaleza civil,el fundame nto de l a r epetic i ón de lo 

pagado,ya que los principios que la r e gulan y que tienen como 

base la voluntad de las partes que intervienen en e l acto jurí­

dico no son suficientes para justificar l as obligaciones que na­
cen de los impu estos. 

Debemos buscar ese fundam ento en uno de los princlplos más 
generales del derecho:la equidad.SegJn este principio,nadie pue­
de enriquecerse sin der echo a expensas de otro.De e sa manera y 

dada la mecánic a que opera en los impuestos que regula e l Decre­

to No.609,al desaparecer e l derecho del Estado para percibir el 

Impuesto de Mantenimiento en Re serva,al s er desplazado por el de 

Capitalización,nac e a f avor de los socios,un crGdito contra aquél 

por la cantidad qu e se pagó por e l primer impu e sto. Es,pues ,la 
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natura leza de los referidos impuestos la que hace qu e e l principio 

de equidad s e manifiest e gener J ndo l a obligaci6n de l Esta~ o de de­

volver lo pa gado;pero c omo a su ve z s o ha de t erminado un nu evo cré­
dito a f ~ vor de é st e ,en conc epto de l impu e sto cl e s p la z 3 nt 8 ~s e verifi­

ca entonces una compensac i6n entre amba s do uda s, de lo c ua l r esulta 

que los socios s610 t e ndría n derecho a la devoluc i6n de l e xc edente 

de su crédito. 
El Art.9 del Decre to no dice c on e xactitud qu e es t a c omp ensa ci6n 

s e produzc é' ? pero a 1 e s t él bl ec e r qu e lIla s s oc i os t endr á n de r Gc ha a 

qu e s e les devu elva l a cantidad en que e l impu ~ s to so br e r ese rva 
exc ede a l impu e sto de c Jp ita liza ci6n ? iI lo da a ent end er. Tampoc o es­

t a blece con cla rid~ d que lo p~ gado en esta s circunsta nc i a s s ea e l 

impu esto de c ap ita lizaci6n ya qu e ést e e s en rea li~ a d e l impuesto 

que s e pa ga a l desaparec er e l hecho genera tivo de l otro im~u e sto. 
Exist e l a duda de que e l legislador ha ya es timJ do que el impues to 

pagado s ea e l de ma ntenimi ento en r e s erva r oducido a los t é rminos 

del Impuesto de Ca pita lizaci6n y e sta duda a um enta cu ~ ndo a l refe­

rirs e el inciso 2Q de l Art.4 d el Dec r e t o,a l a obligaci6n que tiene 

el Nota rio de ex igir,pa r a a utoriza r l a escritura de ca pita lizac i6n l 
las constancia s a utorizada s de e sta r pa gad os los i mp uestos s e r e ­

fiere a l 11 de res erva en c a s o ll
• Esta duda puede se r de s pe j ada en 

parte,si analizamos c on ma yor de t enimi ento a qué ca sos se puede ha­

ber referido e l legislador cua ndo es t a bleci6 que e l No t a ri o de be te­

ner pres ente l a consta nc i a de l pago de l Impuest o de Ma nt enimiento en 

Reserva. Recordemos lo expuesto con ant erioridad re s ~ect o a l a na tura ­

leza de los impuestos cre~dos por el Dec r e t o No . 609 y l a im~o r t~ nc i a 

que tiene el pla zo de cua t r o años que os t ab l ec2 su , .rL l ~,) -::T," } ::: c} (, ­

terminaci6n definitiva de ellos. Bi en pued e sucedGr que l a soc i eda d, 

al fin a liza r dicho pl a zo,hJ ya d e j ~ do subsi s t ent e su dec isi6n de man­

t ener en res e rva l a s utilidade s o que s e ha ya n oper ado l a s pre suncio­
nes de derech o que prescrib ;:-,n los i.rts.3 y 4. Ent onc e s e l i mpuesto 

qu e queda fijo e s e l de r es erva, e s dec ir,qu e s i e sa s oc i edad dec idie - l 
r a post eriorment e c a pitaliza r l a s utilida de s ?es t e hecho ya no genera­

ría ning~n im~u es to y a sí se cumple con e l r equi sito que s eña l a e l in­

ciso 2º del ~rt.4,pres ent a ndo el corre s po ndi ent e r ec ibo de ingres o 

del impue sto sobre r e s e rva . Esto es,s egún mi c r it eri o , e l c a s o e sp ecí­
fico a que se r efi ere e l inc iso indica do c on r e s pecto a l a prueba 

qu e se debe pres entar si es tuviere p~ gado e l i mpues to de r e s erva . 

No cre o que l a disposici6n comprenda e l c aso en qu e e l impuesto 
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de capitalización sustituya al de reserva,pues lo que está o­

bligado el Notario a comprobar en este supuesto es el pago del 

impue ~ to sustituyente. Se pOdría argumentar la opinión contra­

ria diciendo que la obligación que el Decreto le impone al No­

tario tiene su fundamentaci6n en el de velar porque los intere­

ses del Fisco sean satisfechos y que no deja de cumplirse cuan­

do acepta una constancia de pa go de un impuesto mayor que el 
verdadero,como sería el caso del impuesto de reserva que supe­

ra al de capitalizaci6n,dejando así a salvo el derecho de los 

socios pa ra gestionar la devolución que procediere. No deja de 
tener su sentido de practicidad esa argumentación,pero no olvi­

demos tambi~n que el Not J riado es una función p~b lica y por lo 

t anto los actos de que se dan f~ deben s er ajustados a la rea­
li~ad. 

"La f~ p~blica concedida al Notario es plena r e specto a los 

hechos que,en las actuaciones notariales personalmente ejecuta 
o comprueba,~ dice el inciso 2º del ~rt.l de la Ley de Notaria 

do.En la situación planteada se trata de actos administrativos, 

como lo son los pagos de ciertos im)uestos,de lo que se va a 

dar f~.No se va a apreciar si un impuesto es mayor que otro,si­

no cu~l es el que corresponde y si ese fue c ancelado. 

Debemos tambi~n tomar en cuenta que adem~s del pago de los 

referidos impuestos,existen otras obligaciones tributarias de 

car~cter formal que al no cumplirse generan en concepto de san­

ciones,otros cr~ditos a favor del Estado,como lo serían l a s mul 

tas por no declarar,por declaración extemporánea o por no pa gar 

a su debido tiempo los impuestos referidos. 
Si bien es cierto que el Notario no e st~ obli gad o 2 d¿ r f~ 

de que se han cumplido estas obligaciones,ayuda mucho ;)2r a su 

det erminación y cumplimiento que el expresado funcionario exija 

que se le presente el documento que atestigUe el pago del im­

puesto adeudado,ya que ello implica que se han cumplido dichas 

obligaciones y satisfecho tambi~n las sanciones a que hubi ere 
lugar. 

En el Capítulo rel~tivo a las declaraciones me referí a los 

datos que se deben consignor en ellas e indiqu~ que era un ele~ 

mento esencial el determinar los cr~ditos que obraren a favor 

de los socios;entre éstos señal~ el que se deriva de ha berse 

cancelado un impuesto que ha bía sido sustituido por otro. Es na­

tural que al emitirse el Mandamiento de Ingreso respectivo,debe 
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hacerse constar esta circunstancia~previa su com~robación~la 
cual también debe ser tomada en cuenta por el Colector~acredi­
tanda al pago del impuesto a que se refiere el Mandamiento lo 
pagado por el otro tributo y extender la constancia o recibo de 

ingreso del impuesto correspondiente. Este documento es el que 
debe tener presente el Notario para autorizar la escritura de 

capitalización. 
El inciso 2 Q del Art.9 comentado,establ ece que la devolu­

ción a que nos estamos refiriendo IIse ha :::-á efectiva hasta que 
se verifique en legal forma la ca~italización corres ~ondiente~, 

es decir,que no basta que sólo se haya realizado la compensa-­
ción indicada que realiza el pago del Impuesto de Capitalización 

para que la devolución proceda.Es necesario establecer además 
que la capitalización fue realizada y que ésta se hizo dentro de 
los términos que sefialan los ~rts.3 y 4 del Decreto,pues de lo 
contrario procede la presunción que en ellos se determina~acon­

teciendo entonces que el Impuesto de Capitalización es nuevamen­
te sustituido por el de reserva,no procediendo en este caso nin­
guna devolución,ya que lo pagado con anterioridad por este impues 
to queda firme. 

La situación indicada no la establece expresamente el referi­

do inciso~sin embargo,se deduce fácilmente que esa es la finali­
dad de exigir como requisito para la devolución,el de que la ca­

pitalización se verifique~ya que ese acto es el ~nico que deter­
minará si el impuesto de capitalización generado con el acuerdo 
respectivo queda firme,tomando en cuenta la presunción de dere­
cho indicada,que otros preceptos legales establecen y que no de­

ben ser olvidados en una interpretac i6n armónica d e l a dis posi­
ción comentada. 

Consecuente con este criterio,el Art.9,en su inciso 3 Q,es-
tablece: 

"En el caso del inciso lQ del hrt.4 de este Decreto no pro­
cederá devolución." 

El citado art{culo,en su inciso 4Q contempla otra clase de 
devolución al establecer que: 

"S'; 1 . d ~ a soc~e ad acordare distribuir en efectivo l a s re ser-

vas,los socios tendrán derecho a que se les reconozca como cré­

dito el impuesto pagado sobre reserva y a la devolución corres­
pondiente en su caso." 
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En capítulos anteriores he hecho ref erencia al inciso indi­

cado,sosteniendo la tesis de que e s condición indispensable pa­

ra que el impuesto sobre la Renta des place al impue sto de Mante­

nimiento en Res erva,que el acuerdo de r epartir dividendos se to­

me ant e s de transcurrir el plazo de cuatro años qu e s eñala el 

Art.l del Decreto y qu e sólo en este su~u e sto procede t ambién 

la devolución que menciona e l citado inciso. 
Las razones qu e t engo pa r a opina r de esa manera l a s resumo 

en la forma siguient e : 

A.--El Art.9 de l Decreto,al que pertenec e el inc iso comenta-
do,está r egul ando situac i ones que se pu ed en susc itar dentro 

del referido plazo de cua tro años.No se puede en consecuencia 

inter pretar,que su inciso 4º, e l rela tivo a la distribución en e­

fectivo de las r e s erva s,s e pu eda d esvincula r d el es ) íritu conte­
nido en todo el cont exto d e l a disposición. 

B.--Hemos esta blec ido en pá gina s ant eriores,que el criterio 

del legislador qu e promulgó la Ley de Impuesto sobre la Ren­

ta de 1963,fue e l de considerar l a distribución de utilidades 

por medio de ac c iones como una distribución de dividendos en es­

pecie,ya qu e en virtud d e ese acto s e ha op er ado un dobl e tras­

paso de bi enes: de res ervas d e la sociedad a los socios, en con­

cepto de dividendos y d e los socios a l a sociedad, en concepto 

de aportes. Como consecuencia de e llo, e l va lor de lo r ec ibido 

por los socios en conc epto de accione s e ra gravable con el Im­
puesto sobre la Renta. El único c a so en que la dist r ibución de 

dividendos en forma d e acciones no e ra grava bl e con es e impues­

to era cua ndo se cumplía con los presupu esto s establecidos por 
el Art.22 de esa Ley,es decir,qu e esa distribuc ión s e hub i era 

hecho en proporción a l número de acc i ones que pos e r a c ada socio 
en l a soci edad. 

El Art.22 r ef erido fu e derogado expr e sament e por el Decreto 

No. 609,pero é s t e a su vez declaró exentas de l Impuesto sobre la 

Renta a e sas utilida de s pe rcibidas por los s ocios en conc epto 
de dividendos en es peci e ,cualquiera qu e fu era l a f orma en que 
se hubiere efectuado dicha distri bución,haciendo, en cambio, a 

dichas utilidade s obj eto de los impuestos qu e creaba. 

Esta situación la de ja bi en clara e l Art.5 de l Decreto,al de­

cir: 
"El socio que r ecibi ere utilidade s en ac c i ones,no cumputará 

el valor de dichas accion e s en su r enta personal correspondien-



153 

te al ej ercicio en que las utilidades le fueron pagadas o acre­

ditadas en esa formao il 

Esta disposición hay que complementarla con la contenida en 

el inciso 2º del Art.4 del Decreto,quc dice: 
"La esc ri tura de c a íJi ta li zac ión corre s :)ondiente, no podrá ser 

autorizada por el Notario mientras no se presenten las constan­

cias autenticadas de estar pagados los impuestos de capitaliza-

ción o reserva en su casoo il 

Hay que advertir que en el Art.5 del Anteproyecto del Decreto 

No. 609, la s dos disposic iones reLJrida s formaban partes integran­
tes de él, constituyendo la relativa a la exención su inciso lQ 

y el 2º~lél otra,el que estaba redactado en la siguiente forma: 

"Art.5 del Anteproyecto: El socio que recibiere utilidades 

en acciones,no computará el valor de dichas acciones 

en su renta personal corres ) ondiente al ejercicio en que las 

utilidades le fueren pagadas o acreditadas en esa forma. 
La escritura de ca)italización correspondiente,no po­

drá ser autorizada por el Notario mientras no se le presenten 

las constancias autenticadas de estar pagados los impuestos 

de capitalizaci6n o reserva en su caso." 

Si el legislador pr0 r irió qu e e l inciso 2º del Art.5 del Ante 

proyecto ref erido pas6~a a convertirse en el inciso 2 Q del Art.4 

del Decreto NO o 609,fue porque consideró que ese era su lugar mJs 

adecuado,ya que en este artículo se define la última oportunidad 

que el Impuesto de Capitalización tiene de quedar firme y en que 
forma iba a ser sustituido de una vez por todas por el Impuesto 

de Mantenimiento en Reserva.Esta situación era necesaria que el 

Notario la tuviera en cuenta para determinar qué pago de impues­
tos tenía que probarle,para efectos de la escritura de capitali­
zación correspondicnteo 

Ahora bien,si de conformidad con el Art.ll de la Ley de Im­

puesto sobre la Renta,podemos considerar que existen utilidades 

realmente percibidas para los socios,tanto en la distribución 

de dividendos en efectivo,como en la distribución de dividendos 

en especie,mediante una capitalización,no estableci~ndose,en con­

secuencia,ninguna diferencia para considerar las utilidades per­

cibidas en esas dos formas~por los socios,para gravarlas con el 

referido impuestooNo comprendemos como se pu ede creer que con el 

Decreto No~609 se haya hecho una discriminación de esas utilida­
des,al estimar que las obtenidas por la percepción de dividendos 
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s610 est~n exentas de l Impuesto sobre la Renta cuando se hace 

en especie mediante una c ap italización y no cuando esa distri­

bución de dividendos se hace en efectivo. 
Lo anterior implica un desconocimiento de todo el sistema 

que implanta el ref erido Decreto para la d et e rminación de los 
impu estos y que opera dentro de l r e f 0rido plazo de cuatro años. 

Según el sist ema indicado,lo que det ermina si las utilidades que 

perciben los socios en concepto de dividendos están o no,para e­

llos,exentos del Impu esto sobre la Renta,no es la forma en que 

dichos dividendos se otorgan,sino el hecho de establecer si las 

utilidades que los constituyen,han causado o no,los impuestos que 

regula el Decreto No.609,en forma definitiva. 
Si se aceptara la tesis que rechazamos,tendríamos por otra 

parte,que el Decreto No.609 establecería otra diferencia sustan­

cial entre el Impu esto de Capitalización y el de Reserva,ya que 
sólo le daría carácter de inamovible al primero y no al segundo, 

por ser susceptible de desaparecer en cualquier tiempo por el Im­
pu esto sobre la Renta. 

Esta concepción,tanto del Impu esto sobre la Renta como los 

del Decreto No.609,sería contradictoria e iría contra la propia 

naturaleza de dichos impuestos. 

En primer lugar,se e staría estableciendo una nueva forma de 

ingresos exentos d e l Impuesto sobre la Renta,sin toma r en cuenta 

la causa inmedia ta de e llos,es decir,su fuente,como sería la per­
cepción de dividendos,sino la forma en que dicha percepción se e­

fectúaoEsto,a mi entender, resulta contradictorio,ya que según el 

Art~ll de la Ley respectiva,a toda clase de distribución de divi­

dendos,sea en efectivo o en especie,les da e l mismo efecto. 

En segundo lugar hemos establccido,quc según la forma de ope­
rar de los impuestos creados por e l Decreto No.609,el que tiende 

a quedar fijo es el de reserva,habiéndos e llegado hasta instituir 

para 61 una presunción de derecho que lo vu elve ina movibl e ,ya que 

no se admite prueba en contrario.Es natural,pue s,que el Decreto 

le da un efecto det erminante al Impuesto de Mantenimiento en Re­

serva,pero ahora se nos dice que ese impu esto no tiene efectos 

definitivos,que la voluntad de la sociedad puede hacerlo desapare­

cer al acordar una distribución de dividendos en efectivo. 

Lo ant erior también me parece contradictorio.Además,va contra 

la propia naturaleza del impu esto,contra el principio de certi­

dumbre que los caracteriza y que debe interezar tanto al contri-
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buyente como al Estado~A éste más que todo,que debe saber con pre­

cisión con qué recursos cuenta para cumplir sus fines y no verse 

sometido a eventuales devolucioneso 
Pero lo que más afectaría la int erpretación que rebatimos,es 

la propia finalidad del Decreto No o 609.Se ha dicho qU8 con él se 

establece un incentivo fiscal para lograr el ahorro d e las socie­

dades 9 ahorro que podría convertirse en futuras inversiones,lo 

cual al mismo tiempo significaría un incremento d e l desarrollo e­
conómico del país.Pero esa finalidad desaparece con la tesis im­

pugnada,porque, ¿qué sociedad ,cuyos dirigentes estuvieren en su 
sano juicio,iba a preferir pagar el impu esto de capitalización 

que es fijo? Es indudable que eligirían pagar e l de Mantenimien­

to en Reserva,ya que éste lo podrían hacer desaparecer en cual­

quier tiempo,cuando les fu era beneficioso~De l a manera indicada 

el ahorro definitivo de las sociedades,que sólo se logra mediante 

la cap italización,no se encontraría fom entado por el Decreto No. 

609,ni aún con las t a rifas más favorables qu e establece para el 

impues to que causao 

Esa int erpretación,además se prestaría a evasiones.Si una so­

ciedad neces itara en realidad,aumentar su capital social con el 

ahorro acumulado,podría lograr un resultado igual al de la capi­

talizac ión de reservas,evadi endo el pago del impuesto correspon­

diente,distribuy endo primero utilidade s en efectivo y luego,a los 

pocos días,formalizar una escritura de aumento de capital con los 

dineros r ec ibidos por los socios en concepto de divid endos.Esta 

elusión del impuesto no sería posible si el de reserva tuvi era 

carácter definitiv0 9 ya que compulsaría a la sociedad a capitali­

zar antes de que transcurrieran los referidos cuatro años,por ser 
el impues to que pagaría por ese hecho más favorable que el otro. 

La r efe rida t es is sólo tendría fundamento si en r ea lidad el 

Decreto NO o 609 se considerara como parte integrante de la Ley de 

Impuesto sobre la Renta y que a los impuestos qu e él comprende 

se les dieran efectos análogos al de l a retención. Pero esta situa­

ción,que t amb ién invocan como argumento los sostenedores de la te­
sis,me parece demasiado simplista. 

No encuentro la necesidad que tuvo el legislador para elabo­

rar todo un sistema tributario,como lo es el Decreto No.609,sólo 

para darle categoría de ret ención a los impuestos que creaba.Le 

hubiera sido más fácil dictar unas cuantas reformas a la Ley de 

Impu esto sobre la Renta para lograr ese objetivo. 
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Establecer para las sociedades anónimas domiciliadas en el 

país,por ejem~lo,un sistema de retención con porcentajes menos 

elevados que los que señalaba el Art.76,derogado;iguales si se 
quiere a cualquiera de las tarifas impositivas que contiene el 

Decreto No.609,procurándose a no dar margen a devoluciones.Ade­
más,pudo prescribirse que tales retenciones en lugar de permane­

cer en Fondos Ajenos en Custodia,ingresaran de una sola vez al 
Fondo Gencral,máxime que ya existía un antecedente respecto a es­

te procedimiento,que es el contemplado en el Art.44 de la referi­

daLey.El artículo indicado,dice: 

"Sin perjuicio de lo dispue sto en los Arts.66 y 67,las canti­

dades que de conformidad a los artículos 76,77 y 80,se hubie­

ren retenido a los contribuyentes comprendidos en los litera~ 

les a),b) y d) del Art.35,así como a las personas jurídicas 

no domiciliadas en el país,pasarán al Fondo General de la Nación, 

siempre que dichos contribuyentes no hubieren presentado su de­
claración de la renta obtenida en el país dentro de los cinco me­

ses siguientes a la f echa en que concluya el ej ercicio impositivo 

en que se hubieren percibido los ingresos que han causado dichas 
retenc iones .. 11 

Me parece que la labor del legislador del Decreto No.609 fue 

demasiada para el solo efecto de establecer un sist ema de reten­

ción.Para qué establecer obligaciones de declarar,de pa gar,proce­

dimientos para fiscalizar y tasar de oficio los referidos impues­

tos,de det erminar hechos imponibles, sujetos de imposición,obliga­

ciones formales,tasas de imposición,etc.,si a la postre,el impues­

to que más efectividad le daba,porque era el que compulsaba a que 

se determinara el otro,me refiero al impuesto de reserva,iba a 

ser desplazado en cualquier momento por el impue sto sobre la Ren­

taoY qué podemos decir de las s anciones? En qué situación quedan, 

por ejemplo,las sanciones que se impusieran por no declarar en 

tiempo el Impuesto de Mantenimiento en Reserva,cuando éste haya 
sido sustituido post eriormente por el Impuesto sobre la Renta.No 

se puede decir que también dicha sanción desaparece y que hay 

que devolver lo pagado por ella,porque la sanción no forma parte 

de la obligación ma t ~ rial tributaria,sino que es una pena que se 

impone a la sociedDd por no cum¡Jlir obligaciones form é'. les de ca'­

r~cter administr~ tivo.Por todas e stas raz ones soy de opinión de 

que no procede la devolución cuando la sociedad decidi era repar-

/ 
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tir dividendos en efectivo,después de transcurridos los cua­

tro años que establece e l Art~l de l Decreto,porqu e entonces el 

Impuesto sobre la Renta ya no puede sustituir al de Mantenimien 

to en Reserva o 
Es indudable que existe una laguna dentro del Decreto No.609 

respecto a la situación en que quedan los dividendos,cuando se 

ha causado en forma definitiva el Im~uesto de Mantenimiento en 
ReseTva~No hay ninguna disposición que declare exentos del Im­

puesto sobre la Renta a esos dividendos,cua ndo se reparten en 

efectivo a los socios después de transcurrido el plazo de cua­

tro años ya citados3 
Tal parece que el legisla~or sólo quiso otorgar esa exención 

en el caso de distribución de dividendos en especie,por medio de 

la capitalización,tal como lo establece el Art.5 del DecretoeNo 

hay fund amento para esa discriminación,ya que en uno como en o­
tro caso,la fuente del ingreso es la distribución de dividendos. 

Sería una injusticia manifiesta si en el c a so de una capitali 

zación de utilidade s,que se verificara después d el referido plazo 

de cuatro años y con motivo de la cual ciertos socios hicieron 

uso de su derecho de que se le reparti eran dividendos en efecti­

vo,~esultat~' . que .. ~stos,adem6s de soporta r el gravamen del Impues 

to de Mantenimiento en Reserva,que recayó sobre todas las utili­
dades obtenidas,t endría también que pa ga r e l Impu esto sobre Ren­

ta por los dividendos en efectivo que recibieran,quedando en una 

situación inferior a los otros socios que recibieran los dividen­

dos en especie,pues para ellos dichos ingresos están exentos del 

pago del referido impu esto sobre la Renta. 

La interpretación analógica que tiene por base la equidad,al 

concederle a situaciones idénticas el mismo efecto,subsanaría e­

sa laguna,estableciéndose que por ser la capitalización de uti­
lidades una forma de distribución de dividcndos,debe considerar­

se también a la distribución de dividendos en efectivo como fuen­

te de ingresos exentos del Impuesto sobre la Renta para los so­

cios,cuando se haya causado en forma d efinitiva el impuesto so­
bre reserva o 

El Decreto No o 60 9 contempla otro caso de devolución que po­

dría surgir respecto a las retenciones,que conforme al Art.76, 

derogado,la sociedad efectuado a cuenta del Impuesto sobre la 

Renta que a los socios les correspondiera pa gar sobre dividen­

dos que recibieran~Sobre esta clase de devolución me referiré 
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cuando dGsarrolle el Capítulo relativo a las Disposiciones 

Transitorias del referido Decreto. 
Otro aspecto importante rel ~ tivo a las devoluciones que he­

mos tratado en este Capítulo,es el determinar ante qué organis­
mo se van a gestionar,tom~ndo en cuenta la circunstancia de que 

lo pagado en concepto de Impuesto sobre Mantenimiento en Reser­
vas,del cual se va a derivar l a devolución,ya ingresó al Fondo 
General de la Nación.A este respecto,el Art.25 de la Ley de Te~ 

sorería,dice: 
QToda suma percibida por un Colector de dineros p~blicos, 

en posesión legal de su c argo,s e tendr~ como pagada o en­
tregada al Gobierno y no podrá retirarse d o l a s cajas p~­

blicas, si no es de conformid,l d a la ley. 11 

La Ley de Impuesto sobre la Renta,que tiene efectos supleto­
rios respecto al Decre to No.609,al referirse a las devoluciones 
dice en su Art.93: 

liCuando el impuesto pagado conforme a la declaración,depo­

sitado o retenido excede del monto del impuesto determina­
do por la Dirección General,o cuando la persona no tuviere 
capacidad contributiva de conformidod a la ley,dicha ofici­
na dictar~ la resolución correspondiente para que ,de acuer­
do con la ley,se devuelva al interesado el excedente o la 
suma pagada,depositada o retenida,seg~n el caso." 
Este artículo nos está indic ando que la Dirección General de 

Contribuciones Directas,tiene facultad para dictaminar sobre el 
monto de la devolución,pero no tiene capacidad para ordenar la 
devolución,la cual,como dice el artículo,debe hacerse de confor­
midad a la leyo 

Hasta hace poco tiempo se consideró que el organismo compe­
tente para autorizar las devoluciones de din8ro que habían in­
gresado al Fondo General de la Nación,era 01 Minist 0rio de Ha­
c ienda. 

La base legal de esa competencia la constituía lo preceptua­
do por el Art.46 de la Ley Orgánica de Presupuestos,que literal­
mente dice: 

"Salvo lo dispuesto por leyes especiales,corresponde al Minis­

terio de Hacienda ~utorizar la devolución de rentas recaudadas 
indebidamente,depósitos y demás fondos ajenos. 

En consecuencia,por no tratarse de fondos p~blicos ni de ero-
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gaciones para la realización de los fines d e l Estado,no se ne­
cesitará que en la -Ley de Presupuesto figure asignación alguna 

para las devoluciones a que se refiere el inciso anterior,las 

cuales se harán con cargo a las cuentas acreditadas original­

mente con motivo de la recaudación o a provisiones que para tal 

fin mantendrá la Conta bilidad del Estado. n 

Este artículo 46 de la Ley O~gánica de Presupuestos actual­
mente está reformado por el Art.40 de la Ley de Presupuesto Ge ­
nera 1 (DISPOSICIONES GENERALES) en cuanto l a fac ul tad que le c on­

fería al Ministerio de Hacienda para autorizar las devoluciones 

refGridas y respecto a los trámites a seguir para dicho efecto. 

Las disposiciones de esta última Ley privan sobre las de cual­

quier otra,por ser las ma terias que regula de índole especial y 

porque así lo establece expresamente en su ArtG363~La redacción 

de estos artículos es la siguiente: 

"Art o 40 o -Para las devoluciones a qu e se refiere el Art.46 

de la Ley Orgánica de Presupuestos,será necesaria 

resolución razonada de autorid~d o funcionario com­

pet ente,comunic ~ da a la Corte de Cu enta s de la Re­
Públicao 

2~-Cuando la resolución que autorice la devolución 

de ingresos acreditados al Fondo General,se emita, 

apruebe y c a nc e le dentro del mismo cjercicio,se ten­

drá como una disminución de la correspondient e fuen­

te de rentas;si la resolución fue emitida y aprobada 

en un ejercicio anterior,podrá ser cancelada sin ne­
cesidad de emitir orden de pago,aplicando su valor a 

la respectiva provisión establecida por la Dirección 

de Contabilidad Central.En el c a so de devolución de 
Rentas de ejercicios anteriores para los cuales no 

ha ya r e solución,será necesario emitir orden de pago 

con cargo a la asignación r espectiva del ejorcicio 

corri ent e ,del Ramo de Hacienda. 

Art c 3~No s erá necesario resolución,orden de pago,ni 

acu erdo alguno para l a devolución de de pósitos,cuan­

do esa devolución sea procedente de conformidad con 

las leyes que autorizaron el depósito.Los recibos ~e 

los interesados otorguen al hacérs e les las devolucio­
nes de sus depósitos,si éstos fu eron hechos en virtud 
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de prescripción reglamentaria o legal,serán extendi­

dos en papel simple. 
4-Las devoluciones que hayan de hacerse por las Insti­

tuciones Autónomas~corresponderá autorizarlas a ellas 
msimas,ciñéndose a las reglas contenidas en los inci­
sos anteriores o 

Las órdenes de pa go de Gastos s erán contra la Direc­

ción Gen aral d e Tesorer!a. n 

Art .". 363. _IICa so de que haya c ontradicc ión entre cualquier 

otra ley y l a s presentes disposiciones,s e aplicarán 

estas ~ltimas como ley especial." 
Estos artículos do las Disposiciones Generales de la Ley de 

Presupu esto General sirve n de fund amento pa ra considerar en la ac­

tualidad,que es la Dirección Ge n ~ ral de Contribuciones Directas 

el organismo competent e ,no sólo para conocer y resolver sobre las 

devoluciones que contempla el Decreto No.609,sino también para au­
torizarlas. 

Para terminar este Capítulo y por la relación qu e tiene con 

el tema de las devolucione s,he de expresar qu e actualmente las 

r e tencione s que s e verifican a cuenta de l Impu es to sobre la Renta 

que les corre s ponderían pagar a los presuntos contribuyentes,ya no 

ingresan a la Cuenta de Fondos Ajenos en Custodia~sino que directa­

mente pasan al Fondo Gen eral de la Nación,de conformidad a lo es­

tablecido por el numeral 3º del Art.60 d e las Disposiciones Gene­

rales de la Ley de Pre supu esto General y que este sistema se en­

cuentra en práctica de sde el año de 1968.La dis~osición citada,di-
" ce as1.: 

"El Minist erio de Hacienda podrá disponer que las oficinas co­

lectoras del Servicio de Te sorería den ingreso como renta efec­

tiva,acreditada a la correspondiente fu ent e de ingre so del 

Presupuesto General,a las sumas r emitidas por los Agentes de 

Ret ención del Impuesto sobre la Renta~El excedente de lo rete­

nido sobre el monto d e l impues to computado en la r e spectiva 

declaración,se devolverá al contribuyente conforme resolución 

de la Dirección General do Contribuciones Directas,cursada 

de conformidad con lo establecido en el Art.40 de las presen­

tes Disposiciones General es. n 

Se ha dicho que una de las razon e s más poderosas que motivaron 

la promulgación del Decreto NO o 609,era el de abolir la forma d el 

sistema de r e tención a qu e es taban sujetas las utilidades de las so­

ciedades anónimas domiciliadas en el país,ya qu e con ello se ocasio­
naba un perjuicio a las sociedades,que veían disminuidos sus ahorros 
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sin producirse ningún beneficio para el Estado,ya que el monto 

de las retenciones no ingresaba al Fondo General de la Naci6n, 
sino a una Cuenta denominada "Fondos Aj enos en Custodia." 

Ahora que ya no existe ese tropiezo de que el Estado no pue­

da disponer de las retenciones efectuadas en las utilidades de 
las sociedades anónimas,dejaría de tener fundamento el Decreto 

No.609,en esa parte,ameritando su derogaci6n e implantando en 
cambio un nuevo sistema de r et ención en dichas utilidades y pa­
ra satisfacer los intereses de las sociedades anónimas y de sus 

socios,bastaría con establecer porcentajes de retención menos 
elevados que los que determinaba el derogado Art.76 y conferir 
un plazo prudencial para que dichas ret enciones se efectuaran 
y pagaran. 

Pero repito,que esa sería una explicación simplista del re­

ferido Decreto,ya que su finalidad no es establecer una nueva 
categoría de ret ención qu e sustituyera al que antes existía pa­

ra las utilidades de las sociedades anónima s,sino el de abolir 
ese sistema,creando en cambio dos nuevos impuestos que,tomando 

en cuenta la voluntad expresa o presunta de la sociedad,pudie~ 
ran sustituir a su vez,al Impuesto sobre la Renta. 

El Decreto No.609 es un cuerpo lcgal,con disposiciones sus­
tantivas y formales,con una finalidad muy superior al solo in­
terés de obtener ingresos para el Estado.Tiene una finalidad 

extra-fiscal,constituyendo,por la forma de generarse sus im­
puestos,un inc entivo qu e fomenta e l ahorro de las sociedades 

anónimas en forma definitiva,la cual,sólo es posible por medio 
de la capitalización de sus utilidadeso 
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CAPITULO X • SANC!ONES. 

Las infracciones tributa~ias en nuestro medio se encuen--

tran reguladas y sancionadas por diversos estatutos legales.-

Se puede hacer una clasificaci6n de esas infracciones en: 

a) violaciones a las normas fiscales que constituyen delitos y fa! 

t~~ sancionadas por el Derecho penal y b) violaciones pe 6rd~~es 

de la autoridad,que son de carácter formal y en materia de impue~ 

tos directos pueden conststir en omisi6n de declaraciones, prese,!!. 

taci6n extemporánea de ellas, pago extemporáneo del impuesto, in-

fracci6n a la oblig8ci6n de rendir informes, de retener el impue~ 

to, etc. Estas violacione s son sancionadas administrativamente 

por distintas leyes fiscaleD.-

Lo que caract8riz2 al ilícito penal fiscal es el dolo de -

la acci6n u on~si6n, tendient e s a conseguir la inaplicabilidad de 

las leyes tribttnrias, causar..do, en consecuencia, defraudaci6n en 

1"n i"~~.~~es del Fisco. Dadas estas características es explica--

ble que la sanci6n de esos delitos y faltas sea de la pena corpo-

ral y que la multa sea la excepci6n.-

Ejemplos de esos delitos y sus sanciones los tenemos en --

los siguientes artículos del C6digo Penal: 

"Art .. 207.- La falsificaci6n de los sellos, marcas y contra 
señas que se usen en las oficinas de la Rep(i--­
blica, para identificar cualquier objeto o pa­
ra asegurar el pago de impuestos, será castiga 
do con la pena de dieciocho meses de prisi6n y 
multe. de t r esci8ntos colones."-

"Art. 226.- E~ que fa] I'';-F~ ~'J.re papel sellado, sellos de -
co~re o o t 0 ldgr afos, timbres o cualquier otra 
clase de efectos sellados o timbrados, cuya -
emisi6n o cxpadici6n estd reservada al Estado 
o al Municipio o tenga por objeto el cobro de 
impuestos o falsificare billeres de lotería -
del Estado, sur:d.rú la penaj:l.e seis años de pre 
<,)';,dio."- -

En cambio, en el ilícito ad~inistrativo se ha considerado 

de que no hay ánimo de perjudicar al sujeto pasivo, sino el afán 



163 

de buscar una satisfacci6n personal y lucrativa al contravenir -

las órdenes administrativas, como sería el caso de retardar el -

pago del impuesto por haber invertido el dinero en un negocio -­

que le produce buenos dividendos o sufragar gastos para satisfa­

cer necesidades personales imperiosas. Es por esta raz6n que pa­

ra esas infracciones se establecen penas pecuniarias, recargo y 

sobretasas como sanci6n civil y no penal. El Estadotrata de recu 

~rar, ya sea en forma de intereses o multas, las utilidades que 

dej6 de percibir por la falta de cumplimiento oportuno de las 6r 

denes y obligaciones infringidas.-

Esta clasificaci6n que hemos elaborado de las infracciones 

y sanciones es de índole formal, ya que según ella cuando es el 

C6digo Penal el que establece la sanci6n hay ilícito penal y hay 

ilícito administrativo cuando la pena es determinada por leyes -

de carácter tributario o de cualquier otra índole que no sea la 

penal.-

Pero nuestro sistema legal trasborda esa clasificaci6n for 

malista, ya que existen otra categoría de infracciones que no tie 

nen carácter penal conforme esa clasificaci6n y que no obstante -

predomina en ellas el ánimo de perjudicar al sujeto activo, el E~ 

tado, e indirectamente a los que se benefician con los ingresos -

que éste recauda y que por 10 tanto, incluyen supuestos de culpa 

y dolo.-

Esta ca~eBoría de violaciones se conocen con el nombre ge­

nérico de defraudaciones fiscales, que se puede definir como los 

actos u omisiones destinados a disminuir intencionalmente el tri 

buto, haciendo uso de engafios, o aprovechando errores para eva-­

dir total o parcialmente el pago del impuesto.-

Estas violaciones caben dentro de la categoría del delito 

y el hecho de que sean diversas leyes fiscales las que las tipif! 
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can y sancionen, nos viene a demostrar que la autonomía del Dere-

cho Penal no es absoluta.-

Entre esas leyes que sancionan dichas violaciones podemos 

mencionar la que se conoce como Código Fiscal, que regula el co~ 

trabando de aguardiente con ~una lista exhaustiva de hechosque --

pueden generar ese delito y con la clasificación de delincuentes, 

cómplices y encubridores, así como la calificación de delito co~ 

sumado, frustrado y tentativo de delito, También existe la Ley -

Represiva del Contrabando de Mercaderías y de la Defraudaci6n de 

la Renta de Aduana, la Ley de Papel Sellado y Timbres, con su Re 

glamento; la Ley de Impuesto sobre la Renta; la Ley de Vialidad, 

etc.-

Algunas de estas leyes, en forma análoga al Código penal, 

imponen penas corporales, las cuales pueden, a su vez, sustituir 

también a una sanción pecuniaria. Ej~mplo de esto dltimo 10 tene-

mos en el Art. 11 de la Ley represiva del Contrabando de Mercade-

rías y de la Defraudación de la Renta de Aduana, que literalmente 

dice: 

"Si impuesta la multa a que se refiereel inciso anterior, 
el culpable no la pagare en el término que el Jue z sefiale 
será sustituida por la privación de ~ libertad, a raz6n de 
un día por cada cincuenta centavos de multa impuesta, sin 
que la reclusión pueda exceder de dos meses".-

Para conocimiento de esta clase de delitos fiscales, cono-

cidos con el nombre genérico de delitos contra la Hacienda Póbli-

ca, la Ley confiere esa facultad, algunas veces, a los propios or 

ganismos encargados de la administración de los impuestos, Así -

tenemos, por ejemplo, que la Dirección General de Contribuciones 

Directas, al proceder a la investigación de la renta y ca~al im 

ponible de los contribuyentes, determina, al mismo tiempo que el 

impuesto correcto, las sanciones en qu0 se incurre por evasión -

intencional o no intencional de dI, por no cumplir el agente de 
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retenci6n con su deber de retener a cuenta del presunto contrib~ 

yente las cantidades respectivas en concepto de impuestos y de -

enterar las al funcionario correspondiente, etc. (Arts.l02, 103 y 

104 de la Ley del Impuesto sobre la Renta y Art. 12 de la Ley de 

Vialidad). Al ser impugnadas las resoluciones que determinan es-

tas multas, puede llegar a conocer de ella el Tribunal dé Apela-

ciones.-

Hay también otra cantidad de delitos contra la Hacienda -

Pública, consistentes algunos en defraudaciones fiscales, cuyo -

conocimiento compete a un Tribunal especial denominado Juzgado -

General de Hacienda. El C6digo de Instrucci6n Criminal dice al -

respecto: 

"Art. 10.- El Juez General de Hacienda conocerá privativa 
mente de los delitos de contrabando, de los fraudes, ex~ 
travío o malversaci6n de caudales públicos o de los esta 
blecimientos sostenidos por el Tesorero Nacional; del de 
falsificaci6n de moneda, bonos públicos, billetes, papel 
sellado, sellos del telégrafo y del correo, efectos tim­
brados cuya expedici6n está reservada al Estado o de 
cualquier otro delito que afecte los intereses del Erario 
Nacional ll

.-

"Arto 320.- En los casos de que trata el Arto 10 bien se -
proceda por acusación, por denuncia o de oficio, corres­
ponde practicar las primeras diligencias del juicio de -
instrucci6n a los Administradores de Rentas o de aguar-­
diente en su caso y el plenario al Juez General de Hacien 
da.- -

En el lugar de la residencia del Juez de Hacien­
da, instruirá el Administrador de Rentas respectivo a pre 
venci6n con éste las diligencias de instrucci6n li .- -

Expuestas las anteriores consideraciones de carácter gen~ 

ral, sobre las sanciones tributarias y de los hechos que los ori 

ginan, procederemos ahora al estudio de las penas que contempla -

el Decreto No. 609.-

El tenor literal de los articulos que regulan dichas san-

cionee es el siguiente: 

"Arto 11.- La socie dad que presentare la declaración fuera 
del término legal, será sancionada con las multas aiguien 
tes: a-) Con el 10% del monto del impuesto que correspon~ 
da pagar si se presentare la declaración con retardo no -

_ CF:,,!TRA L 
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mayor de un mes.-
b-) Con el 20% si se presentare con retardo de un mes; ~ 
pero no mayor de dos meses. 
c-) Con el 30% si el retardo fuere mayor de dos meses p~ 
ro menor de tres meses ; 
d-) Con el 40% si el retardo fuere mayor de tres meses.-

Las multas a que se refiere el presente artículo no podrán 

ser inferiores a CIEN COLONES.-

La sociedad que presentqre el informe prescrito en el a~ 
título anterior a la Dirección General de Contribuciones 
Directas, fuera del término legal, será sancionada con -
una multa equivalente a un 5Q% del impuesto correspondie~ 
te a pagar, pero en ningún casopodrá ser menor de VEINTI­
CINCO COLONES.-

"Art. 12.- El incumplimiento de la obligación de declarar 
o de presentar el informe a que se refiere el Art.10 de 
este Decreto será sancionado de conformidad con el Art. 
101 de la Ley de Imt5uesto sobre la Renta".-

"Art. 13.- Cuando la sociedad incurra en mora en el pago 
de los impuestos establecidos en este Decreto, estará 
sujeta a las sanciones que determina el Art. 99 de la Ley 
de Impuesto sobre la Rel1.ta".-

Lo primero que notamos de la lectura de los articulas ante 

riores, es que las sanciones en ellos comprendidas, no castigan -

una defraudación fiscal sino la infracci6n a ciertas obligaciones 

de carácter formal que el Decreto impone específicamente a las s~ 

ciedades, siendo ellas en consecuencia quienes soportan dicha --

carga.-

Las multas que impone el Art. 11 ' a la sociedad por no pr~ 

sentar las declaraciones correspondientes dentro del término pre~ 

crito, son sensiblemente mayores que las determinadas por la Ley 

de Impuestos sobre la Renta a cargo de los contribuyentes por i-

gual motivo. Esas multas son el doble de las señaladas por esta 

ley en los casos comprendidos en los literales a), b) y c) del 

referido Art. 11. Es conveniente meditar sobre las razones que -

tuvo el legislador para castigar en el Decreto con mayor severi-

dad el hecho de una declaraci6n extemporánea.-

Hemos dicho anteriormente que las multas que impone el De-
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creto no castigan una defraudaci6n fiscal sino el incumplimiento 

de obligaciones formales, .pero es lógico suponer que ese incumpl.!, 

miento puede ser motivado por la intención de evadir el impuesto. 

Es por esta razón que la ley de Impuesto sobre la Renta a la par 

que sanciona el hecho de la extemporánea dec1araci6n, también -

establece fuertes sanciones por la defraudaci6n fiscal de ese -

impuesto. Asi de esta manera impone multas por la evasión inten­

cional de dicho impuesto la cual se tipifica por las omisiones, 

aserciones, simulaciones, ocultaci6n, maniobras o cualquier me-­

dio o hecho que produzca la evasi6n total o parcial del impuesto. 

y va más lejos todavía esa ley, ya que apartándose de los princ! 

pios del derecho represivo en donde la inocencia del reo se pres~ 

me mientras no se compruebe lo contrario, en cambio el Art.103 de 

dicha ley, que regula esa sanci6n, presume en el contribuyente la 

intenci6n de evadir el impuesto, en ciertos casos, salvo prueba -

en contrario.-

La Ley de Impuesto sobre la Renta también contempla en su 

sistema punitivo la figura de la ~tt~pa a1castigar la evasi6n no 

intencional, la cual la tipifica, según 10 manifestádo en su 

Art. 102, cuando la evasi6n se debe a hechos no seffalados en el 

Art. 103, es decir, dolosos y puede surgir por no presentar de­

claraci6n o presentarla incorrecta. La negligencia y el error -

pueden ser la causa de dicha sanci6n, pero el error debe ser de­

masiado obvio, llegando dicha disposici6n hasta relevar de la p~ 

na al error excusable en la aplicaci6n de las disposiciones leg~ 

les.-

Ahora bien, el Decreto No. 609 no prescribe en ninguno de 

sus articulas sanci6n alguna por eva~i6n intencional o no inten­

cional de sus impuestos y no creemos que dichas sanciones se po­

drian imponer a la sociedad por la ap1icaci6n supletoria de la -
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Ley de Impuesto sobre la Renta, que establece el Art. 15 del De­

creto~ ya que el r~gimen de las sanciones corresponde al Derecho 

Penal Tributario, que propugna como uno de sus postulados, la ti 

picidad de los actos que se castigan, los cuales, deben estar -

plenamente establecidos por la ley. Si el Decreto no determina 

como hechos punibles la evasión i ntencional o no intencional de 

los impuestos, no es dable en consecuencia sancionarlos aplwan­

do la analog1a, mediante dispos~ones comprendidas en otras leyes, 

ya que esa figura no cabe en el Derecho Penal.-

Siendo estos así, cabe especular que el legislador, como 

una retribuci6n al no sancionar la defraudaci6n fiscal que podría 

surgir por los datos falsos comprendidos en una declaraci6n extem 

poránea o por la no presentación de ella, quiso suplir esta omi­

si6n gravando con mayor rigor el hecho de la dec hraci6n extemp~ 

ránea como tambi~n lo hace al sancionar la presentaci6n extempo­

ránea del informe que señala el Art. 10 y la falta de presenta--

ci6n tanto de este informe como el de las declaraci~nes. En es-

tos últimos casos o sea en el incu~plimiento de la obligaci6n -

de declarar o de presentar el referido informe, las sanciones que 

el Decreto establece en su Art. 12, son similares a las que la -

ley de Impuesto sobre la Renta de termina en su Art. 101, al cual 

expresamente se remite. Conforme a este Art. 101, la Dirección -

General de Contribuciones Directas tiene un margen discrecional 

para imponer sanciones que va de la cantidad de veinticinco colo 

nes a la de diez mil colones, pero en todo caso esas multas, en 

10 que atañe a la aplicación del Decreto, nunca deben ser inferio 

res a las que pudieran determinarse conforme el Art. 11, ya que -

la gravedad de la infracción es mayor.-

Las sanciones que determina el Art. 13 del Decreto, se de­

ben a hechos que no participan de las características de los pen~ 
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dos por los artículos 11 y 12, as decir, que puedan dar lugar a 

la evasión total o parcial del impuesto.-

Por esta razón, el legislador no consider6 necesario ex­

tremar su rigor y prefirió sancionar dichas infracciones, consi~ 

tentes en la mora del pago de los impuestos, en forma análoga -­

con que reprime el pago extemporáneo del Impuesto sobre la Renta, 

remitiéndose as1 para CAl efecto, a las sanciones establecidas -

~r el Art. 99 de la Ley que regula dicho impuesto.-

Dado el carácter que tienen las infracciones que sancio-­

nan los Arta. 11, 12 Y 13 del Decreto, de constituir violaciones 

de mandatos de índole formal, por lo tanto independientes de la -

obligaci6n tributaria marerial de pagar los impuestos, se plan­

tea el problema de s1 dichas sanciones deberán aplicarse aún cuan 

do esta obligaci6n material no exista.-

En mi opinión, s1 deben aplicarse, excepto las que contem 

pIa el Art. 13, por l6gica, ya que no existe impuesto que pueda 

caer en mora.-

Con respecto al Art. 11 podr1a haber dificultades prácti­

cas para determinar las sanciones que contempla, ya que al no -­

existir impuesto, no existirla tampoco base para aplicar los pOE 

centajes que él establece.pero el inciso segundo de dicho artIcu­

lo soluciona el problema al decir que la multa no podrá ser menor 

de cien colones. Sería, pues, la multa de cien colones la que se 

impondría por declaraci6n extemporánea cuando no existe impuesto 

que computar. La aplicaci6n del Art. 12 no ofrece ninguna dificul 

tad en el caso planteado l ya que se deja a discreción del organi~ 

mo sancionador la fijaci6n de la cuantl? de la multa, dentro del 

margen indicado por el Art. 101 de la Ley de Impuesto sobre la -

Renta.-

Otro problema que surge respecto a las sanciones es cuan-
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do habiéndose determinado y pagado con relaci6n a uno de los im­

puestos del Decreto No. 609, dicho imñuesto desaparece por haber 

sido sustituido por el otro o por el Impuesto sobre la Renta.¿P~ 

drá reclamarse lo pagado en concepto de dichas sanciones argume~ 

tándose que al desaparecer lo principal debe tambi~ desaparecei 

lo accesorio? Yo opino que no, por que si bien es cierto que -

las obligaciones que se sancionan son accesorias de la obliga-­

ci6n del pago del impuesto, esa secundaridad debe entenderse en 

el sentido de ellas ayudan hacer posible el cumplimiento de la -

obligaci6n tributaria material, pero que conservan en todo su ca 

rácter independiente de ser obligaciones formales; la razón de -

ser no depende del impuesto, el cual, como ya vimos, puede hasta 

no existir, sin que ello implique su inaplicabilidad y el caso -

que hoy planteamos si no igual, tiene su semejanza con é1.-

Con re~pecto a los recursos que se pueden interponer de -

las resoluciones que impongan las citadas sanciones, hay que rem! 

tirse en 10 que procede, a lo dispuesto sobre esa materia por la 

ley de Impuesto sobre la Renta y especialmente a 10 que establece 

el inciso 60. del Art. 105.-

Para terminar este Capitulo me referiré a otra sanci6n que 

el Art. 4 del Decreto establece para las sociedades y que consis­

te en un recargo del 1% mensual que se computará sobre la diferen 

cia entre el impuesto de Mantenimiento en Reserva y el de Capita-

1izaci6n, cuando no obstante haberse acordado capitalizar las uti 

1idades, este acto no se ha perfeccionado legalmente dentro de los 

dos años posteriores al plazo que establece el Art. 1 del referi­

do Decreto. Este recargo -dice el Articulo 4- se cobrará desde -

la fecha de vencimiento del plazo para el pago del Impuesto de -

Capitalizaci6n.-

Lo primero que debemos definir es la infracción que se --
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sanciona con el referido recargo~ No se puede decir que se está 

sancionando la mora en el pago del Impuesto de Mantenimiento en 

Reserva, porque en primer lugar dicha infracci6n ya está sancio­

nada por el Art. 13 del Decret9 que al remitirse al Art. 99 de -

la Ley de Impuesto sobre la Renta, califica también de recargo -

a la sanci6n que se impone. Pero aún sin la existencia de la san 

ci6n que establece dicho Art. 13, no se hubiera admitido que el 

recargo que menciona el Art. 4 castiga la mora en el pago del -

Impuesto de Mantenimiento en reserva, porque, si aáí fuera, se 

cobraría desde la fecha en que según el Decreto termina el pla­

zo para pagar10,tomando en cOnsideración que el término para de 

clarar dicho impuesto empezaría a contarse desde la fecha en que 

se presume que la sociedad ha acordado mantener en reserva las u­

tilidades, o sea,desde que finalizan los dos años que indica el 

referido Art. 4. Según 10 anteriormente expuesto, no tendría ju~ 

tificaci6n que el referido recargo se cobrara desde la fecha en 

que termina el plazo para pagar el Impuesto de Capitalizaci6n, -

cuyo hecho imponible fue anterior a la referida presunci6n que -

lo hace desaparecer.-

Una investigaci6n más a fondo del problema nos lleva a de 

terminar en su plenitud la verdadera importancia que tiene el pl~ 

zo de cuatro años que establece el Art. 1 del Decreto. Ahora ya 

podenos darnos cuenta con claridad que es en ese lapso y no en 

otro en donde se decide de una vez por todas la fijeza definiti 

va de los impuestos de Capitalizaci6n y de Reservaw-

El legislador previ6 el caso de que una sociedad cumplie­

ra con el requisito de acordar capitalizar utilidades dentro del 

referido plazo de cuatro años, sin tener la intenci6n de efectuar 

dicho acto en tal forma que diera lugar a un aumento del capital 

social legalmente perfeccionado. El prop6sito de la sociedad se-
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ría entonces el destruir la presunci6n que senala el inciso 20. 

del Art. 3 del Decreto, de considerarse acordado mantener en r~ 

serva las utilidades . De esta manera, l a sociedad obtendrIa una 

pr6rroga de dos anos en el ahorro de sus utilidades, sin tribu­

tar por ellas.-

Se podría creer que el plazo de d o s años que señala el inci 

so lo. del Art. 4 del Decreto es una pro longaci6n del plazo de 

cuatro anos ya indicado y que~or 10 tant o también tiene el efec­

to de ser determinante para la fijaci6n del impuesto que se va n 

pagar en definitiva, pero esto no es cierto ; cada uno de esos pl~ 

zas tiene su funci6n específica.-

El primer plazo, el de cuatro años, es para determinar el -

impuesto en forma defin i tiva y se bas a en la voluntad expresa -

o presunta de la sociedad de mantener l a s utilidades en reserva 

o de realizar otro acto posterior, el de la capitalizaci6n de -

las utilidades, predominand o la última vo luntad que se tome al 

finalizar el plazo.-

Como se comprenderá, el Impuesto de Mantenimiento en Reser­

va se genera por el simple acuerdo de la sociedad, ya que con él 

se realiza su contenido. No ocurre lo mismo con el Impuesto de -

Capitalizaci6n, pues la disposici6n apuntada nos está dando a en 

tender de que no basta el acuerdo, sino que es necesario que el 

contenido de él, es decir, la capitalizaci6n, se realice en for-

ma efectiva, a sea, cuand o se haya perfeccionado en legal forma 

el aumento de capital social con el cual está vinculado. Pero -
el le g islador no podía de j ar pend iente p o r un tiempo indefinido 

el acto de la capitalizaci6 n efectiva de las utilidades sociales 

y fue así como estableci6, además, un plazo de dos anos para e­

fectuarla, bajo eYapercibimiento de que a l no hacerlo se iba a 

presumir el acuerdo de mantener en reserva dichas utilidades.-
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Consecuente con lo expuesto antetiorment e , podemos decir -

que la finalidad de este~ segundo plazo no es para determinar -

la fijeza definitiva del impuesto, sino para establecer si se -

ha realizado a cabalidad el hecho imponible del Impuesto de Capi 

talizaci6n; y en el caso contrario, darle plena validez al 1m-­

puesto de Mantenimiento de Reserva presuntamente determinado al 

finalizar el primer plazo de cuatro afios.-

Lo que ocurre en realidad en la situaci6n planteada, aun-­

que el precepto legal no 10 deja bien claro, es que al no reali 

mrse la capitalizaci6n en forma efectiva, el acuerdo que se tom6 

de ella queda sin efecto y al ser ésto así, la presunci6n que s~ 

fiala el Art. 4 tendría efecto retroactivo hasta la terminaci6n -

del plazo de cuatro años o mejor todavía se puede establecer que 

la presunci6n que surte todos sus efectos es la indicada en el 

Art. 3. Esta última interpretaci6n tiene su base en la misma re­

dacci6n del Art. 4 al decir que la sociedad está obligada a ent~ 

rar "la diferencia para completar el it!lpuesto que debi6 pagarse 

conforme el Art. 3". Conforme a esta interpretaci6n, la sociedad 

estaría obligada a pagar, además de la diferencia de impuestos y 

recargo mencionados, las multas que el Decretdestablece por decla 

raci6n y pago extemporáneo del Impuesto de Mantenimiento en Re-­

serva, tomando como base la fecha en que finaliza el referido -­

plazo de cuatro años.-

Pero el legislador prefiri6 sustituir esas sanciones que -

ya estaban firmes, por el recargo que establecía en el referido 

Art. 4, y fue así Como en el Art. 6 que regula el tiempo en que 

se deban presentar las declaraciones dijo: "En el caso del Art. 

4 1~ d~claraci6n deberá presentarse en el término de tres meses 

contados a partir de la fecha en que haya concluido el plazo de 

dos años a que se refiere dicho art:eulo ll
• Hubo necesidad, pues, 

de que el legislador dejara establecido con claridad desde qué 
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momento iba a contarse el refe~~do plazo para declarar, a efec-

to d~evitar.le a la sociedad infractora otras sanciones más.-

Aun con esta interpretación del Art. 4 del Decreto, no se 

justifica que el recargo establecido por él se cobre desde el 

venci8iento del plazo para el pago del impuesto de Capitaliza-­

ci6n. Esto nos hace dudar de que si efectivamente es un recargo, 

ya que una de las características que se han dado de él, es de 

que tien e íntima relaci6n con el impuesto, que obra automática­

mente como en el caso del recargo por mora en eUpago del impues­

to, el cual se determina por una si8p l e liql1idaci6n.-

Hay ~uG adve~tir que la diferencia ent=e multa y recargo -

ha sido superada por la doctrina, ya que se ha considerado que 

tanto l a falta de pago de 103 tributos como el pago extemporá-­

neo de ellos, constituyen u na infracci6n punible, una violaci6n 

al deber social de contribuir al sostenimiento del Estado y no 

considerarlos bajo el aspecto civilista de una lesión patrimo--

nial que suf re éste por la falta de pago oportuno de la obliga­

ci6n, que debe ser sancionada con una indemnización resarcito-

ria. En esta forma el~ecargo se asimila a las otras sanciones.-

Ahora bien, si de acuerdo con esta tesis la sanción que se 

impone por la mora en el pag o del impuesto no debe considerarse 

recargo, con mucha mayor razón resulta inadecuada dicha denomina 

ci6n pnra la sanci6n que castiga la infracci6n que indica el Art. 

4 del Decreto.-

A mi modo de ver,la in f~ acc ió n que sanciona el referido Art. 

4 es el acto de la sociedad tendiente a obtener una ventaja eco­

n6mica,prorrogand o el término de cuatro años en dos años más,pa­

ra conservar el ahor~o social sin pagar tributaci6n alguna.-

La forma con que se ha g r avado esa infra cción es independie~ 

te de la propia naturaleza de. ella.-
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CAPITULO X:L. RE QUYS I~~O S PARA C/\P!?_'\.LJZAR LAS UTILIDADES DE UNA 
--- -.·-- f6c IEDi:DAiT6T¡ü~A 

El fcn6meno de la cap italizac i6n tiene una gran importancia 

dentro dal des a rrollo econ6mico del país. Po~ medio de él se mi-

de el grado en que ese desarrollo ha lle e udo.-

Si una sociedad decide aumentar su capital por medio de una 

capitalizaci6n de s~s reservas, es porque en realidad la empresa 

a que se dedica produ~c bene ficios y que éstos son necesarios p~ 

ra elevar S'l r?nc1imi c. nt o , preLi.riendo sacrificar el lucro que ca 

da uno de los socios ~odría obt9ner con el reparto de sus divi-

dendos, po~ los int cres ~ s de la empresa misma. Es por ello que -

ese acto d 9 la c apita lizaci6n debe se~ visto con simpatía por el 

Est ado,qu ie~ deb8 da~ a sus efe cto s ~n tratam iento tributario -

menos rigorist ¿ , fomentando así l a producci6n de ellos. En esto 

debenos e~contrar toda la filoso f í a del De creto 609.-

Las disposiciones que hemos comentado a lo largo de estas -

páginas tienden hacia ese fin : el de estimular la capitalizaci6n 

de las utilidades sociales. No trata ya el Estado de obtener nue 

vos ingresos, porque los podría obtener mayores a l no operarse 

la capital izaci6n, en vir t ud del ~ .. rc.p;esto q"e gL"Vf\ 1 8. r ent a. rlr-. 

los socios y el a cuerdo de mantenimiento en reserva, real o pre-

sunto, de la s refe r idas ut i lidad e s. Sino que su interés es extra-

fiscal; pretend e fom0 ntar e l ahorro de las sociedades en forma -

defini t i va, tomando en cuenta qu e ~ l ahorro logrado por las uti-

lidades no repartidas y coloc a d a s Cn rese r va, es un ahorro pre-

cario, suj e to sie mp~e a desa parecer p or un acperdo de repartir 

dividenc.os .-

Pero cl Ests do no qui ere ta m?o ~o f orz c r a ¡as sociedades a 

decidirne f('.ct inn¿a:~ en ,:e PO l" nna cG.pitaliz ;:: (;ié'i.1 J (¡u e fuera inad.=. 

cuada para sus intereses y que oó10 el obje to de r ed uc ir los im-

puestos pod ría mat iv erla. El D e c ~et o No. 609 da un plazo de cus-
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tro años pocte:ricres a la feci,r: en qu2 finaliza eJ. Aje.:t.'cicio en -

que se obt'..lviero::l .. ?.:ll'! utilidé'.d :: 8, pa:-a que la sociedad decida si 

las reparte a 108 socio s , la s c=pitaliza o las mantienA en reser 

va, Con respecto a los tributos qua regula el refa~ido Decreto, 

no va ser el simple deseo d e evadi':" el i.mpnesto mja gravoso el -

que influiría en la elección de las situaciones que los causan, 

porque la diferencia de porcentajes impositivo8 es cuy pequefi ~ . 

Basta comparar las tablas de porcentajes de los Art. 3 y 4 para 

darse cuenta de ello. La diferencia de porcentajes más elevada -

se encuentra cuando las utilidades exceden de e 20.000.00, pero 

no de e 40.000.00, siendo para el Impuesto de Capitalizaci6n el 

5% Y para el de Rese~va el B%, lo que dn una diferencia d e 3%.­

La elecci6n más discutible para la Bocfed2d 3e~i3 ertre pa-

gar los impuestos que grav2.n el ahc"-,":~o de:; las 'ltil~.dad e s o el re 

partir éstas u los socios e~ forma d e divide ndos en ef e ctivo, su 

jetándolos al PA80 del Impuesto so hre la Ren t a. Pero yo opino que 

no va ser la simple comparación dn los imp~9st o~ lo qu3 va a in­

fluir en la decisión de las socie¿ades para e:;fe8t~nr 0S0 S actos. 

Influiría mucho la poll.tica financiera de las sociedade~ que pue 

de determinar que se decida a pagar un Impuesto ce Cap italiza-­

ci6n a sabiendas que con ello podria sacrificar parce de eus ga­

nancias por causarse u~a tributaci6n mayor. ~ 

Tomando en cuenta el int e r~s que tienC el E8t~¿0 porque el 

ahorro de las socledades se.a en form a defi.nit iva~ lo caal 861 0 

se logra mediante la capitalizac i6 n rle utilid~dcG y por otr e ~a~ 

te que el incentivo establecido P Qra l OB r ar lo mediante la fija­

ción para ese a~to de un impuesto li ge r aoent c in~erior al dete r­

minado para el acuerdo de m~pt cnim ieLto en re s e r va de las referi 

das utilidades, no es suficiente CO~0 ya ] 0 hemos e x p : ic a do; es 

que el pecreto No. 609 le de. 0.stc C!.timo impuesto, 0.J. de I:'1anteni 

miento en Reserva. los efectoG de un ca ta liza~o r, c ompu l s and o a 
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a la sociedad a decidirce por el Impuesto de Capitalización. 

Con este fin es que ce establece que si la capitalización no -

se acordase dentro del tdrmino que seBala el Art. 1 d81 De creto 

o que se no legalizara dentro del plazo de los aft03 subsiguien­

tes, se presume de derecho el acuerdo de manteni~iento e~ reseE 

va~ el cual en esta forma queda determinado d ef i nitiv ament e .-

Establ e cido ya cuál es la importancia de .. l e capitalizaci6n -

de utilidades y sus ~fccto:J t;:i"!:lutd:~ios, px-ocedermos ah:ora a es­

tudiar cual es eJ. pr o ceso y Qué :r.equisi~:os son csenci e.les pa r.a -

que ese acto se prorluzr ~ a -

Es requis i to indi3pensa~~0 para decidirse a capi talizar u­

t i 1 ida d e s con o ce T (:\ 1. :s 8 t d el o ::<, :t. :'1. i1 n C! i. (">. 1: o d G 1 a 3 o e ~_ €. ct a d . '" 

El Bal ance ee de Bu ma fmportan ci a para el f~~c i o~amiento de 

las Empresas, pees por ~ed i Q ~8 ~l se reflej ~ cnn 87 i d8ncia y e­

xactitud el estado finan ciero de el las ~ en una 6poca determinada. 

Es por ello que antee de someterse a discusi6n en la~ Ar ambleas 

Generales de las so ciedades, debe ser re7isado previamente por 

el Auditor y es ta r, con la anticipaci6n debida , a ¿icposici6n de 

los accionistaa, para que dstos al diriGirse a la A~a~~ !ea deban 

estar ente ~ados de la situaci6n de la sociedad. en t¿rmi~os de -

poder discutir y deliberar con co nocimiento de enUGa qué destino 

se leo dará a las c tilidades, ei l as hubierpn . -

Las sociedade s an6nimas ?racticarán por le menos ~n balan 

ce al final del ej~r~icio Do~ial. (A~t. 282 del Cód igo de C~mer­

cia. ) 

La Junta Genara l que deba conocer del Balance General, -

así como también de). dictamen del Auditor y de la Memoria an.ual 

circunstanciada presentada por loe directivos , es do car á cter -

ordinaria y se reunirá dentro de los cinco me ses que sigan a la 

clausura del ejercicio social. (Art. 223, Ordi~c~ I del C6digo -

de Comercio.) ." 
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Aprobada la gesti6n-dice el inciso 20. del Art. 285 del re-

ferido C6digo-ne publicará en el Diario Oficial, quince días des-

puds de la celebraci6n de la JUnta Genernl. "El Art. 474 estable-

ce la obligaci6n de las sociedades de inscribir dicho balance en 

el Registro de Comercio.-

Hech~s las siguientes consideraciones legales, cabe pregun-

tarae qud clase de Junta General y qud requisitos debe llenar el 

acuerdo d e las sociedades de capitalizar utilidades acumuladas.-

Antee de seguir adelante en mi exposici6n, es conveniente 

establecer la naturaleza jurídica del acto de capitalizaci6n de-

utilidades. Es muy frecuente identificar a la capitalización con 

el Aumento ~c Capital, lo mi~mo que los acuerdos respectivos, c~ 

sa que él. ni raodo de ver no es correcto, ya que la capitali.z aci6n 

solamente es ua m9dio de hacer efectivo de aumento de Capital. -

Para aclarar lo dicho veamos los siguientes articulas: 

El Art. 173 del C6digo de Comercio, dice: 

"La sociedad podrá acordar el aump.nto de capital social. El au -

mento podra~h Q cerse mediante la emisi6n de nuevas acciones o bien 

por la elevaci6n del valor de las ya emitidas".-

De manera que dos son las fnrmas ftnicas para verificar el au-

mento de capital: por emisi6n de nuevas acciones o aumentar el -

valor de las ya emitidas.-

El Art. 178 del mismo C6digo, por su,oparte, dice: 

"El pago de las aportac:[.ones quedebe hacerse por la suscriE 
c16n de n u8va s acciones, puede realizarse: 

l. En efectivo o P.n especie ; si la Junta General hubiere a­
probado esto último, deberá fijar en que consisten las 
especie.s, la personé/qu.e ha de aportarlas y las acciones 
que se entregarán en cambio.-

11 . P o~ comp8nsaci6n de los crdditos que tengan contra la 
sociedad; sus oblig~cionistas u otros acreedores.-

III. Por capitalizaci6n de reservas o de utilidades. 
La Junta que acordare el aumen to de capital establec~ 
rá lae bases para realizar las operaciones anteriores" . 

No e s requisito esencial, según el Art. 177 de~ citado C6di 
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go~ para proceder a la verificación de la Escritura Pública de -

aumento de capital~ de que este aumento haya sido pagado, pues -

basta para ello que todas las acciones nuevas est~n suscritas. 

Sí es necesario el pago de las acciones, por lo menos en un 25% 

de su valDr, para inscribir dicha escritura en el Registro res-­

pectivo. (Art. 179 del C6digo de Comercio).-

Esto nos está indicando que la capitalización, como ya dij! 

mos, es una forma de pagar las acciones nuevas y se puede reali­

zar con posterioridad a la celebración de la escritura de aumen­

to de capital.-

Conforme a este análisis de las disposiciones citadas nada 

se opondría a que un Notarioautorizara una escritura pública de 

aumento de capital, cuando todas las nuevas acciones estuvieran 

suscritas y los otorgantes manifestaran que habían acordado el -

pago parcial de ellas mediante una capitalización de utilidades, 

lo cual debían de comprobar con la certificación del acta respe~ 

tiva, y que el resto del valor de las acciones 10 pagarán con fu 

turas capitalizaciones de utilidades ya percibidas en ejercicios 

anteriores y que si esto no fuere posible o por no convenir a -­

los intereses de la sociedad dicho pago 10 harían en efectivo. 

(Art.33 del Código de Comercio). Bastaria al Notario para cumplir 

con el requisito que le exige el inciso 20. del Art. 4 del Dccre 

to No. 609, tener a la vista la constancia de estar pagado el 1m 

puesto de Capitalización o de Reserva en su caso, correspondien­

te a las utilidades sociales con que se efectúa el pago parcial 

de las nuevas acciones. Neda se opondría tambi~n para que el Re­

gistrador de Comercio ordenara la inscripción de la referida es­

critura' si de ella apareciera que se he pagado el 25% de las nue 

vas acciones suscritas.-

Una escritura pública de aumento de capital concebida en ta 

les t~rminos, evitaría qua las sociedades por cada acuerdo de ca 
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pitalizar utilidades tengan que celebrar escritura de aumento -

de capital social, 10 cual les ocasionaría serias dificultades, 

en atenci6n a todos los procedimientos que el C6digo de Comer-­

cio establece para convocatorias de Juntas Generales extraordi­

narias qce deciden sobre ese aumento de capital, las discusiones 

en el seno de las referidas Asambleas y las formalidades para -

integrar qu6rum de asistencia de socios y votos decisivos; así 

como también los perjuici o s econ6micos que representan los gas­

tos de escrituraci6n que hacen disminuir sus ganancias.-

Los inte ¿ eses del Fisco no resultarían defraudados, ya que 

una eficiente vigilancia de parte del organismo encargado de la 

administraci6n del Impuesto de Capita1izaci6n, podría establecer 

en qué momento se genera tal impuesto, que en caso planteado se­

ría cuando la sociedad acordara capitalizar utilidades para cu­

brir la deuda que cada uno de los accionistas tiene frente a la 

sociedad,con motivo de la suscripci6n de sus nue v as acciones y -

comprobar, además, si ese acuerdo se ha ejecutado mediante las 

modificaciones en la contabilidad social, consistentes en opera­

ciones contables practicadas en el pasivo del balance, haciendo 

desaparecer todo o parte de la cuenta de reservas o de dividen­

dos acumulados o a distribuir que pasaría a sumarse a la cuenta 

de capital socia1.-

A la Direcci6n General de Contribuciones Directas se le fa­

cilitaría en mucho esa labor cnn las declaraciones de las socie­

dades y con el informe a que están obligadas a rendir de acuerdo 

con el Art. 10 del Decreto y para cuya tardanza u omisi6n en ha­

cerlos se imponen fuertes sanciones. Además, el Balance General 

que se haria con motivo de la capitalizaci6n debe figurar en el 

Registro de Comercio. Seria conveniente que en casos como el ex­

puesto se estableciera para las sociedades la obligación de pre­

sentar copia certificada de ese balance a la Oficina indicada.En 
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esa forma, se conr,iderar1a también cumplido el requisito que -

exige el inciso lo. del Art. 4, al decir que: "se hubiera per-­

feccionado legalmente la capitalizaci6n ll
, ya que la capitaliza­

ci6n efectuada mediante las operaéiones contables indicadas tie 

ne fundacento en la escritura püblica de aucento de capital so­

cial otorgada con anterioridad.-

No he encontrado en las disposiciones del Código de Cooer­

cio anterior ni en el actual, ninguna que diga que una capitali 

zación de utilidades se tenga que hacer en escritura püblica.-

La naturaleza contable de la capitalización de utilidades 

es ouy distinta de la naturaleza jurídica del acto del aumento 

de capital social. Por medio de éste se opera una modificación -

en el pacto social en sus elementos más esenciales, ya que el -­

capital fundacional ha cambiado con el aumento en el número de -

acciones o con el aumento del valor de ~stas, lo mismo el dere -

cho de los socios se ve con ésto alterado, si el aumento es apo~ 

tado por ellos ya sea en efectivo o por medio de una capitaliza­

ci6n de utilidades. Es por ello, que la ley establece trámites -

especiales para la forma como se ha de tomar el acuerdo de aumen 

tar el capital social, así como para que su ejecución tenga exis 

tencia jurídica. Son requisitos esenciales para que este acto -

se haya perfeccionado legalmdnte, que la voluntad colectiva de -

hacerlo se haya manifestado en una escritura pública y que, ade­

más, éste se haya inscrito en el Registro de Comercio.-

La capitalización de utilidades es una de las formas que el 

Art. 178 del citado C6digo establece para pagar las acciones nu~ 

vas que van aumentar el capital social y es sabido que este pago, 

en términos generales, se puede hacer con anterioc idad, simultá­

neamente o con posterioridad a la fecha en que se otorgue la es­

critura pública del referido aumento de capital. Esto nos indica 

que el acto de la capitalización, que es una forma de efectuar 
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el pago, no debe coincidir necesar~mente con el acto en que se -

perfecciona el aumento referido, no siendo por lo tanto, requis! 

to indispensable que se haga constar en una escritura pública p~ 

ra que surta sua efectos.-

La capitalización de utilidades como ha h~mos indicado se -

traduce en una operación contable reali~ada en los rubros o cuen 

tas del pa.sivo de la sociedud. Por medio de ella no ing:;'0.~ 61,n 'nue 

vos elenentos al patrimonio social. Lo qua sucede es que las 

cuentas que integran las utilidad8s disponibles desaparecen y p~ 

san a sumarse a la cue nta d~ c~pital social.-

Este procedimiento cuando e e previo al aumento de capital -

social va s e guido de Cila operación complementaria, como 10 ee la 

emisi6n de nuevas ac c iones, ya que el valo:c d e ellas representan 

las aportaciones que cada socio h 2 r~ en el aumGnto del capital -

de las sociedades anónimas y que se deben co~siderar pagadas con 

las utilidades que se capitalizan.-

De esta m~nera, cuando se otorgue la escritura social entre 

otras cosas se indicará: lo.) que se reforma la cláusula del pa~ 

to social relativo al monto del capi t al de la soci&da4, indican­

do cual es el nuevo capital con que ella gi ~ ~rá en al futuro;20) 

que las acciones con que se aumenta el capital socwl fueron sus 

critas por los socios, en la proporción que se indica en el a-­

cuerdo respectivo; y 30) que dichas acciones suscritas han sido 

pagadas por medio de la capitalizaci6n da utilidades realizadas. 

La capitalización de utilidades se puede considerar en sus 

efectos similur al acto de distribución de dividendos acordada 

por la sociedad, ya que en virtud de esos actos los dividendos 

a cuyo reparto tenían derecho los socios desaparecen por haberse 

integrado al pat~imonio de ellos. Efectivamente, la capitaliza~­

ción de utilidades es una forma de repa~tir dividendos, recibie~ 

do los socios en lugar de dinero, acciones, operá~dose en esa -
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forma una compensación. De expectativas que eran los dividendos 

se convierten en créditos para los socios, figurando con el ca­

pital social, al cual integran, en el pasivo de la soeiedad, n~ 

cesitándose para que estos surtan efecto y como fundamento,del 

acto de aumento de capital.-

Este concepto que hemos esbozado sobre la naturaleza de la 

capitalización no se encuentra en armonfa con el tenor del Art. 

4 del Decreto No. 609, ya que en su inciso 20. nos habla de la 

"escritura de capitalizaci6n" correspondiente, dando a entender 

con ello que la capitalización dehe realizarse por medio de una 

escritura pública. Si estuviera en 10 cierto respecto a la nat~ 

raleza de la capitalización, la cual para mí no necesita legali 

zarse en una escritura pública, dicha disposición del Decreto -

podría haber significado en primer lugar una modificación al C~ 

digo de Comercio anterior, con la circunstancia de no haberse -

seguido los trámites correspondientes y en segundo lugar, tal -

modificación estaría derogada por el actual Código de eomercio, 

~l que no contempla entre sus disposiciones ese requisito para 

efectuar una capitalización. Lo oás correcto según mi criterio, 

es que el inciso 20. del referido artículo ind :i.r:a:r. n que es la -

escritura de aumento de capital Aocial, la que no debe autorizar 

el Notario si no se le presentan las constancias auténticas de -

estar pagados los impuestos de capitalización o de reserva, en 

su caso. y así debe entenderse a travez de una interpretación 

de lo que significa del acto de capitalización de utilidades.Bas 

ta recordar que de conformidad al Art. 177 del Código de Comer­

cio vigente, no es necesario que las nuevas acciones suscritas­

estén pagadas para que el Notariqproceda a oficiar el otorgami~n 

to de la escritura pública de aumento de capital social. Y si a­

plicáramos el referido Art. 4 del Decreto tendríamos que, además 

de la escritura pública de aumento de capital, habría que hacer 
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otras más en que constaran las capitalizaciones de utilidades -

que se realizarán en el futuro para pagar las aciiones suscri-­

tas que no fueron canceladas en su totalidad al momento de otor 

garse la escritura de aumento de capital.-

El C6digo de Comercio ha introducido como una innovaci6n, 

el R~gimen de Capital Va~iable para cualquier clase de socieda­

des. (Arts. del 306 al 314 del C6digo de Comercio).-

De acuerdo a este Régimen, ya no va ser necesario el forma­

lismo de la Eccritura Pública cada vez que una sociedad an6nima 

quiera aumentar su capital social, pues de conformidad con el -

inciso 20. del A~t. 309, la Junta ceneral Ext~aordinaria tiene 

facultades par a fijar el aumento de capital, asi como para es-­

tablecer la forma y tdrmino e n qu~ debe hacerse la correspondie~ 

te emisi6n de acciones.-

El inciso 200 del A~t. 306 del refe~ido C6digo establece que 

tambi~n debe comprenderse dentro del R~gimen de Capital Variable, 

el aumento de capital por capitalizaci6n de reservas y utilida-­

des o por revalidaci6n del activo y el Art. 309, en su inciso lo. 

dice que la escritura social deberá contener las condiciones que 

se fijen para dic~o aumento.-

No e~istiendo ya en esta clane socf~dades, la posibilidad -

de que el aumento de capital social se verifique en legal forma 

por medio de una escritura de capitalizaci6n, es conveniente ana 

lizar cuando ce deb e r;or..r,ider.á.¡~ !!p8 ~~feccinnada legalClente la capi 

talizaci6n".-

En Di criterio, ~ 2 c a pit a l i zación surtiría sus efectos fis­

cales cuando se hayan cumplido las referidas condiciones que se 

fijan en la eccritura de Co nstitución de esta clase de socieda-­

des ~ara que se tenga por aUQentado el capital social y siempre 

que no se hayan violado con E'.llas p:cc > ibiciones expresas.-

El fornalisno de la escritura pública se sustituye por la -
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inscripci6n del aumento de capta1 social en un Libro de Registro, 

que al efecto llevarán las sociedades y el cual podrá ser consul 

tado por cualquier persona que tenga inter~s en ello. (Art.3l2 

del C6digo de Comercio).-

Una certificación de esta inscripci6n debe servir de base -

a la Direcci6n Generalde Contribuciones Directas para considerar 

que se ha cucp1ido con el requisito exigido por el Art. 4 del De 

creto.-

Establecido ya cual es la naturaleza del acto de capitaliza­

ci6n de utilidades, que la hace diferente al aumento de capital~ 

no obstante de ser un medio para que ~ste se realice y que se pu~ 

de asicilar en sus efectos al acto de d i stribuci6n de dividendos, 

podemos concluir que su acuerdo debe tomarse en Junta General Or 

dinaria de accionistas y su ejecuci6n, consistente en las opera­

ciones contables indicadas, debe ser llevada a cabo por los Dire~ 

tivos o por las personas a quien comisione dicha Junta (Arts.223 

y 225 del C6digo de Comercio). Es natural que dicha capitaliza-­

ci6n no tendrla ningún efecto legal, tratándose de sociedades de 

capital fijo, si no es cooplecentado por el acuerdo y ejecuci6n 

del aumento de capital social. Cabe la posibilidad que al cele-­

brarse la Junta General Ordinaria para c onocer de la capitaliza­

ci6n de utilidades se instale la Junta General EJctraordinaria p~ 

ra tratar sobre el aumentdde Capital, obviándose asl los trámites 

de la comvocatoria y siempre que se llenen los presupuestos que­

determina el Art. 233 delreferido C6digo . Nada se opone tampoco~ 

que sea la misma Junta General EJctraordinaria la que decida tan­

to de la capitalización c omo del aumento de capital siempre que 

se llenen los trámites de la convocatoria.-

Las deliberaciones que se susciten en el seno de la Asam-­

b1ea para llegar al acuerd o de capitalización de utilidades y -­

darle contenido, deben tener por base el proyecto presentado por 
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los adQinistradores que la han convocado.-

Este proyecto a su vez debe estar fundamentado en el dlti--

QO balance que se apruebe, ya que él deteroinará cual es ia cua~ 

tía de que se puede disponer para efectuar la capitalizaci6n.Es 

natural que en esta cuantía no se incluirán las utilidades que 

constituyen la reserva legal, ya que ella no es oateria de dis-

tribuci6n. (Art. 39 del C6digo de Cooercio).-

Un punto importante de dilucidar es si puede ser objeto de 

capitalizaci6n las utilidades obtenidas por la sociedad con 00-

tivo de una revaloraci6n de su activo. Contablemente nada se 0-

pone a que puedan existir esa clase de utilidades motivadas por 

la plusvalía y puede por lo tanto forQa~ parte del superávit. -

As! lo ha estimado nuestro C~ igo de Comercio, pero a su vez po-

ne ciertas limitaciones a esa operaci6n.-

Así tenemos que el inciso 30. lel ñrt. 30, dice; 

"El auoento del activo por revalorizaci6n del patrimonio 

es lícito y su importe puede pasar a la cuenta de capital de -

la sociedad o a una reserva especial, la que no podrá reparti~ 

se entre los socios sino cuando se enajenen los bienes revalori 

zados y se perciba en efectivo el importe de la plusvalía".-

Según la redacci6n de este inciso pareciera que solo se re 

fiere al caso de repartirse ent»e ~ los socios las utilidades ob-

tenidas por la plusvalía; pero el contexto de todo el Art. se re 

fiere al aumento o disminuci6n de capital. Esto nos indica que -

el C6digo equipara la capitalizaci6n a la distribuci6n de utili-

dades.-

El Artículo del referido C6digo, que no deja dudas de que -

el producto de las revalorizaciones del patrimonio social no pu~ 

de ser objeto de la capitalizaci6n, es el No.445, que dice; 

"Es lícito revaluar los bienes que figuran en el balance -
si tal resoluci6n se justifica por las condiciones reales 
del mercado, a excepción de las materias primas, produc--
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tos y mercancías, sieopre que en propio balance figure,con 
toda claridad, una reserva que haga constar la revalua-­
ción. Las sociedades que constituyan esta reserva no po-­
drán disponer de ella sino en el momento de la liquida-­
ci6n o al vender los bienes revaluados ll

.-

Esta restricción de no poder disponer de las ganancias de-

rivadas de una revaloraci6n del patrimoniosocial s610 se aplica 

a las sociedades de capital fijo y no a las constituidas confor 

me el régioen de capital variable, ya que también puede compre~ 

darse dentro de él, aumento de capital por revalidaci6n del ac-

tivo. (Art. 306, inciso 20. del C6digo de Comercio).-

Otro tema que puede surgir en las deliberaciones y esto ya 

para efectos tributarios, es el determinar a que ejercicios co-

rresponderán las utilidades que se van a capitalizar.-

El Balance es un documento que refleja la situaci6n econó-

mica de la sociedad o de la empresa en un momento determinado. 

Se podría decir que el último balance es el resultado de todos 

los balances anteriores, influenciados por los estados de pérd~ 

das y ganancias respectivos. Cabe entonces la posibilidad de que 

la sociedad no obstante acusar su último balance un superávit, 

éste no se haya producido por la acumulación de ganancias en to-

dos los ejercicios anteriores, ya que pudieron reportarse pérdi 

das en alguno de ellos.-

A la sociedad le es imprescindible establecer a que ejerci 

cio pertenecen las utilidades que se acuerda capitalizar, para 

poder cumplir con sus obligaciones tributarias que le señala el 

Decreto No. 609.-

Esta dificultad no e~cistf.a antes de la aparición del referi 

do Decreto, ya que para efecto del pago del Impuesto sobre la -

Renta, los socios declaraban las utilidades realmente per~ibidas 

en el ejercicio en que las recibían, sin importar el hecho de -

que cor'respond~ ran a otro diferente.-

Se podría invocar en las deliberaciones de que la sociedad 
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en determinado ejercicio n o obtuvo ganancias o de que éstas fue-

ron reducidas por haberse deducido pérdidas sufridas en el ejer-

cicio o ejercicios anteriores. pero este pretenci6n no tiene fi~ 

calmente validez, ya que las pérdidas de capital no son deduci-

bIes para determinar la renta imponible de las sociedades, ex--

cepto el caso que seffala el literal h) del Art. 27 de la Ley de 

Impuesto sobre la Renta ; y por otra parte, de conformidad con -

esta ley, cada ejercicio i8positivo debe considerarse independie~ 

te uno de otro. Varios problemas pueden surgir respecto a las -

deducciones que la referida ley no acepta.-

Esto para mí es un o de los puntos más delicados, ya que pa-

ra su soluci6n tiene que ver mucho la interpretaci6n que se haga 
Sil 

de todo el contenido del Decreto No. 60 9 ./ se aceptara la tesis -

de que la base imponible de los impuestos que regula el referi-

do Decreto, es la renta imp onible de las sociedades y no la uti-

lidad contable, se obligarla a las sociedades a mentir, manifes-

tanda en un acto de gran trascendencia c o mo es el aumento de ca-

pital, cuando tenga su base en una ca~italizaci6n de utilidades, 

que en ciertos ejercici os hubieron ganancias, cuando efectivamen 

te no existieron. En cambio, si se aceptara la tesis de que en -

la utilidad contable la base imponible de dichos impuestos, el -

problema no surgiría, porque la sociedad con vista de los balan-

ces que obran en su poder, podría determinar con precisi6n a qué 

ejercicios corresponden las ganancias que se van a cap italizar.-

Para terminar este Capitulo hare mo s dos observaciones más -

al Decreto No. 609. Una de ellas consiste en que no contempla el 

caso de una sociedad que habiendo acordad o capitalizar utilida-

des, no se encuentra sujeta al pago del Impuesto de capitaliza-

ci6n y entonces n o puede por este hecho p resentar al Notari o con~ 

tancia de haberse efectuado el pago de dicho impuesto. A mi en-

tender, basta que se le p resente al Notario una constancia exten 
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dida por la Direcci6n General de Contribuciones Directas de que 

la sociedad está exenta de efectuar a nombre de los socios el -

pago del referido impuesto para que proceda a oficiar la escri­

tura pública respectiva.-

La otra observaci6n consiste en que según se deduce de va­

rias disposiciones del referido Decreto y en especial de 10 pr~ 

ceptuado por el Art. 5, el Impuesto de Capitalizaci6n solamente 

se aplicaría en una de las formas de aumento de capital social, 

la que se efectúe mediante la emisi6n de nuevas acciones, porque 

s6lo en ella cabe la posibilidad de que 10$ socios recibieron -

utilidades en acciones. No contempla el caso, o por 10 menos -

no está claro, de que el impuesto referido grave también la ca­

pitalizaci6n de utilidades que se realice para un aumento de ca 

pital social consistente en la elevaci6n del valor de las accio 

nes ya emitidas. En mi concepto, dicha capitalizaci6n debe tam­

bién gravarsc, aplicando para ella la interpretaci6n análog~ 
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CAPITULO XII. DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y DEROGATORIAS 

Las dispomciones transitorias del Decreto No.609 se encuen­

tran contenidas en su Art.14. Estas dispo siciones son de carác­

ter temporal y s6lo estaban destinadas a regir dentro de un pla­

z o fijo o ~ientras subsistieran determinadas circunstancias. Por 

medio de estas normas se fija también el ámbito de aplicación del 

Decreto No. 609.-

Para una mejor interpretaci6n de los preceptos legales con­

tenidos en el referido Art. 14 del Decreto No. 609, debemos tenar 

presente ciertos conceptos y antecedentes legales, los cuales -

expongo en : la forma siguiente: 

A) El Decreto Ne . 609 de fecha 20' de mayo de 1966 publicado 

el mismo día en el Diario Oficial No. 91 del Tomo 211, entr6 en 

vigencia ocho días después de esa publicaci6n o sea el 28 del -

mismo mes y año, según lo dispuesto por su Art. 17.-

B) Los tributos que contempla el Decreto son generados por 

el acuerdo de las sociedad es de capitalizar o de mantener en re­

serva las utilidades. Para que estos hechos puedan caer dentro -

de aplicabilidad del Decreto deben ser efectuados con posterior~ 

dad a la fecha en que entr6 en vigencia.-

C) Que la base imp onible de los referidos iopuestos está in 

te grada por las utilidades percibidas por las sociedades durante 

sus ejercicios impositivos. Este hecho econ6mico de la percepci6n 

de ingresos por la sociedad no tiene nin guna relevancia que se -

haya veri'ficado dentro de la vigencia elel Decreto, ya que no con~ 

tituye el hecho generador del impuesto, En consecuencia los tri­

butos referidos podr1an recaer sobre utilidades percibidas por _ 

la sociedad antes del 28 de mayo de 19 66 , si no existieran cier­

tas limitaciones dentro deYbecreto que reducen su aplicaci6n y -

que toma en cuenta lo dispuesto por otras leyes promulgadas con 

anterioridad a él, a las cuales me referiré ensegÚida.-
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D) Que la ley de Impuesto sobre la Renta de 1963 en su Art. 

117, comprendido dentro de sus disposiciones transitorias, regu-

16 la situaci6n de las utilidades acumuladas con anterioridad a 

su vigencia 10 cual ocurri6 el 31 de diciembre de 1963, seg~n lo 

dispuesto por su Art. 119.-

El numeral 3 del referido Artículo dispuso 10 siguiente: 

liLas utilidades dE) las sociedades an6nimas, acumuladas an­
tes de la vigencia de esta ley, se regularán de acuerdo con 
las disposic iones siguientes: 

a-) Las utilidades acumuladas por cada sociedad a la fecha 
de cierre de su último ejercicio de imposici6n que conclu­
ya antes de la vigencia de esta ley y sobre las cuales el 
socio ya hubiere pagado el impuesto de acuerdo con el De-
e re t o 5 O 2 del D i re c t o r i o e í v i;:: o Mil ita r, de fe c h a 2 1 de d i -
ciembre de 1961, publicado en el Diario Oficial No.237, To 
mo 193, del mismo mes y año, o estuvieran exentas para el­
socio por cualquier disposici6n legal, podrán capitalizar­
se o distribuirse en cualquier forma, exentas del impuesto~ 
ya sea en acciones o de cualquier otra manera; si dicho im 
puesto no hubiera sido aún pagado podrán distribuirse li-­
bres, después de haberlo enterado.-

b-) El resto de las utilidades acumuladas antes de la : v1gea 
cia de esta ley, podrán continuar acumuladas hasta su dis-­
tribuci6n o ser convertidas en capital social mediante el 
pago del impuesto ~nico del 10% sobre la cantidad que sea 
capitalizada, siempre que esta capitalizaci6n se realice -
dentro de un período hasta de dos año s contados a partir de 
la vigencia de esta íey.-

c-) En el afio de 1965 no podrán capitalizarse más del 50% 
de dichas utilidades. 

d-) El pago del impuesto que cause esta capitalizaci6n se 
hará dentro de los c1o s"fueses siguientes a la fecha en que -
la Junta General acuerde verificar la capitalizaci6n ll

.-

~-) El Decreto No. 502 en su Art. 20. por su parte estable 
cía que las utilidades no distribuidas a la fecha en que en 
tr6 en vigencia el Decreto No. 30 0 , se dividirían en diez -
cuotas iguales y el socio debería sumar cada una de ellas a 
la renta de cada una de los diez primeros ejercicios a par 
tir de la vigencia de este último Decreto citado.- -

r-) El referido Decreto No. 300 de fecha 18 de septiembre 
de 1961 fue publicado el día siguiente en el Diario Oficial 
No. 170, Tomo 192, entrando en vigencia ocho días después, 
es decir,el 27 del mismo mes yaño.-

Este Decreto reform6 sustancialmente la ley de Impuesto so 
bre la Renta de 1951, al establecer que tanto los socios -
de las sociedades colectivas como de las sociedades an6ni­
mas estaban obligadas a tributar por las utilidades susceR 
tibIes de distribuirse, es decir,aunque no las hubieran -
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percibido realmente.-

El Decreto No. 50 2, ya mencionado, hizo en su Art.lo. 
una excepci6n a esa reg l a general, al establecer que los 
socios de las sociedades an6nimas bancarias, de seguros y 
financieras, solo computarían en su renta personal aque-­
llas ~ti1idades realmente percibidas.-

~ _) Los Decretos 300 y 502 fueron derogados al poco tiempo 
de su promulgaci6n por el Decreto No . 34 de fecha 23 de -
marzo de 1962, tornándose al sistema original de la ley -
de 1951 de gravar a los socio s p o r las utilidades percibi­
das por las sociedades solo cuando realmente hubieran perc! 
bido dividendos de ella.-

Del análisis de los distintos tratamie ntos a que han 
estado sujetas las utilidades dellas sociedades an6nimas, 
respecto a la tributaci6n de los socios y tomando en cuen­
ta que antes de la ley de Impuesto sobre la Renta de 1951, 
esta situación no ameritaba regulación alguna, por ser las 
sociedades las únicos sujetos de imposición respecto a di­
chas utilidades, podemos decir que fue el Decreto No.502 
el que reguló en forma precisa el tratamiento tributario -
de las utilidades acumuladas de las sociedades an6nimas. 
Esta situación fue planteada por el Decreto No. 300 al es­
tablecer que los socios de las sociedades anónimas tenían 
que computar en su renta personal las utilidades que le ca 

.'-~ rrésponderían al hacerse una distribuci6n total de las uti 
lidades sociales, es decir se repartieron o no en el ejer~ 
cicio en que habían sido obtenidas. Pero el referido Decre 
to no dijo nada respecto de las utilidade s socia les acumula 
das con anterioridad a su vigencia. Fue as! como hizo su -­
aparición el Decreto No. 442 de fecha seis de diciembre -
de mil novecientos sesenta y uno, quien en su Art.6 (Tran­
sitorio) y en una forma muy ambigua da a entender que el 
Decreto No. 300 si se había pronunciado respecto a las uti 
lidades acumuladas anteriores a su vigencia, en sentido de 
que la totalidad de ell~ s debía sér ~r ev ad aa pera los so­
cios de una sola vez.-

Esta interpretación se d e duc~ de las consideraciones 

siguientes: 

1) La referida disposición del Decreto No. 442 establecía -

que cuando el socio recibiera de.la sociedad anónima utilidades 

provenientes de ejercicios anteriores a la vigencia del Decreto 

No. 300, debía incluirlos en la computación de s u renta personal 

correspondiente al ejercicio en que los recibía. En esta forma 

se le estaba dando a las utilidades acumuladas un t r atamiento 

análogo al establecido or~inalmente por la Ley de Impuesto so-

bre la Renta de 1951 , y que había modificado el referido Decreto 

No. 300.-
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2) El inciso 20. de la referida disposici6n hacía la salve­

dad de que ese tratamiento indicado solo iba poder ejercerse den 

tro de los tres aftas p~steriores a la vigencia del Decreto No, 

300, transcurridos los cuales el SOG ~ O debía dar entero cumpli­

miento a lo dispuesto por el inciso 20. del Art. 6 de la Ley de 

Impuesto sobre la Renta, que había sido modificado por dicho De 

creta en los términos indicados y que nada dijo sobre dichas u­

tilidades acumuladas.-

3) Los efectos de esta última disposición del Decreto No. -

442 sólo se puede entender en el sentido de que al finalizar el 

plazo estatuido en el~a) los socios iban a tener que sumar a su 

renta personal la totalidad de las utilidades acumuladas antes -

de la entreda en vigencia del Decreto No. 300, con excepción de 

aquellas que ya le habían sido pagadas durante los referidos tres 

aftas y se supone que esto último tenía que ocu r rir en los ejerci 

cios impositivos de lae eociedades que fina l iz ar on en una fecha­

pr6x~ma a la entrada e n vigencia de l Decreto No. 442.-

Fue e l Decre.to No. 502, como ya dije, el que el sustituir 

la referida disposic i ón transitoria del Decreto No. 442, regu16 

con precisi6n el tratamiento de las utilidades acumuladas por las 

sociedades anónimas do~icili~da8 en el país. En su Art. 2 dispuso 

que las utilidades acumuladas antes de la vigencia del Decreto -

No. 300 se dividirían en diez cuotas iguales y que el socio suma 

ria una de esas cuotas a su renta personal corre Apodiente a cada 

uno de los diez primeros ejercicios sujetos al referido Decreto, 

debiendo calcularse sobre su monto el impuesto por el ejercicio 

que decJ.araba.-

Dada las circunstancias de que el Decreto No. 502 entró en 

vigencia el 31 de diciembre de 1961, pues fue publicado en el -

Diario Oficial No. 237, Tomo No. 183 de fecha 23 del mismo mes 

y afio y haber sido derogado por el Decreto No. 34 de fecha 23 -
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de marzo de 1962, cabe la posibilidad de que los socios s6lo hu­

bieran sumado a su renta personal una de las cuotas indicadas.-

Este Decreto si bien es cierto que reguló en forma clara 

la imposición para los socios de las utilidades acumuladas de -­

las sociedades, no se aparta en sus lineamientos del sistama im­

puesto por la Ley de Impuesto sobre la Renta. En efecto, sólo h~ 

cía variar el monto de la renta imponible de los socios por la -

suma de las referidas cuotas, aplicándose en 10 demás las regula­

ciones de la referida ley, inclusive las tarifas impositivas.-

La parte final del Art. 2 del Decreto No. 502 les daba o­

tra oportunidad a los socios, cuando se computaba en su renta peE 

sonal más de una cuota, ya que, el impuesto que se establecía re~ 

sultaba de aplicar la tarifa impositiva que correspondía a sus 

ingresos obtenidos en el ejercicio más una de las cuotas seftala­

das, no afectando, en consecuencia, a dicho porcentaje, la suma 

de las otras cuotas~ Esta disposici6n también sentaba la posibi­

lidad de que en la corta existencia del referido Decreto se hubie 

ra pagado el impuesto por la totalidad de utilidades acumuladas­

de las sociedades an6nimas, pees muchas de ellas hubieron de a­

provechar esta última prerrogativa que el Decreto establecía pa­

ra la tributaci6n de sus socios.-

Al promulgarse la actual ley de Impuesto sobre la Renta, que 

como ya dijimos, entr6 en vigencia el 31 de diciembre de 1963, 

se mantuvo el criterio de gravar a los accionistas por las util~ 

dades sociales realmente percibidas por los socios; pero no se -

quiso cometer el error del Decreto No. 300 de no legislar sobre 

las utilidades acumuladas por ejercicio anterior a su vigencia. 

Esta es la raz6n de ser del numeral 3 del Art. 117 dem referi-­

da ley, situado entre las disposiciones transitorias.-

Conforme a dicho numeral se hace una clasificación de las 
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utilidades acumuladas con anterioridad al 31 de diciembre de --

1963 Y a las cuales se les da un tratamiento especial en la si­

guiente forma: 

1) UTILIDADE S PERCIB IDAS EN EJERCIC-IOS IMPOS ITIVOS QUE TER 

MINARON ANTES DEL 27 DE SEPTIEMBRE DE 1961. (Fecha en -

que entr6 en vigencia el Decreto No. 300).-

Estas utilidades podían ser capitalizadas o distribuidas a 

los socios~ exentas del Impuesto sobre la Renta, siempre que se 

hubiera pagado el impuesto que establecía el Decreto No.S02 o es 

tuvieran exentas esas utilidades para el socio, en virtud de -

cualquier disposici6n legal. Si dicho impuesto no había sido -

aun pagado, podían distribuirse libres de gravamen, después de 

haberlo enterado. En esta fo~ma se le daba nuevamente vigencia 

al Decreto Nao 502.-

2) UTILIDABES PERCIBIDAS EN EJERCICIOS IMPOSITIVOS QUE TER 

MINi RON DESPUES DEL 27 DE SEPTIEHBRE DE 1961 Y ANTES -

DEL 31 DE DICIEMBRE DE 1963. (Fecha en que entr6 en vi­

gencia la actual ley de Impuesto sobre la Renta).-

Estas utilidades podían: a) continuar acumuladas y generar 

para los socios el respectivo impuesto sobre la Renta al momen­

to de distribuirse, aplicándose así la regla general estableci­

da por el Art. 11 de la referida ley; y b) optar por un trata-­

miento especial consistente en poder capitalizar dichas utilida 

des mediante el pago de un impuesto único del 10% sobre la can­

tidad capitalizada.-

Este tratamiento constituía una excepci6n a la regla gene­

ral establecida por el referido Art. 11 de la Ley de Impuesto -

sobre la Renta y se estableci6, además, en la disposici6n tran­

sitoria que para hacer uso de dicho tratamiento se daba un pla­

zo de dos años contados a partir de la vigencia de la referida 

ley. Conforme a esto, dicho plazo termin6 el 31 de diciembre de 

.... 
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1965. También se dijo que en este año de 1965 no se podía capit~ 

lizar más del 50% de dichas utilidades, buscando con ello que la 

capitalizaci6n fuera total antes de ese año.-

En este último tratamiento que el numeral 3 del Art. 117 de 

la Ley de Impuesto sobre la Renta estahleci6 para las utilidades 

acumuladas en ejercicios impositivos que terminaron antes de su 

vigencia, debemos encontrar el antecedente directo del Decreto 

No. 609, en cuanto al impuesto de capitalizaci6n se refiere.-

En efecto, el tributo que allí se regula se aparta de los 

lineamientos característicos de la Ley de Impuesto sobre la Ren­

ta. En primer lt!o.gar, no se grava el fen6meno econ6mico de la per 

~pci6n de ingresos durante un período determinado, sino que el 

hecho generador del tributo establecido 10 constituía un acto, 

consistente en el acuerdo de las sociedades de capitalizar las 

utilidades acumuladas, 10 cual para que surtiera los efectos im­

positivos expresados, debía ejecutarse en cualquier fecha compre~ 

dida dentro del citado plazo de dos años.-

Por otra parte, la naturaleza de ambos impuestos, Impuesto .. 

sobre la Renta y el establecido por el numeral 3 del citado Art. 

117, eran muy diferentes, pues este último, que aunque la dis­

posici6n citada no lo dijera expresamente, gravaba a los socios, 

no tomaba en cuenta las condiciones personales de éstos, consti­

tuyendo por esta raz6n un impuesto real y no pe~sonal como lo es 

en esencia el Impuesto sobre la Renta.-

La consecuencia que resultaba de no hacer Us) la sociedad 

de ese tratamiento era que los socios tenían que tributar, sobre 

10 que les correspondía en dichas utilidades acumuladas, al mo­

mento de repartirse. Por ser las normas del citado Art. 117 de 

carácter temporal y sujetasa ciertas circunstancias, al faltar 

los presupuestos por él señalados, el Art. 11 de la Ley de Im­

puesto sobre la Renta recobraba su vigencia.-
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Este era el panorama jurídico q~e imperaba cuando hizo su -

aparición el Decreto No. 609. El legislador que 10 promulgó tomó 

muy enkuenta todas las situaciones que hemos señalado y que le -

servirían de antecedentes; así como tambidn ciertas característi 

cas que iban a tener los nuevos tributos.-

De esta manera consideró que casi todos los tratamientos -

que se habían establecido para las utilidades acumuladas de las 

sociedades anónimas, antes de la vigencia de la actual ley de 1m 

puesto sobre la Renta, no se apartaban Bn lo sustancial de la na 

turaleza propia de ese impuesto, pues tenían por base la percep­

ción del impuesto, las tarifas impositivas se conservaban y así 

mismo se tomaba en cuenta la condición personal de los socios. 

Fue por esto que se limitó el ámbito de ~licación del Decreto 

No. 609 a las utilidades obtenidas por las sociedades anónimas 

domiciliadas en el país en ejercicios que terminaron después del 

30 de diciembre de 1963, es decir, cuando empezó a tener vigen­

cia la nueva ley de Impuestos sobre la Renta.-

También consideró que esta nueva Ley de Impuesto sobre la -

Renta en sus disposiciones transitorias de su Art. 117, reguló 

la situación de las utilidades acumuladas por las sociedades an­

tes de su vigenciR ) dándoles un t~ctamiento especial que se ale­

jaba en mucho a las regulaciones de la referida ley, a cierta -

clase de utilidades, las percibidas después del 27 de septiembre 

de 1961, y que limitó los efectos de esG tratamiento al 31 de _ 

diciembre de 1965. El legislador debe haber previsto de que al­

gunas 80ciedades an6nimas había hecho uso de ese tratamiento y _ 

consideró justo darles otra oportunidad respecto a nuevas utili­

dades percibidas antes del 31 de diciembre de 1965. Fue así como 

implantó dentro del ~eferido Decreto un nuevo tratamiento limitan 

do sus efectos a utilidades percibidas Gn el término comprendido 

del 31 de diciembre de 1963 al 31 de diciembre de 1965, fecha es 



198 

ta dltima en que habían terminado los efectos del Art. 117 de -

la citada ley para las utilidades acumuladas antes de su vigen-

cia.-

Las regulaciones de este tratamiento es el cortenido del -

Art. 14 del Decreto No. 609. El referido artículo empieza por 

establecer, además del Impuesto de Capitalizaci6n que había re­

gulado el referido Art. 117, otro impuesto nuevo, el de Mante­

nimiento en Reserva de las utilidades acumuladas. El comenta-­

rio de estos impuestos lo haremos conforme a los elementos esen 

ciales del tributo.-

SUJETOS PASIVOS: 

Las disposiciones del Art. 14 no expresan categ6~ícamente 

quienes son los sujetos pasivos de los referidos impuestos, pero 

se deduce del contenido de varias de ellas. Así tenemos que el 

literal f) dice que las utilidades que se capitalicen estarán -

exentas para el socio, cualquiera que sea el tiempo y forma en 

que éste lo perciba. Por medio del literal c) se establece por 

su relaci6n que hace con el último inciso del Art. 9 del Decre­

to, de que si la sociedad decidiera repartir dividendos podrían 

acreditar los socios para el pago deVimpuesto sobre la Renta res 

pectiva lo que le correspondía en el pago hecho por la sociedad 

an concepto de Impuesto sobre la Renta.-

No existe duda alguna de que el pago de los referidos 1m-­

puestos, así como la obligaci6n de declararlos le corresponde -

a la sociedad.-

OBJETO DE LOS IMPUESTOS: 

Los hechos impositivos que genera:t'los referidos tributos 

son el acuerdo de capitalizaci6n y el da mantenimiento en reser 

va de las referidas utilidades.-

Con respecto al Impuesto de Mantenimiento en Reserva que 

regula el Art. 14, para que el acuerdo respectivo lo genere -
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es necesario que se tome, según lddispone el literal a) al 31 de 

diciembre de 1968. A primera vista no se encuentra razón alguna 

porque el legislador tuvo necesariamente que fijar una fecha de 

~rminada, para que generara el referido impuesto. Más acorde hu­

biere sido si se fijara un plazo comprendido desde la fecha en 

que entr6 en vigencia el Decreto y el 31 de diciembre de 1968. Y 

no hay duda de que es una fecha determinada porque el literal -

g) en su segunda parte dice que el plazo para presentar la decla 

ración del impuesto sobre reserva, que era de tres mese§,se co­

menzaba a contar desde el lo. de enero de 1969.-

Para encontrarle sentido a esa disposición que se nos anto­

ja arbitraria, haremos las siguientes consideraciones: 

1-) ¿Qué hubiera pasado si la sociedad no acordó mantener -

en reserva las utilidades percibidas al 31 de diciembre de 1968? 

Sencillamente los efectos de la .disposici6n transitoria hubieran 

desaparecido y entonces el Dee~eto hubiera recobrado automática­

mente toda su validez, ensanchándose su ámbito temporal. El pla­

zo de cuatro años que establece el Art. 1 hubiera recobrado toda 

su efectividad como factor determinante de los impuestos en for­

ma definitiva, lo mismo que la aplicaci6n de las tablas imposit! 

vas que señalan los Arts. 2 y 3 Y todos los demás elementos cons 

titutivos de los tributos citados.-

Para una sociedad cuyo ejercicio impositivo termin6 el 31 -

de diciembre de 1963, el referido plazo de cuatro años debi6 -

contarse a partir del lo. de enero de 19 64 terminando entonces 

el lo. de enero de 1968. De tal manera que al no generarse el 

impuesto sobre mantenimiento en reserva estructurado por la dis­

posici6n transitoria, por no haberse acordado el acto respecti­

vo al 31 de diciembre de 1968, el i~puesto que quedaba fijo era 

el de Mantenimiento en Reserva pero est~cturado conforme el De­

c~eto.-
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S6lo de acuerdo con asta interpretaci6n puede tener senti-
. . ' .. "-j(j o 

do también lo expresado por el literal b) d'élArt. 14; referen-

.i', : i . [ \¡"r, (;li¡t:eT(aj il'ils(;;htii'id~des que dantro del plazo c06prendido entre el -
. ' ,., T .. 

. . .t ,<:" i lo~ ' de ; ' eth~t6 "; dé i966 y al 31 de diciembre de 1968, aí " ser distr! 
'1 '. , .'. - ' ' . ' 

. r: r .. ( 
computárlas en su renta -

,_ '¡-:rS~icll1etl1!J'onlH ." 'g's'to quiere dacir que si la socie'dad no distribuy6 di 
. ::J .! . 

,n widend'ós '<Eih ese plazo sino después, ellos no fueron gre.vados p.! 
. r 

:. ¡::Cf;: q O 1'&' . el s ocd:' o' , con el Impuesto sobee la',Ranta, por la se.~illa ra-
' , ' I -r ~ 

'it rc: ';::-:''r'ó,rzdndequ-e ' ya habían sido objeto del pa:go dal t 'mpUesto da Mali-

.--" '. : e . teaim!l'énltt,j,: ~ri '¡ ies~~~a que estructura , el Dacreto, por haber que-

. ~ . . 
dado f-irmer (;d~~p~és ' d~ final iz ados los cuatro affo's ' 're spec t ivos .-

' J .. , '¡ 

. .' , G i'l(j! J .\: ':. J' 

TaOibHhl tiane sentido, conforme a lo expuesto, lo manifes-

r'] i ¡i, x-' t§.do po ·r ~ el. ·:-iiteral c) dal Art. 14 d~ que 
. (, ' \jl.... , ; -

si ' las utilidades se 
-- J .: 'J c - .. . . " 

In! .\~ n!) ¡:;4,~stDi1l>'á~iif ¡ ~ -íos socios des pué s de haberse alc'ordado y pagado -
)....1 r- . 1" ~. .. '~ -' .:;~ : ¡ t; j : ~ '; r ,' . ', ,1 '. ' 

, . h > Q1- [ ~mp-uttS&o"' s-'obre' Reserva, se procedería conforme 10 dispuesto 
.0 ~ I r;: l." . '" :' .. 

l ' . ' 

,; P9r el,·· l1att'thb 'i.n~\ iso ' del Art. 9. , se refiere étitonces esta dis .. 
. ( ' ,i t.' !,_ .... 

, ;_ i , ;p'-~!siei6nal casó 'de distribuci6n .4e u .tilicta'd'Efti"a los socios que 
," \ ; ( ,\, ':: n n G n e ' .. 

\~ " , ,fIJe .h\8.Y'an e i:éé;ci'i -uado antes del 31 de diciembre de 19"68 y no des-
I , • I .~. 

_ " r ; ', ; Gr. :' 
0 1 J:l~9~ ,S ,,. \ ; pue 'sH~sa·' es la situac~6n qu~ regula el referido Art. 9. 

, ' : 

q ~~~ ¿i~t) ~t1.CJeS \:rnd Opr¿j~¿d.~~1anni el crédito ni 1a devolu(Ú~6~; que con-

. .,¡ ~J:$mp-la ':e s~{ Ittit::ti~ ulo .-

" ¡S·t e,rSe ;:: ¡tHna en cuenta: 1) qu.e el Art. 14 no ' ponéplazo a182-
( ~.: ;; .. ;,, : : : 

:"i6 -

'F UO par,a e!l! ';J iU:¡aerdo de capitalizaci6n; 2}q'ue no c'ontampla la al 
: 1 : ' , : ~ r .. . r-. -, '. " i '.'! l.: .-

'; L>tpa:~;l6n ' dé' qtf~ ' fiúibie~do acordado la sociedad capí't:a'iizarias -
. _, . ' ' fr ' í '-..) j :._ ,'t " 

'. _ _ p-ti(lr,id 'i\tdres¡¡" a1. "-ifupuesto 
, .¿ - , 

,_ " t1-,1;-uild,o .i por "el '-' :tmpuesto 
.\ .... : . . 

genar~do por este hecho' puede ser sus­

de Mantenimiento en res-étva " y 3) qu'7 _sí , . . I -~: . 

:PR~M;a)::su!tgir ' laáituaci<Sn contraria, da que el imp~e' sto de eap.i. 
. . .. :, () . 

j ) ~/h~ia: 'aci6n' !>ued'e -;" súst ituir al de M~ntenimient0 en t"aserva, aer,! 

A~~4nd(Jse ' ent8fi¿~~ l~s socio~ lo pagado por ~lpara el ' pago :d~' l 
.,Q-t.ro ·,-!Ill.puesto, · resulta irralevanteel . hacho de qu'eeÍacuerdo -

. ::, : 

de Mantenim·iento en Resarva de las utilidades S~ hubiera tomado 
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con anterioridad al 31 de diciembre de 1968~ ya que no existía -

ninguna expectativa de que queds>t'a firme. Si tiene importancia 

de que el r~fef:fdo ábuerdo hhbi~ra sidb tOlnado o no en la fecha 

indicada pues de ellos depe~día el determinar que clase de Im-­

puestó de Mantenimiento en réserva iba a pagar, el que regulaba 

el Art. 14 o el regulado por el resto de disposiciones del Decre 

to No. 609.-

Si difícil es encontrar explicación al seHalamiento de una 

fecha fija para tomar el acuerdo de mantenet én reserva las u­

tilidades; más lo es pOr nd decir imposible encontrarle justif! 

~a~i6n a lá f~cha del io. de enero de 1966 en que segón el lite 

ral b) debe comenzar a contarsé el p1áZO pAta distribuir divi-­

dendos que van a ser gravados para los socios. La única raz6n de 

ser, es la versi6n que he recogido sobre que fue un lapsus del 

le~lador que no corrigió esa fecha que aparecía en el antepro­

yecto redactado por la Comisión respectiva, por la premura con 

que fue promulgado y que se daba por contado de antemano de que 

dicha ley iba a entrar en vigencia el lo. de enero de 1966, lo 

cual no ocurrió así por haberse postergado dicha promulgaci6n al 

28 de mayo de ese mismo afio, por prolonsarse las discusiones de 

ese anteproyecto.-

BASE IMPONIBLE DE LOS IMPUESTOS: 

Con respecto a este punto hay ~erencia entre los dos impue~ 

tos. La base imponible del Impuesto de mantenimiento en reserva 

es la parte de la renta imponible menos el impuesto social. Re­

sulta un poco confusa la redacción del literal a) del Art. 14 -

que se ref~e a este base imponible~ pues se podría dar el caso 

ql1e .. la parte de la renta imponible que se decidiera capita]jzar 

fuera ~ 1.000.00 y el impuesto social fuera de ~ 1.500.00; no - • 

habría impuesto que computar. Lo que me imagino que quiso decir 

el legislador era que la base imponible del referido impuesto 



consistía en la parte de la renta imponible que se acordara man~ 

tener en reserva deducido la parte proporcional del impuesto ao­

cial.-

Con respecto al impuesto de Capitalizaci6n la base imponi­

ble lo constituía simplemente las utilidades que se acordaran ca 

pitalizar. No había, pues, ninguna deducci6n del impuesto social. 

TASAS IMPOSITIVAS: 

No existe ninguna diferencia en cuanto la base que se tom~ 

ba en cuenta para la determinBci6n de los porcentajes impositi­

vos, ya que en ambos tributos eran del 10% y el 15% según que -

el capital social fuera de e 100 . 000.00 6 más, respectivamente.­

CREDITOS: 

Tanto parn el pago de capitalizaci6n como para el de reser 

va se tomaba en cuenta lo que las sociedades habían retenido y 

enterado al Fisco de acuerdo a lo estatuido por el Art.76 de la 

Ley de Impuesto sobre la Renta que el Decreto No.609 derog6.-

Además de este Art. fue derogado el Art.22 de la referida 

Ley que establecía una exenci6n del pago del Impuesto sobre la 

Renta cuando el socio recibía dividendos en forma de acciones -

conservándose la proporcionalidad de sus aportes.-

DECLARACIONES. PAGO DE LOS IMPUESTOS: 

De conformidad al Art. 15 del Decreto que remite a este a 

las disposiciones de la Ley de Impuesto sobre la Renta,se puede 

establecer que las declaraciones de los referidos Impuestos de­

ben ser presentadas en la Direcci6n General de Contribuciones Di 

rectas o en sus Delegaciones y el pago efectuarse en las Colectu 

rías respectivas. 

El plazo para presentar dichas declaraciones es de tres me­

ses contados para el Impuesto de Capitalizaci6n desde la fecha en 

que se efectuó el acuerdo respectivo y para el de reserva,desde 

el lo. de enero de 1969.-

Dos meses después de esas fechas sGfialadas terminaba el p1~ 

zo para pagarlos.-
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PARTE TERCERA 

CAPITULO UNICO¡ CONCLUSIONES 

Dada la importancia que tiene el Decreto No.609, por su 

reciente aplicaci6n y a efecto de despejar dudas que en su in­

terpretaci6n puedan suscitarse y consciente de las omisiones en 

que podrla incurrir, he tratado én los Capltulos anteriores de 

desarrollar un comentario del referido Decreto.-

A efecto de interpretar a cabalidad sus preceptos legales, 

he buscado los fundamenton que motivaron al legislador en los -

antecedentes econ6micos, políticos y jurídicos.-

Ello me llev6 al análisis del estado a que ha llegado la -

integraci6n econ6mica y más concretamente a los problemas que -

confronta el Mercado Común Centroamericano, cuyas soluciones son 

de gran trascendencia para "nuestro futuro econ6mico y político.-

La interrelaci6n entre lo econ6mico y lo tributario no es -

difícil de descubrir, ya que una buena planificaci6n de esto úl­

timo puede repercutir en logros econ6micos y sociales.,Y- es por 

ello que he querido establecer la calidad de incentivo fiscal -

que tiene la regulaci6n impositivo del Decreto, al procurar por 

medio del ahorro de las sociedades que fomenta, una mayor produ~ 

tividad y empleo de nuestros recursos humanos y naturales. Esto 

nos llevaría también a colocarnos en igualead de condiciones com 

petitivas con los demás países del área integracionista4-

La existencia del Estado está supeditada a la colaboraci6n 

entre gobernantes y gobernados. Toca a lo~primeros orientar los 

objetivos, a establecer las bases para que estos fines se reali 

cen y lograr, al mismo tiempo que el goce de la libertad, la sa 

lud y la cultura, el bienestar econ6mic o y la justicia social.-

A los gobernados, por su parte y entre otras cosas, les to 

ca el contribuir en la medida de sus capacidades econ6micas, al 

sostenimiento del Estado, a procurarle a éste los medios finan-
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cieros para que realice sus fines.-

En este sentido podemos encontrar el fundamento de los tr! 

butos en general, en la necesidad que tiene el Estado de existir 

y más mediatamente en el derecho que tienen los ndcleos de la p~ 

blaci6n menas favorecida econ6micamente, a llevar una existencia 

00 acuerdo con su dignidad humana, que le permita también gozar 

~ los beneficios que conlleva el progreso, realizándose así la 

finalidad de la justicia social que preconiza nuestra Consti­

tuci6n Política. Esta clase de justicia social s6lo se cumple -

en parte mediante una distribuci6n equitativa de las cargas tri 

butarias.-

Como ya hemos visto a lo largo de estas páginas, la reali­

zaci6n de la justicia tributaria ha sido la preocupaci6n de nues 

tro legislador que se refleja en los distintos sistemas fiscales 

que se han ensayado.-

Estos sistemas no han sido más que un reflejo a su vez de 

los cambios que se han operado en el concepto del Estado en o­

tras latitudes, debido a la presi6n de las transformaciones so 

ciales impuestas por las circunstancias.-

El Estado Liberal de j 6 paso al Estado Intervencinnista~ -

quien al ver ensanchado sus fines se encuentra urgido de más re 

cursos.-

Para lograrlo tuvo que modificar sus sistema tributarios, 

haciendo recaer la carga tributaria con mayor rigor en las per_ 

sonas de mayor capacidad contributiva, lo cual hace que se con­

sidere de preferencia a los impuestos directos sobre los indi­

rectos.-

En nuestro medio aparece en 1915 y más aún en 1916, bien -

delineado, el Impuesto sobre la Renta. Con est~impuesto se qui­

so lograr una mayor distribuci6n de la Renta Nacional, que lle­

gara a esparcirse en forma de servicios s ociales en los secto-
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res pobres de la población.-

Es desde el affo de 1951, a nuestro entender, que se esta-­

blece un nuevo concepto de Renta, apartándose del criterio civi 

lista y considerando como ingreso a todo aquello que significa­

ra un aumento en el patrimonidde las personas.-

En cierto período de la existencia de esa ley, durante la 

vigencia del Decreto No. 300, se sistematizó la forma de gr~var 

más pronunciadaoente a cierta clase de ingresos, los provenien­

tes del capital. Al ser derogado ese Decreto, siempre se mantu­

vo el sistema implantado por la referida Ley de 1951 de reque­

rir mayor tributación de parte de cierta clase de contribuyentes, 

que obtenían su renta del capital en forma de participaciones -

sociales, ya que las utilidades de las sociedades eran gravables 

tanto para ellas como para los ·socios. Pero al mismo tiempo se -

establecieron para fomentar la constitución de las sociedades a­

nónimas, una serie de incagtivos en forma de deducciones especia 

les y postergando los efectos impositivos en forma de deduccio­

nes especiales y postergando los efectos impositivos del hecho -

generador de la percepción del ingreso a la fecha en que real-­

mente los recibieran, en virtud de una distribuci6n de dividendos 

o de una capitalización de utilidades.-

Como se comprenderá, ésto no constituía en!orma alguna que 

al concepto de renta ya indicado se estuviera desnaturalizando. 

El Impuesto a las sociedades puede considerarse como un im~uesto 

complementario a los socios, quienes son los verdaderos destina 

tarios del patrimonio social; y en cuantola forma de gravar a -

los socios no era más que una confirmación de ese concepto,pues 

en 10 relativo a las sociedades de persona~, el objeto del im-­

puesto 10 constituye el aumento en el patrimonio de los socios, 

en cuanto significa el aumento deIÑalor de sus derechos socia­

les por las ganancias obtenidas por la sociedad, cuando no se re 
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partían. Respecto a las saciedades anónimas y por razones de po-

lítica fiscal, ese fenómeno de la percepción del ingreso, que no 

dejaba de ser gravable, en forma de auoento patrimonial, se pos-

tergaba para los accionistas al momento de su distribución, dán-

dole oportunidad a dichas sociedades que realizaran un ahorro con 

las referidas utilidades.-

Este fue el tratamiento que predomin6 en la Ley de 1951,re~ 

pecto a las utilidades de las sociedades an6nimas, fuera del sis 

tema que implant6 por poco tiempo el Decreto No. 300.-

Con la promulgación de la ley de Impuesto sobre la Renta -

de 1963, no obstante de conservarse el mismo tratamiento que la 

ley de 1951 daba a las sociedades an6nimas, se implant6 el slst~ 

ma de retenci6n de cierto porcentaje de las utilidades para ga-

rantizar el pago del Impuesto sobre la Renta de los accionistas 

al momento de generarse el impuesto por el reparto de dividendos. 

Este sistema de retención tenIa sus raíces en el problema -

que representaban las utilidades acumuladas de las sociedades -

an6nimas, el cual se quiso 00 1ucionar con los Decretos Nos.300, 

442 y 502, así como tambidn con las disposiciones transitorias 

contenidas en el Art. 117 de la actual Ley de Impuesto sobre la 

Renta. Para evitar esa acumulaci6n de utilidades, que en nada -

gravitaban y que la mayor de las veces sólo se efectuaba para -

efectos de eludir el impuesto, se quiso darle a la retenci6n la 

finalidad de un pago anticipado de los tributos que pagar~an -

los accionistas.-

Esta medida de la retenci6n no cau.6 ningún resultado bene-

ficioso, ni para el Estado, que no podría disponer de las canti-

dades retenidas, ni para las sociedades, para quienes si no ya -

un impuesto para ellas o para los socios, dichas cantidades rete 

nidas significaban una mengua en las utilidades sociales, de que 

no podían disponer.-

,, \.., ,. 



207 

... .... "" "" ... 

Los efectos de la retención signif~c6 una situación análoga 
. ~ .~ .. ,.. 

a la produci~a por el DecretO ' No~ 300, pues las sociedades sin -

,estar pagando "ningún impuesto en iefectivoj es decir, realmente -
'" " .¿~\ '~ .:- \~ . ', ,' . '.' -.:~. 

gene rado., a . c\}enta de, sus s oc i68, tén ían que de sembo lsar cant id~ 
;: ..... ' >~ , .": \ .1 .. . , ': r . : .... -: \ .... ... ' , . ~ \ . , 

',: , 

des ' s.irto"'.4.guales, siciilares a , lo qüe podrían pagar los socios -
": 1 ' 

si el impuesto ' se hubiera e;~n'~taIa 'p' ; ~';; , 

Este sistema de la retenci6n, al c o ntrario de 10 que se po-

dría suponer, trajo resultados 'negativos, YaGue muchassocieda--

des prefirieron repartir sus utilidades a los socios para que -

éstos pudieran hacer uso de las retériciones, provocándose en con 

secuencia un debilitamiento en sus estructuras financieras.-

De todo esto resultaba que ninguno de los sistemas ensaya--

dos hasta el QOQento para g ravar las utilidades acuQuladas y pa-
, ' -: . 

ra ' évitar acumulaciones futuras, había dado resultados satisfac-

brios, kl defecto se encontró en que casi todos esos sistemas ha 

bían tenido por base la estructura del I mpuesto so4re la Renta.-

Había que romper con esa :c(1)güumbre y fue así como ·:.: sé conci-

" 
hi6 la creación de dos nuevos impuestos, di~tintos en su natura-

. ~. . . . <. 

leza al impuesto sobre . la Renta, que iban a gravar a las utilida 

des acumuladas de las sociedades ~oón1mas domiciliadas en el país. 

Las normas contenidas en el Decreto No. 609 han dado lugar-

a discusiones, aún antes de su promulgaci6n. No obstante que fue 
. 
aceptado por el sector privado como un medio más adecuado que el 

sistema de ret e nci6n, Quchos de sus aspectos más fundamentales -

han sido interpretados en distinta forma.-

Todavía se sostiene que el Decreto No. 609 no es más que un 

apéndice de la Ley de IQPuesto sobre la Rent a: en la forma de un 

Régimen Especial para tratar con ese impuesto a las utilidades -

provenientes de sociedades an6nimas dOQiciliadas en el país. Y lo 

más grave del caso es que en ese sentido se anuncia en la parte 

inicial del Decreto.-
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Se ha llegado a est~blecer también de que el Decreto No~ 

609 no es más que un sistema de retención que sustiuyó al im­

plantado por el Art. 76 de la Ley de IMpuesto sobre la Renta,­

derogado por él.-

Para sostener esa tesis se ha despojado al plazo de cuatro 

años que instituye el Art. 1 del Decret o de toda su significa-­

ci6n, como factor determinante en el c6mputo definitivo de los 

impuestos que regula. En este orden de ideas s6lo el Impuesto 

de Capita1izaci6n puede quedar firme respecto al Impuesto sobr~ 

la Renta y no el Impuest o sobre Reserva q ue en cuá1quier momen­

to puede ser sustituido p o r él.-

Otras de las afirmaciones que se hacen como verdades incon 

cusas, es de que la base imponible de los Impuestos de Capitali 

zaci6n y de Mantenimiento en Reserva, es la Renta Imponible de 

las soeiedades. Ayuda mucho el sostenimiento de esta proposici6n 

los comentarios cortenidos en la respectiva exposici6n de moti­

vos, así como ciertos defectos de técnica legislativa de que a­

dolece el Decreto.-

El tratar de satisfacer una inquietud personal que no se -

acomoda con las interpretaciones que se han dado sobre el Decr~ 

to No. 609 y al mismo tiempo el de cumplir con un requisito pr~ 

vio para la opción a mi investidura acedámica, movi6 mi ánimo a 

escoger como punto de tes i o el Comentar i o al citado Decreto,cu­

yas conclusiones elaboro en la forma siguiente: 

1-) No me resi gno a la idea de que la finalidad del Decre­

to No . 609 sea s6lo el implantar un nuevo sistema de retenci6n. 

Para tal objeto sería demasiado el esfuerzo realizado por el le 

g islador para estructurar todo un sistema tributario, con suje­

tos pasivos, bases y hechos imponibles bien definidos, tarifas 

impositivas~ obligaciones formales y una forma muy peculiar de 

generarse la obligaci6n tributaria material.-



Si el significado propio del necreto fuera el de una reten­

ción ahora, que ya no existe la traba de que ella pueda ingresar 

al Fondo General de la Nación, sería muy fácil retornar al anti­

guo sistema con solo establecer una reforma más en la Ley de Im­

puesto sobre la Renta, en el sentido de que las retenciones co­

rrespondientes a cierto ejercicio impositivo d~la sociedad fue­

ran efectuadas al finalizar un plazo prudencial contado desde -

la fecha en que finaliz6 el ejercicio y con ello se obtendría -

un resultado igual al que ee obtiene de darle al Decreto la in­

terpretación de un nuevo sistema de retenci6n. Si no se estable 

ce ese nuevo tratamiento sugerido es porque el Decreto represe~ 

ta algo distinto y algo más que un simple sistema de retenci6n. 

2-) Tampoco puedo aceptar la idea que de los dos impuestos 

regulados por el Decreto, s6lo el de Capitalizaci6n tenga efec­

tos de permanencia y no así el de Reserva qu~uede ser removido 

en cualquier momento.-

por.que si esto fuera cierto, qué sentido tendría 10 dispue~ 

to por el Art. 4 del Decreto, al establecer que si transcurrido 

el término de dos años que allí se menciona no se legaliza la -

capita1izaci6n se presume que se acord6 mantener en reserva las 

utilidades. De nada servirfa que se determinara el Impuesto so­

bre la Reserva con base en esa disposici6nj así como la diferen 

cia de impuesto a pagar y el recargo correspondiente, ya que lo 

determinado en estos dos últimos conceptos tendría que devo1ve~ 

se cuando la sociedad posteriormente acordara capitalizar uti1i 

dades o repartir dividendos, pues en uno y otro caso y de canfor 

midad al Art. 11 de la Ley de Impuesto sobre la Renta, los so­

cios tendrían que pagar este impuesto por las utilidades que le 

fueron entregadas en especies o en efectivo. y si se es conse­

cuente con la tesis reryatida también en el caso planteado se 

podría pagar el Impuesto de capitalizaci6n, teniendo derecho -

también los socios a la devoluci6n respectiva. Es muy signifi­

cativo que esto último 10 prohibe expresamente el inciso 30.del 
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Art. 9 del Decreto, lo cual vendría a ser una contradicci6n, de~ 

tro de la referida tesis, ya que ello está demostrando que, aun­

que se efectae ~ l acto de la capitalización, el impuesto que se 

pagó por el acuerdo presunto de mantener en reserva las utilida­

des, ya no se puede revocar.-

Lo indicado no estaría tampoco de acuerd o con la naturale­

za de retención que se le atribuye a los impuestos del Decreto 

No.609, ya que ella debe ser en tal forma que no permita efec-­

tuar devoluciones y esta característica sólo podría cumplirse -

dejando existente, en casos como el planteado, el Impuesto de -

Capitalización, no habiendo necesidad de establecer, como lo ha­

ce el referido Art.4, la presunci6n de derecho y la determinaci6n 

del Impuesto de Mantenimiento en Reserva, 10 cual sólo provoca­

rla devoluciones innecesarias.-

3-) No considero atinada, además, la apreciaci6n de que -­

"el objeto del impuesto es el monto de las utilidades sociales 

para fines fiscales", tal como 10 expresn la referida exposici6n 

de motivos.-

Estoy de acuerdo que para la determinaci6n del Impuesto so­

bre la Renta el legislador haya creado la categoría jurídica de 

renta imponible para las sociedades que distorciona el concepto 

contable de utilidad social; y nan me parece aceptable que se -

establezca también una ~tilidad social distribuible para efectos 

impositivos de los socios. Esas medidas evitan que el objeto im­

ponible del Impuesto sobre la Renta que lo constituye la percep­

ci6n de la Renta, sea alterado por maniobras que hacen aparecer 

una distribuci6n de dividendos como deducciones, así como tam­

bién el ánimo del legislador de favorecer a los contribuyentes 

afectados con el impuesto, al permitir a la sociedad excluir de 

la utilidad contable cie~tas utilidades que se consideran exen­

tas del impuesto y concederles, además, deducciones de cantida­

des que efectivamente no fueron erogadas y que nás bien consti­

tuyen otra cateogria de in&resos exentos.-
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Pero tratándose del Decreto No. 609, no considero justific~ 

ble que una de esas creaciones jurídicas de la utilidad social, 

la renta imponible, sea tomnda en cuenta para estructurar la ba 

se imponible de los tributos que regula.-

El Decreto No. 609 no está gravando con sus tributos el -

fen6meno econ6mico de la percepción de la renta, sino a dos ac­

tos que tienen más que todo un contenido jurídico, como son la 

capitalizaci6n de utilidades y el maruenimiento en reserva de -

las mismas.-

Esos dos actos tienen trascendencia no s6lo para los so-­

cios y el Fisco, sino también para los particulares, a quienes 

les interesa saber el estado financiero de las sociedades con 

quienes pactan.-

De tal manera que cuando se realiza una capitalizaci6n de 

utilidades en legal forma esto significa que se ha aumentado el 

capital social. Es 16gico suponer que para efectuar las operaci~ 

nes contables que funda~entan tal aumento, no se tomará nunca -

como base la renta imponible de las sociedades, la cual como ya 

tuvimos ocasi6n de darnos cuenta es irreal; y si eso se preten­

diera efectuar, tendríamos que llegar al absurdo, en ciertos ca 

sos, de aceptar de que se pueda capitalizar gastos.-

Para ser consecuente con esa tesis, que rebatimos, s6lo ha 

bria una manera para solucionar el problema: tasar primero el -

impuesto que corresponda a la renta imponible de las sociedades, 

deducido el impuesto social; y luego, cuando se acordare capita 

lizar o mantener en reserva, todo o parte de las utilidades, -

calcular qué proporci6n del impuesto primeramente determinado 

les corresponde. pero este procedimiento no está específicamente 

determinado por el Decreto y seria por lo tanto ilegal hacerlo. 

Quedaría entonces subsistente una situaci6n de injusticia que a 

veces favorecería a los contribuyentes y en otras ocasiones les 

perjudicaría.-
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No veo la forma de sostener la teoría indicada de que la b~ 

se imponible de los impuestos que regula el Decreto No. 609 se -

la base imponible de las sociedades. Esos impuestos y el que re­

cae sobre la Renta son de naturaleza distinta, como ya lo demos­

tr~ en Capítulos anteriores; y diferentes deben ser también sus 

elementos constitutivos fundamentales.-

Estas son las conclusiones a que llego respecto al análi--

~s del Decreto No. 609. Queda en mi ánimo la sensaci6n de que -

el referido Decreto, ha encontrado por fin una soluci6n equitati 

va el problema de las utilidades acu~uladas de las sociedades -

an6nimas; conjugando los intereses, tanro del sector gubername~ 

tal como los del sector privado; obteniendo aqu~l, en un corto 

término y en forma efectiva, los ingresos que necesita para cum 

plir sus f~nes y recibiendo el otro sector, cuando inv1_rte sus 

ca~itales en la constituci6n de sociedades an6nimas, el benefi­

cio de conservar el ahorro total de los ingresos sociales, sin 

gravitar por cierto tiempo, evitando así los préstamos onerosos. 

Se ha dicho que no conviene la proliferaci6n de los impues­

tos, porque ellos debilitan la capacidad productiva de las empr~ 

sas. Pero en el caso del Decreto No. 609, no son varios impues­

tos que se tienen que pagar al mismo tiempo, sino que uno solo, 

en virtud del sistema de alternativas que implanta, dejando la 

elecci6n de una de ellas a las mismas sociedades, quienes dete~ 

minarán que es lo que más conviene a ellas, que es lo mejor pa­

ra los socios y de estas dos situaciones, que sacrificio merece 

hacerse. La actividad productiva de las empresas que dirigen las 

sociedades, pues, jugará un papel primordial en la elecci6n del 

impuesto a pagarse.-

Termino esta tesis citando el siguiente párrafo de Richard 

A. Musgrave, que dice: 

!lE l motor de 1 desenvolvimiento econ6mico es e 1 aumento de 

la productividad. Es cuesti6n de formaci6n de capital y de una 
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utilizaci6n más eficiente de los recursos, más bien que de fina~ 

zas. Sin embargo, las finanzas desempeñan un papel importante -

porque sirven para llevarlos recursos a ésos usos. Especialmen-

te las fiaanzas públicas que tienen la doble tarea de proporci~ 

nar capital para gastos sociales y de movilizar los ahorros res 

tringiCndo el consumo". (1) 

&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&& 
&&&&&&&&&&&&&&&&&&&&& 

-------------------
(1) LA IMPOSICION FISCAL EN LOS PAISES EN DESARROLLO. Compilaci~ 

nes de Richard M. Bird y oliver Oldman. Programa Impositivo 

Internacional de la Facultad de Leyes de Harvard. Ps.Sl. -

Uni6n Tipográfica Editorial Hispano Amerecana. Primera Edi­

ci6n en espadol. México. 1968.-
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